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Relaciones  entre  el  propietario  del  suelo 
y  el  de  la  mina 

§  I. — De  la  exploración  ó  cateo 

1.  Fundamento  y  extensión  de  este  derecho 

El  Código  ha  denoiTdnado  este  título,  «De  las 
relaciones  entre  el  propietario  y  el  minero»,  y 
la  sec.  I,  «De  la  exploración  ó  cateo»,  compren- 
diendo bajo  esa  leyenda  las  tres  fases  bajo  las 
cuales  se  presenta  el  derecho  de  explorar  el  te- 
rreno superficial  en  busca  de  los  yacimientos 
subterráneos,  ó  sea:  1°  la  constitución  del  de- 
recho de  catear;  2^  hmitaciones  de  espacio  y  de 
tiempo  á  esa  facultad;  3°  del  derecho  del  dueño 
del  suelo  para  explorar  y  buscar  minas  en  él 
En  verdad,  este  título  contiene  las  cuestiones  ó 
confhctos  entre  la  propiedad  superficial  y  la 
subterránea  y  entre  los  diversos  intereses  que 
concurren  á  producirlos:  el  interés  púbhco  que 
exige  la  explotación  regular  y  activa  de  toda 
mina,  el  particular  del  minero  que  procura  ma- 
yor suma  de  facilidades,  y  el  del  dueño  de  la  su- 
perficie cuyo  derecho  se  ve  menoscabado  por  esa 
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propiedad  nueva  incrustada  en  la  suya  con 
tantos  y  tan  formidables  privilegios,  y  exige, 
por  lo  tanto,  indemnizaciones  que  satisfagan 
el  valor  real  de  la  tierra  ocupada  por  el  mi- 
nero, y  aún  lo  que  la  fantasía  agrega  cuando 
descubre  que  él  hubiera  podido  aprovechar 
los  tesoros  escondidos.  Las  soluciones  á  los 
múltiples  casos  de  confhcto  se  hallan  compren- 
didas en  este  título,  en  que  por  primera  vez 
vemos  entrar  en  lucha  las  dos  doctrinas  sobre 
propiedad  minera:  la  que  da  el  predominio  al 
superficiario  y  la  que  lo  da  al  del  subsuelo, 
concesionario  de  la  mina. 

Nuestro  autor  se  declaró  desde  luego,  en  su 
proyecto,  por  el  segundo  sistema,  como  todos 
los  que  se  dedican  exclusivamente  á  este  es- 
tudio: y  por  eso  en  el  art.  26  decía  que  «to- 
da persona  capaz  de  adquirir  y  poseer  minas 
puede  buscar,  catear  y  hacer  los  trabajos  con- 
ducentes á  su  descubrimiento  en  terrenos  de 
cualquier  dominio,  sin  necesidad  de  permi- 
so y  sin  limitación  de  tiempo  y  espacio, 
siempre  que  los  terrenos  no  estén  cultivados, 
labrados  ó  cercados»,  reproduciendo  el  lenguaje 
doctrinario  y  regaHsta  de  las  antiguas  leyes.  La 
comisión  legislativa  ha  cambiado  casi  totalmente 
el  sistema  del  codificador,  convirtiendo  la  Hber- 
tad  de  exploración  que  aquél  acordaba,  en  li- 
bertad  para    pedir  la   venia  de  la  autoridad 
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para  ejercer  las  investigaciones,  reduciendo 
los  términos  del  problema  á  respetar  los  de- 
rechos primordiales:  1^  el  del  Estado,  dueño 
del  dominio,  y  2°  el  del  propietario  de  la  su- 
perficie, puesto  que  el  cateo  la  afecta  directa- 
mente y  la  limita  hasta  desnaturalizarla,  per- 
mitiendo que  todos  puedan  penetrar  á  la  pro- 
piedad ajena  para  buscar  minas.  La  autoriza- 
ción del  Estado  era,  pues,  indispensable  para 
garantir  al  propietario  contra  los  abusos  y 
para  introducir  el  debido  orden  en  las  explo- 
raciones mismas. 

Por  otra  parte,  la  disposición  natural  de  las 
substancias  mineras  de  que  la  ley  se  ocupa, 
hace  imposible  su  descubrimiento  y  su  labor, 
"sin  hallar  y  abrir  previamente  el  camino  has- 
ta ellas  por  la  superficie.  No  es  de  este  lugar 
el  hablar  de  las  diversas  formas  de  yacimiento, 
que  imponen  diversos  sistemas  de  exploración 
y  explotación.  Cada  substancia  aparece  ligada 
á  un  terreno  determinado,  que  se  caracteriza 
por  su  edad  ó  su  composición  general,  y  por 
la  manera  como  se  halla  dispuesto  en  la  cor- 
teza terrestre.  «La  geología,  dice  un  autor  téc- 
nico, (1)  nos  hace  conocer,  por  otra  parte,  aso- 
ciaciones de  carácter  bastante  permanente,  que 
dan  por  resultado  precisar  más  el  medio  espe- 

(1)  GoupiLLÉRE,  Cours  (V exploitation  des  mines,  n.  4. 
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cial  donde  las  investigaciones  tendrán  proba- 
bilidades de  éxito»,  como,  por  ejemplo,  el  cobre 
con  las  rocas  magnesianas,  el  estaño  y  el  oro 
con  el  cuarzo,  el  plomo  con  la  barita  ó  el  cal- 
cio, la  plata  con  la  calcita,  etc.;  de  manera,  pues, 
que  las  teorías  geológicas  auxilian  á  las  explo- 
raciones, ya  sea  para  deducir  á  priori  la  pre- 
sencia de  una  substancia  determinada  en  tal 
ó  cual  región,  ya  para  concluir  con  cierta  pro- 
babilidad, en  el  descubrimiento  de  un  primer 
criadero  en  presencia  de  yacimientos  similares 
en  cierto  radio»  {^). 

Todas  estas  nociones  nos  conducen  á  deduc- 
ciones importantes  del  punto  de  vista  de  la 
ley,  así  para  aceptar  la  servidumbre  perma- 
nente, inherente  á  la  superficie,  en  favor  de> 
subsuelo  mineral,  como  para  la  fijación  del 
lugar  y  radio  donde  las  exploraciones  han  de 
sohcitarse  ó  concederse,  y  en  último  análisis, 
para  decidirse  por  la  doctrina  que  podemos 
formular  en  estos  dos  términos:  1°  el  dere- 
cho de  exploración  proviene  de  la  naturaleza 
y  disposición  de  las  substancias  minerales, 
que  exigen  cierta  dependencia  de  la  superfi- 
cie respecto  del  fondo,  y  por  consiguiente,  que 
el  derecho  de  buscar  minas  comprende  el  de 
penetrar,  transitar  y  hacer   trabajos  de  inves- 

(1)  GoupiLLÉRE,  Cours  d'exploitation  des  mines,  n.  6. 
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tigación  en  ella;  2^  que  perteneciendo  el  do- 
minio de  las  minas  al  Estado,  y  siendo  éste  el 
encargado  de  presidir  el  ejercicio  ordenado  de 
todos  los  derechos,  la  facultad  de  catear  debe 
subordinarse  al  permiso  de  aquél,  y  á  limita- 
ciones impuestas  por  el  derecho  de  los  pro- 
pietarios y  otros  exploradores. 

2.  Sistema  adoptado  por  el  Código 

El  sistema  de  nuestro  Código  es  el  de  la  equi- 
dad, que  sostiene  Dalloz  (i),  entre  las  dos  pro- 
piedades, y  el  del  interés  púbüco  proclamado 
por  el  artículo  13.  Por  eso  es  tan  amplia  la  fa- 
cultad de  explorar  (art.  23),  y  por  eso  la  autori- 
dad debe  asistir  á  todos  los  actos  preparato- 
rios del  dominio  y  de  la  explotación  formal,  que 
constituyen  el  cateo  ó  exploración,  el  cual  ne- 
cesita á  su  vez  llenar  determinadas  formahda- 
des  previas,  porque  consta  de  actos  que  pue- 
den importar  daños  á  la  propiedad  común,  y 
lesionar  derechos  ajenos,  del  Estado  ó  de  parti- 
culares. 

La  ley  francesa  de  1810,  en  su  título  III,  sec- 
ción I,  ha  dado  á  nuestro  codificador  la  mate- 
ria referente  al  derecho  de  exploración,  y  los  de- 
más artículos  que  llenan  los  vacíos  de  aquella 

(1)  De  la  pi-oprieté  des  mines,  t.  I,  p.  306. 
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ley  han  sido  tomados,  ya  de  la  instrucción  mi- 
nisterial del  3  de  Agosto  del  mismo  año,  ya  de 
los  comentarios  de  los  jurisconsultos,  y  la  ju- 
risprudencia de  los  tribunales  franceses  y  bel- 
gas. Nuestro  sistema  es  el  de  la  ley  francesa, 
con  diferencias  que  señalaremos  en  cada  caso; 
pero  en  general,  la  doctrina  es  la  enunciada  por 
los  artículos  10, 11  y  12  de  aquélla,  y  que  se  fun- 
da sobre  las  siguientes  principales  consideracio- 
nes: 1^  el  derecho  del  propietario;  2^  el  derecho 
del  Estado;  3^  la  utilidad  pública.  La  diferen- 
cia con  la  nuestra  consiste  en  la  primacía  que 
acuerda  al  derecho  del  propietario,  como  una 
consecuencia  del  derecho  de  propiedad  consa- 
grado por  el  artículo  552  del  Código  Civil  (i);  y 
á  eso  responde  la  forma  negativa,  prohibitiva, 
en  que  están  redactados  los  art^  10,  11  y  12. 
Nuestro  Código  empieza  por  consagrar  el  dere- 
cho de  los  particulares  y  del  Estado  para  in- 
vestigar y  conceder  el  permiso,  respectivamente, 
y  á  manera  de  excepción  ó  Hmitación  á  ese  de- 
recho de  todos,  consigna  en  el  parágrafo  III 
del  tít.  III,  sec.  1%  el  derecho  del  propietario  para 
practicar  cáteos  en  su  propia  tierra,  si  bien  su- 
jeto á  hmitaciones  que  fluyen  de  la  naturaleza 
del  derecho,  según  el  principio  adoptado.  No  obs- 
tante todas  estas  consideraciones   en  favor  del 

(1)  Peyret  Lallier,  t.  I,  no.  947 
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propietario,  nuestro  Código,  con  las  reformas 
de  la  comisión  parlamentaria,  ha  quedado  entre 
los  que  más  restricciones  imponen  al  derecho 
de  catear,  porque  si  no  lo  ha  limitado  respecto  de 
las  personas,  lo  ha  hmitado  respecto  de  los  sitios, 
de  la  extensión  y  del  tiempo,  como  lo  veremos 
más  adelante.  (^) 

5.  Concepto  práctico  y  dentiñco  de  la 
exploración  6  cateo 

La  exploración  ó  cateo  es  el  conjunto  de  in- 
vestigaciones que  un  minero  hace  para  compro- 
bar la  existencia  de  una  substancia  explotable, 
y  poder  determinar  la  cosa  objeto  déla  concesión 
y  sin  la  cual  no  habría  derecho  de  propiedad 
minera;  y  deriva  de  la  naturaleza  misma  de  las 
cosas,  pues  ésta  indica  por  signos  exteriores  ó 
aleaciones,  la  existencia  de  una  materia  dada  en 
ciertos  lugares.  De  otro  punto  de  vista,  la  explo- 
ración es  el  conjunto  de  actos  que  preceden  al 
pedimento  de  la  concesión,  tendentes  á  fijar  la 
extensión  del  derecho  y  la  naturaleza  de  la  subs- 
tancia ó  de  la  mina  que  ha  de  ser  concedida.  (2) 

No  define  la  ley  en  qué  consiste  la  explora- 
ción, ni  legal  ni  técnicamente;  pero  lo  han  esta- 

(1)  V.  Art.  14,  Código  de  Minería  de  Cliile,  de  1888. 

(2)  DiJFOUR,  Loi  des  mines,  núm.  24. 
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blecido  la  ciencia  y  la  costumbre,  las  cuales  se- 
guirán introduciendo  modificaciones,  ya  extensi- 
vas, ya  limitativas,  y  la  ley  no  podía  cerrar  el 
camino  á  innovaciones  que  no  dependen  de  su 
poder;  habla  solamente  de  trabajos  de  explora- 
ción^ en  general,  los  cuales  pueden  consistir  en 
sonda  jes,  pozos  ó  galerías,  pero  sólo  en  el  sen- 
tido de  medios  para  llegar  á  descubrir  el  cria- 
dero, y  no  para  obtener  beneficio  de  la  mina,  lo 
que  constituiría  ya  la  explotación.  Estos  traba- 
jos serán  más  ó  menos  profundos,  más  ó  menos 
considerables  en  magnitud,  según  se  trate  de 
minerales  propiamente  dichos,  encerrados  en 
el  subsuelo,  ó  de  otros  existentes  en  la  super- 
ficie, á  la  vista,  ó  á  muy  poca  profundidad. 

Habla  nuestra  ley  indistintamente  de  «cataSy 
calicatas»,  «trabajos  de  exploración»,  «labores 
mineras»,  y  más  adelante  habla  de  «trabajo 
formal  para  comprobar  la  existencia  del  criade- 
ro, buscar  su  firmeza  y  reconocer  su  importan- 
cia»; y  es  necesario  definir  estos  términos,  se- 
gún su  significado  en  nuestro  país  y  en  los 
designios  del  Código. 

I''  Catas  ó  (cateo)  son  las  excavaciones  que 
se  ejecutan  en  la  superficie,  sin  penetrar  á  gran- 
des profundidades,  pero  lo  bastante  para  cer- 
ciorarse de  que  existen  en  el  suelo  las  materias 
á  las  cuales  se  ligan,  ó  que  indican  la  existen- 
cia de  determinadas  substancias. 
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1^  Calicatas  se  llama  á  excavaciones  toda- 
vía más  superficiales,  (i) 

3°  Las  labores  mineras  de  que  habla  la  ley^ 
no  son  ni  pueden  ser  otras  que  los  mismos 
trabajos  de  exploración,  pues,  aunque  se  llamen 
labores  los  trabajos  de  explotación  ó  aprove- 
chamiento, no  pueden  designar  en  esta  sección 
sino  operaciones  destinadas  á  guiar  al  minero 
hasta  el  descubrimiento  del  filón,  manto  ó  ca- 
pa mineral  que  busca. 

4^^  Por  trabajo  formal  parece  entender  el 
Código  (art.  29)  un  grado  intermedio  entre  la 
exploración  y  el  descubrimiento,  y  sería  el  ca- 
so en  que  hubiese  llegado  á  determinar  la  po- 
sición probable  del  criadero,  á  ubicar  definiti- 
vamente los  trabajos  de  sondaje  dentro  del 
campo  de  exploración  concedido;  siendo  así  el 
acto  que  precede  inmediatamente  al  pedido  de 
pertenencia  minera,  ó  sea  al  del  verdadero  des- 
cubrimiento. Por  eso  el  mismo  artículo,  abun- 
dando en  expUcaciones  teóricas  agrega:  «buscar 
su  firmeza  y  reconocer  la  importancia  del  ya- 
cimiento»; lo  primero,  para  saber  dónde  está  la 
mayor  abundancia  del  mineral,  y  lo  segundo, 
para  calcular  la  magnitud  de  los  trabajos,  ó 
sea  instalación  de  maquinarias,  y  también  pa- 
ra organizar  debidamente  la  explotación. 

(1)  Lira,  Exp.  de  las  leyes  de  minería  de  Chile,  núm.  90. 
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En  resumen,  las  condiciones  en  que  han  de 
entenderse  las  diversas  maneras  de  designar 
el  cateo  son  determinadas  por  la  ciencia  de  la 
explotación  de  minas,  y  en  cada  caso,  por  los 
ingenieros  ó  inspectores  técnicos  del  gobierno 
en  cada  distrito  ó  asiento  minero  (V.  Ley  espa- 
ñola de  1859,  art.  807;  Decreto-ley  de  bases 
art.  10). 

4.  Capacidad  para  ejercer  el  derecho  de  ex- 
ploración, y  constitución  de  éste  según  la 
ley. 

Nuestro  artículo  23  dice  en  su  parte  doctri- 
nal: « Toda  persona  capaz  de  administrar 
sus  bienes  puede  solicitar  de  la  autoridad 
permiso  exclusivo  para  explorar  un  punto 
determinado,  por  el  tiempo  y  en  la  extensión 
que  la  ley  señala»j  comprendiendo  así,  todos 
los  caracteres  generales  de  este  derecho  de  ex- 
ploración, los  relativos  á  las  personas  y  los  que 
determinan  su  extensión.  En  el  primer  caso 
no  prohibe  á  los  menores  y  mujeres  casadas 
catear  y  descubrir  minas,  sino  ejecutar  por  sí 
los  actos  legales  que  constituyen  los  derechos 
de  explorador  ó  descubridor,  debiendo  en  es- 
tos casos  ocurrir  á  sus  representantes  legíti- 
mos, no  siendo  los  inhibidos  por  el  título  II; 
el  segundo  caso  es  el  objeto  del  pedimento,  el 
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permiso  exclusivo  de  la  autoridad  para  hacer 
exploraciones  mineras,  diferiendo  en  esto  de  al- 
gunos códigos,  el  de  Chile  entre  eUos,  que  no 
hace  tal  Hmitación,  sino  que  declara  el  cateo 
libre  en  terrenos  de  cualquier  dominio,  no  sien- 
do en  terrenos  cerrados  ó  cultivados,  punto  en 
que  recayó  la  modificación  legislativa,  según 
ya  lo  insinuamos;  el  tercer  caso  es  la  limita- 
ción de  lugar,  «un  punto  determinado»,  según 
el  artículo:  cláusula  que  envuelve  la  solución 
de  una  duda  teórica,  la  de  si  el  descubrimien- 
to accidental  de  substancias  no  designadas  en 
el  pedimento,  daba  la  propiedad  de  ellas  al  des- 
cubridor, por  hallarse  dentro  de  los  límites  de 
la  pertenencia  de  cateo.  Opina  desde  luego 
el  autor  del  código,  que  ellas  pertenecen  al  des- 
cubridor, pues  el  único  objeto  de  la  ley,  es 
producir  el  descubrimiento  y  explotar  la  subs- 
tancia, importando  poco  á  la  sociedad  que  él 
sea  debido  á  la  casualidad  ó  á  la  diligencia  ó 
á  la  suerte  del  explorador.  Por  eso  el  artículo 
se  limita  solamente  á  fíjar  el  punto  ó  sitio  de 
la  exploración.  Las  restricciones  están  especi- 
ficadas en  el  parágrafo  II  de  esta  sección,  con 
relación  á  los  sitios  cerrados,  cultivados  ó  ha- 
bitados, y  con  relación  á  otros  derechos  adqui- 
ridos. 

Lo  que  constituye  el  derecho  de  exploración 
es,  por    lo  tanto,  el   permiso  de  la   autoridad. 
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Este  es  una  especie  de  título  de  propiedad  de 
ese  derecho,  que  faculta  para  emprender  los  tra- 
bajos de  investigación  ó  descubrimiento.  Este 
título  es  indispensable  y  su  falta  castigada  con 
sanción  penal,  con  multa  de  cien  á  mil  pesos 
en  favor  del  propietario  en  cuyo  terreno  se  hu- 
biesen practicado  excavaciones  ó  catas  (art.  24) . 
Otras  leyes,  las  que  declaran  Ubre  el  cateo  y 
sólo  establecen  el  permiso,  en  el  caso  de  los 
terrenos  poblados  ó  cercados,  han  desconocido 
una  cuaMdad  inherente  á  la  propiedad  común, 
y  es  el  ser  exclusiva,  y  el  derecho  del  propie- 
tario para  imponer  en  toda  su  extensión  su  vo- 
luntad; la  personahdad  del  dueño  se  supone 
existente  en  todas  y  cada  una  de  sus  partes, 
imponiéndole  su  inviolabihdad,  que  sólo  sufre 
las  limitaciones  exigidas  por  el  interés  públi- 
co y  previamente  especificadas.  La  ley  ha  he- 
cho de  las  substancias  minerales  una  propie- 
dad del  Estado,  un  objeto  de  utilidad  públi- 
ca, y  sólo  en  tal  concepto  es  que  se  impone 
á  la  propiedad  superficial  cierta  dependencia 
que  consiste  en  la  servidumbre  necesaria  de  la 
exploración.  Esta  conviene  que  sea  fomentada 
y  acordada  á  los  particulares,  pero  nadie  sino 
el  Estado,  á  nombre  de  la  Nación,  y  en  defec- 
to del  dueño  del  suelo,  puede  otorgar  ese  per- 
miso que  importa  una  desmembración  parcial 
del  derecho  superficiario. 
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5.  Autoridad  cornpetente  para    otorgar  el 
permiso. 

Esta  última  consideración  ha  hecho  nacer  en 
la  jurisprudencia  francesa  la  doctrina  de  que 
sólo  el  gobierno  central  puede  otorgar  el  per- 
miso. «La  ley  del  21  de  Abril  de  1810»,  dicen 
dos  expositores,  habiéndose  hecho  aplicable  á 
la  Algeria  por  la  ley  de  16  de  Junio  de  1851, 
consignó  que  no  bastaba  el  permiso  otorga- 
do por  el  gobernador  general  de  la  Algeria, 
y  que  constituía  un  exceso  de  poder»,  y  citan 
al  efecto  dos  decisiones  del  Consejo  de  Estado, 
en  1878  y  1882.  En  nuestro  sistema  de  gobier- 
no sería,  según  esta  doctrina,  el  Poder  Ejecu- 
tivo de  la  Nación  y  el  de  cada  Provincia,  quien 
firmaría  la  autorización  de  cateo,  ratificando 
el  que  hubiesen  dado  las  autoridades  secciona- 
les de  cada  distrito  ó    circunscripción  minera. 

Las  leyes  americanas  no  han  tenido  en  cuen- 
ta la  naturaleza  del  derecho,  sino  el  interés 
público  que  aconseja  facihtar  las  exploraciones 
y  los  descubrimientos,  y  el  código  chileno  (art. 
15,  16  y  19),  da  al  juez  de  letras  del  lugar,  la 
atribución  de  conceder  ó  negar  la  licencia,  sin 
ulterior  recurso,  previa  audiencia  verbal  de  las 
partes  y  de  un  ingeniero  de  minas.  Entre  nos- 
otros la  cuestión  reviste  serios  caracteres:  las 
distancias  y  la  topografía  de  los    distritos  mi- 
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ñeros  harían  tardío  el  trámite  ante  las  autori- 
dades centrales,  y  bajo  otro  aspecto,  altos  in- 
tereses políticos  y  económicos  pueden  hacer  in- 
dispensable concentrar  en  manos  del  Poder 
Ejecutivo  la  facultad  de  otorgar  el  permiso  de 
exploración. 

Pero  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  co- 
mún, no  habría  razón  para  no  delegar  en  los 
jueces  departamentales  la  atribución  (siempre 
que  pudiesen  ser  bien  aconsejados  por  inspec- 
tores técnicos),  pues  que  el  art.  2518  del  Có- 
digo Civil,  prevé  el  caso  de  las  modificacio- 
nes que  impusiesen  á  la  propiedad  del  suelo 
las  leyes  especiales,  es  decir,  las  leyes  que  ri- 
giesen la  propiedad  de  las  minas. 

6.  El  derecho  de  cateo  es  un  det^echo  real 
y  enajenable. 

El  derecho  de  cateo,  representado  por  el  per- 
miso de  autoridad  competente  ¿puede  ser  ena- 
jenado por  el  adquirente?  ¿Cuál  es  su  natu- 
raleza con  relación  á  la  propiedad  en  general? 
Todos  los  jurisconsultos  franceses  están  con- 
formes en  que  el  derecho  de  exploración  es 
perfectamente  cesible,  siendo  exclusivo  de  aquel 
que  lo  tiene  por  la  ley,  ó  de  aquel  á  quien  en 
virtud  de  la  ley  le  es  acordado  {^).  Dependien- 

(1)  P.  Lalher,  n.  148;— DuFOüR    Lois  des  mines,  n.  6. 
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do  su  existencia  de  una  condición  suspensiva, 
el  otorgamiento  del  permiso  no  podría  ser  ce- 
dido sino  después  de  llenada  esta  condición  (^). 
Es  un  derecho  real  por  su  naturaleza,  pues 
que  es  inherente  á  la  propiedad  superficial, 
como  servidumbre  permanente  impuesta  por 
el  interés  público  Hgado  al  descubrimiento  y 
explotación  de  minas,  reconocido  por  la  ley 
común  y  no  desconocido  en  parte  alguna  de 
la  ley  de  minas,  sino  más  bien  comprendido 
implícitamente  en  el  art.  23  y  derivado  del  art. 
11.  Lo  han  decidido  así  varias  sentencias  de 
las  cortes  belgas.  Chicara  et  Duponty  resu- 
men así  una  de  ellas:  «El  derecho  de  abrir  el 
suelo  para  buscar  minas  constituye  una  ser- 
vidumbre. En  consecuencia,  la  cesión  de  este 
derecho  afecta  al  inmueble,  aun  en  manos  de 
un  tercer  adquirente».  Feraud-Cr'íraudy  n.  242, 
cita  otra  del  10  de  Mayo  de  1845,  según  la 
cual  se  declara  igual  doctrina,  pudiendo  ser  ce- 
dido por  el  propietario  mismo  ó  contra  su  vo- 
luntad, como  gravamen  en  favor  del  subsuelo. 
Brechignac  y  Michel  (2)  agregan  que  el  gé- 
nero de  este  derecho  real  es  nuevo,  y  está  gra- 
vada con  él  la  propiedad  común  en  beneficio 
de  la  subterránea.     «Quien  dice    servidumbre, 

(1)  Chicora  et  Dupont,  n.  al  art.  10. 

(2)  Ob.  cit.  n.  108. 


22 


supone  un  derecho  real.  El  derecho  de  explo- 
ración no  es,  efectivamente,  un  simple  derecho 
personal;  es  un  verdadero  atributo  de  la  pro- 
piedad, un  derecho  real,  por  su  naturaleza, 
puesto  que  es  inherente  al  inmueble  mismo». 
Lo  han  decidido  también  así  los  tribunales  fran- 
ceses de  casación,  el  16  de  Junio  de  1856,  y 
la  Corte  de  Nimes,  el  25  de  Abril  de  1865.  Otros 
tribunales  han  decidido  que  el  ejercicio  de  es- 
te derecho  no  constituye  un  acto  de  comercio, 
sino  cuando  ha  sido  ejecutado  por  una  com- 
pañía de  cáteos,  que  obra  por  cuenta  ajena  y 
con  propósitos  de  especulación  comercial  (Cor- 
te de  Grenoble,  24  En.  1844,  cit.  por  Feraud- 
Giraud). 

7.  Extensión  legal  del  derecho 

La  extensión  del  derecho  que  adquiere  el 
explorador  por  el  permiso,  está  marcada  por 
el  artículo  26  del  Código,  que,  analíticamente 
transcrito,  dice  así:  «1."  Desde  el  día  de  la 
publicación  ó  anotación  de  la  solicitud,  na- 
die podrá  hacer  calicatas  ni  otras  labores 
'¡niñeras^  dentro  de  los  limites  en  ella  indi- 
cados; 2.«  y  después  de  otorgado  el  permi- 
so, (nadie  podrá  practicarlos)  dentro  de  los 
(límites)  fijados  en  la  ubicación;  3.^  corres- 
ponde al  explorador  el  descubrimiento  que, 
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sin  su  previo  consentimiento,  hiciere  un  ter- 
cero en  el  terreno^  correspondiente  d  la  soli- 
citud ó  al  permiso». 

Este  artículo  hace  efectiva  la  exclusividad 
del  derecho  de  cateo,  y  da  sanción  positiva  y 
penal  al  permiso  de  la  autoridad.  La  exclusión 
de  terceros  empieza  en  la  sohcitud  misma  del 
interesado,  quien  por  el  hecho  de  presentarse, 
crea  una  interdicción  respecto  de  aquéllos,  en 
el  área  que  quiera  designar,  y  un  privilegio 
en  su  favor  amparado  por  la  ley,  si  bien  re- 
ducido en  su  extensión  á  los  límites  marcados 
á  cada  pertenencia  de  cateo,  según  el  artícu- 
lo 27. 

Salta  á  la  vista  la  gravedad  de  la  cuestión 
que  este  privilegio  importa,  tratándose  de  una 
facultad  que  corresponde  á  todos,  la  de  bus- 
car minas,  y  las  objeciones  que  desde  luego 
se  ocurren  á  tan  enorme  privilegio.  Dos  siste- 
mas se  han  fundado  respecto  de  exploraciones: 
uno  de  la  libertad  absoluta,  otro  de  las  hmi- 
taciones  seguido  por  nuestro  Código.  Aquéllos 
atribuyen  á  éste  la  ruina  de  la  minería,  por 
reducir  sus  beneficios  á  pocas  manos,  y  éstos 
oponen  á  esos  argumentos  el  del  desorden  y 
arrebatiña  que  resultarían  de  no  limitar  in- 
mediatamente el  campo  de  exploración.  El  Dr. 
Rodríguez  ha  creído  que  era  conveniente  fa- 
vorecer á  los  exploradores,    reservándoles    un 


campo  vedado  á  los  demás,  para  no  burlar  sus 
fatigas  ni  sus  esperanzas,  y  evitar  que  terce- 
ros de  mala  fe,  que  sigan  sus  huellas-  ó  posean 
los  mismos  datos,  les  arrebaten  el  descubri- 
miento ó  les  disputen,  situándose  en  otro  pun 
to  de  la  misma  región,  sus  derechos  de  des- 
cubridores. Pero  sus  teorías  serían  aceptables 
á  condición  que  las  unidades  de  medida  para 
las  pertenencias  de  cateo  y  los  plazos  para  la 
caducidad  de  los  permisos,  no  sean  tan  extensos 
que  importen  constituir  un  monopolio  en  per- 
juicio de  la  misma  industria  que  se  trata  de 
proteger:  cuestión  que  examinaremos  al  hablar 
de  los  artículos  27  y  28.  Sin  embargo,  apó- 
yase el  autor  en  la  brevedad  de  los  plazos  fi- 
jados para  las  exploraciones,  que  no  crearía 
un  pehgro  ni  una  razón  plausible  para  intro- 
ducir nuevos  exploradores  en  un  campo  ya 
concedido. 

Parecería,  á  estar  á  los  términos  del  art.  26, 
que  los  solicitantes  pudieran  pedir  el  área  que 
quisiesen;  pero  bien  atendidos  y  correlaciona- 
dos con  el  27,  resulta  lo  siguiente:  que  la  di- 
ferencia entre  los  límites  que  indica  la  solici- 
tud y  los  que  la  autoridad  establece  al  acor- 
dar el  permiso,  consistirá,  ó  en  la  demarcación 
hecha  por  los  ingenieros  oficiales,  ó  en  el  nú- 
mero de  unidades  que  se  concedan,  según  el 
art.  27;  en  cuyo  caso,  el  perímetro    privilegia- 


—   25   — 

do  puede  ser  mayor  ó  menor  después  de  otor- 
gado el  permiso,  según  que  la  autoridad  resuel- 
va acordar  una  ó  más  unidades. 

La  segunda  parte  del  artículo  es  una  con- 
secuencia de  carácter  penal  en  favor  del  con- 
cesionario del  permiso,  porque  se  da  vigor  á 
una  prerrogativa,  y  porque  se  pone  al  explora- 
dor á  cubierto  de  la  malicia  y  del  despojo  de 
parte  de  terceros,  que  por  cualquier  medio  ilí- 
cito hubiesen  obtenido  los  secretos,  los  datos 
ó  indicios  del  criadero  que  el  explorador  per- 
sigue. 

8.  Limitaciones   legales:  at'itica 

Veamos  ahora  las  limitaciones  de  espacio  y 
de  tiempo  impuestas  por  la  ley  al  derecho  de 
cateo,  y  consignadas  por  los  artículos  27  y  28 
y  las  críticas  á  que  se  prestan  según  los  ca- 
sos. El  27  dice  que  «la  unidad  de  medida 
para  los  permisos  de  exploración  es  de  qui- 
nientas hectáreas».  La  concesión  será:  1"  de 
una  sola  unidad  si  fuese  uno  el  solicitante,  y 
de  dos  unidades  si  fuesen  los  sohcitantes  dos 
ó  más.  3°  Cuando  la  exploración  haya  de  ha- 
cerse en  terrenos  no  cultivados,  labrados  ó 
cercados,  la  concesión  ha  de  ser  de  cuatro 
unidades. 

La  creación  del  privilegio  exclusivo  en  favor 
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del  explorador  concesionario,  exigía  la  determi- 
nación del  área  como  consecuencia  inmediata, 
é  imperiosa;  y  razones  económicas  y  de  derecho, 
exigían  además,  que  esa  área  no  fuese  tan  exten- 
sa que  crease  un  monopolio  en  favor  de  un 
individuo  ó  de  una  sociedad  en  una  misma  re- 
gión minera. 

¿Cuál  debe  ser  la  regia  para  fijar  la  ex- 
tensión de  cada  unidad  de  medida?  La  razón 
experimental  indica  solamente  dos:  1*  la  na- 
turaleza de  las  substancias  sobre  que  versa 
el  permiso  y  sus  condiciones  de  yacimiento  en 
determinados  terrenos;  2^*  la  topografía  de  las 
regiones  donde  hayan  de  practicarse  los  cáteos. 
El  área  para  explorar  un  yacimiento  metalífe- 
ro subterráneo  ó  superficial,  no  puede  obedecer 
á  las  mismas  reglas,  que  la  que  corresponde- 
ría á  otra  de  carbón  de  piedra,  comprendidas 
ambas  en  la  primera  categoría,  según  el  mis- 
mo Código  lo  reconoce;  hablando  de  per- 
tenencias de  minas,  fija  para  esta  última  subs- 
tancia tres  unidades  de  medida  (artículos  224  y 
226)  ó  sea  1500  hts.  ó  15.000.000  mt;  luego,  en 
terrenos  montañosos,  donde  se  hallan  casi  sin 
excepción  las  minas  de  nuestro  país,  una  per- 
tenencia de  cateo  de  cuatro  unidades,  puede 
abarcar  casi  todo  un  cerro,  teniendo  presente 
que  son  muy  raros  los  cerros  cultivados  y 
aun  los  simplemente  cercados.  Preciso  es  tener 
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idea  de  la  configuración  de  nuestras  montañas 
andinas  para  comprender  la  enormidad  de 
aquellas  medidas. 

Un  sabio  ingeniero  de  minas,  que  por  cer- 
ca de  medio  siglo  ha  trabajado  en  las  minas 
de  Sud  América,  y  la  mayor  parte  de  ese  tiempo 
en  las  de  La  Rioja,  encargado  por  el  Gobierno 
de  esa  Provincia  para  estudiar  la  aplicación 
del  Código  de  Minería  á  los  distritos  de  minas 
de  su  territorio,  observa  lo  siguiente  sobre  el 
artículo  27  que  analizamos:  «Es  decir, — escri- 
be (1), — que  precisamente  en  las  zonas  mine- 
ras argentinas,  una  sociedad  de  dos  ó  tres  in- 
dividuos puede  obtener  20.000.000  de  metros 
cuadrados,  que  equivalen  á  4/5  partes  de  una 
legua  cuadrada,  en  cuyo  recinto  nadie  puede 
explorar,  revisar  vetas,  ni  indagar  si  la  tierra 
contiene  en  esa  parte  una  gran  riqueza  igno- 
rada ó  inexplotada.  El  abuso  puede  estorbar 
inmensamente  el  progreso  de  la  minería. . .  Lo 
que  antecede  es,  pues,  un  absurdo,  porque  se 
evita  toda  exploración  en  ese  terreno,  donde 
con  mayor  libertad  y  franquicia  se  podrían 
tener  grandes  industrias  mineras  con  poblacio- 
nes de  importancia».  Si  á  estas    observaciones 

(1)  Emilio  EünUcen;  Opiniones  de  un  minero  lego  en  jurispru- 
dencia, sobre  el  Cód.  de  Minas  del  Dr.  E.  Rodríguez,  y  sóbrelas 
modificaciones  que  se  podrían  hacer  para  que  sea  más  aplicable 
á  la  minería  de  la  Provincia  de  La  Bioja. 
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de  un  minero  veterano  en  nuestro  país,  se 
agrega  la  pericia  en  el  arte  de  pleitear,  que  pa- 
rece cualidad  insuperable  de  nuestra  raza  y 
muy  especialmente  en  la  gente  de  minas,  me- 
diante la  cual  se  puede  mantener  durante  al- 
gunos años  vedado  á  otros  el  campo  de  explo- 
ración, resultaría  que  las  medidas  adoptadas 
por  nuestro  Código  eran  las  que  menos  con- 
venían á  nuestro  suelo  minero.  Un  estudio  téc- 
nico del  territorio  mineral  de  la  República  hecho 
por  un  cuerpo  de  ingenieros  de  minas  compe- 
tente, resolvería  esta  cuestión  que  no  depende 
de  la  sola  voluntad  del  legislador. 

Al  principio  invariable  de  la  unidad  de  los 
trabajos  mineros,  y  á  las  indudables  convenien- 
cias de  no  introducir  desórdenes  en  los  mis- 
mos, ya  se  trate  de  exploraciones  ó  explotacio- 
nes, responde  el  último  inciso  de  este  artículo 
que  dice:  «la  designación  del  terreno  se  hará 
en  un  solo  cuerpo,  dándole  la  forma  más  re- 
gular que  sea  posible».  De  cuya  manera  se  fa- 
cilita á  la  vez  las  operaciones  de  mensura  y 
la  fijación  de  linderos. 

Por  lo  que  antecede  se  habrá  comprendido 
cuánta  importancia  tiene  la  limitación  del  tiem- 
po para  hacer  uso  del  permiso,  que  es  exclu- 
sivo para  catear.  Nuestro  art.  28  proviene  de 
la  teoría  de  la  Instrucción  Ministerial  del  3  de 
Agosto   de  1810,  para  la  ejecución  de  la  ley 
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francesa,  que  establecía  los  principios  genera- 
les de  donde  nacieron  las  disposiciones  posi- 
tivas y  concretas  de  las  leyes  austríaca,  italia- 
na, sajona,  y  las  de  los  códigos  americanos. 
Todas  estas  leyes,  hay  que  tenerlo  en  cuenta, 
rigen  en  países  donde  la  minería  está  en  acti- 
vidad desde  muy  antiguo,  y  donde  los  largos 
plazos  no  pueden  importar  perjuicios  sensibles. 
No  obstante,  es  de  notar  el  art.  16,  inc.  2"*,  del 
Código  de  Chile,  país  práctico  en  la  materia, 
que  fíja  en  un  mes  el  máximum  del  permiso. 
Según  nuestro  artículo  28,  los  plazos  varían 
en  la  siguiente  forma:  (1'^  en  general),  la  du- 
ración del  cateo  no  puede  exceder  de  300 
día^'y  2."^  cuando  la  concesión  conste  de  una 
unidad  de  medida,  el  tiempo  del  cateo  será 
de  140  días;  2:'  por  cada  unidad  de  medi- 
da que  aumente  el  permiso,  aumentará  cin- 
cuenta días  más  el  tiempo  de  su  duración. 
Según  la  extensión,  el  tiempo  del  monopoho 
varía  entre  cuatro  y  ocho  meses,  que  puede 
ser  bastante,  tratándose  de  regiones  lejanas  ó 
desconocidas  y  pehgrosas,  y  excesivo  tratándo- 
se de  cerros  conocidos  y  de  antigua  explotación. 
Los  tres  últimos  incisos  de  este  artículo  fi- 
jan las  reglas  generales  para  la  aplicación  de 
los  términos:  4.^'  «  principiarán  á  correr 
treinta  días  después  de  aquél  en  que  se  ha 
otorgado  el  permiso;  5.^  dentro  de  este  pía- 
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zo  deberán  quedar  instalados  los  trabajos 
de  exploración  ».  Suponiendo,  pues,  la  petición 
de  parte  de  una  sociedad  cateadora,  es  decir, 
cuatro  unidades  de  medida  ó  dos  mil  hectá- 
reas, la  interdicción  duraría,  para  los  terceros, 
un  año  justo,  computando  los  30  días  de  la 
publicación  del  pedimento  (art.  25),  290  que  co- 
rresponden á  las  cuatro  unidades  de  medida  y 
30  días  de  intervalo  entre  el  permiso  y  el  tér- 
mino del  cateo  (art.  28,  inc.  4«). 

El  inciso  5^",  último  de  este  artículo,  sienta 
una  excepción  al  principio  de  la  continuidad 
de  los  términos  y  de  las  labores,  que  entraña 
el  mayor  de  los  peligros,  porque  abre  la  puer- 
ta á  los  interesados  de  mala  fe  para  prolon- 
gar indefínidamente  el  tiempo  de  la  instalación 
del  cateo  y  de  la  duración  del  permiso^  él  di- 
ce así:  « no  podrá  diferirse  la  época  de  la 
instalación  ni  suspenderse  esos  trabajos,  des- 
pués de  emprendidos,  sino  por  causa  jus- 
tificada, y  en  virtud^  de  decreto  de  la 
autoridad  (competente).  Es  el  art.  18  del  C. 
de  Chile,  según  el  cual,  el  tiempo  es  transfe- 
rible  pero  no  prorrogable,  (i)  y  tales  son  las 
palabras  de  nuestro  texto.  En  nuestras  regio- 
nes mineras,  montañosas  y  sujetas  á  climas 
duros   y  nevadizos,  puede  ocurrir  muchas  ve- 


(1)  MuJiCA  Valenzuela,  "Not.  sobre  el  C.  de  M. 
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ees  que  no  sea  posible  instalar  trabajo  alguno, 
ni  continuarlo,  y  en  todos  estos  casos  imposi- 
bles de  prever  con  certeza,  y  en  el  que  enu- 
mera el  codificador,  de  cosechas  pendientes,  en 
los  cuales  el  explorador  no  tendría  culpa,  que- 
da todo  librado  á  la  inspección  de  la  autori- 
dad local,  en  cuyas  manos  reposa  en  casi  to- 
dos los  casos  la  eficacia  del  Código  y  la  ver- 
dad de  los  derechos  que  consagra.  La  misma 
autoridad  que  ha  otorgado  el  permiso  debe  ser 
la  que  acuerde  la  transferencia  del  plazo  y  la 
venia  para  la  suspensión  de  los  trabajos,  todo, 
bien  entendido,  previa  una  comprobación  bien 
circunstanciada  de  las  causas  alegadas  por  el 
explorador. 

9.  Derechos  del  propietario  y  trámite  del 
procedimiento. 

Dos  derechos  reconoce  la  ley  al  propietario 
del  terreno  superficial,  durante  el  procedimiento 
adquisitivo  del  derecho  del  cateo  ó  exploración: 
1^  el  de  intervenir  en  la  tramitación  del  pedi- 
mento; 2**  el  de  exigir  indemnización  por  los 
daños  y  perjuicios  que  originen  en  su  propie- 
dad los  trabajos  de  cateo.  Sigamos,  entonces, 
el  procedimiento  marcado  por  la  ley. 

La  solicitud  debe  expresar:  (art.  23,  inc.  2°): 
1°  las  señales  claran  y  precisan  del  terreno  de 
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cuya  exploración  se  trata;  2^*  el  objeto  de 
esa  exploraron;  3^  nombre,  residencia  y  pro- 
fesión del  solicitante;  4«  nombre  y  residen- 
cia del  propietario.  Casi  literalmente  tradu- 
cido de  la  Instr.  Minist.  de  10  de  Agosto,  fran- 
cesa, §  III,  art.  10,  y  que  tiene  por  objeto  de- 
terminar la  posición  y  naturaleza  del  terreno 
que  se  desea  explorar,  para  guiar  la  acción 
de  la  autoridad  pública,  y  facilitar  á  ésta  la 
citación  ó  comparecencia  del  dueño  del  suelo, 
en  su  caso,  ó  la  gratuidad  de  la  concesión  si  es 
del  Estado. 

El  propietario  debe  concurrir  á  manifestar 
su  oposición  si  la  cree  procedente,  ó  su  consen- 
timiento, en  su  caso,  para  que  la  autoridad, 
le  oiga  los  derechos  que  pueda  tener  á  un  per- 
miso anterior,  conozca  las  excepciones  ó  apli; 
que  en  su  favor  las  restricciones  que  el  pará- 
grafo II  de  esta  sección  establece  (art.  31)  y 
determinar  el  área  de  exploración  (art.  27). 
La  falta  del  consentimiento  del  propietario,  con- 
juntamente con  la  del  permiso  de  la  autoridad, 
hace  incurrir  al  explorador  en  la  pena  pecu- 
niaria de  100  á  1000  pesos  en  favor  del  pro- 
pietario, aparte  de  ios  perjuicios  que  hubiese 
causado  al  fundo  superñciario  con  las  excava- 
ciones (art.  25,  inc.  2°);  la  multa  se  prescribe 
pasados  los  30  días  de  la  publicación  del  re- 
gistro del  permiso.  El  consentimiento  del  pro- 
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pietario  no  da  ni  quita  validez  al  permiso  otor- 
gado por  la  autoridad  en  los  casos  de  su  ju- 
risdicción exclusiva,  es  decir,  no  siendo  los  ex- 
ceptuados por  el  art.  31. 

Anotada  la  solicitud  en  el  Registro  de  ex- 
ploraciones^ se  notificará  de  ella  al  propieta- 
rio y  se  mandará  publicar  por  20  días  para 
que  se  presenten  los  opositores.  Cualesquiera 
que  sean  éstos  y  la  naturaleza  de  su  oposición, 
se  decidirá  breve  y  sumariamente  la  contienda, 
otorgándose  en  seguida  el  permiso  y  procedién- 
dose  á  la  ubicación  de  la  pertenencia  de  cateo, 
todo  lo  cual  será  inscrito  en  el  Registro  (artícu- 
lo 25),  constituyendo  así  la  suma  de  lo  diligen- 
ciado y  proveído,  el  título  de  propiedad  de  ca- 
teo cuya  naturaleza  hemos  definido  antes. 

10.  Derechos  del  'propietario  {continuación}) 

La  concesión  más  importante  que  la  ley  ha- 
ce al  dueño  de  la  superficie,  es  el  derecho  á 
ser  indemnizado  por  el  explorador,  «de  los  da- 
ños que  le  cause  con  los  trabajos  de  cateo  y 
de  los  perjuicios  provenientes  de  estos  traba- 
jos», pudiendo  exigir  previamente  fianza  para 
responder  por  el  valor  de  las  indemnizaciones 
(art.  30).  Consigna  un  principio  admitido  por 
todas  las  legislaciones  de  la  materia,  de  acuer- 
do con  la  doctrina  que  sanciona  la  inviolabili- 
dad  de   la  propiedad  privada.  Si  las  dos  pro- 
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piedades,  minera  y  superficial,  son  propiedades 
distintas,  conservan  ambas  su  integridad,  en 
cuanto  no  se  excluyen,  y  si  la  ley  ha  creado 
excepciones  en  favor  de  la  primera  por  razón 
de  su  situación  y  sus  fines  especiales,  no  ha 
podido  subordinar  la  segunda  á  tal  punto  que, 
por  lo  menos,  no  deba  ser  indemnizada.  Tam- 
poco podía  el  legislador  hacerlo,  en  presencia 
de  un  artículo  de  la  Constitución  Nacional. 

Los  trabajos  de  cateo  constan  de  perforacio- 
nes, excavaciones,  desmontes,  canales,  etc.,  que 
importan  deterioros  del  suelo  que  pueden  ser 
de  graves  consecuencias  para  los  usos  super- 
ficiales del  mismo,  inutilizándolo  para  el  culti- 
vo, frustrando  las  cosechas  pendientes,  destru- 
yendo obras  de  defensa  y  de  cerco  ó  de  pre- 
paración del  terreno,  etc.,  y  estos  deterioros 
son  daños  verdaderos,  desgastes  que  deben  ser 
indemnizados. 

Así  lo  estableció  el  art.  10  de  la  ley  france- 
sa, gracias  á  la  cual  se  ha  formado  una  rica 
jurisprudencia  al  respecto  y  se  ha  producido  la 
doctrina  de  los  autores,  uniformes  muchos  en 
aceptar  la  indemnización  como  un  acto  de  res- 
peto al  derecho  de  propiedad.  Pero  la  teoría  de 
que  la  indemnización  debe  ser  previa  expresada 
en  la  ley  francesa,  terminantemente,  sufre  en 
apariencia  una  hmitación  que  vamos  á  explicar. 

Nuestro  artículo  30  consigna  en  la  1*  parte 
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la doctrina,  y  en  la  segunda  la  especifícación 
referente  á  la  fianza  que  puede  exigirse  al  ex- 
plorador, salvando  las  dudas  de  la  ley  france- 
sa que  han  debido  aclarar  los  autores  y  resol- 
ver los  tribunales.  En  general,  la  indemniza- 
ción debe  ser  previa,  y  en  materia  de  minas 
el  principio  sufre  una  modificación  que  no  al- 
tera su  esencia,  y  que  consiste  en  rendir  una 
fianza  por  el  valor  que  resulte,  de  los  daños 
y  perjuicios,  después  de  ejecutados  los  traba- 
jos de  exploración  y  avaluada  debidamente  su 
importancia.  Porque,  «aunque  pudiese  conocer- 
se la  naturaleza  de  los  trabajos  á  ejecutar,  su 
extensión,  su  duración,  los  daños  probables, 
será  casi  siempre  imposible  avaluar  definitiva- 
mente la  indemnización:  sólo  después  de  la  con- 
clusión de  los  trabajos  podrán  los  peritos  ava- 
luar los  daños  de  un  modo  cierto  (i)  ». 

Féraud-Giraud  (-)  condensa  toda  la  cuestión 
del  punto  de  vista  doctrinal  y  práctico,  di- 
ciendo por  una  parte  que,  «no  es  posible  que 
el  propietario  vea  su  dominio  ocupado  por  un 
tercero  cuya  solvencia  puede  ser  dudosa,  aun- 
que se  trate  de  simples  trabajos  de  explora- 
ción, y  que  tenga  en  seguida  que  pasar  por 
todo  género  de  molestias  para  obtener  la  re- 
paración de  los  perjuicios  sin  esperanza  seria, 

(1)  Peyret-Lallier,  n.  161. 

(2)  Cod .  des  mines  et  mmeurs,   n.  261 
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tal  vez,  de  reembolso  efectivo.  Pero  por  otra 
parte,  será  muy  difícil  fijar  de  una  manera 
cierta  los  daños  futuros,  cuya  importancia  pue- 
de ser  muy  variada  según  la  naturaleza  de  los 
trabajos,  las  condiciones  en  que  se  ejecuten, 
su  duración  y  época  en  que  se  realicen,  según 
las  cosechas  estén  en  pie  ó  recogidas»;  y  este 
autor  aconseja  proceder  en  esta  materia  por 
analogía  á  lo  que  la  ley  prescribe  para  los  ca- 
sos de  ocupación  urgente  de  ciertos  terrenos 
para  obras  de  utilidad  pública,  si  bien  «  con 
alguna  simplificación  en  las  formalidades  y  me- 
didas de  fácil  ejecución,  en  cuanto  se  refiere 
al  pago  de  las  sumas  destinadas  á  garantir  el 
reembolso  de  las  indemnizaciones  que  resulta- 
sen debidas  al  propietario  del  suelo».  Dos 
actos  legislativos  y  gubernativos  tratan  de  sal- 
var estas  dificultades:  el  art.  46  de  la  misma 
ley,  y  la  Instr.  Min.  de  3  de  Agosto  de  1810; 
la  primera,  atribuye  á  la  autoridad  adminis- 
trativa la  facultad  de  arreglar  esas  indemniza- 
ciones; la  segunda,  á  los  tribunales  ordinarios. 
Y  si  una  y  otra  doctrina  tenían  defensores  y  sen- 
tencias que  las  apoyasen  antes  de  la  reforma 
de  la  ley  de  17  de  Julio  de  1880,  ésta  ha  cor- 
tado toda  controversia  en  su  art.  43,  §§6  y  7. 
«La  jurisdicción  civil  es  la  única  competente.»  (^). 
En   el   número  384,    estos   mismos    autores 

(1)  Brechignac  y  Michel,  n,  107. 
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agregan  en  apoyo  de  su  opinión  este  nuevo 
argumento:  Esta  disposición  (inc.  6"^,  art.  43, 
ley  de  1880)  confirma  así  el  principio  de  de- 
recho, según  el  cual,  fuera  de  una  limitación 
formal  de  la  ley  y  de  una  excepción  claramen- 
te escrita  en  la  misma,  la  regia  ordinaria  es- 
tá en  favor  de  la  jurisdicción  civil». 

Era  lógico  que  la  reforma  optase,  aunque  no 
lo  hizo  en  términos  concretos,  por  el  principio 
general  que  hace  prevalecer  para  la  jurisdicción 
la  naturaleza  del  derecho  sobre  que  versaba  la 
indemnización,  el  derecho  de  propiedad,  sobre  el 
cual,  como  el  de  la  vida,  se  ha  instituido  la  justicia 
sobre  la  tierra,  y  todas  esas  cuestiones  son  de  la 
jurisdicción  de  los  tribunales  ordinarios. 

Si  bien  esta  controversia  de  la  jurisprudencia 
y  autores  franceses  no  tiene  relación  directa  con 
nuestras  leyes,  es  de  mucha  importancia,  sin  em- 
bargo, para  explicar  el  origen  de  nuestro  artículo 
30,  que  como  antes  decíamos,  ha  aprovechado  de 
los  extensos  raciocinios  de  aquel  debate  para  re- 
solver toda  duda  probable  en  el  sentido  de  la 
doctrina,  es  decir:  1^  En  todo  caso,  el  explorador 
debe  al  propietario  indemnización  por  los  daños 
y  perjuicios;  2*^  que  no  siendo  posible  determinar 
previamente  el  monto  de  las  indemnizaciones, 
puede  estipularse  una  fianza  sobre  la  cuantía 
ulterior  de  los  daños.  Cuando  las  legislaturas  de 
Provincia  traten  de  dictar  sus  leyes   especiales 
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sobre  procedimientos  en  materia  de  minas,  ya  en 
la  jurisdicción  contenciosa,  ya  en  la  administra- 
tiva, será  ocasión  de  que  profundicen  esta  im- 
portantísima cuestión;  que  en  cuanto  á  la  juris- 
dicción nacional  se  refiere,  no  ofrece  duda  la 
solución  en  favor  de  la  justicia  ordinaria. 

Es  del  caso,  además,  determinar  que  debe  ser 
materia  de  indemnización,  porque  el  propietario 
que  sabe  de  la  existencia  de  minas  en  su  terreno, 
tratará  de  indemnizarse  de  la  pérdida  de  esos 
tesoros,  alegando  daños  imaginarios,  ó  que  no 
le  son  debidos,  por  la  naturaleza  del  derecho 
mismo.  La  ley  -ha  debido  ser  explícita  en  esta 
prescripción,  si  ha  conocido  nuestro  modo  de 
ser  y  el  de  la  gente  de  minas,  y  umita  la  indem- 
nización á  los  daños  que  causen  los  trabajos  de 
cateo,  y  á  los  provenientes  de  esos  trabajos.  No 
ha  especificado  los  trabajos  mismos,  como  lo  han 
hecho  otras  leyes,  las  sentencias  de  los  tribuna- 
les y  los  comentadores  que  han  servido  de  fuen- 
tes á  nuestra  ley,  aun  en  presencia  de  la  reforma 
francesa  de  1880.  Pero  los  autores  hablan  de 
«reparación  de  todos  los  perjuicios,  trabajos, 
daños,  inconvenientes  causados  á  la  propiedad 
privada  por  el  permiso  que  autoriza  su  ocupación 
y  los  trabajos  que  son  su  consecuencia  ». 

Pero  no  deben  ser  comprendidos  entre  los 
daños  y  perjuicios,  la  privación  para  el  propie- 
tario, por  el  permiso  dado  á  un  tercero,  de  expío- 
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rar  su  propio  terreno,  y  de  las  ventajas  que  le 
proporcionaría  el  ser  descubridor  de  minas  en  él. 
La  ley  española  de  1859,  art.  11,  hablando  de 
la  fianza  del  explorador,  dice  que  debe  ser  para 
indemnizar  «el  deterioro  que  con  la  calicata  pu- 
diese producir»,  y  de  «los  daños  y  perjuicios 
que  ulteriormente  ocasionase  en  la  finca». 

11.  Término  del  derecho  de  cateo 
Articulo  29. 

Necesita  una  explicación  ó  una  glosa  el  art.  29, 
incidentalmente  enunciado  antes.  Él  da  lu- 
gar á  un  estado  intermedio  entre  el  permiso  de 
cateo  ó  el  cateo  mismo,  y  la  constitución  de  la 
propiedad  minera.  Se  trata  del  momento  en 
que  el  explorador  ha  llegado  á  la  meta  de  sus  in- 
vestigaciones y  necesita  avanzar  sus  trabajos 
f  ormahzarlos  de  manera  que  se  aproxime  á  los 
de  explotación,  tanto  por  la  importancia  de  las 
instalaciones  y  gastos,  como  de  la  profundidad 
de  las  excavaciones  ó  ancho  de  los  socavones  ó 
galerías.  En  este  caso,  el  explorador  puede  pedir 
á  la  autoridad  tres  per  tenencias ^  continuar  ó 
separadas,  en  el  punto  ó  puntos  que  designa- 
rá dentro  del  terreno  de  la  exploración.  Es 
decir,  que  la  ley  supone  en  el  interés  del  descu- 
brimiento, que  se  ha  llegado  al  yacimiento  que 
se  busca,  y  para  asegurar  al  minero  la  eficacia 
de  sus  esfuerzos  y  la  completa  exclusividad  ezi 
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todo  el  trayecto  probable  del  filón,  capa  ó  manto 
mineral  que  explora,  le  acuerda  una  especie  de 
propiedad  provisoria  de  la  futura  mina,  no  sin 
sujetarlo  á  dos  condiciones:  la  de  que  haga  el 
pedimento  dentro  del  plazo  del  cateo,  y  de  que 
las  circunstancias  de  aquél  sean  comprobadas 
por  reconocimiento  pericial,  por  la  autoridad 
Esta  excepción  ó  adelanto  hacia  la  verdadera 
concesión  de  la  mina,  en  favor  del  explorador, 
tiene  por  objeto,  y  lo  explica  el  autor  del  Código, 
asegurar  al  explorador  que  ha  llegado  al  término 
de  su  plazo,  cuando  vislumbraba  la  existencia 
de  la  mina,  y  que  en  caso  contrario  se  vería  priva- 
do de  lo  que  con  tanto  sacrificio  buscaba,  al  pro- 
pio tiempo  que  lo  descubría.  Entonces,  la  ley 
le  limita  el  campo  de  exploración,  obligándolo  á 
determinar  la  exactitud  de  los  puntos  donde  el 
criadero  se  ha  manifestado,  y  donde  debe  re- 
forzar las  labores,  y  le  ha  extendido  á  quince  me- 
ses el  plazo  para  los  reconocimientos,  dentro  del 
cual  debe  quedar  concluido  todo  el  proceso  de  la 
investigación,  j  la  petición,  su  proveído  y  de- 
marcaciones deben  inscribirse  en  el  Registro 
de  Exploraciones  que  llevará  cada  oficina  d& 
minas  en  la  República. 

Después  de  comprobada  la  existencia  de  la 
mina,  no  queda  sino  solicitar  su  concesión  defi- 
nitiva; lo  cual  importa  marcar  la  línea  divisoria 
entre  el  estado  ó  situación  de  explorado?'  y  de 
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explotayite^  deslindando  los  derechos  y  conse- 
cuencias anexas  á  esas  calidades.  Significa  que 
todo  trabajo  de  extracción  debe  cesar,  porque  se 
supone  que  ya  no  hay  más  remoción  de  la  tierra 
para  buscar  el  criadero,  y  sí,  que  todo  trabajo 
posterior  constituye  un  hecho  ilícito,  un  verdade- 
ro aprovechamiento  {})  sin  título,  pues  que  no  se 
ha  obtenido  la  propiedad  de  la  mina.  Define  esta 
situación  el  artículo  38,  que  prohibe  al  explora- 
dor es  to¿/^ce?*  una  explotación  formal  y  hacer 
extracción  de  minerales  antes  de  la  concesión 
legal,  y  manda  suspender  todo  trabajo  empren- 
dido hasta  que  se  cumplan  los  requisitos  de 
la  ley,  y  fija  una  multa  relativa  al  hecho,  por  vía 
de  penahdad  (art.  38,  inc.  2«)    (-). 

El  explorador  tiene  todavía  treinta  días  para 
solicitar  la  concesión  legal,  después  del  requeri- 
miento de  la  autoridad;  pasado  ese  término  se 
considera  su  derecho  abandonado  y  sujeto  al 
denuncio  (art.  38,  inc.  3^^). 

§  II.  Limitaciones  fundaméntales 

AL    DERECHO   DE   CATEO. 

La  extensa  y  luminosa  nota  del  autor    del 

(í)  Constituirá  un  hecho  de  dominio  la  venta  de  los  productos 
de  esa  extracción. 

(2)  V.  la  ley  española  de  6  de  Julio  de  1859;  Bkechignac  et 
MiCHEL,  op.  cit.,  n.  1. 
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Código,  introducción  al  párr.  II  de  este  título, 
contiene  la  exposición  completa  del  gran  de- 
I)ate  suscitado  por  el  conflicto  entre  el  propie- 
tario de  la  superficie  y  el  de  la  mina,  cuando 
ambos  se  superponen  ó  se  excluyen.  Dos  escue- 
las han  reñido  en  esta  lucha,  ambas  radicales: 
la  de  Mr.  Dupin,  que  hace  prevalecer  el  dere- 
cho del  superficiario,  y  la  de  Mr.  Rey  que  se 
declara  en  favor  del  minero,  y  según  ella  la 
superficie  quedaba  en  un  verdadero  statu  quOy 
desde  el  momento  de  la  concesión,  ya  fuere 
para  cateo,  ya  para  explotación.  La  ley  fran- 
cesa de  1810,  artículo  11,  que  ha  originado 
tan  grandes  y  eruditas  discusiones,  dice: 
<^  Ningún  permiso,  exploración,  ni  concesión  de 
minas  podrá,  sin  el  formal  consentimiento 
del  propietario  y  dar  derecho  para  hacer  sondas 
y  abrir  pozos  ó  galerías;  ni  el  de  estable- 
cer máquinas  ó  almacenes  eji  los  sitios  mnra- 
doSj  patios  ójardÍ7ies,  ni  en  los  terrenos  ane- 
xos á  las  habitaciones  ó  recintos  murados^ 
en  la  distancia  de  cien  metros  de  dichos  re- 
cintos 6  habitaciones ->.  Comprendiendo  así, 
como  en  los  artículos  43  5^  44,  todo  el  siste- 
ma adoptado,  que  no  es  sino  el  de  un  término 
medio  equitativo,  según  el  cual  se  mantienen 
los  derechos  del  propietario  en  cuanto  se  re- 
fiere á  la  seguridad,  inviolabihdad  y  respeto 
al  dominio  privado,  y  se  favorece  y  protege  la 
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exploración  y  la  explotación  de  las  minas,  objeto 
exclusivo  de  la  ley,  dando  derecho  al  minero 
para  ocupar  la  superficie  á  pesar  de  su  dueño 
(art.  10,  43  y  44). 

Las  diversas  controversias,  así  de  los  auto- 
res como  de  los  tribunales  mismos,  han  sido 
resumidas  por  Mr.  Dalloz,  (i)  en  cuatro  conclu- 
siones generales,  que  contienen  el  resultado  y 
condensan  las   caracteres  de  la  ley: 

1^  La  concesión  de  una  mina  no  impone  á 
la  superficie  la  inhibición,  pudiendo  por  consi- 
guiente el  propietario  utilizarlo  según  su  desti- 
no  natural,  cultivarlo,  plantarlo,  cavarlo,  etc. 

2-'  La  propiedad  superficial  se  encuentra  mo- 
dificada en  cuanto  á  la  extensión  de  los  dere- 
chos que  confiere,  por  el  hecho  de  su  superpo- 
sición á  otra  propiedad,  la  de  la  mina,  que  es  su 
igual,  y  participa  de  la  misma  inviolabihdad. 

2^  Así  como  los  propietarios  de  la  superficie 
no  pueden  por  causa  de  la  superposición  de 
ambas  propiedades,  ejercer  su  derecho  de  pro- 
piedad sobre  el  suelo  sino  previa  indemniza- 
ción hacia  los  concesionarios,  llegado  el  caso, 
así  éstos  no  pueden  á  su  vez  ejercer  los  dere- 
chos inherentes  á  la  propiedad  subterránea,  sino 
salvo  igual  indemnización  en  favor  del  dueño 
de  la  superficie. 

De  la  prop)-iété,  des  mines,  n»  339,  t.  1. 
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Esto  en  cuanto  á  la  doctrina  en  general, 
que  resume  las  relaciones  entre  ambas  propie- 
dades y  corta  la  célebre  controversia.  Las  cues- 
tiones de  detalle  y  especiñcación  se  contienen 
y  resuelven  en  la  ley  de  27  de  Julio  de  1880, 
que  ha  modificado  el  art.  11,  y  los  arts.  43  y 
44  de  la  de  1810,  aunque  no  destruyó  su  espí- 
pitu,  expresado  por  la  exposición  de  motivos 
en  estas  palabras:  «La  ley  aparta  las  explora- 
ciones de  las  casas  ó  recintos  donde  el  propie- 
tario debe  encontrar  una  libertad  completa  y 
el  respeto  para  el  asilo  de  sus  goces  domés- 
ticos»; fija  cierta  categoría  de  terrenos  protegi- 
dos contra  todo  trabajo  minero,  imponiendo 
en  cierto  modo  á  las  minas  una  servidumbre,  y  en 
absoluto  un  límite  en  favor  de  la  superficie, 
y  que  sólo  puede  desaparecer  con  el  formal 
consentimiento  del  propietario.  Q).  Después  de 
tantas  discusiones  y  teorías  extremas  se  ha  lle- 
gado á  convenir,  pues,  que  este  privilegio  puesto 
por  interés  social  en  favor  de  la  explotación  de 
las  minas,  y  ese  carácter  de  propiedad  nueva  y 
distinta^  que  le  corresponde  por  la  naturaleza 
y  por  la  ley,  reconocen  un  límite  impuesto  por 
conceptos  fundamentales,  inherentes  al  hombre 
y  á  la  propiedad  en  general:  la  inviolabihdad 
del  hogar  en  cuanto  lo  defiende  y  consagra  sus 

(1)  Breckignac  et  Michel,  n.  110. 
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altas  inmunidades,  y  el  aprovechamiento  de  su 
tierra  para  obtener  su  subsistencia,  labrar  su 
fortuna  y  la  de  sus  hijos  y  ejercer  su  industria. 
Los  privilegios,  aunque  fuesen  absolutos  de 
la  minería,  no  autorizarían  jamás  ante  ningún 
concepto  jurídico  el  despojo  de  los  derechos 
más  esenciales  á  la  personalidad  humana,  con- 
sagrada por  nuestra  Constitución:  la  vida,  la  pro- 
piedad, el  individuo  y  su  conservación  y  per- 
feccionamiento. Escolla  en  esta  consideración  ei 
argumento  de  Mr.  Rey,  de  que  todo  conflicto 
puede  reducirse  á  cuestión  de  indemnización, 
desconociendo  ú  olvidando  ese  carácter  moral 
de  la  propiedad,  que  no  puede  ser  compensado 
con  dinero. 

Nuestro  autor  se  había  afiUado  en  su  pro- 
yecto á  la  teoría  absolutista  de  Mr ,  'Rey y  negando 
al  propietario  el  radio  de  protección  que  con- 
sagra el  art.  31;  pero  la  comisión  parlamenta- 
ria, menos  apasionada  y  circunscrita  al  con- 
cepto de  la  especiaUdad,  restableció  ei  equilibrio 
«ntre  ambas  propiedades,  que  no  puede  ser 
destruido  sin  destruir  los  fundamentos  de  todo 
derecho,  y  que  significa  plantear  un  sistema  de 
equidad  y  de  mutuo  respeto,  sancionando  á  la 
vez  la  igualdad  entre  ambas  propiedades,  sin 
descuidar  los  estímulos  debidos  á  la  industria 
de  las  minas.  No  otra  cosa  significa  el  radio  de 
protección  fíjado    á   la  propiedad  superiiciaria 
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por  el  art.  31,  el  cual  no  puede  ser  transgredido 
sin  herir  de  nulidad  todo  cuanto  se  hiciere. 

El  Código  ha  debido  ser  en  estas  cuestiones 
muy  minucioso  y  prolijo,  pues  es,  quizás,  la  parte 
más  trascendental  de  todo  su  organismo,  por- 
que se  refiere  á  las  indemnizaciones  de  uno  y 
otro  propietario,  y  nada  complica  tanto  como 
ellas  las  relaciones  de  derecho.  Así  lo  ha  com- 
prendido la  nueva  ley  francesa  de  1880,  dando 
en  la  reforma  al  art.  44  las  reglas  de  esa  indem- 
nización, y  lo  ha  comprendido  también  nues- 
tro legislador,  marcando  cuidadosamente  las  H- 
mitaciones  del  derecho  del  explorador  y  del 
concesionario;  respecto  de  la  superñcie,  prohi- 
biendo dentro  del  radio  que  fija  en  cada  caso 
el  art.  31,  «ocupar  la  superficie  con  trabajos  y 
construcciones  mineras,  sin  el  formal  consen- 
timiento del  propietario».  EHmina  así,  de  una 
vez  por  todas,  las  mil  dificultades  que  produjo 
la  ley  francesa  en  su  aplicación,  á  causa  de  la& 
especificaciones  del  art.  11,  que  nuestra  ley  re- 
duce á  los  términos  generales  de  trabajos  y  cons- 
trucciones mineras.  Pero  como,  no  hallándose 
aquellos  especificados,  los  pleitos  y  las  argu- 
cias pueden  siempre  hallar  asidero,  es  preciso 
aclarar  el  sentido  del  artículo,  aunque  es  bien 
entendido  que  en  asunto  de  minas  se  supone 
en  todo  caso  la  presencia  del  perito  técnico,  par- 
te indispensable  y  esencial  á  toda  operación. 
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En  primer  lugar,  no  se  trata  sino  de  trabajos 
exteriores,  limitados  al  espesor  de  lo  que  pro- 
piamente se  llama  suelo,  y  á  la  operación  de 
eateo,  como  y  en  la  extensión  que  hemos  de- 
finido antes.  No  se  trata  aquí  de  trabajos  sub- 
terráneos, propios  de  la  explotación,  y  legislados 
en  el  capítulo  de  las  servidumbres  y  en  la 
sección  II,  tít.  IX  (De  las  condiciones  de  la 
explotación).  El  artículo  31  habla,  pues,  sola- 
mente de  los  trabajos  y  construcciones  que 
tanto  el  explorador  como  el  concesionario  deben 
reahzar  para  llegar  al  criadero  buscado  ó  con- 
cedido, pero  siempre  en  el  límite  antedicho,  sin 
que  esto  hmite  su  derecho  para  que,  una  vez 
más  abajo  de  ese  límite,  en  el  subsuelo,  pue- 
dan encaminar  sus  trabajos  en  la  dirección  de  las 
vetas  ó  capas  subterráneas  (v.  art.  56),  siempre 
que  se  cumplan  las  formalidades  y  condiciones 
para  la  seguridad  de  los  derechos  y  de  las 
operaciones,  y  se  observen  los  límites  marcados 
al  derecho  de  propiedad  minera  (v.  arts.  254  y 
sigs).  La  ley  no  ha  podido  por  una  prohibición 
como  la  contenida  en  esta  parte  general  del  art. 
31,  dejar  inexplotadas  las  vetas  ó  filones  de  oro, 
plata,  etc.,  ni  las  capas  carboníferas  que  se 
encontrasen  debajo  de  los  sitios  protegidos,  cuan- 
do ellas  pueden  ser  explotadas  sin  pehgro  para 
la  seguridad    de  los  mismos.  Así  lo  han  reco- 
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nocido  los  autores  y  los  tribunales  franceses.  {^) 
A  pesar  de  la  generalidad  de  los  términos 
del  artículo,  pueden  especificarse  esos  traba- 
jos según  el  código  mismo,  y  los  que  ya  hemos 
definido  al  hablar  de  lo  que  constituye  los 
trabajos  de  cateo  y  labores  mineras  (art.  26  y  29). 
El  primer  inciso  del  art.  31  comprende,  además 
de  las  excavaciones,  profundas  ó  someras,  de  ca- 
teo, los  trabajos  enumerados  en  el  art.  32,  esto  es, 
«los  talleres,  almacenes,  depósitos  de  minerales, 
caminos  comunes,  máquinas,  so7ideos  y  otros 
trabajos  ligeros  ó  transitorios^^  para  los  cuales 
el  radio  de  protección  es,  por  consiguiente,  me- 
nor. Pero  debe  advertirse  el  carácter  de  super- 
ficial y  transitorio  de  tales  obras  ó  instala- 
ciones. No  enumerando  expresamente  lo  que 
constituye  trabajo  ó  construcción  prohibidas, 
el  Código  ha  evitado  lo  que  ocurrió  en  la  ju- 
risprudencia francesa:  que  los  propietarios, 
interesados  siempre  en  poner  obstáculos  al 
minero  con  el  fin  de  obtener  indemnizaciones 
y  daños  y  perjuicios,  impedían  toda  obra  no 
comprendida  entre  las  que  el  explorador  ó  ex- 
plotante podían  ejecutar.  Nuestro  Código  com- 
prende, en  general,  entre  los  trabajos  prohibidos, 
todos  los  que  pueden  poner  en  pehgro:  1.*^  la 
vivienda  del  hombre;  2.^  los  trabajos  inherentes 

(1)  Brech.  et  Michel,  n.  113, 
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al  destino  utilizado  de  su  propiedad;  3.^  los 
recintos  de  ella  sobre  los  cuales  ha  manifestado 
por  un  hecho  su  voluntad  de  hacerla  inviolable; 
y  4.°  las  seguridades  y  bienes  de  primera  ne- 
cesidad de  la  comunidad.  Entremos  ahora  en 
las  especificaciones  de  la  ley,  sobre  las  propie- 
dades y  terrenos  que,  tanto  el  explorador  como 
el  concesionario  de  la  mina,  deben  respetar. 

El  art.  31  especifica  estas  propiedades  in- 
violables aún  para  el  derecho  minero,  esta- 
bleciendo lo  que  se  llama  el  radio  ó  zona  de 
protección  para  las  mismas. 

P  En  el  recinto  de  todo  edificio  y  en  el 
de  los  sitios  murados)  es  decir,  dentro  de  las 
construcciones  para  vivienda  ú  otro  destino, 
donde  el  propietario  ha  concentrado  la  eficacia 
ó  efectividad  del  ejercicio  de  su  dominio,  ya 
sea  levantando  edificios,  ya  cerrándolos  de 
manera  que  se  demuestre  su  intención  indudable 
de  restringirla  á  todo  otro  empleo.  La  razón  fun- 
damental de  la  protección  para  este  género  de 
propiedad  es  la  ya  enunciada  que  motivó  la 
ley  francesa:  proteger  el  domiciho  del  hombre, 
su  hogar,  el  goce  inviolable  de  sus  afectos  y 
derechos  domésticos,  contra  la  ingerencia  ex- 
traña, y  la  seguridad  material  de  las  mismas 
cosas.  Nuestro  inciso  ha  introducido  una  clasifi- 
cación clara  y  metódica  en  el  laberinto  de  la  ley 
francesa  de  1810  y  su  jurisprudencia  y  comenta- 
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rio,  separando  del  conjunto  del  art.  11  de  aqué- 
lla, esta  primera  categoría  de  terrenos  reserva- 
dos cuya  inviolabilidad,  por  su  adherencia  á  la 
persona  misma  del  propietario,  no  puede  ofre- 
cer duda  á  juez  alguno. 

Más  compleja   es  la    que  contiene   el   inciso 
siguiente: 

2°  En  los  jardines,  huertos  y  viñedos,  — 
murados  ó  sólidameiite  empalizados^  —  y 
no  estando  así,  la  prohibición  se  limitará  á 
un  espacio  de  diez  mil  inetros  cuadrados  en 
los  jardines  y  de  veinticinco  mil  en  los  huertos 
y  viñedos;  donde  se  ve  claramente  el  espíritu 
sistemático  de  la  ley,  que  ha  querido  en  este 
segundo  grupo  proteger  las  partes  de  la  pro- 
piedad donde  el  dueño  ha  puesto  su  princi- 
pal industria  ó  labor,  y  donde  ha  localizado 
el  ejercicio  de  su  dominio.  La  prohibición  es 
absoluta  en  los  jardines,  huertos  ó  viñedos, 
cuando  están  cercados  de  manera  que  indiquen 
su  adherencia  á  la  habitación  ó  domiciho  del 
propietario,  como  formando  una  expansión  ó 
ampKación  de  su  vivienda.  Pero  no  hallándose 
cerrados,  aunque  se  viese  en  ellos  cultivo  ó 
empleo,  no  podía  dejarse  inhibida  la  acción  del 
minero  en  un  espacio  ihmitado,  y  la  ley,  te- 
niendo en  cuenta  las  necesidades  más  vastas  y 
la  probable  extensión  del  trabajo  sobre  la 
superficie  en  cada  propiedad,    ha   hmitado    la 
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zona  en  este  caso,  á  una  extensión  que  puede 
ser  en  ciertos  casos  insuficiente  y  en  otros  ex- 
cesiva, sin  que  sea  parte  á  destruir  esta  con- 
sideración, la  diferencia  que  el  inciso  establece 
entre  la  superficie  acordada  á  los  jardines  no 
cerrados,  y  á  los  huertos  y  viñedos,  que  equi- 
para. En  el  primer  caso  se  obliga  al  dueño  de 
un  fundo  á  no  extender  los  jardines  de  su  here- 
dad, sus  parques  de  recreo  ó  de  cultivos  botá- 
nicos, á  más  de  10.000  metros  cuadrados,  y  se 
inutihzaría  quizás  en  terreno  montañoso,  donde 
esas  construcciones  no  podrían  extenderse  ab- 
solutamente, una  zona  considerable  que  puede 
encerrar  un  rico  yacimiento  metaKfero. 

Con  respecto  á  huertos  y  viñedos,  si  bien 
comprendemos  la  distinción  en  los  usos  y  cos- 
tumbres y  en  el  lenguaje  común  é  industrial, 
no  así  la  razón  para  limitar  las  plantaciones 
de  árboles  frutales  y  de  viña  con  fines  indus- 
triales, cuya  extensión  ha  llegado  en  estos  úl- 
timos tiempos  á  proporciones  imprevistas.  Re- 
ducir á  una  superficie  de  una  legua  kilométrica 
por  costado,  las  plantaciones  de  árboles  y  viñas, 
es,  si  se  tiene  en  vista  la  protección  de  estas 
industrias,  injustificable,  precisamente  en  nues- 
tras provincias  mineras,  que  son  á  la  vez 
vinícolas,  como  Mendoza,  San  Juan,  Rioja,  Ca- 
tamarca,  etc.  En  cambio,  puede  fácihuente  su- 
ceder que  una  plantación  semejante  sea  impo- 
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sible  en  esa  extensión,  y  que  el  propietario  se 
ampare  de  la  ley  que  le  acuerda  ese  radio 
para  impedir  todo  trabajo  minero,  alegando 
sus  propósitos  ó  fines  de  posteriores  cultivos. 

Es  cierto  que  tanto  la  ley  francesa  como  las 
que  se  le  han  derivado,  han  creído  siempre  en 
la  necesidad  de  limitar  por  medidas  fíjas  ese 
radio;  pero  en  el  sistema  concihador  adoptado 
por  nuestro  Código,  en  el  que  es  necesario 
respetar  igualmente  las  dos  propiedades,  ¿qué 
criterio  ha  de  determinar  la  extensión  de  cada 
radio,  según  se  trate  de  jardines,  ó  de  huertos 
y  viñedos?  ¿Dónde  concluye  el  poder  del  trabajo 
superficiario  y  donde  las  altas  conveniencias 
de  la  exploración  minera?  ¿No  habría  sido  mejor 
y  más  acertado,  apartarse  de  las  tradiciones 
legislativas,  y  dejar  á  cada  caso,  en  el  momento 
de  la  concesión,  determinar  ese  radio,  segiín 
las  razones  económicas,  industriales,  legales, 
etc.? 

Será  siempre  esta  materia,  origen  de  disputas 
y  dificultades  que  enriquecerán  los  archivos  de 
los  tribunales  mineros  con  expedientes  inter- 
minables, y  los  anales  judiciales  con  pleitos  sin 
número,  que  al  fin  conducirán  á  establecer  una 
justicia  arbitral  que  dividiese  en  cada  caso  lo 
que  los  jueces  no  podrían  jamás  resolver  con 
verdadera  justicia  y  acierto  y  conveniencia 
púbhca. 


XVI 

Las  minas  de  boratos  en  la  legislación  de  la 
República  Argentina 

La  consulta  que  ha  motivado  este  trabajo, 
dirigida  al  autor  por  una  compañía  extranje- 
ra, está  concebida  en  estos  términos:  «Código  de 
Minas:  Parte  especial  relativa  á  la  explotación 
de  minas  de  boratos.  Condiciones  generales  pa- 
ra adquirir  una  concesión  y  su  explotación  del 
punto  de  vista  legal ». 

Comprende  así  diversos  aspectos  que  para 
su  mejor  inteligencia  debemos  exponer  en  todas 
la  divisiones  indicadas  en  la  consulta  misma, 
y  por  el  método  según  el  cual  el  Código  de  Mi- 
nería ha  distribuido  los  materiales  de  que  trata. 

§  I. — Posición  jurídica  de  las  minas  de 

BORATOS. 

1,  Base  constitucional  de  la  propiedad  minera 

Siendo  el  régimen  de  gobierno  de  la  Re- 
púbHca  Argentina    el  de  una  unión   federativa 
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de  Estados,  que  constituyen  á  la  vez  un  Esta- 
do nacional,  las  cuestiones  de  propiedad  ó  domi- 
nio sobre  territorios  y  minas,  presentan  una  do- 
ble faz,  si  bien  fácil  de  comprender  por  los  hom- 
bres de  ley,  sujeta  á  confusiones  para  los  no 
habituados  al  estudio  del  derecho. 

Entre  nosotros  la  Nación,  como  Estado,  pue- 
de tener  bienes  propios  patrimoniales,  y  las  Pro- 
vincias por  su  parte,  pueden  también  poseer- 
los con  el  mismo  título  y  en  la  misma  exten- 
sión, según  se  hallen  dentro  de  sus  límites  te- 
rritoriales. 

Así  es  cómo  lo  expresa  el  Código  de  Mine- 
ría en  su  art.  7°:  « las  minas  son  bienes  priva- 
dos de  la  Nación  ó  de  las  Provincias,  según 
el  territorio  en  que  se  encuentren  ».  Pero  este 
concepto  de  «bienes  privados»  no  significa  que 
el  Estado  pueda  convertirse  en  explotante  di- 
recto de  las  minas  comprendidas  ó  descubier- 
tas en  el  suelo  de  su  jurisdicción  (i),  sino  que 
esa  propiedad  se  entiende  al  sólo  objeto  de  su 
concesión  á  los  particulares  en  las  formas  y  pro- 
cedimientos establecidos  en  el  Código  de  Minería. 

2.  Leyes  y  jmñsdicciones  nacionales  y 
provinciales. 

Este  Código  es  parte  de  la    ley  común  ar- 

(1)  Artículo  9. 
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gentina,  por  mandato  de  la  Constitución  Nacio- 
nal, que  en  el  art.  67,  inciso  11^,  entre  las  atri- 
buciones del  Congreso,  expresa  la  de  dictarlos 
Códigos  Civil,  Penal,  Comercial  y  de  Minería^ 
«sin  que  tales  códigos  alteren  las  jurisdicciones 
locales,  »  y  agrega:  «  corresponde  su  aplicación 
á  los  tribunales  federales  ó  provinciales,  según 
que  las  cosas  ó  las  personas  se  encuentren 
bajo  sus  respectivas  jurisdicciones». 

La  cláusula  transcrita  tiene  importancia  fun- 
damental para  determinar  dos  conclusiones: 

1=*  A  qué  autoridad  administrativa  debe  re- 
currir el  empresario  para  obtener  una  mina  de 
cualquier  naturaleza  en  la  República  Argentina. 

2^  A  qué  autoridad  judicial  puede  acudir  en 
demanda  de  protección  ó  defensa  para  los  de- 
rechos que  el  Código  le  reconoce. 

Y  esa  misma  disposición  le  resolverá  la  duda, 
dieiéndole  que,  si  las  minas  descubiertas  ó 
que  se  desean  descubrir  ó  adquirir  á  cualquier 
otro  título,  se  hallan  situadas  dentro  del  domi- 
nio nacional  ó  federal,  deberá  dirigirse  á  las 
autoridades  de  la  Nación  representadas,  en  el 
Departamento  Nacional  de  Minas  y  Geología, 
bajo  la  dependencia  hasta  hoy,  del  Ministerio 
de  Hacienda  en  lo  administrativo  {^)  y  los  jue- 

(1)  Decreto  de  28  de  Abril  de  1893.  (Esta  situación  se  halla 
modificada  por  la  ley  de  organización  de  los  ministerios  11  de  Octu- 
bre 1898). 
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ees  de  la  Nación  en  lo  contencioso,  y  según  los 
Códigos  de  procedimientos  civiles  ó  comercia- 
les y  el  de  minería,  pero  si  ellas  se  encuentran 
en  terrenos  del  dominio  de  alguna  de  las  Pro- 
vincias, serán  las  autoridades  gubernativas  y 
judiciales  de  éstas  las  que  reciban  sus  peticiones 
y  demandas,  según  sus  propias  leyes  y  prácticas. 
Bien  se  comprende  que  siendo  las  Provincias 
mineras  nueve,  y  cada  una  con  legislación  pro- 
pia, se  necesita  siempre  la  dirección  de  abogados 
de  mucha  experiencia  é  ilustración  en  los  diferen- 
tes y  complicados  sistemas  legales  de  la  Nación. 

3.  ClasificaciÓ7i  de  las  substancias 

Ahora  bien,  en  general,  como  minas,  las 
de  boratos  siguen  la  condición  de  su  yacimien- 
to, con  respecto  á  la  jurisdicción;  pero  dentro 
del  sistema  del  Código,  ellas  ocupan  una  po- 
sición especial,  dependiente  de  la  clasificación 
adoptada,  que  es  semejante  á  la  de  la  ley  fran- 
cesa de  1810, — y  de  Bélgica, — aunque  no  idéntica. 

Del  punto  de  vista  del  derecho  de  propiedad 
originario,  las  minas  se  dividen  en  tres  cate- 
gorías: 

1^  Las  que  sólo  pueden  explotarse  en  virtud 
de  concesión  acordada  por  autoridad  com- 
petente, y  á  su  respecto  el  suelo  superficial  se 
considera    un   accesorio. 
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2*  Dividida,  á  su  vez,  en  dos  clases:  a)  mi- 
nas que  por  su  importancia  se  conceden  con 
preferencia,  al  dueño  del  suelo, — b)  las  que, 
por  las  condiciones  de  su  yacimiento,  se  des- 
tinan al  aprovechamiento  común. 

3*  Las  que  sólo  pueden  ser  explotadas  con  el 
consentimiento  del  dueño  del  suelo,  y  son  con- 
sideradas como  accesorias  de  éste. 

4.  Los  boratos  en  la  segunda  categoría  de 
minas. 

El  artículo  4»*  del  Código  se  ocupa  de  enu- 
merar las  substancias  minerales,  que  corres- 
ponden á  cada  una  de  aquellas  categorías,  y  en 
tercer  lugar  menciona  los  boratos  y    salitres. 

Ocurre  el  caso  ahora  de  determinar  con  pre- 
cisión en  cuál  de  las  dos  subdivisiones  de  la 
categoría  2^  deben  ser  colocadas  las  minas  de 
boratos;  y  aunque  en  la  enumeración  del  artí- 
culo 4^  no  lo  dice  claramente,  por  su  natura- 
leza y  por  muchas  otras  reglas  posteriores,  se 
ve  que  se  hallan  entre  «las  que  por  su  impor- 
tancia, se  conceden  con  preferencia  al  dueño  del 
suelo,»  y  cuyo  régimen,  al  respecto,  vamos  á 
exponer  más  adelante. 

Tal  aclaración  es  de  mucho  interés  para  el 
minero,  porque  le  permite  saber  á  ciencia  cierta 
las  indemnizaciones  que  debe  pagar   para  ob- 
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tener  su  mina,  ó  si  debe  precaverse  contra  una 
concurrencia  libre  de  todos  los  que  quisieran 
explotar  una  porción  del  yacimiento. 

No  ha  podido  el  Código  poner  los  boratos  en- 
tre las  substancias  de  «aprovechamiento  común», 
l^'  porque  la  manera  de  su  yacimiento  las  hace 
inaccesibles  las  más  de  las  veces  á  los  em- 
píricos; 2°  porque  los  procedimientos  técnicos 
para  su  explotación  requieren  conocimientos  é 
instalaciones  costosas  que  no  pueden  poseer  ni 
afrontar  los  libres  concurrentes  de  las  pobla- 
ciones ó  campañas  inmediatas  á  los  yacimientos; 
3"  porque,  al  clasificarlas  en  el  mismo  lugar 
que  los  salitres^  ha  reconocido  su  grande  im- 
portancia para  la  industria,  y  por  tanto,  su 
cahdad  de  preferencia  al  dueño  del  suelo,  y  en 
defecto  de  éste,  sujetas  á  la  concesión  legal. 

En  este  mismo  sentido,  debe  observarse  que 
la  circunstancia  de  hallarse  el  borato  colocado 
en  condición  de  dependencia  preferente  del 
dueño  del  suelo,  no  tiene  en  este  país  la 
gravedad  que  en  Europa,  Francia  ó  Bélgica, 
porque  en  la  República  Argentina  la  inmensa 
mayoría  de  las  tierras  minerales  son  de  pro- 
piedad pública,  de  la  Nación  ó  de  las  Provincias, 
y  en  este  caso,  la  indemnización  no  tiene  lugar, 
ó  se  reduce  á  una  mínima  contribución  ó  renta, 
variable  según  la  práctica  ó  las  necesidades 
fiscales  de  cada  gobierno.  El  propósito  del  Código 
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es  que  toda  concesión  de  minas  situadas  en  te- 
rrenos de  dominio  público  sea  gratuita  con 
relación  al  terreno  mismo,  esto  es,  que  no  deba 
indemnización. 

§  II. — Adquisición  de  las  minas 

5.  Puntos  hindamentales 

Sobre  este  título  debemos  hacer  una  divi- 
sión necesaria,  para  comprender  las  ventajas 
que  la  ley  ofrece  á  los  empresarios.  Esa  di^dsión 
se  refiere: 

a)  A   las   personas   que    pueden    adquirir 

minas; 
h)  A  la  adquisición  originaria   por  el   im- 
perio de  la  ley,  ó  sea,  por  concesión; 
c)  A  la  adquisición  por  contratos,  del  poder 
de  terceros. 
Examinemos  cada  uno  de  estos  puntos  con 
la  extensión  que  su  importancia  requiere. 

6.  Personas  que  pueden  adquirir 

Con  relación  á  las  personas,  no  hay  leyes 
más  liberales  que  las  nuestras.  En  primer  lugar, 
la  Constitución  de  la  República  acuerda  al  ex- 
tranjero todos  los  derechos  civiles  del  ciudadano, 
con  algunos  privilegios  que  hacen  su  condición, 
á  veces,  y  de  ese  punto  de  vista,  más  ventajosa. 


—  6o  — 

Pero  su  derecho  á  adquiririr  bienes  raíces,  á 
emprender  y  explotar  toda  industria  y  á  ejercer 
el  comercio,  está  plenamente  reconocido  y  ase- 
gurado por  todos  nuestros  códigos. 

El  de  minería,  en  este  punto,  se  remite  al 
Código  Civil,  y  dice  que  «toda  persona  capaz 
de  adquirir  y  poseer  bienes  raíces,  puede  ad- 
quirir y  poseer  minas».  Sólo  se  exceptúan,  en 
garantía  del  derecho  minero,  los  empleados 
administrativos  y  judiciales,  llamados  por  la  ley 
á  intervenir  en  el  régimen  de  la  propiedad 
minera. 

7.   Ventajas  á  las  compamas 

Hay  una  ventaja  más,  repecto  á  las  per- 
sonas, para  la  adquisición  de  minas.  Se  refiere 
á  las  compañías,  las  cuales,  en  todos  los  casos 
están  favorecidas  con  el  privilegio  de  obtener 
otras  dos  pertenencias,  además  de  las  acorda- 
das á  las  personas  ó  empresarios  singulares, 
y  otros  igualmente  provechosos  Q)  que  no  es 
oportuno  ahora  detallar. 

8.  Adquisición  originaria  y  su 
procedimiento . 

Con  relación  al  modo  de  adquirir  minas 
de  boratos,  en  primera  y  originaria  propiedad, 

(1>  Artículos  27,  26,  91,  132,  172,  261,  268,  271,  338. 
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debemos  volver  á  los  principios  fundamentales 
ya  expuestos,  sobre  la  posición  jurídica  que 
estas  minas  ocupan.  Sea  cualquiera  la  autori- 
dad ante  la  cual  deba  presentarse  la  petición, 
ésta  debe  observar  literalmente  el  art.  82,  que 
contiene  el  procedimiento  completo,  y  cuyos 
puntos  principales  son  los  siguientes: 

1°  Cuando  se  trata  de  un  descubrimiento, 
la  petición  se  registra  y  manda  publicar.  Y 
durante  cinco  meses  el  solicitante  tiene  plena 
libertad  para  examinar,  excavar  y  estudiar  el 
terreno  para  reconocer  todas  las  condiciones 
del  yacimiento;  vencido  este  término  de  cinco 
meseSj  el  empresario  debe  pedir  la  mensura  y 
demarcación  de  las  pertenencias  que  le  corres- 
pondan por  descubrimiento;  y  para  realizar 
esta  operación,  la  ley  le  acuerda  aún  otros 
cinco  meses.  De  manera  que  durante  diez 
meses,  desde  la  petición  y  registro  del  descu- 
brimiento, el  minero  puede  preparar  su  explo- 
tación, introducir  sus  útiles,  máquinas  y  ele- 
mentos de  trabajo,  y  en  ese  mismo  tiempo, 
ninguna  otra  persona  puede  ocupar  el  mismo 
terreno  para  esos  fines,  para  lo  cual  deben 
fijarse  linderos  provisorios. 

2°  Con  relación  á  la  superficie  de  terreno  que 
se  concede  para  este  trabajo  de  exploración,  es- 
tudio y  preparación  de  la  concesión  definitiva, 
eUa  consta  de    trescientas  (300)  hectáreas.  Y 
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á  primera  vista  se  comprende  que  en  tan  con- 
siderable extensión,  hay  espacio  para  realizar 
todas  las  experiencias  necesarias  á  una  gran- 
de explotación.  El  descubrimiento  se  entiende, 
cuando  á  distancia  de  10  kilómetros  no  hay 
otro  depósito  ó  yacimiento  en  explotación.  La 
unidad  de  medida  para  las  concesiones,  llamada 
pertenencia,  es  de  cie7i  (100)  hectáreas,  que 
se  determina  en  la  mensura  y  demarcación 
definitivas. 

9.  Yacimiento  en  dominio  particular 

Pero  el  yacimiento  puede  encontrarse  en  te- 
rrenos del  dominio  particular.  Entonces  sur- 
gen los  principios  que  acuerdan  al  dueño  del 
suelo  la  preferencia  para  la  adquisición  y  ex- 
plotación de  la  mina,  bajo  las  condiciones  si- 
guientes (art.  68): 

a)  El  propietario  del  terreno  debe  declarar, 
dentro  del  término  de  veinte  (20)  días, 
ante  la  autoridad,  su  propósito  de  ex- 
plotar su  yacimiento  por  sí  mismo. 

b)  Dentro  del  término  de  cien  (100)  días, 
el  propietario  del  suelo  debe  comenzar 
la  explotación  en  las  condiciones  de  la 
ley,  para  cuyo  efecto  está  obligado  á 
pedir  antes  la  demarcación  de  pertenen- 
cias (art.  81),  y  con  sujeción  á  los  arts. 
82,  85  y  90. 
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10.  Indemnización  al  descubridor 

En  caso  que  el  propietario  se  resuelva  á 
explotar  por  sí  el  descubrimiento  hecho  por 
otro,  rige  el  principio  de  la  indemnización,  se- 
gún el  art.  93:  «El  descubridor....  en  terrenos 
de  dominio  particular,  tendrá  derecho  á  una 
indemnización  por  parte  del  propietario. 
El  valor  de  la  indemnización  se  determinará 
por  la  importancia  del  descubrimiento  y  ^^ 
los  gastos  de  la  explotación,  hecha  dentro  de 
los  límites  de  la  propiedad  particular.  De  ma- 
nera que  el  empresario  nunca  puede  ser  des- 
pojado del  capital  invertido  en  sus  investiga- 
ciones. 

11.  Adquisición  de  minas  por  concesión 

Hemos  visto  ya  los  casos  de  adquisición 
de  minas  del  Estado  nacional  ó  provincial,  es- 
to es,  que  cuando  las  minas  se  hallan  en  te- 
rrenos del  dominio  púbhco,  la  concesión  es  gra- 
tuita, por  lo  general,  y  que  en  caso  de  propie- 
dad privada,  rigen  las  reglas  anteriores.  Aho- 
ra debemos  exponer,  en  conjunto,  todas  las 
maneras  de  adquirir  la  propiedad  de  las  mi- 
nas, mediante  concesión  del  Estado.  Las  es- 
tablece  el    art.  110,    y  se  aphcan    tanto   á  las 
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minas  de  la  primera  categoría,   como  á  las  de 
la  segunda.  Según  él,  son  objeto  de  concesión. 

l.o  Los  descubrimientos; 

2.^  Minas  nuevas  en  criaderos  ya  conocidos; 

3.°  Minas  caducadas,  esto  es,  perdidas  por 
sus  concesionarios  ó  dueños,  en  virtud  de — 
a)  abandono j  ó — b)  despueble. 

4.^  Las  ampliaciones  (191-195),  mejoras  (196- 
197),  demasías  (198-205)  y  socavones  (túneles 
ó  galerías,  arts.  206-221). 

El  primer  caso  se  halla  ya  descrito  en  el  art. 
82;  el  segundo  se  rige  por  los  arts.  138  á  146, 
el  tercero  se  legisla  en  los  arts.  147  á  176,  se- 
gún regla  del  art.  101,  y  por  los  arts.  275  á 
281  en  lo  relativo  al  despueble;  y  el  cuarto  se 
refiere  á  cambios  de  posición  ó  ubicación,  y  á 
aumentos  que  puede  obtener  el  concesionario 
con  arreglo  á  la  ley,  ó  sea,  sin  perjuicio  de 
terceros,  durante  el  curso  de  la  explotación,  y 
se  aplican  ó  no  á  las  minas  de  la  segunda  ca- 
tegoría según  la  naturaleza  del  terreno,  ó  las 
formas  en  que  se  desarrolla  la  explotación. 

Para  hacer  una  exposición  prohja  de  estas 
diversas  reglas  sería  necesario  un  libro.  Basta, 
pues,  para  la  intehgencia  de  la  ley,  en  lo  rela- 
tivo al  régimen  de  las  minas  de  boratos,  saber 
que  puede  optarse  á  todos  los  beneficios  y  re- 
cursos que  conceden  á  los  empresarios  los  nu- 
merosos artículos  citados.    Por  lo  demás,  aquí 
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como  en  cualquiera  otra  nación  europea,  el 
ejercicio  de  la  propiedad  minera  ó  su  explota- 
ción legal,  no  se  conciben  sin  el  auxilio  inme- 
diato y  continuo  de  estos  dos  auxiliares:  el 
abogado  y  el  ingeniero. 

12.  Extensión   superficial 

Un  punto  del  mayor  interés  para  el  mi- 
nero, y  que  se  halla  envuelto  en  gran  confu- 
sión en  la  ley  argentina,  es  el  saber  con  exac- 
titud qué  superficie,  qué  extensión  puede  ad- 
quirir el  concesionario  del  poder  del  Estado  ó 
en  Tirtud  de  la  ley,  por  su  descubrimiento  ó 
por  denuncio.  Sobre  esto  hay  en  el  Código  al- 
gunas contradicciones;  pero  éstas,  según  una 
regla  de  buena  justicia  y  equidad,  se  interpre- 
tan siempre  en  el  sentido  más  favorable  á  los 
fines  de  la  ley,  y  en  la  nuestra,  esos  fines  son 
los  del  interés  y  la  industria  privada. 

Hemos  dicho  ya  lo  que  es  una  pertenencia. 
Es  la  unidad  de  medida  superficial,  con  cuya 
base  se  acuerdan  las  concesiones,  y  ella  varía 
para  cada  clase  de  substancias,  generalmente 
según  su  modo  de  yacimiento,  su  valor  intrín- 
seco, ó  su  importancia  industrial. 

Las  pertenencias  de  minas  de  boratos  cons- 
tan de  cien  (100)  hectáreas  (art.  90).  Pero  los  des- 
cubridores tienen  derecho  á  dos  pertenencias, 
-ó  sea  á    doscientas  (200)  hectáreas.    Y  el  ar- 
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tí  culo  90  agrega,  que  si  la  concesión  es  hecha 
á  una  compañía,  ella  constará  de  tres  perte- 
nencias, es  decir,  de  trescientas  (300)  hec- 
táreas. 

Pero  aquí  viene  el  caso  de  que  antes  hablá- 
bamos, respecto  á  los  privilegios  de  las  com- 
pañías, sociedades  ó  sindicatos  de  minas^  y  que 
en  nuestra  opinión,  aunque  estos  artículos  no 
hayan  sido  aún  objeto  de  una  interpretación 
judicial,  deben  ser  entendidos  como  una  gran 
ventaja  que  el  Código  les  acuerda  como  estí- 
mulo á  la  introducción  del  capital  extranjero; 
y  el  beneficio,  según  el  mismo  autor,  se  extien- 
de tanto  á  los  descubridores  como  á  los  denun- 
ciantes ó  restauradores  de  minerales  abando- 
nados ó  despoblados. 

Dice  el  importante  artículo  338:  «Cuando  las 
compañías  consten  de  dos  ó  tres  personas,  se 
les  concederán  dos  pertenencias  más,  fuera 
de  las  que  por  otros  títulos  les  correspon- 
dan. Si  las  compañías  se  componen  de  cuatro 
ó  más  personas,  tendrán  derecho  á  cuatro 
pertenencias, 

13.  Total  de  concesiones 

Comparado,  pues,  este  artículo  con  el  ya 
anunciado,  el  91,  relativo  á  los  descubridores 
de  minas  de  la  segunda  categoría,  tendremos 
el  caso  de  una   acumulación    de   pertenencias- 
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tal,  que  permita  á  un  grande  y  fuerte  sindi- 
cato, explotar  todas  las  minas  de  una  región, 
con  un  mismo  trabajo  y  una  sola  dirección. 

1.^  Concesión  á  la  compañía  descubridora, 
3  pertenencias:  300  hectáreas. 

2.'^  Concesión  á  manera  de  prima  ó  estímu- 
lo, si  la  compañía  resulta  de  más  de  cuatro 
personas,  4  pertenencias  más,  400  hectáreas. 
Luego,  pues,  un  sindicato  en  esas  condiciones, 
y  realmente  dispuesto  á  trabajar  en  grande  es- 
cala, puede  obtener  del  Estado,  desde  luego, 
siete  pertenencias,  ó  sean  setecientas  hectá- 
reas  de  terreno  exclusivo  para  su  explotación. 
Y  esto,  sin  contar  la  hbertad  que  tiene  por 
las  leyes  civiles  y  por  el  mismo  Código  de  Mi- 
nas, de  adquirir  todas  las  demás  concesiones 
que  quiera,  por  compra,  ó  poseerlas  en  arren- 
damiento ú  otros  títulos. 

14,  Compra  y  venta  de  minas 

Sobre  esto  último  debemos  también  de- 
cir dos  palabras,  porque  concurre  á  definir  el 
alcance  de  los  derechos  acordados  á  las  em- 
presas mineras  por  nuestras  leyes.  Según  és- 
tas, las  minas,  aunque  forman  una  propiedad 
distinta  de  la  del  terreno  en  que  se  encuentran, 
se  rigen  por  los  mismos  principios  que  la  pro- 
piedad común,  salvo  las  excepciones  de  la  ley 
especial  de  minas;  porque  son  bienes^  y  bienes 
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inmuebles,  lo  mismo  que  en  las  leyes  francesa  y 
belga.  Se  hallan  favorecidas  con  el  mismo  ca- 
rácter de  inmuebles,  los  elementos  necesarios 
á  una  explotación,  como  las  construcciones, 
máquinas,  aparatos,  instrumentos,  animales,  ve- 
hículos empleados  dentro  de  los  límites  de  la 
pertenencia,  y  las  provisiones  necesarias  á 
la  explotación  durante  ciento  veinte  ( 120) 
días. 

Luego,  «las  minas  pueden  venderse  y  trans- 
mitirse como  se  venden  y  transmiten  los  bie- 
nes raíces.  En  consecuencia,  el  descubridor  de 
un  criadero  puede  vender  y  transmitir  los  de- 
rechos que  adquiere  por  el  hecho  del  descu- 
brimiento» (art.  349).  Así,  pues,  todo  empre- 
sario singular  ó  colectivo,  individuo  ó  compa- 
ñía, tiene  posibihdad  de  obtener,  por  los  diver- 
sos títulos  que  hemos  expuesto,  todas  las 
pertenencias  mineras  que  sean  capaces  de  ex- 
plotar y  pagar  con  sus  capitales. 

Tratándose  especialmente  de  minas  en  que 
el  dueño  del  suelo  tiene  preferencia,  entre  las 
cuales  se  hallan  comprendidas  las  de  boratos, 
el  descubridor  tiene  opción  á  comprar  su  de- 
recho al  propietario  que  se  dispone  á  explotar 
la  mina  descubierta  en  su  fundo,  ó  á  exigir 
de  él  las  indemnizaciones  consiguientes,  según 
el  art.  93. 

Los  contratos  de    compraventa  de   minas    y 
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derechos  reales  sobre  ellas  deben    ser    hechos 
en  escritura  pública. 

Pero,  como  la  propiedad  definitiva  de  una 
mina  no  se  acuerda  sino  después  de  cumph- 
das  sucesivamente  dos  obhgaciones  indispensa- 
bles, la  ejecución  de  una  labor  legal  compro- 
batoria del  yacimiento  (art.  133),  y  la  mensura 
total  é  indiscutible  de  las  pertenencias  conce- 
didas (art.  244),  el  artículo  351  permite  que 
se  extiendan  en  instrumento  privado  todos  los 
contratos  que  se  celebren  antes  del  vencimiento 
del  plazo  señalado  para  el  referido  trabajo  le- 
gal. 

15,  El  titulo  de  propiedad 

El  Código  acuerda  al  particular  que  quie- 
re explotar  minas  de  toda  categoría,  un  ver- 
dadero derecho  de  propiedad  representado  por 
un  título  escrito  y  garantido  por  la  fe  pú- 
blica del  Estado.  Este  título  se  obtiene  duran- 
te el  procedimiento  empleado  para  la  adquisi- 
ción, y  consta  de  todas  las  diligencias  realiza- 
das y  providencias  concedidas  por  las  autori- 
dades diversas,  hasta  la  mensura  y  demarca- 
ción definitivas,  después  de  vencidos  los 
plazos  de  la  ley  y  las  oposiciones  de  terceros, 
si  las  hay. 

Respecto  de  las  minas  de  boratos,  rigen  las 
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disposiciones  del  artículo  82,  ya  citado,  y  en 
■  cuanto  éste  no  ha  previsto,  las  del  §  II,  tít. 
VII,  sobre  mensura  y  demarcación  de  perte- 
nencias de  las  de  la  primera  categoría  (i).  Los 
plazos  son  más  cómodos  para  el  concesionario, 
como  se  ha  visto,  pues  alcanzan  entre  la  ex- 
ploración y  la  mensura,  á  trescientos  días. 

El  juicio  es,  además,  aunque  haya  oposicio- 
nes, breve  y  sumario,  y  concluido  éste,  es  de- 
cir, practicada  la  mensura  y  demarcación  de 
acuerdo  con  la  ley,  el  juez  la  mandará  inscri- 
bir en  el  Registro,  y  que  de  ésta  se  dé  copia 
al  interesado  como  titulo  definitivo  de  pro- 
piedad. El  expediente  de  mensura  se  archiva 
en  un  libro  especial  á  cargo  de  un  escribano 
de  minas,  que  es  funcionario  público  respon- 
sable. Con  esto  queda  instituida  la  plena  y  le- 
gal posesión  de  la  ó  de  las  jDertenencias  que 
se  han  solicitado  (-). 

Por  lo  relativo  á  las  minas  adquiridas  por 
compra  ú  otro  título  común,  el  título  es  el  de 
la  propiedad  del  vendedor,  y  la  escritura  de 
compraventa  respectiva.  Todos  estos  docu- 
mentos que  atestiguan  la  legitimidad  de  las 
propiedades  de  minas  en  la  Repúbhca,  se  ha- 
llan custodiados  en   protocolos  especiales   por 

(1)  Art.  105,  C.  de  Minas. 

(2)  Art.  2á4,  id,  id. 
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los  escribanos  de  minas  de  la  Nación  ó  de  las 
Provincias,  ó  por  las  oficinas  públicas  creadas 
con  ese  objeto. 

§  III. —  Condiciones  de  la  explotación 

16,  Conservación  y  caducidad  de  los  derechos 

El  Código  llama  condiciones  de  explota- 
ción al  conjunto  de  reglas  establecidas  para 
que  el  concesionario  y  explotante  de  minas 
las  aproveche  con  beneficio  público,  al  mismo 
tiempo  que  particular.  Esas  reglas  se  refie- 
ren: 

1."  A  la  conservación  de  la  propiedad  de  su 
concesión,  mediante  un  trabajo  mínimo  obliga- 
torio. 

2.*^  A  la  observancia  de  ciertos  preceptos 
esenciales  á  la  seguridad  material,  al  orden, 
higiene  y  moralidad  de  los  trabajos. 

Las  primeras  son,  pues,  condiciones  inhe- 
rentes á  la  concesión  misma,  y  una  causa  de 
pérdida  ó  caducidad  en  caso  de  falta;  las  se- 
gundas, si  no  originan  pérdidas  ó  caducidad, 
llevan  consigo,  en  su  desconocimiento  ó  infrac- 
ción, responsabilidades  civiles  ó  penales,  que 
hace  efectivas  la  justicia. 

17.  Am2Jaro  ó  pueble 

« Amparar  una  mina,  dice  el  autor  del 
€ódigo,  es  mantener  en  ella   un   trabajo    per- 
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manente  con  el  número  necesario  de  operarios 
que  determina  la  ley».  Pero  ni  ese  trabajo  es 
uniforme  para  todas  las  clases  de  minas,  ni 
el  tiempo  es  necesariamente  continuo.  Cada 
substancia  requiere  mayor  ó  menor  suma  de 
labor  mínima.  Así,  según  el  art.  96,  el  amparo 
de  las  pertenencias  de  boratos  requiere  un  nú- 
mero de  operarios  no  menor  de  seis;  pero 
cuando  se  poseen  dos  ó  más  minas,  el  amparo 
de  cada  una  de  ellas  será  de  cuatro  operarios. 
Una  explotación  en  grande  escala,  de  minas  de 
boratos,  que  constase,  por  ejemplo,  de  siete 
pertenencias,  requeriría  como  trabajo  mínimo, 
el  de  28  obreros  empleados  efectivamente  en  la 
extracción  del  mineral. 

Con  respecto  al  tiempo  de  este  trabajo  obli- 
gatorio, él  se  establece  en  el  art.  269.  Es  de 
doscientos  treinta  (230)  días  en  un  año,  y  co- 
rre desde  el  día  siguiente  al  de  la  mensura  y 
demarcación  de  la  mina;  es  continuo  ó  dis- 
continuo, pues  el  minero  puede  reducir  ó  sus- 
pender la  explotación  durante  los  135  días 
sobrantes,  que  pueden  ser  distribuidos  en  di- 
ferentes períodos  en  el  transcurso  de  un  año. 

En  los  casos  de  una  explotación  continuada 
y  provechosa,  la  ley  acuerda  al  minero  plazos 
más  largos  de  suspensión  del  trabajo,  sin  pe- 
ligro de  caer  en  despueble  ó  de  caducidad  de 
su  derecho,   permitiéndole   así  buscar    nuevos 
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capitales,  realizar  operaciones  financieras  ó  dar 
mayor  impulso  á  la  explotación. 

Así,  el  que  ha  tenido  en  actividad  su  perte- 
nencia dos  años  continuos,  puede  suspender 
los  trabajos  por  un  año.  Si  en  esos  dos  años 
se  han  hecho  gastos  de  importancia  en  obras, 
en  maquinaria  ó  trabajos  extraordinarios,  la 
suspensión  se  autoriza  por  dos  años. 

18.  Despueble 

El  despueble  es  la  falta  del  trabajo  obliga- 
torio en  los  plazos  de  la  ley,  y  demás  condi- 
ciones que  ella  establece  (art.  275),  verificados 
personalmente  por  la  autoridad  minera  (arts. 
276  y  277).  Tampoco  estos  plazos  son  fatales 
y  absolutos,  porque  los  arts.  178  á  281  expre- 
san y  reglamentan  los  casos  en  que  la  sus- 
pensión de  los  trabajos  se  produce  por  guerra, 
pestes,  carestía  ú  otra  fuerza  mayor,  en  el 
asiento  minero,  así  como  en  caso  de  lluvias  y 
nieves  que  hacen  imposible  toda  explotación 
regular. 

El  despueble  trae  como  consecuencia  inhe- 
rente la  pérdida  del  derecho  adquirido  á  la 
concesión;  y  este  hecho  se  reahza,  ó  volviendo 
la  mina  al  poder  del  Estado,  esto  es,  á  su  dueño 
originario,  ó  yendo  á  manos  del  primero  que  la 
pida  para  sí,  en  las  formas  legales.  Esto  se 
llama  el  denuncio,  característico  de  la  legisla- 
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ción  española  antigua  y  para  sus  colonias  de 
América,  de  donde  la  adoptó,  mejor  dicho,  la 
conservó  el  Código  actual  por  respeto  á  la  tra- 
dición. 

Es  denunciable  por  despueble  una  mina,  se- 
gún el  artículo  157,  cuando  no  se  han  cum- 
plido las  condiciones  de  la  concesión  que  lle- 
van esa  sanción  penal;  y  agrega  el  158:  «Cual- 
quiera persona  puede  denunciar  la  mina 
despoblada,  y  obtener  su  registro  y  conce- 
sión legah^  llenando  las  formas  del  juicio  ó 
procedimiento  que  establecen  los  arts.  159  á  178. 

Tal  recurso  acordado  á  cualquiera  persona 
contra  el  concesionario,  dueño  ó  explotante  de 
minas,  ha  despertado  grandes  censuras  entre 
los  jurisconsultos,  quienes  creen  que  él  solo 
bastaría  ahora  mantener  la  propiedad  minera 
en  un  estado  de  inseguridad  y  vacilación  cons- 
tantes, para  alentar  el  espíritu  del  fraude  y  la 
astucia  contra  el  minero  de  buena  fe,  y  para 
aumentar  en  torno  de  los  mismos  los  pleitos, 
que  son  tan  grandes  enemigos  de  su  prospe- 
ridad. 

Por  estas  razones  fué  suprimido  ya  en  va- 
rios códigos  de  las  mismas  naciones  herederas 
de  la  legislación  española,  y  por  España  mis- 
ma, desde  1868.  Méjico,  Chile,  BoHvia  y  la  Re- 
púbUca  Oriental  han  eliminado  este  obstáculo 
de  las  empresas  de  minas,  y  aquí  se  expresan 
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también  votos  por  ver  consumada  idéntica  re- 
forma, la  cual,  dados  los  partidarios  con  que 
cuenta,  no  será  difícil  que  se  sancione  en  la 
próxima  revisión  del  Código  de  Minería. 

19.  Reglas  de  la  exjjlotación 

Para  terminar  esta  breve  síntesis  relativa 
á  la  legislación  sobre  minas  de  segunda 
categoría,  y  en  particular  las  de  boratos,  de- 
bemos decir  algo  sobre  las  condiciones  mate- 
riales de  la  explotación  misma. 

En  cuanto  á  las  reglas  técnicas,  el  Código 
reconoce  el  principio  de  la  libertad  científica 
ó  profesional,  y  se  limita,  desde  ese  punto  de 
vista,  á  exigir  todas  las  medidas  necesarias 
para  la  seguridad  de  las  obras,  de  la  vida  y 
salud  de  los  operarios,  y  á  procurar  el  orden 
moral  en  los  centros  de  trabajo.  Sus  disposi- 
ciones son,  pues,  sólo  de  seguridad  y  policía; 
y  á  este  objeto,  dice,  í<la  autoridad  ejercerá 
una  constante  vigilancia». 

Además  de  las  disposiciones  comunes  á  casi 
todas  las  leyes  de  minas  de  Europa,  sobre  se- 
guridad de  las  obras  y  de  los  obreros  en  el 
interior  de  las  minas,  el  Código  dispone  que 
el  juez,  acompañado  del  ingeniero  ó  perito  ofi- 
cial y  de  un  escribano,  y  á  falta  de  éste,  de 
dos  testigos,  visitará  una  vez  cada  año,  por  lo 
menos,  los  minerales  sujetos  á  su  jurisdicción. 
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para  proveer  lo  conveniente  de  acuerdo  con 
las  leyes,  y  suspender  los  trabajos  si  fuere 
necesario,  en  casos  de  gravedad  ó  peligro  in- 
minente (arts.  291  á  294). 

20.  Yacúnientos   más  conocidos. — Situación 
geográfica  é  importancia. 

21.  Los  depósitos  más  conocidos  de  boratos 
se  hallan  en  las  Provincias  de  Salta,  y  Jujuy  y 
en  el  nuevo  Territorio  de  los  Andes,  en  valles  al 
oriente  de  la  cadena  central  de  esta  cordillera, 
y  en  parajes  ya  muy  cercanos  al  Ferrocarril 
Central  Norte,  que  se  prolonga  en  dirección  á 
Bolivia.  Se  hallan  en  las  mismas  regiones  que 
los  vastos  yacimientos  de  sal  común,  y  su  ri- 
queza parece  ya  problema  resuelto,  no  sólo 
por  la  observación  directa  de  hombres  de  cien- 
cia autorizados,  sino  porque  son  conocidos  los 
descubrimientos  hechos,  y  las  borateras  que 
están  en  explotación,  con  buen  resultado,  no 
obstante  hallarse  lejos  de  los  transportes  ferro- 
viarios que  ponen  sus  productos  en  el  puerto 
de  Buenos  Aires  {}). 


(1)  Anuario  de  la  Dirección  General  de  Estadística,  1894,  pp.  157 
y  158;  L\G.  Emilio  Huniken,  Industria  minera  ó  metalúrgica.  Pro- 
vincia de  Salta;  1896  pp.  39  á  4o. 
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El  régimen  de  las  canteras 
en  el  Código  de  Minería  argentino 

§  I,— Condición  jurídica  de  las  canteras 

ANTE   EL   CÓDIGO   DE    MINERÍA 

Para  que  las  cuestiones  sometidas  á  mi  es- 
tudio puedan  ser  mejor  contestadas  y  com- 
prendidas, es  indispensable  establecer,  con  la 
brevedad  y  claridad  posibles,  la  posición  jurí- 
dica de  las  canteras  en  el  conjunto  del  siste- 
ma del  Código  de  Minería,  pues  en  ninguna 
materia  se  ha  hecho  más  confusión  ni  se  ob- 
serva mayor  deficiencia  que  en  esta,  debido  al 
criterio  ecléctico  de  la  clasificación,  que  ha  lle- 
vado al  legislador  á  admitir  algo  de  todos  los 
sistemas  enunciados  sobre  la  propiedad  de  las 
minas. 

El  Código,  al  colocar  las  canteras  en  la  ter- 
cera categoría,  siguió  un  triple  sendero  ú  obe- 
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deció  á  un  triple  fundamento:  1°  la  doctrina 
tradicional  de  los  autores  y  leyes  que  le  sir- 
vieron de  modelo;  2*^  la  forma  más  general  de 
yacimiento,  que  es  más  ó  menos  coexistente 
con  el  terreno  superñcial,  y  S^  las  leyes  pre- 
paratorias ó  anteriores  de  nuestro  país. 

Ya  el  Código  Civil  había  dicho  (art.  2342): 
«Son  bienes  privados  del  Estado  general  ó  de 
los  estados  particulares....  2^  Las  minas  de  oro 
plata,  cobre,  piedras  preciosas  y  substancias 
fósiles,  no  obstante  el  dominio  de  las  corpo- 
raciones ó  particulares  sobre  la  superñcíe  de 
la  tierra»]  lo  cual  importaba,  sin  duda,  ex- 
cluir  las  canteras  de  ese  privilegio  de  absor-  % 
ción  de  la  superficie  que  caracteriza  á  las  mi- 
nas propiamente  dichas,  y  á  las  de  segunda 
clase  según  los  casos.  ^ 

Luego,  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1875  man- 
dó redactar  el  Código  de  Minería  sobre  la  ba- 
se de  que  «las  minas  son  bienes  privados  de 
la  Nación  ó  de  las  Provincias  según  el  terri- 
torio en  que  se  encuentren»,  sin  especificar 
substancias  como  el  Código  Civil,  lo  que  im- 
portaba dejar  al  primero  la  mayor  ampUtud 
de  juicio  y  clasificación;  y  éste  reprodujo  el 
precepto  en  su  artículo  7^  ;; 

Pero  no  se  independizó  ni  de  la  tradición 
antigua  romana,  española  y  francesa,  ni  de  la 
sugestión  de  las  otras  leyes  que  á  su  vez  ne- 
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cesitaban  adelantarse  un  poco  en  el  camino  de 
los  progresos  de  la  ciencia  y  de  la  industria; 
y  así,  con  pocas  diferencias  de  forma,  adop- 
tó la  clasificación  tripartita  de  la  ley  francesa 
de  21  de  Abril  de  1810,  colocando  á  las  cante- 
ras en  la  tercera  categoría  del  artículo  2'^,  esto 
es,  «minas  que  pertenecen  únicamente  al  pro- 
pietario y  que  nadie  puede  explotar  sin  su 
consentimiento»,  cuyas  substancias  se  definen 
en  general  en  el  artículo  5"^. 

Sobre  esta  base,  de  hacer  de  las  canteras 
una  clase  aparte,  por  darles  un  lugar  exigido 
por  el  método  y  nada  más  (nota  al  art.  2),  el 
Código  prescinde  de  eUas  en  todo  su  cuerpo,  no 
teniéndolas  en  cuenta  sino  en  los  casos  siguientes: 

I''  Cuando  se  hallan  en  terrenos  del  Estado 
ó  de  las  municipalidades  (art.  7  y  106); 

2°  A  objeto  de  reglar  la  manera  de  enaje- 
narlas ó  procurar  su  explotación  por  los  par- 
ticulares, —  pues,  salvas  todas  las  excepciones, 
como  las  de  algunas  obras  púbUcas,  por  ejem- 
plo, el  Estado  no  explota  las  minas  aunque 
son  originariamente  bienes  privados  suyos  (art. 
7,  106  y  108),  —  y  á  determinar  las  condiciones 
de  seguridad  y  de  pohcía  de  las  explotaciones 
(art.  109  y  tít.  IX,  sec.  II); 

3^  A  resolver  los  casos  de  conflicto  con  mi- 
nas de  primera  y  segunda  categoría  (art.  252 
y  253). 
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El  resto  del  Código  se  refiere  indudablemen- 
te á  las  minas  de  la  primera  clase,  y  cuando 
ha  legislado  sobre  las  de  la  segunda  (tít.  IV), 
ha  cuidado  bien  de  expresar  las  diferencias  y 
excepciones  respecto  de  las  primeras,  agregan- 
do en  el  artículo  105,  que  «en  todos  los  casos 
no  previstos  en  el  presente  título  y  que  no 
sean  contrarios  á  sus  disposiciones,  regirán 
las  establecidas  para  las  substancias  de  la  pri- 
mera categoría».  Y  por  más  que  algunas  se- 
mejanzas existen,  tanto  por  el  yacimiento,  co- 
mo por  los  métodos  de  explotación,  entre  las 
minas  de  la  segunda  y  las  de  la  tercera  clase, 
ni  una  sola  palabra  dice  respecto  al  régimen 
legal  minero  de  las  últimas,  á  no  ser  el  ya  ci- 
tado artículo  105,  que  sólo  confirma  la  regla 
de  la  exclusión  general  de  las  canteras  del 
cuerpo  preceptivo  del  Código,  de  todo  lo  que 
en  sentido  estricto  se  llama  derecho  minero. 

La  razón,  por  otra  parte,  se  comprende,  des- 
de que  ha  asimilado  por  completo  las  canteras 
con  el  suelo  superficial.  Esto  las  saca  del  do- 
minio del  Código  de  Minas  para  llevarlas  al 
del  Código  Civil,  en  cuanto  el  primero  expre- 
samente no  lo  deroga;  y  ya  sabemos  en  qué 
casos  esta  derogación  se  realiza.  «La  propiedad 
de  las  canteras, — dice  Feraud  Giraud,  resumien- 
do la  doctrina  y  la  jurisprudencia, — forma  par- 
te de  la  propiedad  de  la    superficie  y  está  so- 
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metida  al  mismo  régimen.  Es  disponible,  trans- 
misible, divisible  como  la  de  cualquiera  otra 
parte  de  los  bienes  raíces  (Code  des  mines  et 
TTíineurs,  n<*  959).  En  el  mismo  sentido,  Agui- 
Uon,  Législation  des  mineSj  n^  739,  y  Naudier, 
Législation  des  mines,  pág.  448). 

Por  esta  razón,  en  los  países  que  siguen  el 
sistema  francés  se  han  dictado  reglamentos  es- 
peciales sobre  las  canteras,  los  mismos  que 
tendrá  que  dictar  la  Nación  para  sus  terri- 
torios y  las  Provincias  para  los  suyos. 

§  II. — Principios  generales  pertinentes 

En  el  Código  de  Minas,  no  obstante,  bien 
examinado  en  todo  su  organismo,  se  pueden 
determinar  algunos  principios  generales  que 
rigen  aún  á  las  minas  de  la  tercera  categoría. 
Uno  de  éstos  es  el  del  artículo  9,  confirmado 
por  el  106:  por  el  uno,  el  Estado  no  es  explo- 
tante de  sus  minas,  sino  en  casos  excepciona- 
les, y  por  el  otro,  mientras  el  Estado  no  ha 
dispuesto  de  las  canteras  por  cesión  ó  contra- 
to, ellas  serán  de  aprovechamiento  común. 

Esta  declaración  es  muy  importante,  porque 
mientras  el  Estado  no  ha  hecho  uso  de  su  de- 
Techo  de  dominio  privado,  las  canteras  quedan 
asimiladas  á  las  substancias  de  segunda  cate- 
goría, segundo  grupo  (art.  2,  inc.  2°)  y  decla- 
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rada  de  aprovechamiento  común,  es  decir,  que 
para  ello  «no  se  necesita  concesión,  permiso 
ni  aviso  previo»  (art.  68  y  70),  más  para  cu- 
ya explotación  ordenada  y  regular  se  requie- 
re constituir  pertenencias  (art.  72)  regidas  por 
el  capítulo  3^  del  título  IV,  en  los  artículos 
pertinentes  (85,  91,  93,  y  acaso  algunos  otros 
del  mismo  título). 

Procediendo,  pues,  esta  ocupación,  de  un 
trabajo  previo  de  explotación,  de  esfuerzos  pe- 
cuniarios, de  un  descubrünientOj  en  una  pa- 
labra, el  Estado  no  puede  menos,  ya  como  per- 
sona privada,  ya  como  representación  del  go- 
bierno, que  indemnizar  al  descubridor  por  su 
hallazgo  y  recompensarlo  por  la  riqueza  reve- 
lada: en  el  primer  caso  regiría  el  artículo  93, 
y  en  el  segundo  tendría  que  reconocerle  la 
propiedad  de  la  cantera,  y  renunciar  á  todo 
propósito  de  revocación  del  derecho  adquirido, 
á  menos  de  optar  por  la  indemnización,  en  ca- 
so de  que  quisiese  dar  á  la  cantera  otro  des- 
tino legal. 

Todo  este  raciocinio  se  funda  sobre  el  su- 
puesto de  que  el  Estado  ó  la  Municipahdad 
no  se  acogen  al  artículo  106,  esto  es,  no  dis- 
ponen de  sus  canteras  por  cesión  gratuita  ó 
contrato  oneroso  ó  condicional  con  los  descu- 
bridores ó  solicitantes,  y  que  rigen,  en  cuanto 
sean  física   y  racionalmente  aplicables,  las  re- 


glas  relativas  á  las  substancias  de  la  segunda 
categoría. 

La  ulterior  intervención  del  Estado  se  halla 
también  prevista  por  el  artículo  107,  pues  re- 
conoce en  el  primer  ocupante  un  legítimo  de- 
recho de  preferencia  en  iguales  condiciones;  y 
esto  que  asegura  ya  al  descubridor,  demues- 
tra que  en  ningún  caso  el  Estado  puede  pro- 
ceder por  despojo    arbitrario  ó    irresponsable. 

Pero  el  Estado  como  dueño  privado  de  las 
canteras  y  los  terrenos  en  que  se  hallan,  pue- 
de adoptar  la  forma  que  crea  más  convenien- 
te para  la  adjudicación  de  ellas  á  los  particu- 
lares, y  este  es  el  sentido  de  las  palabras  ce- 
der gratuita  6  condicionalmente  y  celebrar 
toda  clase  de  contratos  con  referencia  á  las  can- 
teras cuando  se  encuentran  en  terrenos  de  su 
dominio»,  para  lo  cual  nada  le  impide  acogerse 
á  las  mismas  reglas  del  Código  de  Minas  re- 
lativas á  otras  substancias  minerales. 

En  resumen,  pues,  sobre  estos  puntos  gene- 
rales, que  por  primera  vez  se  estudian  en  nues- 
tro país,  y  antes  de  entrar  á  ocuparnos  de 
contestar  á  las  cuestiones  de  la  consulta,  con- 
cluiremos diciendo  que  el  régimen  de  las  can- 
teras en  nuestro  derecho  minero  es  este:  ellas 
se  rigen  en  general  por  los  principios  de  la 
propiedad  civil  inmueble,  como  formando  un 
solo  cuerpo  con  ella,  pero  el  Código  de  Mine- 
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ría  impone,  en  el  interés  de  la  riqueza  públi- 
.  ca,  del  Estado  mismo  y  de  los  particulares,  al- 
gunas excepciones,   relativas: 

1^  A  la  manera  de  su  expropiación  y  apro- 
vechamiento cuando  se  hallan  en  terrenos  del 
dominio  del  Estado,  y  éste  no  ha  ejercido  sus 
derechos,  y  cuando  se  hallan  en  terrenos  del 
dominio  particular,  en  cuyo  caso  reconoce  á 
las  canteras  el  carácter  de  utilidad  públi- 
ca condicional,  con  preferencia  al  propietario 
(art.  108); 

2^  A  las  condiciones  de  seguridad  y  policía 
durante  la  explotación,  según  la  sección  2^  del 
título  IX» 

§  III.  —  ¿Tienen  los  recurrentes  derecho 
Á  sus  pertenencias? 

1.°  A  este  respecto  comenzaremos  por  hacer 
notar  el  absoluto  desconocimiento  del  Código 
de  Minas  por  los  que  han  tratado  el  impedi- 
mento de  los  señores  Jones  y  Thomas,  tanto 
de  parte  de  los  representantes  como  de  las  au- 
toridades, salvo  en  algunos  puntos  de  detalle. 
Así,  se  ha  ignorado  la  posición  de  las  canteras 
en  el  sistema  del  Código,  y  en  relación  al  Es- 
tado los  derechos  de  los  particulares  descubri- 
dores; se  ha  pedido   menos  de   lo    que   había 
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derecho  á  pedir,  pues  se  han  confundido  las 
minas  de  tercera  con  las  de  primera  clase  á 
los  efectos  de  solicitar  pertenencias,  lo  cual, 
aparte  de  ser  un  absurdo  del  punto  de  vista 
de  las  substancias  mismas  y  de  su  yacimiento, 
hace  imposible  una  explotación  industrial  pro- 
vechosa. 

Si  bien  el  último  informe  requerido  por  el 
Subsecretario  de  Agricultura  sobre  la  propie- 
dad de  los  terrenos  pedidos,  no  ha  sido  aún 
contestado,  parece  evidente  que  ellos  son  del 
dominio  público,  y  por  todos  los  datos  del  ex- 
pediente consta  que  las  autoridades  no  han 
creído  deber  ejercer  los  derechos  del  artículo  106, 
y  sí  disponerse  á  adoptar  para  las  canteras 
solicitadas  las  formas  establecidas  para  la  ad- 
judicación de  las  minas  de  otras  categorías. 
Esto,  que  en  general  es  acertado,  no  lo  es  en 
la  especie,  porque  si  bien  es  siempre  mejor  en 
estos  casos  atenerse  á  las  prescripciones  aná- 
logas, no  existe  más  analogía  entre  las  cante- 
ras y  las  minas  de  primera  clase,  que  entre 
aquéllas  y  las  de  aprovechamiento  común,  ex- 
presamente equiparadas  por  el  Código. 

Luego,  ya  que  el  gobierno,  por  su  decreto 
de  6  de  Marzo  de  1899,  acepta  el  régimen  de 
las  concesiones  individuales,  y  aún  las  servi- 
dumbres accesorias  del  artículo  48,  debieron 
adoptarse  las  reglas  de  adjudicación  y  demar- 
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cación  de  las  referidas  substancias,  no  sólo  por 
su  mayor  semejanza,  sino  porque  las  áreas 
concedidas  son  más  propias  para  una  explota- 
ción útil. 

Así,  pues,  esta  cuestión  tiene  una  respuesta 
doble  ó  alternativa: 

1.^  El  gobierno  se  resuelve  á  ejercitar  sus 
derechos  de  dueño  á  título  privado  de  las  can- 
teras situadas  en  sus  tierras,  y  en  este  caso, 
cesará  el  imperio  de  la  ley  minera  para  que 
entre  el  de  la  ley  civil,  según  la  cual,  concordan- 
tes con  el  artículo  106  del  Código  de  Minas, 
puede  disponer  de  su  propiedad  según  sus 
conveniencias,  y  por  los  procedimientos,  formas 
y  reglas  que  el  dereclio  administrativo  enseña 
como  más  acertadas  para  el  mejor  aprove- 
chamiento de  las  regalías,  bienes  y  patrimonios 
del  Estado. 

En  este  concepto  no  se  puede  hablar  de  per- 
tenenciaSj  en  el  sentido  del  Código  de  Minas, 
porque  la  cantera  forma  parte  del  terreno,  y 
éste  podrá  ser  cedido  ó  enajenado  bajo  las 
formas  del  derecho  común,  y  según  la  volun- 
tad de  las  partes.  La  única  regla,  medida  ó 
limitación  será  la  que  aconsejen  los  asesores 
especiales  del  Poder  Ejecutivo,  según  sus  atri- 
buciones y  los  objetos  del  acto  contractual,  y 
el  destino  propio  de  la  tierra  que  se  procura 
enajenar   ó  aprovechar. 
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En  el  contrato  ó  acto  de  cesión,  el  poder  pú- 
blico determinará  la  extensión  de  la  concesión, 
las  condiciones  especiales  en  que  cede  su  pro- 
piedad según  sus  intereses,  que  son  los  de  la 
Nación  ó  el  tesoro  público,  la  duración  de  la 
misma,  las  renías  ó  provecho  pecuniario  que 
ha  de  reportarle,  si  no  prefiere  hacer  la  cesión 
gratuita.  Y  aquí  notaremos  cómo  no  rige  para 
las  canteras  el  artículo  44,  sobre  cesión  gratuita 
del  terreno  mineral,  pues  expresamente  lo  con- 
traría el  106,  que  es  especial; 

2.-'  El  gobierno  deja  de  ejercitar  sus  derechos 
de  dueño;  y  entonces  rige  el  inciso  2.*',  del  ar- 
tículo 106.  En  este  caso,  no  siendo  enteramente 
aphcables  á  las  canteras  las  reglas  relativas  á 
las  substancias  de  aprovechamiento  común,  de- 
berá recabar  el  dictamen  de  consejeros  técni- 
cos, los  cuales  dirán  qué  extensión  correspon- 
derá á  cada  pertenencia;  pues  no  es  admisible 
que  las  canteras  adjudicadas  á  un  solo  empre- 
sario, hubieran  de  tener  en  todo  caso  las  di- 
mensiones que  el  Código  señala  á  la  segunda 
categoría,  segundo  grupo. 
Estas  dimensiones  son: 

a)  Establecimiento  fijo,  100.000  metros  cua- 
drados; 

h)  Terrenos  y  escoriales,  60.000  metros  cua- 
drados; 

c)  Ríos   y    placeres    en    concurrencia,    de 
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20.000  metros  cuadrados,  10.000  ó  5.000, 
esto  es,  máximumy   médium  y   míni- 
mum. 
Y  si  se  tiene  en  cuenta  los  derechos  del  des- 
cubridor que  puede  tomar  dos  pertenencias,  j 
tres  si  es  compañía,  más    dos  por   este  título 
y  otras  dos  si  sus  socios    son  más  de  cuatro, 
resultaría  que,  en  el  primer  caso,  una  sola  per- 
sona podría  abarcar  200.000  metros  cuadrados 
y  una  compañía    de  más  de  cuatro  personas, 
hasta  700.000  metros  cuadrados. 

Como  el  Código  no  ha  expresado  el  área  que 
correspondería  á  las  concesiones  de  canteras, 
como  lo  ha  hecho  para  las  minas  de  primera 
clase  y  para  cada  una  de  las  substancias  de 
la  segunda,  es  evidente  que  deja  á  la  resolu- 
ción facultativa  —  que  sería  la  de  ingenieros  ó 
asesores  técnicos  del  Ministerio  del  ramo,  —  el 
determinar  las  dimensiones  de  las  pertenen- 
cias, si  así  se  quiere  llamarlas,  lo  cual  se  ha- 
ría en  vista  de  la  extensión  de  los  criaderos, 
de  la  importancia  de  la  empresa,  de  la  natu- 
raleza y  valor  industrial  ó  intrínseco  de  la 
substancia,  ú  otras  consideraciones  semejantes. 
Luego,  en  resumen,  los  sohcitantes  tienen 
derecho: 

1."  A  pedir  la  adjudicación  de  toda  la  tierra 
que  ocupe  el  yacimiento,  en  cualquiera  de  las 
condiciones  que  comprende  el  artículo  106,  en. 
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cuyo  caso  se  resolverían  á  aceptar  condiciones 
de  parte  del  Estado,  como  un  particular  cual- 
quiera; 

2.°  A  señalar  ellos  mismos  la  extensión  que 
se  crean  capaces  de  explotar,  con  arreglo  á  sus 
medios  ó   capitales; 

3.°  A  solicitar,  para  mayor  facilidad  de  las 
operaciones  de  deslinde,  la  adjudicación  de 
pertenencias  ó  porciones  de  tierra  según  algu- 
nos de  los  tipos  ya  citados,  de  otras  subs- 
tancias; 

4.^  Y  último,  á  acogerse  á  los  artículos  re- 
lativos á  las  substancias  de  aprovechamiento 
común,  según  los  artículos  106,  inciso  2.^,  y 
68,  70,  91  y  demás  correlativos. 

Pero  todo  este  procedimiento,  sea  cualquiera 
el  camino  que  se  adopte,  requerirá  la  direc- 
ción de  abogado,  para  asistir  al  solicitante  y 
dirigir  al  mismo  tiempo  el  trámite  de  las  ofi- 
cinas públicas  con  arreglo  á  los  principios  del 
derecho  común  y  administrativo. 

§  IV.  —  Limitaciones  que  las  leyes 

IMPONEN  AL   PODER  DEL   ESTADO 

La  segunda  cuestión  se  halla  en  parte  con- 
testada en  las  anteriores  reflexiones,  ya  ex- 
presa, ya  implícitamente,  pero,  en  forma  de 
resumen,  la  responderemos  ahora. 


—  90  — 

El  gobierno  no  puede  en  general  negar  la 
concesión  de  la  cantera  descubierta  por  un 
particular,  porque  el  descubrimiento  crea  un 
derecho  que  no  puede  ser  desconocido,  y  ade- 
más, por  las  razones  siguientes: 

í.^  El  Estado  es  dueño  originario  de  las  mi- 
nas, pero  no  las  explota  por  sí,  sino  en  casos 
muy  especiales  (art.  9),  como  no  es  él  mismo 
agricultor,  ni  fabricante,  sino  con  las  mismas 
excepciones; 

2.*^  El  Código  de  Minas  ha  limitado,  en  cuan- 
to á  las  substancias  minerales,  el  absoluto,  ple- 
no y  entero  dominio  del  Estado  sobre  la  tie- 
rra superficial,  siendo  la  ley  civil  la  regla  y 
la  minera  la  excepción  (art.  2518,  Código  Ci- 
vil; 11,  106  á  109,  Cód.  de  Min.);  y  por  estas 
últimas  se  reconoce  al  descubridor  ú  ocupante 
un  derecho  real,  de  que  sólo  puede  ser  despo- 
jado previa  indemnización  (art.  93,  Cód.  de  Min.), 
tanto  respecto  del  Estado  como  de  particulares; 

3.°  Imponer  condiciones  tan  onerosas  que 
importen  hacer  imposible  la  concesión,  tanto 
valdría  como  un  despojo  sin  indemnización,  y 
sería,  por  lo  tanto,  nulo  y  demandable  ante  la 
justicia  común.  Si  se  ajusta  un  contrato  (ar- 
tículo 106),  éste  sería  nulo  por  razón  de  im- 
posibilidad, y  si  la  parte  interesada  lo  acepta- 
se, ella  sólo  sería  responsable  de  su  daño,  salvo 
dolo  ó  fraude; 
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4.°  Creo,  pues,  que  el  gobierno  no  puede  im- 
poner esas  condiciones  ruinosas;  y  por  poco 
que  se  recorra  el  Código  minero,  se  encontra- 
ría en  él  el  espíritu  más  protector  de  los  intere- 
ses privados,  á  punto  que  la  gratuidad  de  toda 
concesión  en  terreno  del  dominio  público  es 
una  regla  casi  invariable  (por  ejemplo,  ar- 
tículo 44,  106  y  2,  inciso  2."');  por  lo  demás, 
las  canteras  son  de  utilidad  pública,  en  cuanto 
á  su  apropiación  en  terrenos  de  particulares 
(art.  108),  lo  que  a  contrario  sensii  demues- 
tra que  en  terrenos  del  Estado  no  necesita  la 
forma  de  la  expropiación  para  convertirse  en 
dominio  privado. 

§  V.  —  Derecho  inherente  á  la  concesión: 

EXTENSIÓN,  SERVIDUMBRES  SUPERFICIALES. 

Demostrada  la  substancial  distinción  esta- 
blecida por  el  Código  entre  minas  de  primera 
categoría  y  de  segunda,  y  las  canteras  ó  de 
tercera,  y  que  las  reglas  relativas  á  las  dos 
primeras  no  se  aplican  sino  por  excepción  y 
en  casos  aislados  álos  de  la  última,  la  cues- 
tión contenida  en  la  primera  cláusula  de  la 
pregunta,  sólo  puede  ser  contestada  con  refe- 
rencia á  las  anteriores  demostraciones,  y  por 
razones  de  equidad  natural,  de  lógica  y  de 
conveniencia  pública. 
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Si  como  lo  hemos  probado,  los  solicitantes 
piden  la  adjudicación  de  todo  el  terreno  mi- 
neral donde  la  cantera  se  encuentra,  es  indu- 
dable que  pueden  y  deben  comprender  la  ex- 
tensión necesaria  para  el  desarrollo  de  la  ex- 
plotación, con  la  amplitud  que  ella  requiera, 
pues  no  se  comprendería  que  obtuviesen  el 
derecho  de  explotar  una  mina  y  que  no  pu- 
diesen instalar  sus  máquinas  y  servicios  de 
transportes,  provisiones,  suministros  de  aguas, 
leña  y  otros  elementos  de  inmediata  necesidad. 

Cuando  se  tratase  de  determinar  el  área  de 
la  concesión,  se  tendría  que  tomar  en  cuen- 
ta todas  estas  circunstancias,  no  para  solicitar 
una  servidumbre  en  el  sentido  del  artículo  48 
y  otros  del  Código  de  Minas,  sino  como  un 
todo  uniforme  calculado  para  dar  á  los  traba- 
jos el  desarrollo  que  científica  é  industrial- 
mente  reclama:  no  como  una  facultad  especí- 
fica y  literal  derivada  de  los  artículos  42,  43 
y  44  del  título  III,  sino  como  una  concesión  del 
Estado,  en  su  calidad  de  señor  de  las  tierras, 
y  en  interés  de  una  explotación  ventajosa  pa- 
ra la  industria  y  la  renta  ó  el  tesoro  público. 

Del  punto  de  vista  de  las  servidumbres,  no 
puede  decirse  que  rigen  las  de  derecho  minero, 
tan  poderosas  y  absorbentes,  sino  las  de  derecho 
civil,  las  cuales  son  muy  semejantes  aunque  no 
idénticas  (Código  Civil,  hbro  3*^,  título  3«),  y  por 
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más  que  el  solicitante  pudiera  pedir  al  Estado 
que  se  le  concediesen  especialmente  en  el  in- 
terés de  la  explotación,  cuando  ésta  no  fuese 
posible  sin  ellas. 

Porque,  según  dice  Bury,  Traite  de  la  lé- 
gislation  des  mines,  etc.,  número  1136,  los 
explotantes  de  canteras  gozan  del  derecho  de 
ocupar  el  terreno  de  otro,  conforme  á  los  ar- 
tículos 43  y  44  de  la  ley  de  21  de  Abril  de 
1810:  este  es  un  derecho  excepcional  que  es- 
tos artículos  no  conñeren  sino  á  «los  conce- 
sionarios de  minas»:  así  fué  decidido  por  la 
Corte  de  Angers,  el  25  de  Febrero  de  1858. 
Esta  sentencia  decide  igualmente  que  las  del 
Consejo  de  15  de  Octubre  de  1740  y  18  de 
Mayo  de  1786,  que  habían  establecido  un  de- 
recho de  ocupación  en  provecho  de  las  cante- 
ras de  pizarra  de  los  alrededores  de  Angers, 
no  están  ya  en  vigencia  >. 

Luego,  el  explotante  de  canteras  que  nece- 
sitase ocupar  los  fundos  ó  terrenos  contiguos 
para  las  necesidades  de  la  explotación,  siendo 
éstas  de  propiedad  particular,  en  términos  ge- 
nerales tendría  que  comprarlos,  y  si  pertene- 
ciesen al  Estado,  solicitarlos  en  concesión,  ya 
juntamente  con  la  cantera  misma  y  como  parte 
inseparable  de  ella,  ya  como  accesión  posterior, 
probando  la  absoluta  necesidad  para  la  exis- 
tencia y  efectividad  de  las  obras  de  extracción. 
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Ahora  bien,  el  artículo  108  del  Código 
de  Minería  declara  susceptibles  de  ser  favore- 
cidas con  el  carácter  ó  privilegio  de  utilidad 
pública,  las  canteras  situadas  en  terrenos  de 
dominio  privado,  y  además,  el  juicio  sobre  la 
utilidad  pública,  según  una  regla  de  derecho 
constitucional  incontrovertible,  es  discrecional 
y  absoluto  en  la  legislatura,  y  ningún  tribu- 
nal puede  revocarlo  ni  limitarlo. 

Por  lo  tanto,  una  solicitud  para  adquirir  ese 
terreno  adyacente,  que  se  considera  indispen- 
sable para  la  efectividad  de  la  concesión,  pro- 
cede en  plena  justicia. 

Del  mismo  modo,  ninguna    disposición  pro- 
hibe al  solicitante  de  una  cantera  pedir  el  re- 
conocimiento de  las  servidumbres    para  insta- 
laciones, comunicaciones  y  transportes,    aguas 
y  pastos  naturales  en  las  condiciones  del  mis- 
mo artículo  48,  tanto  porque  estas  son  las  ne- 
cesidades propias  de  una    explotación  minera, 
cuanto  porque  esas  servidumbres  son  especies 
de  las  generales  clasificadas  en    el  Código  Ci- 
vil y  pueden  considerarse  como  idénticas,  se- 
mejantes ó  análogas  también  por  sus  destinos. 
En  todo  caso,  el  gobierno,  representante  de 
la  persona  moral  del  Estado,  dueño  de  los  te- 
rrenos mineros  de  tercera  categoría,  y  sin  nin- 
guna de  las  limitaciones  relativas  á  las  de  pri- 
mera y  segunda,  puede    acordar, — y  debe  ha- 
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cerlo  en  buena  doctrina, — como  parte  inherente 
á  la  concesión,  las  servidumbres  calificadas  de 
mineras,  aunque  no  fuese  á  título  de  conce- 
sión de  mina,  sino  de  tierra  pública  y  por  vía 
de  protección  á  las  industrias  nuevas  del  sue- 
lo tan  poco  fomentadas  hasta  ahora. 

Sobre  este  punto,  es  indudable  que  el  Códi- 
go de  Minas  argentino,  como  la  misma  ley 
francesa,  son  deficientes  y  estorban  el  des- 
arrollo de  una  industria  tan  valiosa,  en  grande 
escala;  el  prim.ero,  porque  ha  meditado  poco 
este  punto,  librándolo  con  exceso  al  dominio 
particular  ó  privado;  la  segainda,  porque  en  su 
distinción  acertada  entre  canteras  al  aire  libre 
y  subterráneas  y  descuidó  colocar  las  segiindas 
en  la  misma  categoría  que  las^  verdaderas  mi- 
nas, cuyos  caracteres  de  yacimiento  y  formas 
de  explotación  son  tan  semejantes. 

Esto  hizo  decir  á  otro  gran  jurisconsulto, — 
Delebecque,  número  1153, — estas  palabras  que 
pueden  servir  de  guía  á  la  autoridad  en  la 
resolución  de  este  mismo  asunto:  «Si  se  trata, 
dice,  de  una  mina  nueva  cuyo  banco  sea  in- 
clinado, y  que  sea  necesario  explotarlo  por  ga- 
lerías subterráneas,  pozos  de  extracción,  má- 
quinas á  vapor,  ¿no  se  reproducen  acaso  todos 
los  motivos  de  la  ley  para  asimilar  estas  can- 
teras á  una  mina  propiamente  dicha?». 
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g  VI. — Autoridad  competente  para  deter- 
minar LA  EXTENSIÓN  DE  LAS  PERTENENCIAS 
EN   EL  CASO   «SUB  JUDICE». 

En  caso  afirmativo  de  la  cuestión  anterior, 
que  hemos  visto  que  podía  ocurrir,  se  pre- 
gunta de  nuevo:  «¿quién  y  en  virtud  de  qué 
informaciones  debe  determinar  la  superficie  de 
terreno  á  expropiar?». 

Hasta  ahora  no  existe  un  organismo  admi- 
nistrativo encargado  de  la  ejecución  del  Códi- 
go de  Minas.  Faltan  los  agentes  administrativos, 
científicos  y  judiciales  que  deben  intervenir  en 
estos  procedimientos  con  arreglo  á  una  ley  ó 
reglamento  permanentes,  y  por  eso  los  trámi- 
tes tendrán  que  ser  en  gran  parte  arbitrarios, 
ó  los  que  las  partes  interesadas  impusiesen  á 
fuerza  de  doctrina  y  de  prueba. 

Pero  es  indudable  que  la  autoridad  encar- 
gada de  este  ramo  es  el  Ministerio  de  Agri- 
cultura, quien  por  su  División  de  Minas,  por 
intermedio  de  ingenieros  ó  funcionarios  espe- 
ciales, haría  estudiar  la  importancia  y  exten- 
sión del  yacimiento  y  comparar  las  condiciones 
industriales  de  la  empresa  solicitante,  para  de- 
terminar el  área  que  ha  de  acordar  á  su  apro- 
vechamiento exclusivo,  ya  como  parte  de  la 
cantera  misma,  ya  como  servidumbre  especial- 
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mente  concedida,  ó  por  vía  de  estímulo  y  pro- 
tección de  la  industria. 

Convendrá  para  la  mejor  expedición  del  asun- 
to que  el  interesado  estudie  antes,  regule  y 
calcule  sus  recursos,  sus  fuerzas  y  elementos 
que  se  proponga  emplear,  y  sea  quien  expresa 
j  claramente  solicite  la  superficie  que  crea  ne- 
cesaria para  la  explotación. 

El  gobierno,  pre\ios  los  informes  de  sus  ofi- 
cinas ó  ingenieros  técnicos,  formará  su  juicio 
y  recabará  del  Congreso  la  ley  especial  del 
caso,  con  arreglo  á  la  general  de  1866,  que 
marca  el  procedimiento  en  las  diversas  juris- 
dicciones, pero  alterada,  sin  duda,  en  cuanto 
á  la  especialidad,  por  las  pocas  regias  que  el 
Código  de  Minas  contiene  al  respecto,  y  que 
se  aplican  por  analogía,  ya  que  las  canteras 
como  hemos  dicho,  son  una  sola  y  misma  cosa 
con  el  terreno  en  que  se  hallan. 

§  VIL  —  Carácter  jurídico  de  las  servi- 
dumbres. 

Siendo  las  canteras  un  solo  cuerpo  con  el 
terreno  que  las  contiene,  y  pudiendo  el  Esta- 
do disponer  libremente  de  las  de  su  dominio 
privado,  y  teniendo  en  cuenta  los  raciocinios 
anteriores,  la  respuesta  afirmativa  no  puede 
ponerse  en  duda  ni  necesita  demostración. 

La  servidumbre  en  esta  clase  de  minas,  no 
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correspondiendo  ipso  jiire^  no  siendo  inheren- 
te á  ellas,  no  puede  preverse  ni  preestablecer- 
se, pues  dependerá  de  las  necesidades  de  la 
explotación  y  del  ensanche  de  los  trabajos.  El 
Estado  ha  podido  enajenar  ó  ceder  por  cual- 
quier título  los  terrenos  adyacentes  á  la  can- 
tera, descubierta  ó  ignorada,  y  en  ningún  ca- 
so procedería  una  repetición  de  esa  cesión  an- 
terior. 

Los  terrenos,  en  tal  caso,  deben  ser  consi- 
derados como  del  dominio  privado,  y  regidos 
en  consecuencia,  á  los  efectos  de  su  ocupación 
ó  expropiación. 


XVIII 


Las  minas  de  compañías  y  su  denuncio  por 
despueble  ó  abandono  en  los  Territorios 
Nacionales.  C^^ 


§  I. — Arenas  metalíferas,  placeres,  cuar- 
zos AURÍFEROS  Y  DISPOSICIONES  LEGALES 
QUE   LOS   RIGEN. 

Las  minas  de  que  se  trata,  pertenecen  á  dos 
categorías  distintas  de  las  que  el  Código  com- 
prende: las  arenas  metalíferas  y  los  placeres 
de  que  habla  el  inciso  1^  del  art.  4^,  y  los  cuar- 
zos auríferos  en  forma  de  filones,  ó  sea,  cons- 
tituyendo mina  de  1^  categoría,  según  el  art. 
3^^,  y  la  jurisprudencia  que  procede.  La  con- 
cesión de  las  primeras  se  rige  por  los  artícu- 
los 76  y  77,  en  cuanto    á  la  formación  y  ubi- 


(1)— El  presente  escrito  es  el  extracto  de  una  defensa  de  la  "W . 
P.  Gr.  F.  C.  L.  cuyas  minas  en  el  territorio  del  Chubut,  fueron 
denunciadas  por  despueble  y    abandono. 
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cación  de  las  pertenencias;  por  los  arts.  95, 
97,  98  y  100  para  su  amparo  y  despueble  es- 
pecial; y  el  art.  105  establece  la  regla  general 
sobre  aplicabilidad  de  las  demás  disposiciones 
del  Código  á  las  mismas  substancias. 

Así,  pues,  en  los  términos  estrictos  de  la  ley, 
son  de  dos  géneros  diversos  las  prescripciones 
que  rigen  estas  minas,  y  corresponderán  por 
lo  tanto  dos  procedimientos  distintos  para  cual- 
quier género  de  causas  que  sobre  ellas  se 
promuevan,  ya  sobre  su  propiedad,  ya  sobre  su 
denuncio. 

En  tal  concepto,  hay  arts.  del  título  IV  que 
se  aplican  exclusivamente,  y  hay  muchos  otros 
de  los  títulos  VI  y  VIII  que  se  aplicarían  en 
concurrencia  ó  á  falta  de  los  primeros.  Las 
confusiones  y  errores  fundamentales  en  que  se 
incurre  al  hacer  un  denuncio,  provienen  de  esa 
multiplicidad  de  reglas  que  por  lo  general  no 
se  tienen  en  cuenta,  y  así  se  comienza  por 
desconocer  el  carácter  legal  de  las  propiedades 
denunciadas,  la  personería  privilegiada  ante  la 
ley  minera  si  se  trata  de  un  sindicato  ó  com- 
pañía, y  las  reglas  de  procedimiento  aplicables 
tanto  al  amparo,  como  al  denuncio  por  aban- 
dono ó  despueble.  Por  eso  mismo,  al  aplicar 
la  palabra  «despueble»,  no  sólo  se  omiten  los  he- 
chos que  lo  constituyen,  sino  que  lo  confunden 
con    el    «abandono»,    esencial    y    formalmente 
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distinto;  y  al  acogerse  á  los  arts.  que  se  cita- 
rían con  pertinencia  en  otros  casos  en  que  no 
se  tratara  de  compañías,  se  desconocen  aquellos 
que  crean  respecto  de  éstas  importantes  ex- 
cepciones de  privilegio,  según  lo  demostrare- 
mos. 

§  II.— Las  compañías  mineras  ante  la  ley 

Como  nosotros  nos  proponemos  desautori- 
zar el  pretendido  denuncio  en  el  caso  en  que 
nos  referimos,  y  sostener  los  derechos  propios 
de  las  compañías  y  la  protección  que  la  ley 
les  acuerda,  debemos  agregar  una  considera- 
ción más  que  deriva  del  Código.  Hablamos  del 
doble  carácter  jurídico,  contencioso  y  adminis- 
trativo; lo  primero  en  cuanto  rige  relaciones 
privadas,  lo  segundo  en  cuanto  se  refíere  á 
autoridad  del  Estado  que,  como  dueño  de  las 
minas  (arí.  7),  debe  intervenir  en  su  concesión 
y  proteger  á  los  propietarios  en  sus  derechos 
adquiridos.  Además,  en  cuanto  es  un  código  de 
derecho  privado,  debe  la  propiedad  minera  regir- 
se por  sus  disposiciones  estrictas,  pero  como  es 
también  un  código  de  derecho  público,  atribu- 
ye al  poder  administrador  amplia'^  facultades 
de  equidad,  que  se  proponen  proteger  y  fomen- 
tar la  verdadera  y  grande  industria  minera, 
la  explotación  en  grande  escala,   tal    como    se 
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hace  hoy  en  las  más  célebres  regiones  mine- 
rales del  mundo,  por  el  medio  poderoso  de  las 
sociedades  anónimas,  que  es  la  asociación  de 
los  capitales  que  la  progresista  Constitución 
de  la  Repúbhca  se  propone  introducir.  El  Có- 
digo de  Minería  dictado  en  consecuencia,  para 
reahzar  los  fines  generales  de  aquélla,  no  pue- 
de jamás  ponerse  en  contradicción  de  modo 
tan  palmario  con  sus  más  claros  textos  (art. 
67,  inc.  16),  y  tal  sucedería  si,  interpretando 
con  tan  estrecho  espíritu,  se  propusiesen  los 
explotantes  trabajar  al  detalle,  en  pequeñas  por- 
ciones, es  decir,  prefiriendo  el  sistema  que  arrui- 
nó la  minería  de  América  en  tiempo  de  las 
mezquinas  leyes  de  Indias,  á  las  fuertes  orga- 
nizaciones modernas  que  han  hecho  de  la  Aus- 
tralia, la  India.  Sud  África,  la  Inglaterra, 
Francia  y  Bélgica,  los  países  más  productores 
de  metal  del  mundo  entero,  labrando  el  gran 
poder  financiero  de  sus   gobiernos. 

Tal  es  el  propósito  que  domina  en  todo  el 
Código  de  Minería  argentino,  á  pesar  de  la 
confusión  de  sus  reglas,  como  se  verá  por  las 
siguientes  disposiciones: 

El  artículo  27,  párr.  2*^  y  3°  que  aumenta  el 
número  de  unidades  de  exploración  en  fomento 
de  las  compañías  de  segunda  categoría;  el  91 
que  concede  tres  pertenencias  á  las  compañías 
descubridoras,  en  vez  de  dos  que  acuerda  á  los 
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individuos;  el  338  que  aumenta  ese  número  á 
cuatro  cuando  las  compañías  constan  de  más 
de  cuatro  personas,  y  para  no  ser  prolijos,  ci- 
taremos el  artículo  172,  que  prohibe  adjudicar 
por  denuncio  las  minas  de  una  compañía,  á 
otros  que  no  sean  tales  compañías. 

Pero  más  que  esas  reglas,  vale  todo  el  espíri- 
tu del  Código,  que  es  hacer  de  la  minería  una 
fuente  de  producción  capaz  de  influir  en  la 
riqueza  social  y  en  la  población  de  la  Repúbli- 
ca, y  esto  no  se  concibe  que  pueda  realizarse 
entregando  á  explotantes  aislados  todas  las 
vastas  regiones  que  á  su  amparo  pueden  ob- 
tenerse. Y  tan  es  así,  que  las  naciones  vecinas 
de  la  Argentina,  como  Bolivia  y  Chile,  y  otras 
más  lejanas  como  Méjico  y  Venezuela,  han 
creado  en  favor  de  las  compañías  verdaderos 
privilegios,  cansadas  de  la  miseria,  los  pleitos 
y  las  intrigas  á  que  da  lugar  el  sistema  anti- 
gaio. 

§  III.—  Las  empresas  mineras  en  los 

TERRITORIOS   DEL    SUD. 

Quien  conozca  la  historia  de  la  industria  mi- 
nera en  América  podrá  atestiguar  la  verdad 
de  estas  afirmaciones,  y  quien  tenga  exacto 
conocimiento  del  cuma  y  naturaleza  geológica 
de  nuestros  territorios   del    Sud,  podrá  darse 
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cuenta  de  las    enormes    dificultades    que    una 
empresa  debe  vencer  para  instalar  sus  traba- 
jos, mantener  en   tan    lejanos   y    desprovistos 
lugares  las  haciendas  necesarias,  introducir  las 
maquinarias,  conservar  el  personal  de  labor  y 
levantar  construcciones,  todo   lo  cual  requiere 
capital  abundante    y   perseverantes   esfuerzos. 
Estas   circunstancias  y  condiciones  que  hacen 
meritoria  ante  el  país  una    compañía    minera, 
bastarían  por  sí  mismas  para    obtener   de    la 
autoridad  el  más   decidido    apoyo,   sino   exis- 
tiesen textos  expresos  de  la  ley  que  las  ampa- 
ran y  protegen.  Una  empresa  como  la  de  que 
nos    ocupamos,    que    ha  hecho    considerables 
gastos  de  instalación,  que  ha  costeado  ingenie- 
ros, introducido  maquinarias,  mineros,  hacien- 
das, ha  hecho  construcciones  y  no  ha  abando- 
nado sus  pertenencias   ni  un  solo  día,  se  ha 
puesto  por  ese  solo  hecho  al  amparo  de  la  ley, 
porque  es  la  manifestación  más  inequívoca  de 
su  propósito  de  radicarse  en  el  país  y  realizar 
la  explotación. 

¿Y  todos  estos  sacrificios,  gastos  y  mejoras 
de  población  en  territorios  tan  lejanos  y  de- 
siertos, pueden  ser  arrebatados  en  un  solo  día 
en  virtud  de  un  denuncio  como  el  que  se  ha 
hecho  de  esas  pertenencias,  sin  que  la  auto- 
ridad haya  comprobado  los  hechos  en  que  está 
fundado? 
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No  ha  sido  ni  es  tal  el  pensamiento  ni  la  le- 
tra del  Código  en  que  se  ha  pretendido  buscar 
apoyo,  ni  puede  ser  semejante  despojo,  protegido 
por  ninguna  ley  de  este  ni  de  otro  país. 

§  IV.  —  Requisitos  del  denuncio  y  aban- 
dono. —  Distinción  entre  abandono  y 
despueble. 

Según  el  art.  159,  el  denunciante  debe  ex- 
presar en  su  escrito,  los  hechos  que  constitu- 
yen el  despueble,  y  en  el  caso  á  que  nos  referi- 
mos, no  ha  sido  llenado  este  requisito  esencial; 
porque  no  basta  decir  que  se  han  llenado  los 
requisitos  y  las  formalidades  prescritas  por 
la  ley,  sino  que  el  denunciante  debe  probarlo 
ante  la  autoridad  al  solicitar  el  despueble  de 
una  pertenencia. 

El  art.  147,  inc.  2«,  hablando  de  minas  de- 
nunciables,  dice:  «Cuando  por  un  acto  volun- 
tario, expresamente  determinado  por  la  ley,  se 
supone  verificado  el  abandono»;  y  el  157:  «Es 
denunciable  por  despueble  una  mina  cuando 
no  se  han  cumpHdo  aquellas  condiciones  de  la 
concesión  que  llevan  impuesta  esta  pena». 

¿Y  cuáles  son  esas  condiciones  determina- 
das ó  impuestas  por  la  ley?  Son  varias  según 
la  clase  de  minas:  las  fijan  en  general  para 
los  aluviones  los  artículos  77  y  95,  y  especial- 
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mente  el  art.  100,  ínc.  2.^;  y  si  se  quiere  apli- 
car á  estas  minas  las  reglas  dictadas  para  las 
de  1.^  categoría  (art.  105),  es  necesario  fijarse 
en  todos  los  artículos  de  la  sección  II  del  tí- 
tulo IX,  que  determina  las  «condiciones  de  la 
concesión»  en  cuanto  al  pueble  y  al  despueble, 
precisamente  las  mismas  que  en  el  denuncio  á 
que  nos  referimos,  no  ha  sido  observado  como 
debiera  antes  de  pedir  la  aplicación  lisa  y  llana 
del  art.  160,  como  lo  exige  el  art.  159. 

Ha  sido  necesario  también  que  no  se  con- 
funda el  abandono  con  el  despueble,  conceptos 
que,  como  ya  lo  dejamos  dicho,  son  esencial- 
mente distintos. 

El  primero  es  un  acto  espontáneo  y  directo 
por  el  que  se  manifiesta  á  la  autoridad  la  resolu- 
ción de  no  continuar  los  trabajos  (art.  147,  inc.  1^), 
y  el  segundo  es  declarado  por  la  autoridad 
competente  después  de  un  juicio  ó  constancia 
de  los  hechos.  Luego  estas  faltas  de  que  pa- 
dece el  denuncio  en  cuestión,  lo  anulan  por  su 
forma  y  omisiones  substanciales. 

§  V.  —  Imposibilidad  de  cumplir  con  los 

REQUISITOS  DE  LA  LEY  EN  LOS  TERRITORIOS. 

Con  lo  expuesto  anteriormente  podemos  afir- 
mar que  la  compañía  á  que  nos  referimos,  ha 
cumpHdo  dentro  de  las  más    latas    exigencias 
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del  Código,  las  condiciones  inherentes  á  la  ad- 
quisición de  las  minas  que  posee,  según  lo 
establecen  los  títulos  IV  y  IX  citados  en  el 
número  III  de  este  escrito. 

Y  por  otra  parte  ¿  quién  podría  probar  que 
las  disposiciones  expresas  sobre  pueble,  des- 
pueble y  denuncios,  son  aplicables  en  este  ca- 
so, tratándose  de  minas  situadas  en  un  lugar 
ó  asiento  tan  lejano,  donde  no  existe  ninguna 
de  las  personas  que  representan  la  ley^  pa- 
ra hacer  posible  sus  disposiciones,  tanto  las 
que  obligan  como  las  qué  conceden?  No  se  fi- 
ja la  atención  en  que  para  poder  ejercer  los 
derechos  y  llenar  las  obhgaciones,  el  Código 
presupone  la  existencia  de  jueces,  esci^ibaiioSy 
ingenieros,  en  una  palabra,  autoridades  en  la  lo- 
calidad misma,  que  velen  por  los  mineros  y  por 
los  derechos  del  Estado.  Si  nada  se  ha  esta- 
blecido, si  se  quiere  hacer  ejecutar  á  centenares 
de  leguas  reglas  calculadas  para  cumplirse  en 
presencia  de  la  autoridad  ó  cerca  de  ella,  se 
pretende  un  imposible,  que  ninguna  ley  ni  juez 
de  la  tierra  exigirían  porque  se  halla  en  pugna 
con  la  más  simple  razón  natural. 

El  Estado  no  puede  en  caso  alguno  despo- 
jar á  nadie  de  sus  minas,  á  título  de  despue- 
ble, en  los  Territorios  Nacionales,  antes  que 
provea  por  ley  ó  decreto  de  todos  los  funcio- 
narios ó  resortes  esenciales  á  la  existencia  de 
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la  ley  misma  y  á  su  posible  ejercicio.  Así  no 
pueden  regir  los  plazos  del  pueble  ó  despueble, 
ni  los  del  abandono,  ni  los  del  juicio  de  de- 
nuncio, ni  ninguno  por  fin  que  tienda  á  des- 
pojar al  minero  de  su  propiedad  y  á  frustrar 
todos  sus  sacrificios,  cuando  sólo  para  llegar 
al  Chubut  y  después  á  la  región  minera  del 
Sud,  se  necesita  cerca  de  un  mes,  y  mucho  me- 
nos cuando  todo  esos  plazos  han  sido  estable- 
cidos para  distintas  regiones  ó  asientos  donde 
existe  organizada  y  en  funciones  la  autoridad 
judicial,  administrativa  y  técnica,  sin  las  cuales 
no  existen  en  ellas  las  obligaciones  ó  actos  que 
requieren  su  intervención. 

Para  convencerse  de  esta  afirmación,  y  de- 
mostrar á  primera  vista  la  inaplicabilidad  de 
estas  obligaciones  y  de  estos  plazos,  basta  leer 
en  conjunto  la  sección  III  del  título  IX;  y  se 
verá  asimismo  que  ni  la  Oficina  Nacional  de 
Minas  y  Geología,  ni  el  Ministerio  de  Agricul- 
tura podrían  hacer  cumphr  las  condiciones 
estrictas  de  la  concesión,  tal  como  aUí  han  sido 
establecidas  para  minerales  en  acción,  para 
lugares  poblados  y  regidos  por  las  autoridades 
que  el  Código  crea,  esenciales  á  su  existencia, 
como  los  jueces,  los  escribanos,  los  ingenieros 
y  los  funcionarios  pohciales  ó  agentes  del  Po- 
der Ejecutivo. 
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§  VI.  —  Falta  de  personería  de  particu- 
lares PARA  DENUNCIAR  MINAS  DE  COMPA- 
ÑÍAS. 

Pero  vamos  aún  á  otro  punto  que  se  refiere  á 
la  improcedencia  de  los  denuncios:  la  falta  de 
personería  ó  capacidad  para  presentarse  denun- 
ciando minas  pertenecientes  á  una    compañía. 
El  art.  172,  segundo  párrafo,  dice  terminan- 
temente y  con  exclusión  de  su  primera  parte: 
«si  las  minas  se  han    trabajado  en  compañía, 
la  concesión  se  hará  á  una  compañía,  de  cual-' 
quier  manera  que  se    forme».    Y  la   razón   es 
clara,  porque   sería   monstruoso    y  perjudicial 
para  la  industria,  entregar  á  la  dispersión  ó  á 
la  impotencia  ó  mezquindad  de  especuladores  ó 
buscadores   aislados,  las    instalaciones,    obras, 
labores  y  proyectos   de  una  gran  empresa  que 
trabajase  muchas  minas  reunidas,  que  diese  ani- 
mación,   vida  y  población  á  un  vasto  distrito, 
todo  uniforme  y  combinado  con  criterio  cientí- 
fico  y    económico,  como    sucede   en  este  caso, 
en  que  una  compañía  ocupa  con  sus  instalacio- 
nes y  trabajos  dispersos  algunas  leguas  cuadra- 
das de  extensión.  Las  compañías  satisfacen  más 
ampliamente  los  propósitos  de  nuestro  Código 
con  respecto  á  los  particulares,    y  por  eso  no 
pueden  ser  despojadas  por  simples  y  aislados 
especuladores;  y  sus  minas,  como  lo  prescribe  el 


—  no 


art.  citado,  una  vez  abandonadas  ó  despobladas, 
sólo  pueden  concederse  á  nuevos  capitales,  es 
decir,  á  nuevas  compañías,  de  cualquier  ma- 
nera  que  se  foramen,  sean  ellas  civiles,  comer 
ciales  ó  especialmente  mineras. 

§  VIL—  Jurisdicción  de  equidad  corres- 
pondiente AL  ESTADO. 

Hemos  dicho  que  al  Estado  le  corresponde- 
ría una  jurisdicción  de  equidad,  y  que  ella  se 
funda  en  su  carácter  de  dueño  virtual  de  las 
minas  de  sus  territorios,  y  como  ordenador  su- 
premo de  las  relaciones  sociales  y  jurídicas;  y 
sostenemos  que  en  ningún  caso  es  más  proce- 
dente que  en  este  su  ejercicio. 

La  equidad  se  aplica  cuando  por  su  rigor  las 
leyes  no  pueden  ajustarse  á  los  hechos  ó  no 
pueden  dirimir  conflictos  insalvables,  ó  cuando 
por  razones  físicas  ó  de  humanidad  no  podrían 
cumplirse,  sin  injusticia  manifiesta  ó  sin  cruel- 
dad. La  misma  Corte  Suprema  de  Justicia  Na- 
cional ha  reconocido  este  importantísimo  poder 
en  tres  de  sus  fallos  (S.  I,  t.  3,  pp.  87,  490; 
S.  II,  t.  20,  p.  330).  En  ninguna  otra  materia 
ó  rama  del  derecho  es  más  procedente  que  en 
la  administrativa,  de  la  que,  como  en  el  actual 
estado  de  la  legislación  de  minas,  es  el  Poder 
Ejecutivo  el  supremo  juez;  y  esa  jurisdicción 
es  aphcable  al  caso  actual: 
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1.^  Por  los  propósitos  económicos  y  finan- 
cieros de  todo  el  Código,  que  se  propone  des- 
pertar la  gran  industria  minera,  por  el  trabajo 
permanente  y  capaz  de  satisfacer  los  fines  de 
una  verdadera  producción,  al  mismo  tiempo 
que  impedir  la  inmovilización  de  las  minas  en 
manos  impotentes  ó  desprovistas  de  recursos 
y  de  elementos  científicos.  El  ejercicio  de  las 
facultades  de  equidad  tendría  la  ventaja  de 
poder  en  este  caso  impedir  un  despojo  ilegal, 
para  entregar  una  grande  y  rica  región  mine- 
ra á  la  acción  del  capital  extranjero.  Proce- 
diendo el  poder  administrador  con  su  alto  cri- 
terio de  tutor  de  la  riqueza  nacional,  puede 
hacer  posibles  los  anhelos  de  la  Constitución 
en  las  cláusulas  que  reclaman  el  progreso  ge- 
neral del  país,  la  promoción  de  las  industrias, 
ferrocarriles,  canales  y  colonización,  la  importa- 
ción de  capitales  extranjeros,  etc.  Pero  sería 
contrariar  estas  preciosas  promesas  dejar  que 
los  pequeños  especuladores,  interesados  en  las 
perturbaciones  que  los  pleitos  traen  consigo, 
se  distribuyan  en  pequeños  jirones  las  rique- 
zas, las  exploten  empírica  y  desordenadamente, 
sin  dejar  provecho  alguno  al  Estado,  porque 
suelen  acudir  á  los  descubrimientos  y  los 
denuncios  (en  los  países  que  aun  mantie- 
nen este  odioso  derecho,  suprimido  ya  en  todo 
el  mundo,  con  excepción  de  la  Argentina,  donde 
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es  una  aberración)  aventureros  insolventes  y 
menesterosos,  lo  que  trae  también  una  invasión 
aun  peor  de  enredistas  y  peritos  en  pleitos  de 
denuncio,  que  es  para  ellos  una  verdadera  mina 
de  recursos,  porque  les  presenta  los  beneficios 
de  una  transacción  provechosa. 

2."^  Por  la  imposibilidad  material  de  ejecutar 
los  actos  que  el  Código  exige  para  la  constitu- 
ción, conservación  y  defensa  de  los  derechos, 
así  como  para  el  cumplimiento  de  los  deberes 
que  impone; 

aj  En  los  territorios  lejanos,  para  los  cua- 
les, visiblemente  no  ha    sido   concebido, 
calculado,  ni  previsto;  pues  que  sólo  en 
los  ^áajes,  apresto    de   las    expediciones 
exploradoras,  preparación    de   empresas 
en  el  extranjero,  y   aun  dentro  del  país, 
transcurren    los  más  largos  plazos    que 
él  establece; 
b)  En  los  plazos  fijados,  no  sólo  para  las 
instalaciones,  amparo  y  pueble  de  la  per- 
tenencia, de  lo  que   ya    hemos  hablado, 
sino  para  todos  los  que  se  refieren  á  la 
defensa  y  conservación  de  la  propiedad. 
Y  una  prueba  del  espíritu   de  hberalidad   y 
equidad  de  dicho  Código  está  en  los  múltiples 
casos  de  prórroga  que  acuerda    al    minero  en 
diversas  circunstancias,  p.  e.  en  los    casos    de 
exploraciones  (arts.  28,  29,  61,  74,  77,  133, 134, 
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135,  136,  137,  144,  145,  146,  todos  los  de  la 
sec.  III  del  tít.  VI,  y  los  165,  166,  167,  269, 
272,  273  y  274).  Pero  es  preciso  aún  fijar  la 
atención  en  los  arts.  278,  279  y  280,  que  con- 
ceden facultades  á  la  autoridad  minera  y  á  la 
suprema  autoridad  representada  por  el  Minis- 
terio de  Agricultura. 

El  art.  278  que  define  los  casos  de  fuerza 
mayor  en  favor  del  minero,  aparte  de  que  ^isi- 
blemente  se  refiere  á  una  región  central  y  po- 
blada, pues  habla  de  hambre  en  el  asiento 
minero  6  en  nn  radio  de  50  kilómetros^ 
comprende,  á  nuestro  modo  de  ver,  plenas  atri- 
buciones en  favor  de  la  administración  para 
autorizar  la  suspensión  de  los  trabajos  de  pue- 
ble, ó  evitar  los  despojos  por  pretendido  des- 
pueble, en  su  caso;  y  el  279  habla  de  las  tem- 
poradas en  que  las  nieves  y  las  lluvias  impi- 
den las  explotaciones. 

Si  se  fija  la  atención  sobre  las  consecuen- 
cias implícitas  de  estos  artículos  se  encontrará 
en  primer  lugar  que  dan  á  la  autoridad  facul- 
tades para  clasificar  la  fuerza  mayor,  esto  es, 
lo  imposible,  no  en  la  posibihdad  estricta,  sino 
dentro  de  los  más  latos  términos  de  las  leyes 
ó  alcances  del  humano  poder.  ¿Y  qué  caso  más 
evidente  de  fuerza  mayor  que  el  hallarse  el 
distrito  á  cerca  de  600  leguas  del  asiento  de 
la  autoridad,  del  centro  de  los    recursos   y  de 
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las provisiones  más  indispensables  á  una  em- 
presa minera  de  importancia  dentro  del  país, 
no  ya  de  50  kilómetros,  como  dice  el  artículo? 
Basta  leer  los  informes  de  los  exploradores, 
los  relatos  de  las  expediciones  argentinas  y 
extranjeras  en  esa  región,  para  ver  que  no 
son  realizables  las  condiciones  normales  del 
Código,  mejor  diclio,  que  para  ella  no  han  sido 
calculadas  sus  disposiciones. 

Luego,  la  autoridad  actual  situada  en  Buenos 
Aires,  y  en  uso  de  sus  facultades  superiores, 
puede  acordar  á  esta  compañía  la  exención  de 
los  deberes  del  pueble  en  las  condiciones  allí 
escritas,  y  otorgar  prórrogas  tan  extensas  como 
correspondan  en  atención  á  las  diñcultades 
materiales,  á  las  distancias  y  á  todos  los  actos 
tendentes  á  dar  mayor  impulso  á  las  explota- 
ciones. Por  otra  parte,  y  para  no  abundar  en 
detalles,  no  mencionamos  también  los  muchos 
casos  en  que  la  intemperancia  del  clima  no  per- 
mite, en  los  territorios  del  Sud,  una  existencia 
tolerable  á  la  gente  trabajadora.  ¿Y  cuántas 
veces  será  imposible  dar  á  tiempo  á  la  auto- 
ridad el  aviso  de  que  habla  el  art.  279,  sin 
exponerse  á  ser  denunciado  mientras  la  comu- 
nicación llega  á  su  destino? 

§  VIII.  —  Conveniencia  de  ejercitar 

LA  JURISDICCIÓN   DE   EQUIDAD  EN   ESTE   CASO. 

Cuando  hemos    sostenido  la   procedencia  de 
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que  la  autoridad  ejercite  sus  facultades  de 
equidad,  hemos  establecido  que  sólo  es  concu- 
rrente en  este  caso,  puesto  que  dejamos  pro- 
badas la  informalidad  y  la  improcedencia  del 
denuncio  mismo.  Pero  queremos  agregar  aquí, 
además,  que  existen  otras  razones  para  acudir 
á  ella.  No  pudiendo  ventilarse  una  cuestión 
como  esta,  en  el  fuero  ordinario  ó  común, 
según  lo  supone  el  codificador,  y  sí  sólo 
por  la  vía  administrativa,  es  procedente  de- 
mostrar cómo  las  altas  conveniencias  del  Es- 
tado y  de  la  sociedad,  que  informan  toda  la 
legislación  minera,  además  de  los  términos  es- 
trictos del  Código,  ya  referidos,  favorecen  el 
derecho  de  la  compañía  en  este  caso,  las  cos- 
tosas instalaciones  que  ha  hecho  y  su  decidido 
propósito  de  dar  mayor  amplitud  á  sus  tra- 
bajos. 

Ejerciendo  en  favor  de  sociedades  semejan- 
tes los  altos  poderes  de  equidad,  haciéndolas 
respetar  y  confirmar  en  sus  títulos  adquiridos, 
y  por  tanto,  no  haciendo  lugar  á  aventurados 
denuncios,  podrá  el  gobierno  estimular  de  modo 
eficaz  la  importación  y  formación  de  grandes 
capitales  extranjeros  que  se  propone  la  Cons- 
titución, é  impedir  que  la  minería  al  menudeo 
ó  de  pirquén^  que  ha  sido  el  azote  y  la  ruina 
de  todos  los  minerales  de  la  América  española, 
se  apodere  al  nacer,  de   las  ricas    y    vírgenes 
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regiones  metalíferas  de  los  Territorios,  preci- 
samente allí  donde  debía  levantarse  robusta, 
llena  de  esperanzas  y  positivas  promesas,  la 
grande  y  única  industria  posible  hoy,  y  capaz 
de  influir  con  sus  productos  en  la  importancia 
económica  de  la  Nación;  y  sólo  así  consegui- 
ría que  la  propiedad  minera  de  los  territorios 
nuevos,  nazca  libre  de  pleitos  que  la  agostan 
y  esquilman  en  las  Pro\incias  de  antigua  mi- 
nería, y  se  ofrezca  al  capital  limpia  y  segura, 
como  únicamente  la  puede  aceptar  quien  traiga 
espíritu  de  trabajo  y  de  producción  útil  para 
sí  y  para  el  país  que  lo  hospeda. 

IX  —  Resumen 

Para  concluir,  pues,  y  en  cuanto  respecta  al 
derecho  estricto  vigente,  hemos  demostrado: 

1.*^  Que  los  denuncios  á  que  nos  hemos  re- 
ferido al  principio  de  este  escrito,  sobre  las 
minas  de  aluviones  y  cuarzos  auríferos,  no  es- 
tán fundados  en  ley  según  lo  establecido  por 
el  Código  de  Minería  en  los  títulos  IV,  VI 
y  IX. 

2.^  Que  también  carecen  de  las  formas  y 
contenido  esenciales  exigidos  para  su  presen- 
tación á  la  autoridad  en  los  términos  del  ar- 
tículo 129  del  Código  de  Minería. 

3.°  Que  los  denunciantes,  por  ser  particulares, 
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carecen   de    capacidad   para    denunciar  minas 
que  se  han  trabajado  por  una  compañía. 

4.^  En  cuanto  á  las  facultades  administrati- 
vas del  gobierno,  y  á  los  poderes  de  equidad 
comprendidos  en  el  mismo  Código  bajo  la  de- 
signación de  «autoridad  >  en  numerosos  artícu- 
los, y  sólo  como  fundamentos  concurrentes  á 
los  de  derecho  estricto,  hemos  probado: 

a)  Que  procede  en  este  caso  el  ejercicio 
de  la  jurisdicción  de  equidad,  reconocido 
aún  por  la  S.  C.  de  J.  N.,  á  falta  de 
tribunales  especiales  de  la  materia,  y  ella 
es  inherente  al  poder  administrativo. 

b)  Que  son  material  y  positivamente  in- 
aplicables muchas  de  las  reglas  del  Có- 
digo, obligatorias  para  los  mineros,  por 
la  situación  geográfica  de  los  territo- 
rios del  Sur,  y  por  las  dificultades  del 
transporte  y  el  tiempo  necesario  para 
los  viajes,  muchas  veces    superiores   en 

«      relación  á  los  plazos    mismos  de  la  ley. 

c)  Que  por  la  misma  razón,  son  físicamen- 
te inaplicables  á  esa  región,  casi  todos 
los  plazos  que  se  refieren  á  la  instala- 
ción, conservación  y  defensa  de  los 
derechos  de  los  mineros,  así  como  á 
los  deberes  que  el  Código  les  impone. 

d)  Que  sólo  protegiendo  á  las  verdaderas 
empresas,  constituidas  y  organizadas  so- 
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bre  bases  financieras  respetables,  y  en 
forma  de  sociedad  ó  compañía  de  capi- 
tales, se  puede  crear  y  desarrollar  una 
gran  industria,  y  dar  á  la  propiedad  mi- 
nera los  caracteres  de  solidez,  firmeza  y 
seguridad  á  que  todos  los  pueblos  y  le- 
gislaciones aspiran,  librándola  de  la  omi- 
nosa persecución  délos  pleitos  y  los  de- 
nuncios. 


XIX 

Privilegios  inherentes  al  concesionario  de  so- 
cavón— El  caso  del  socavón  «Anita»  en 
el  mineral  de  Famatina. 

'  §  I. — Exposición  del  caso. — Socavón  de 
EXPLORACIÓN.— Cuestiones  previas. 

En  todo  el  trámite  dado  al  asunto,  ha  habi- 
do errores  de  interpretación  de  la  ley  de  fon- 
do y  excesos  de  condescendencia  en  el  proce- 
dimiento en  favor  de  los  opositores,  inspirada  en 
el  propósito  de  no  obstruir  la  representación 
de  todos  los  intereses,  y  originados  por  la  fal- 
ta de  experiencia  y  de  vistas  claras  en  nego- 
cios de  minas.  Ya  es  mucho  que  se  haya  re- 
suelto de  acuerdo  con  la  buena  doctrina  y  con 
las  altas  conveniencias  de  la  industria  en  la 
Provincia  de  La  Rioja,  el  incidente  de  recusa- 
ción del  perito  señor  Prud'homme,  quien  en  caso 
alguno  podía  caer  bajo  las  prohibiciones  é  inhi- 
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bidones  de  los  artículos  20  y  21  del  Código  de 
Minas,  por  las  razones  expuestas  en  el  escrito  de 
fojas  6  del  segundo  expediente,  y  en  parte  re- 
conocido por  el  auto  de  fs.  7,  8  y  9. 

Pero  donde  la  ley  ha  sido  fundamentalmente 
falseada,  es  en  cuanto  se  refieren  las  resolucio- 
nes de  la  Diputación  al  alcance  de  la  concesión 
misma  y  de  los  privilegios  que  ella  acuerda  al 
socavonero  de  la  clase  á  que  corresponde  el 
«Anita»,  concedido  á  la  corporación  «The  Fa- 
matina  Development,  Lim.»;  en  todo  lo  cual  se 
advierten  insalvables  contradicciones  con  el  texto 
del  Código,  con  las  propias  declaraciones  del 
juez  y  de  las  partes,  demostrando  que  no  ha 
presidido  en  el  asunto  un  estudio  suficiente. 

En  efecto,  el  representante  de  la  compañía 
«The  Famatina»  expresa  con  claridad  su  propó- 
sito de  utilizar  subsidiariamente  los  privilegios 
que  el  Código  acuerda  á  todo  socavón  explo- 
rador, si  bien  declara  lo  que  conviene  al  punto 
de  vista  de  los  opositores,  que  se  limitará  des- 
de luego  al  sólo  beneficio  del  amparo  de  sus 
minas  por  medio  de  esos  trabajos;  pero  aun- 
que no  hiciese  tal  manifestación,  como  se  ve- 
rá más  adelante,  siendo  por  sus  condiciones  de 
arranque,  trazado  y  demás,  que  lo  califican,  un 
verdadero  socavón  explorador,  ningún  juez  en 
la  República,  que  no  sea  el  Congreso  Nacional, 
puede  cambiar  el  mandato  de  la  ley,  y  mucho 
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menos  una  autoridad  semi judicial,  la  cual,  por 
más  respetable  y  digna  que  sea,  tiene  menos 
imperio  para  modificar  el  concepto  de  un  có- 
digo de  derecho  común  de  la  Nación. 

Que  el  socavón  «Anita»,  es  un  socavón  explo- 
rador, no  puede  ponerse  en  duda,  en  presencia 
de  los  términos  de  los  artículos  206,  211  y  217, 
los  cuales  para  mayor  claridad,  se  reproducen 
aquí  en  su  orden  lógico.  El  206  habla  en  tér- 
minos generales  de  todos  los  socavones,  y  enun- 
cia el  caso  de  uno  «que  principie  fuera  de  los 
límites»  de  pertenencias  concedidas  ó  «que  sal- 
ga de  ellos»,  y  en  terreno  que  no  corresponda 
á  pertenencia  ajena;  el  211  es  el  que  directa- 
mente rige  el  caso,  y  dice  que  «cualquiera  per- 
sona puede  abrir  un  socavón  de  exploración 
ó  reconocimiento  e7i  terreno  vacante^  previas 
las  disposiciones  del  artículo  206;  y  en  cuanto 
al  217,  completa  los  conceptos  anteriores  al 
definir  los  privilegios  inherentes  ó  accesorios  al 
socavón  de  exploración. 

Examinemos  las  condiciones  que  rodean  al 
socavón  «Anita»,  con  arreglo  á  los  planos  y 
especificaciones  de  los  autos,  se  ve  que  él  ha 
sido  pedido  en  terreno  franco,  fuera  de  los  cua- 
dros de  las  minas  «Mercedes»  y  «Andueza»  en 
primer  lugar,  y  en  segundo,  aunque  en  su  tra- 
yecto encuentre  proyecciones,  y  pueda  ó  deba 
cruzar  por  las  prolongaciones  subterráneas  de 


—     122    — 


las  demás  minas  de  la  Mejicana,  pero  princi- 
palmente las  de  la  misma  Corporación,  su  ca- 
rácter de  explorador  aparece  con  más  eviden- 
cia al  dirigirse  al  flanco  opuesto  de  aquel  ce- 
rro, buscando  los  terrenos  vacantes  del  cerro 
vecino  en  la  misma  dirección. 

Esta  circunstancia  de  atravesar  geométrica- 
mente las  líneas  de  proyección  de  las  demás 
minas  concedidas,  pudiera  darle  también,  ó  sea 
concurrentemente,  el  carácter  de  explotador,  al 
propio  tiempo  que  de  «explorador»;  pero  esta 
concurrencia  de  circunstancias  no  podrá  evi- 
tarse jamás,  desde  que  se  abra  una  galería  sub- 
terránea entre  minas  en  trabajo,  pues,  por  la 
fuerza  material  de  las  cosas,  todo  túnel,  gale- 
ría ó  abertura  interior  y  que  no  sea  de  simple 
ventilación,  desagüe  ó  tracción  vertical  de  las 
llamadas  p^gzíes,  tendrá  que  ser  á  la  vez  soca- 
vón explorador,  explotador  y  de  desagüe.  Las 
distinciones  de  la  ley  sólo  se  refieren  al  mo- 
do de  obtener  su  concesión  y  á  sus  convenien- 
cias jurídicas  inmediatas;  pero  así  como  no 
puede  el  juez  alterar  la  ley  del  Congreso,  así 
éste  no  puede  tampoco  alterar  las  leyes  de  la 
naturaleza. 

Así,  pues,  en  el  escrito  de  fs.  75  del  princi- 
pal cuerpo  de  autos,  la  compañía  dice  que  so- 
licita el  socavón  referido  con  el  privilegio  de 
amparo,  de  conformidad    con    el    artículo  218 
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del  Código  de  Minería,  y  con  más  los  usos  y 
derechos  que  el  mismo  código  acuerda  al  so- 
cavonero y  pudieran  corresponder  á  la  obra». 
Pero  uno  de  los  opositores  quiere,  bajo  el  nom- 
bre de  aclaración  del  decreto  de  concesión  de 
fecha  12  de  Enero  de  1905,  una  certificación 
fundamental  no  sólo  del  decreto  mismo  dictado 
por  el  Diputado  y  juez  titular,  sino  del  propio 
Código  de  Minería.  Si  ésta  no  fuese  suficiente 
enormidad,  bastaría  la  de  que  en  una  ausencia 
transitoria  del  juez  titular,  su  secretario  encar- 
gado del  juzgado  llevase  á  cabo  aquella  re- 
forma. Éste  dice  en  su  nueva  resolución  de  21 
de  Enero,  accediendo  sin  más  trámite  á  la  peti- 
ción del  oponente,  «que  la  concesión  otorgada  á 
«The  Famatina  Development  Corporation,  Lim.» 
para  labrar  el  socavón  «Anita»,  es  solamente 
de  amparo  y  no  le  corresponden  los  privi- 
legios de  mil  metros  á  cada  lado  de  que  ha- 
bla el  artículo  217  del  Código  de  Minería». 

Esta  declaración  que  en  suma  es  una  nueva 
sentencia-decreto  como  la  que  deroga,  es  equi- 
vocada del  punto  de  vista  de  una  interpreta- 
ción exacta  del  Código,  el  cual,  sobre  ser  tan 
claro  en  este  punto,  todavía  tiene  la  nota  ex- 
plicativa del  artículo  206,  que  define  el  concep- 
to de  «terreno  vacante  >,  que  califica  el  socavón 
explorador,  lo  cual  significa  no  sólo  que  pue- 
da recorrer  en  todo  su  trayecto  terrenos  don- 
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de  no  haya  minas  concedidas,  sino  principal 
y  jurídicamente,  que  principie  fuera  de  los 
Utnites  de  las  pertenencias  ó  salga  de  ellaSj 
que  es  lo  que  ocurre  en  el  caso  sub  judice, 
pues  empieza  y  concluye  en  terreno  vacante, 
según  el  plano  y  memorial  pericial  aprobados. 
¿Pero  qué  entiende  la  ley  por  terreno  va- 
cante? Lo  dice  la  nota  mencionada,  cuando  al 
definir  la  utilidad  de  los  socavones,  que  con- 
siste en  «dar  salida  á  las  aguas,  reconocer  los 
criaderos  en  profundidad,  facilitar  el  arranque 
de  los  minerales,  su  acarreo,  el  de  los  desmon- 
tes y  materiales  para  la  explotación,  agrega 
«para  que  el  socavón  preste  tan  importantes 
servicios,  es  indispensable  que  su  boca  princi- 
pal, esto  es,  su  entrada  y  su  salida^  se  es- 
tablezca en  la  superficie.  Y  esto  no  será  fre- 
cuentonente  posible  dentro  del  perímetro  de 
la  pertenencia  interesada;  porque  los  planes 
de  sus  labores  más  profundas  y  del  punto  has- 
ta donde  puedan  avanzarse,  podrían  quedar  en 
un  nivel  más  bajo  que  la  superficie  del  terre- 
no. Entonces  hay  que  principiar  los  trabajos 
fuera  de  los  limites  de  la  pertenencia]  y  si 
el  terreno  que  ha  de  ocuparse  estuviese  fran- 
co, esto  es,  si  no  formara  parte  de  minas 
ocupadas,  no  se  procederá  antes  del  aviso  á 
la  autoridad,  etc.  Luego  pues,  para  definir  el  so- 
cavón explorador  no  se  necesita  más   que    esta 
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indicación  legal,  de  que  su  apertura  y  salida  se 
hagan  en  terreno  vacante,  y  hay  para  esto  razo- 
nes fundamentales  que  acaso  en  este  momento 
no  tienen  oportunidad,  sino  en  un  comentario 
científico  de  la  ley  misma;  y  como  segura  con- 
secuencia inmediata  debe  deducirse,  que  el  juez 
de  minas  no  ha  podido  resolver  ni  declarar 
cosa  alguna  que  importase  privar  á  una  empre- 
sa ó  persona  de  los  derechos  que  el  Código 
acuerda  á  todo  concesionario  como  inherentes 
á  la  concesión  y  en  términos  expresos,  como 
lo  hacen  los  artículos  206,  211,  215,  216,  217, 
218  y  el  título  III,  sec.  I. 

Pero  no  sólo  es  ilegal  substantivamente  la 
negativa  de  los  privilegios  solicitados  y  com- 
prendidos en  la  concesión,  sino  que  es  nula 
por  inconstitucionalidad.  Porque  si  es  cierto 
que  los  jueces,  al  aplicar  la  ley,  pueden  em- 
plear toda  su  libertad  científica,  en  ningún 
caso  pueden  ir  hasta  alterar  la  substancia  de 
la  ley  misma,  negando  ó  suprimiendo  deberes  ó 
privilegios  que  aquélla  en  forma  expresa  concede 
ó  reconoce.  Ocurre  en  el  orden  judicial  lo  mis- 
mo que  en  el  administrativo,  según  la  Constitu- 
ción; pues  aquí  el  Poder  Ejecutivo,  al  reglamen- 
tar las  leyes,  no  puede  alterarlas  (art.  86,  inc.  2''), 
y  aUí,  los  tribunales  que  no  tienen  poder  de  le- 
gislar sino  de  aplicar  la  ley  establecida,  care- 
cen de  toda  atribución  que   tenga    por  objeto 
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modificar  la  ley,  porque  esto  importaría  arro- 
garse facultades  legislativas  que  sólo  el  Con- 
greso posee  en  el  orden  nacional,  según  lo  de- 
clara expresamente  el  inciso  11*^,  artículo  67  de 
la  Constitución.  Y  si  los  jueces  de  provincia, 
según  esta  misma  cláusula,  deben  proceder 
aplicando  la  Constitución  Nacional  como  ley 
suprema  del  país,  se  hallan  sujetos  al  recurso 
de  apelación  definido  y  reglamentado  por  el 
artículo  14  de  la  ley  de  Septiembre  de  1863. 
Pero  no  hay  por  qué  ir  tan  lejos  en  las  de- 
ducciones, desde  que  el  Gobierno  de  la  Pro- 
vincia se  dé  cuenta  de  la  cuestión  administra- 
tiva sometida  á  su  decisión,  y  se  resuelva  á 
usar  un  criterio  mucho  más  ampho  que  el  ju- 
dicial, pues  que  procede  en  vista  de  razones 
de  orden  diverso,  es  decir,  por  fundamentos 
que  sin  dejar  de  ser  legales,  se  inspiran  en  pri- 
mer término  en  las  altas  conveniencias  econó- 
micas de  cada  Estado. 

§  II.  —  Extensión  de  los  derechos  del 

SOCAVONERO 

Pero,  ocupándonos  de  la  cuestión  en  debate, 
la  del  alcance  de  los  derechos  acordados  por 
la  ley  al  socavonero,  vayamos  también  con 
método,  siguiendo  el  mismo  que  marca  el  Có- 
digo de  Minería  vigente.  Estos  privilegios  son, 
sin  excluir  otros,  los   que  siguen: 
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á)   Exploración; 

b)  Descubrimientos  y   criaderos  nuevos; 

c)  Amparo. 

a)  Ex2Jloración.  El  artículo  211,  ya  enuncia- 
do, faculta  á  cualquiera  persona  para  abrir  un 
socavón  de  exploración  en  terreno  vacante,  y 
«tendrá  en  él  los  derechos  de  explorador  esta- 
blecidos en  la  sección  I  del  título  III;»  artícu- 
lo explicado  con  toda  claridad  en  la  nota  del 
codificador  que  habla  de  las  condiciones  de  la 
exploración  subterránea,  mucho  más  difícil  y 
ventajosa  que  la  superficial,  y  por  tanto  im- 
posible de  regir  por  los  mismos  principios,  si 
bien  pueden  aplicarse  á  una  y  otra  algunas  de 
sus  disposiciones  comunes.  Así,  por  ejemplo, 
según  este  artículo,  los  derechos  del  explora- 
dor, concedidos  por  el  artículo  26,  serían: 

1^  Exclusividad  para  hacer  investigaciones 
dentro  del  campo  comprendido  en  la  concesión, 
siempre  que  no  hubiese  en  él  derechos  de  ter- 
cero previamente  establecidos,  y  que  tanto  en 
el  espíritu  del  título  III,  sección  I,  como  de  los 
artículos  relativos  á  los  socavoneros,  quedan 
siempre  á  salvo  como  se  verá  á  su  tiempo.  En 
este  derecho  de  exploración  accesorio,  no  se 
contiene  ningún  pehgro  para  las  minas  ya  con- 
cedidas, porque,  aunque  el  socávenlas  atravie- 
se ó  pase  por  cerca  de  ellas  y  se  hallen  den- 
tro de  los  mil  metros  del  artículo  217,  en  nin- 
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gún  caso  puede  absorber  derechos  en  actual 
ejercicio,  ó  minas  en  explotación;  lo  contrario 
sería  destruir  la  propiedad  minera,  ó  imposi- 
bilitar toda  obra  de  esta  importancia  en  un  mi- 
neral antiguo,  ó  en  el  cual  hubiese  muchas  mi- 
nas concedidas,  como  sucede  en  la  Mejicana, 
nunca  reconocida  en  profundidad,  á  pesar  de 
sus  tres  siglos  de  historia  y  de  labores. 

Tan  es  esto  así,  que  el  mismo  artículo  217, 
en  su  segundo  párrafo  agrega  que  el  empre- 
sario del  socavón  tiene  derecho  preferente  so- 
bre cualquier  otro  para  denunciar  y  registrar 
las  pertenencias  abandonadas  ó  despobladas 
que  en  ese  espacio  (los  mil  metros)  se  encuen- 
tren; y  cuando  se  leen  los  antiguos  textos  con- 
cordantes que  han  originado  las  enunciadas 
disposiciones  del  Código,  se  ve  con  mayor  cla- 
ridad cómo  los  términos  de  éstas  son  generales 
y  se  refieren  á  la  condición  de  hallarse  vacan- 
tes los  terrenos  por  donde  el  socavón  atravie- 
se. Y  la  razón  es  evidente,  porque  en  un  vas- 
to mineral  no  todas  las  vetas  son  explotadas, 
ni  todo  el  terreno  ha  sido  reconocido  en  sus 
diversas  direcciones  ó  planos  en  que  se  extiende, 
en  particular,  en  las  montañas,  las  cuales  por 
sus  formas  irregulares,  permiten  la  extensión 
de  los  trabajos  en  sentido  horizontal,  oblicuo, 
vertical,  etc.;  y  el  socavón,  siguiendo  su  traza- 
do preestablecido,  permite  reconocer  en  hondu- 
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ra  y  en  rumbos  diferentes  los  mismos  terrenos 
en  que  se  hallen  situadas  las  minas  registra- 
das, aunque  no  deban  afectarlas  en  la  integri- 
dad de  su  forma  geométrica  según  los  artícu- 
los 222,  223,  224  y  225,  y  aunque  debiendo  atra- 
vesarlos, sólo  los  afecte  en  el  sentido  restrin- 
gido y  bien  definido  de  los  artículos  215,  216 
y  217,  en  todos  los  cuales  se  dejan  en  salvo 
los  derechos  adquiridos  por  otros  concesiong^- 
rios. 

2*^  Propiedad  de  los  descubrimientos  y  mi- 
nerales que  se  hallasen  dentro  de  la  zona  con- 
cedida y  en  terreno  vacante  (art.  52)  y  den- 
tro de  los  plazos  fijados  para  la  duración  del 
privilegio.  A  este  respecto,  el  segundo  párrafo 
del  artículo  26  debe  leerse  en  correlación  con 
los  artículos  111,  222  á  226,  251  y  252,  que 
reglan  el  uso  del  derecho  de  descubridor  en  sí 
mismo  y  en  relación  con  otros  propietarios,  y  en 
particular  en  el  214,  el  cual  limita  la  acción 
del  socavonero  al  sólo  espacio  que  ocupe  la  ga- 
lería, no  pudiendo  detenerse  ó  suspenderse  la 
obra  en  cada  mina  ajena  que  se  halle  en  su 
trayecto,  y  declara  que  los  minerales  extraídos, 
concordante  en  esto  con  la  declaración  absolu- 
ta del  artículo  251  y  con  el  artículo  52,  se  en- 
tregarán al  dueño  de  la  pertenencia  atravesada, 
pagando  éste  los  gastos  de  explotación  y  aca- 
rreo correspondientes,  como  ya  lo  declaraba  la 
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vieja  ordenanza  del  Perú,  según  Escalona  {Ga- 
zofüacio  Real^  Kb.  II,  p.  II  c.  1,  2). 

Luego,  pues,  las  oposiciones  formuladas  con- 
tra la  traza  de  un  socavón,  de  cualquier  espe- 
cie que  sea,  y  que  deba  cruzar  por  el  terreno 
de  más  de  una  pertenencia  ó  mina  de  propie- 
dad del  empresario,  hechas  á  título  de  perjui- 
cios ó  por  creerse  únicos  facultados  á  tales 
exploraciones  ó  reconocimientos,  carecen  de 
fundamento  real,  porque  si  bien  cada  propie- 
tario de  minas  tiene  derecho  ihmitado  de  ex- 
ploración en  su  criadero,  dentro  del  perímetro 
de  su  concesión,  este  derecho  es  general,  y  su- 
jeto á  la  limitación  de  utilidad  pública  que  acom- 
paña al  socavón,  y  que  informa  todo  trabajo 
minero  de  esta  naturaleza,  como  ocurre  con  los 
ferrocarriles  y  otras  vías  púbhcas  en  la  super- 
ficie. Esta  es,  además,  una  servidumbre  recípro- 
ca, ya  definida  en  el  artículo  51,  cuando  dice 
que  «los  dueños  de  minas  están  reGiprocainen- 
te  obligados  á  permitir  los  trabajos^  obras 
y  servicios  que  sean  útiles  6  necesarios  á  la 
explotación,  como  desagües,  ve^itUadón,  pa- 
saje y  otros  igualmeyíte  convenientes^  siem- 
pre que  no  perjudiquen  su  propia  explotación: 
«excepción  esta  última  aclarada,  y  mejor  dicho» 
destruida  por  la  explícita  obhgación  del  artícu- 
lo 221  para  los  dueños  de  las  minas  atrave- 
sadas, de  suspender  «todo  trabajo  á    distancia 
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de  cuatro  metros  de  la  boca  ó  claro  del  soca- 
vón». 

b)  DeseuhrÍ7nientos. — Más  graves  aparece- 
rían aún  para  los  propietarios  vecinos  ó  inter- 
medios del  socavón  los  privilegios  de  que  ha- 
blan los  artículos  214,  215  y  216,  y  que  con- 
sisten: 

1°.  En  explotar  el  criadero  perteneciente  á 
mina  ajena  encontrado  en  el  curso  de  sus 
trabajos; 

2^  En  ser  descubridor  de  los  criaderos  nue- 
vos que,  siguiendo  su  labor,  encuentre  en  te- 
rreno vacante  (v.  art.  111); 

3^.  En  registrar  una  pertenencia  en  criade- 
ro conocido  y  fuera  de  los  límites  asignados 
á  los  anteriormente  registrados; 

4^.  En  explotar  el  criadero  nuevo  que  en- 
cuentre en  pertenencia  correspondiente  á  otro 
criadero  registrado  en  la  superficie. 

Sin  embargo,  el  Código  de  Minería  ha  te- 
nido en  cuenta  todas  sus  declaraciones  en  fa- 
vor de  la  constitución  de  una  propiedad  mi- 
nera firme  y  completa,  mientras  se  la  mantie- 
ne en  actividad  por  el  cumplimiento  de  las 
condiciones  del  pueble,  y  siendo  así,  todos  es- 
tos privilegios  acordados  al  socavonero  apa- 
recen como  medios  de  estimular  las  grandes 
empresas  de  explotación  colectiva  de  las  vas- 
tas regiones  minerales,    en    contraposición    al 
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trabajo  en  detalle  y  subdividido  que  caracte- 
rizaba el  sistema  de  las  viejas  ordenanzas  his- 
pano-americanas. 

Reconociendo  todos  estos  privilegios,  la  su- 
prema y  general  razón  de  la  utilidad  pública, 
inherente  á  toda  explotación  de  minas,  ex- 
ploración, concesiÓ7i  y  demás  actos  consi- 
guientes (artículo  13),  ellos  tienen  explicación 
y  fundamento  específico  en  cada  caso;  el  del 
art.  214  en  la  necesidad  de  continuar  la  obra 
del  socavón  á  través  de  cualquier  criadero  ó 
mina  interpuesta;  los  del  art.  215,  en  las  ra- 
zones que  definen  todo  descubrimiento  de  cria- 
dero nuevo  (art.  111),  y  de  los  cuales  no  hay 
por  qué  excluir  al  socavonero,  según  lo  reco- 
noce el  mismo  codificador  en  la  nota  al  art. 
215,  y  en  la  necesidad  de  reconocer  la  existen- 
cia de  minas  subterr^áneaSy  llamadas  así  por 
antonomasia,  ya  que  es  posible  que  criaderos 
descubiertos  y  registrados,  tengan  ramificacio- 
nes ó  prolongaciones  en  profundidades  que  nun- 
ca serían  conocidas  sin  el  auxiho  del  socavón, 
que  penetra  por  rumbos  distintos  y  los  atra- 
viesa después  de  rudos  trabajos  y  sacrificios 
que  la  ley  no  puede  dejar    sin    compensación. 

En  este  caso,  el  Código,  de  acuerdo  con  la 
ciencia,  reconoce  una  propiedad  minera  dis- 
tinta de  la  primitiva  ó  más  superficial  ya  re- 
gistrada, y  que  por  razón  de  su   profundidad 
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y  de  la  equidad  en  el  premio    del    trabajo    de 
investigación,  constituye  como  una  desmembra-, 
ción  de  aquélla,  ó  una   excepción    del    princi- 
pio de  la  forma  é  indivisibilidad  de  las  pertenen- 
cias, consagrado  por  los  artículos  14,  224,  225 
y  251.    Al  decir  «de  acuerdo  con  la  ciencia», 
nos  referimos  también  á  la  posibilidad    de    la 
existencia  de  criaderos  enteramente  separados 
ó  distintos  de  los  que  son  ó    han    sido    objeto 
de  concesión,    partiendo  de  la  superficie  ú  ori- 
ginados por  exploraciones  regulares,  y  que  en 
realidad  no  hacen  parte  de  las  que  motivaron 
la  demarcación  de  la  pertenencia  primitiva,   la 
que,  en  tesis  general,  debe  extenderse    indefi- 
nidamente en   dirección  vertical,   según   el    ar- 
tículo 224. 

Por  lo  que   respecta  al   cuarto  privilegio   de 
los  enumerados  más  arriba,  el  autor    del    Có- 
digo lo  exphca    con  igTial  claridad,  como    una 
nueva  limitación  al  derecho  exclusivo  del  con- 
cesionario, y  cuyo  fundamento  expone  al  decir 
que  «lo  remoto,  lo  difícil,  tal  vez  lo  imposible 
de  que  sin  los  trabajos  del  socavón  se  encuentre 
el  criadero,  ó  de  que  una  vez  encontrado  pueda 
explotarse  con  provecho,  justifican  una  dispo- 
sición que  consulta  el  doble  interés  de  premiar 
el  descubrimiento  y   aumentar  la  producción». 
Tratándose    en    este    caso    de  un  verdadero 
descubrimiento  de  criadero  nuevo,  aun  cuando 
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se  halle  dentro  del  perímetro  superficial  co- 
rrespondiente á  otro  registrado,  no  podía  la 
ley  negar  al  socavonero  descubridor,  y  sin 
existir  en  realidad,  perjuicio  de  tercero, — el 
concesionario  de  aquel  que  no  tuvo  noticia, 
ni  tiene  tal  vez  probabilidad  remota  de  explotar 
su  concesión  en  hondura, — los  derechos  inhe- 
rentes á  todo  descubridor  según  los  artículos 
111,  112,  y  correlativos,  tanto  más  cuanto 
que  en  estos  casos  del  socavón,  se  trata  de 
obras  de  inmensa  y  decisiva  utiLidad  para  la 
industria  minera  de  una  región  y  del  país 
entero,  las  cuales  jamás  pueden  ser  ejecutadas 
por  mineros  aislados,  y  sólo  pueden  serlo  en 
la  minería  moderna,  por  los  capitales  acumu- 
lados por  la  asociación  sindical. 

El  perjuicio  que  pudiera  ocasionarse  al  pri- 
mitivo concesionario  es  puramente  virtual,  y 
tan  remoto,  que  escapa  á  toda  regla  de  ava- 
luación ó  justiprecio;  y  dadas  las  razones  de 
excepcional  utilidad  que  informan  la  existencia 
del  nuevo  derecho  á  una  nueva  propiedad 
desmembrada  de  la  primera,  no  puede  negarse 
que  los  dueños  de  minas  situadas  en  el  tra- 
zado del  socavón,  carecen  de  todo  fundamento 
para  oponerse  á  él,  dado,  en  todo  caso,  además, 
el  hecho  de  que  siempre  se  deja  en  salvo 
el  único  derecho  constituido  por  ellos  y  dehbe- 
radamente.    Y  si  se  reconoce  al  socavonero  el 
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privilegio  de  constituir  verdaderas  pertenencias, 
con  mayor  razón  se  le  reconocerá  que  utilice 
sin  indemnización  los  minerales  que  extraiga 
durante  los  trabajos  de  exploración  y  segui- 
miento de  los  referidos  criaderos  nuevos,  aun- 
que se  internen  en  proyección  dentro  del  es- 
pacio correspondiente  á  otras  pertenencias 
constituidas  en  la   superficie. 

El  sabio  comentador  de  las  Ordenanzas  del 
Nuevo  Cuaderno,  hablando  de  esta  cuestión, 
reconocía  ya  la  necesidad  de  aquel  privilegio, 
diciendo  que  «todas  las  vetas  nuevas  dan  á 
su  inventor  el  título  de  primer  descubridor, 
por  ser  nueva  la  invención,  y  en  consecuencia 
de  ello,  los  que  dan  el  socavón,  pueden  tomar 
la  medida  de  cada  una  de  las  minas  de  la 
veta  nueva,  como  primeros  descubridores».  Y 
ocupándose  del  derecho  que  nuestro  Código 
reproduce  en  la  segunda  parte  del  artículo  216, 
de  «abrir  nuevos  filones  en  seguimiento  del 
nuevo  criadero,  con  aprovechamiento  exclusivo 
de  los  minerales  que  extraigan»,  aclara  la 
aparente  contradicción  de  las  distintas  orde- 
nanzas, la  80  y  82,  diciendo:  «y  como  por  la 
utihdad  común,  permite  la  ley  dar  socavones, 
comenzando  su  boca  en  lugar  público,  y  que 
las  nuevas  vetas  se  trabajen  por  los  invento- 
res aunque  éstas  eiiiren  en  los  limites  de 
otras  minas,  pueden  seguirse  y  labrarse;  pues, 
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si  aún  vemos  que  llevando  veta  en  mano  puede 
el  minero  entrar  en  pertenencias  ajenas,  hasta 
que  barrenadas  y  hechas    una,   se   miden    los 
dueños  y  se  retiran,   con  mejor  razón,    siendo 
la  veta  nueva  y    distinta  de   la  que    se   sigue 
en  la  mina  ajena,  podrá  entrar    en  los    térmi- 
nos de  ésta».  (Escalona,  Comentarios^    Cap. 
XXVI,  n«   23).  El  principio  que  consagra    tam- 
bién el  último  inciso  del  artículo  216  de  nues- 
tro  Código,    al  decir    que   cesa  ,el  derecho  de 
extracción  de  minerales  con  provecho  exclusivo, 
cuando  las  labores  de  la  mina  se  comuniquen 
con  las  del    socavón,    esto    es,    al   barrenarse, 
según  la  expresión  tradicional  que  usa  Gamboa, 
c)  Amparo  por  socavón. — Una  de  las  con- 
secuencias más  importantes  de  la  concesión  del 
socavón  es  la  establecida  en    el    artículo    218» 
según  el  cual,  «tanto  las  minas  que  motivan  la 
empresa  como  las  que  posteriormente    adquie- 
ra el  empresario,  se  amparan  con  los  trabajos 
del  socavón».  El  codificador  ha  sido  elocuente  en 
el  comentario  de  esta  cláusula,  cuando,  después 
de  enumerar  los  privilegios  que  la  ley  acuerda 
al  socavonero,  agrega  que  todos  ellos  serían  ilu- 
sorios «si  rigieran  para  él  las  mismas  condicio- 
nes impuestas  para  los  demás  concesionarios,  si 
al  hecho  de  la  adjudicación  debiera  seguir  in- 
mediatamente el  del  amparo»  en  las  formas  or- 
dinarias establecidas   para  las  minas  comunes. 
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El  Código  de  Minería  se  ha  propuesto  en  to- 
da su  doctrina,  aunque  basado  en  el  espíri- 
tu tradicional  de  la  antigua  legislación,  favo- 
recer el  trabajo  en  vasta  escala,  la  formación 
de  grandes  empresas  que  acaben  con  el  peque- 
ño laboreo  y  con  las  aventuras  que  han  este- 
rilizado los  ricos  minerales  del  país,  y  por  eso 
á  las  compañías  les  otorga  excepciones  y  á 
las  obras  de  utilidad  común,  como  los  túneles, 
galerías  ó  socavones  en  general,  las  ha  favo- 
recido con  los  que  son  objeto  del  título  VI,  sec. 
IV,  §  IV.  Cuando  se  resuelve  una  empresa 
minera  ó  especial,  á  hacer  los  gastos  que 
exige  una  galería  subterránea  de  auxilio,  explo- 
ración, explotación  ó  comunicaciones  generales, 
es  porque  tiene  un  verdadero  interés  en  la  in- 
dustria, y  se  siente  capaz  de  desarrollarla  en 
la  escala  correspondiente  á  la  magnitud  y  rique- 
za del  mineral.  En  tal  caso,  el  amparo  con  cua- 
tro operarios  no  sólo  carece  de  sentido  prácti- 
co y  de  seriedad,  sino  que  eternizaría  la  obra 
en  manos  de  aventureros,  los  cuales  manten- 
drían indefinidamente  paralizada  toda  una  re- 
gión á  la  espera  de  alguna  oportuna  nego- 
ciación, ó  de  cualquier  casual  ganancia  ó  forzo- 
za  capitulación  de  los  propietarios  vecinos.  Es 
tan  grande  la  importancia  del  socavón  para 
la  explotación  de  las  minas,  sea  cualquiera  su 
objeto  especial,  que  todas  las    consideraciones 
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que  fundan  el  trabajo  obligatorio  de  amparo, 
se  hallan  con  él  satisfechas  hasta  el  exceso,  y 
así,  el  amparo  de  las  minas  propias  del  empre- 
sario es  una  cuestión  resuelta  sin  dificultad. 

Pero  lo  que  no  aparece  comprendido  con  igual 
facilidad  por  el  Diputado  y  Juez  de  Minas  que 
ha  dictado  el  auto  de  fs.  84,  es  el  carácter  le- 
gal de  este  privilegio  del  artículo  218.  Según 
ese  funcionario,  él  creía  que  aquél  podría  ser 
objeto  de  una  concesión  especial  de  la  autoridad, 
y  por  tanto,  de  un  pedimento  del  interesado,  ú 
oposición  por  parte  de  otros,  y  sin  fijar  su  aten- 
ción en  el  conjunto  de  las  disposiciones  de  esta 
parte  del  Código,  no  sólo  acuerda  el  permiso  pa- 
ra abrir  el  socavón  mismo,  sino  que  luego  lo 
limita  al  solo  efecto  del  amparo,  despojándolo  de 
los  demás  privilegios  que  le  reconoce  la  ley,  y  en 
particular  los  de  explorador,  del  artículo  217.  La 
sección  IV  del  título  VI  habla  de  «otras  adqui- 
siciones que  requieren  concesión »,  y  el  §  IV  de- 
signa los  socavones:  luego  el  objeto  de  la  con- 
cesión es  el  socavón  mismo,  de  cualquier  clase 
que  él  sea, — explotador,  explorador  ó  general — 
y  no  los  derechos  ó  privilegios  que  le  son  inhe- 
rentes y  que  el  juez  no  puede  negar,  cuando 
las  partes  se  hallan  en  las  condiciones  de  la  ley. 

Sin  duda  alguna,  el  motivo  de  la  limitación 
referida  es  la  creencia  de  que  en  el  privilegio  del 
artículo  217,  el  concesionario  amenazaba  las  pro- 
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piedades  y  los  derechos  de  las  minas  colindan- 
tes ó  situadas  en  el  trayecto  del  socavón;  pero 
nada  de  esto  ocurría  ni  podía  ocurrir,  1°  por- 
que los  derechos  de  tercero  se  hallan  siempre 
en  salvo,  como  queda  demostrado,  y  2""  porque 
los  derechos  de  los  dueños  de  aquellas  minas  no 
son  derechos  activos,  sino  de  mera  espectativa, 
cuando  no  de  remota  efectividad,  y  que  en  todo 
caso  la  ley  prevé  y  salva  ó  reglamenta  su  ejer- 
cicio eventual.  Una  vez  resuelta  esta  cuestión 
que  ha  influido  en  el  ánimo  del  juez,  y  desvaneci- 
dos los  errores  de  concepto  en  que  fácilmente  se 
incurre  cuando  se  vive  en  medio  de  la  lucha  de 
los  intereses  y  bajo  la  sugestión  hábil  ó  apasio- 
nada de  las  partes,  ninguna  dificultad  puede  ha- 
ber para  que  la  autoridad  superior,  corte  de  un 
modo  definitivo  la  inconveniente  y  perjudicial 
situación  creada  á  una  compañía  que  ha  in- 
vertido tan  fuertes  capitales,  y  se  muestra  dis- 
puesta á  seguir  in^ártiendo  otros  mayores  en  el 
desarrollóle  su  empresa,  por  la  interposición 
de  los  pequeños  propietarios,  ó  del  espíritu  de 
rutina  propio  de  todo  núcleo  de  trabajo  minero. 
La  ley,  adem-ás,  no  distingue  entre  las  tres 
especies  de  socavones  que  ella  define,  para  otor- 
garles el  privilegio  de  amparo  de  las  minas,  y 
así  debemos  deducir  que  ya  se  considere  el 
«Anita»  como  de  simple  explotación,  ya  explo- 
rador ó  general,  si  llega  á  asumir  esta  impor- 
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tanda,  le  es  aplicable  siempre  el  derecho  de 
amparo  de  las  minas  de  la  compañía,  tanto 
más  cuanto  que  las  que  él  atraviesa,  se  hallan 
hoy  en  su  poder  y  en  vías  de  una  fuerte  y 
vigorosa  explotación,  que  no  puede  menos  de 
interesar  hondamente  á  los  poderes  públicos. 
Esta  faz  de  la  cuestión  es  de  difícil  compren- 
sión por  parte  de  una  autoridad  tan  subordi- 
nada como  la  del  Diputado  de  Minas,  autoridad 
de  primera  instancia  administrativa,  y  de  paz 
en  lo  judicial,  y  á  la  que  no  se  exige  una  ca- 
pacidad profesional  correspondiente  á  la  im- 
portancia de  los  confhctos  jurídicos  que  la  pro- 
piedad minera  suscita  ó  trae  consigo.  Por  ma- 
nera que,  en  realidad,  aquélla,  aunque  pronuncia 
un  derecho,  solo  prepara  los  elementos  de  jui- 
cio para  que  el  superior,  que  es  el  mismo  Poder 
Ejecutivo  de  la  Provincia,  adjudique  los  dere- 
chos definitivos  de  la  propiedad,  ó  resuelva  un 
conflicto,  cuando  por  su  naturaleza  contencio- 
sa no  caen  bajo  la  jurisdicción  de  los  tribunales 
de  justicia. 

§  III. — Alcance  de  la  jurisdicción  admi- 
nistrativa.— Razones  de  orden  público. 
Conclusión 

Cuando  un  asunto    de  la    magnitud  de  este, 
llega  hasta  el  despacho  del  Poder  Ejecutivo,  en 
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ejercicio  de  la  jurisdicción  administrativa  que 
le  es  propia,  conviene  fijar  con  gran  precisión 
las  ideas  relativas  á  las  facultades  de  decisión 
que  á  aquél  corresponden,  j  á  su  alcance  y  á 
sus  limitaciones.  E  importa  tanto  más  aclarar 
estos  conceptos,  cuanto  que: — 1^  no  se  ha  gene- 
ralizado aún  en  el  país  la  doctrina  referente 
al  ejercicio  de  la  jurisdicción  administrativa;  y 
2*^  Que  al  abrigo  de  esta  indecisión,  prosperan 
las  malas  artes  curiales,  la  chicana  procesal  y 
los  aventureros  sin  verdadera  preparación  cien- 
tífico-jurídica, que  pretenden  convertir  el  pro- 
cedimiento administrativo  en  la  misma  intrin- 
cada selva  de  incidencias,  articulaciones  y  ar- 
dides, en  suma,  que  bajo  el  manto  de  la  liber- 
tad de  la  defensa  en  juicio  de  los  derechos, 
convierten  los  trámites  en  interminables  pere- 
grinaciones y  en  inagotable  fuente  de  perjuicios 
privados  y  púbhcos. 

Pretender  aplicar  al  Poder  Ejecutivo  las  mis- 
mas reglas  de  procedimiento  que  rigen  en  los 
tribunales  de  justicia,  es  desconocer  la  natura- 
leza política  del  gobierno,  en  cuyos  juicios  y 
decisiones,  cuando  no  se  hallan  marcados  por 
leyes  expresas  ó  leyes  constitucionales,  sólo  im- 
pera la  ley  de  la  equidad,  esto  es,  la  de  las 
conveniencias  públicas,  de  la  prosperidad  ge- 
neral, el  crecimiento  de  la  renta  fiscal,  la  segu- 
ridad y  garantía  del  Estado,  en  fin,  el  general 
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y  sano  criterio  de  la  razón  pública.  Así,  él  es 
juez  de  sus  propios  actos  y  puede  limitar  pru- 
dentemente las  instancias,  las  graduaciones  é 
incidencias  del  trámite,  y  teniendo  convicción 
propia  de  la  justicia  y  elevada  conveniencia  de 
un  acto  de  gobierno,  puede  y  debe  acelerar  el 
término  y  resolución  de  todo  asunto  que  se 
ventile  en  sus  oficinas. 

No  debe  olvidarse  que  la  República    ha  en- 
trado ya  en  un  período  de  intensa    preocupa- 
ción por  el  desarrollo  de  la    industria  minera^ 
hasta  ahora  tan  desconocida  y  olvidada,  y  que, 
tomada  en  cuenta  por  los  capitalistas  y  empre- 
sas europeas,  empiezan  á  reclamar  dentro  de  casa 
atenciones  más  prolijas  y  serias  de  parte  de  los 
gobiernos  ó  administraciones  locales,  á  los  que, 
según  el  Código  de  Minería  y  el  Civil,  les  per- 
tenecen como  propiedad  privada  las  minas  en 
general.    El  advenimiento  de  la  grande  industria, 
pues,  no  se  aviene  con  la  persistencia    de   las 
viejas  rutinas  oficinescas,    que   hicieron    decir 
por  tanto  tiempo  que  en  nuestro  país  las  úni- 
cas minas  que  había    eran  las  minas  de    plei- 
tos, y  reclama  con  urgencia  un  orden    mayor 
en  la  administración  pública,  un  criterio    más 
serio  y  fundamental  sobre  la    protección  debi- 
da á  la    grande    y    verdadera  industria;  y  en 
cuanto  al  procedimiento    administrativo,    limi- 
tarse á  lo  esencial,  á  lo  informativo  del  juicio , 
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del  gobierno,  y  á  la  más  esencial  representa- 
ción de  los  intereses  divergentes,  pero  en  ca- 
so alguno  convertirse  en  tribunal  de  justicia 
y  en  estrado  de  polémicas  interminables  que  es- 
pantarán á  toda  empresa  de  buena  fe,  porque 
sólo  alimentarán  á  los  mercaderes  de  pleitos 
que  prosperan  en  el  desorden,  en  la  anarquía, 
en  la  pobreza  y  en  el  atraso  de  las  formas 
procesales. 

En  la  tramitación  del  pedido  del  socavón 
«Anita»  por  «The  Famatina  Development  Cor- 
poration, Lim.»  ha  ocurrido  mucho  de  estos  de- 
fectuosos sistemas,  hasta  el  punto  de  inducir  á 
las  autoridades  mineras  de  primera  instancia, 
en  errores  substanciales  y  graves,  que  el  Poder 
Ejecutivo  sin  mayores  dilaciones  debe  apresu- 
rarse á  concluir.  En  este  estado  del  asunto 
ya  no  existen  leyes  de  forma  que  le  obhguen 
á  observar  tal  ó  cual  procedimiento.  Puede 
proceder  de  propia  autoridad  é  iniciativa  lla- 
mando ex  aiitoritate  á  sí  mismo  todos  los  au- 
tos y  estudiándolos  por  sí  y  sin  excitación  de 
parte,  dar  su  decisión  fínal,  por  la  cual  encauce, 
enderece  y  corrija  lo  hecho  hasta  aquí  por  el 
inferior,  y  restablezca  el  verdadero  y  recto  sen- 
tido de  la  ley  y  de  las  conveniencias  generales 
del  Estado,  para  que  la  Provincia  de  La  Eioja 
no  incurra  en  el  hecho  de  destruir  ó  alterar 
un  Código  nacional  que  le  traería  el  inconve- 


—  144  — 

niente  de  una  corrección  por  el  más  alto  tribu- 
nal de  la  Nación,  y  en  el  error  más  grande  aun 
de  obstruir  por  exceso  de  preocupación  formu- 
lista, el  libre  y  amplio  desarrollo  de  una  gran 
empresa  minera,  que  será  el  principio  de  una 
época  de  despertar  económico  y  financiero  tan 
esperado,  y  en  que  sean  sus  grandes  riquezas 
naturales  conocidas  y  valorizadas  en  el  mer- 
cado  extranjero. 

Resumiendo  esta  exposición  desde  su  punto 
de  vista  práctico,  en  el  asunto  del  socavón  «Ani- 
ta»  existen  tres  principales  piezas  que  bastan 
para  informar  el  juicio  del  Poder  Ejecutivo  pa- 
ra una  resolución  definitiva  que  constituya  el 
título  de  propiedad  de  aquella  gran  obra  de 
utilidad  común,  que  la  referida  corporación 
se  propone  llevar  al  corazón  mismo  del  más 
extenso  y  rico  de  los  emporios  minerales  de  la 
Provincia  y  de  la  Nación.  Esas  piezas  son: 

a)  El  convenio  ó  inteligencia  de  la  empresa 
con  los  propietarios  de  minas,  celebrado  en  au- 
diencia del  16  de  Julio,  de  1904,  y  constante 
á  fs.  35  vuelta  á  4  vuelta  del  cuerpo  principal 
de  los  autos; 

b)  El  auto  del  juez  y  diputado  de  minas,  de 
12  de  Enero  de  1905,  de  fs.  76  79  vuelta  de 
mismo  cuerpo; 

c)  El  de  21  del  mismo  mes,  en  que  se  acla- 
ra el  anterior; 
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d)  Los  informes  periciales  y  la  mensura  prac- 
ticada del  socavón  «Anita»  por  el  ingeniero 
nombrado  ad  hoc. 

e)  Y  por  último,  en  cuanto  al  derecho,  la  pre- 
sente exposición,  en  la  cual  se  expone  la  doc- 
trina legal  más  clara  y  sencilla  que  rige  el  caso, 
despojada  de  todo  interés  de  parte,  y  sólo  con 
la  suprema  aspiración  de  fomentar  la  grande 
industria  minera  de  La  Rioja,  que  tanto  tarda 
en  florecer,  debido  principalmente  al  desgra- 
ciado predominio  de  los  pleitos,  querellas  y 
chicanas  que  hasta  ahora  han  impedido  toda 
operación  seria  y  toda  formación  de  capitales  ó 
empresas  de  verdadera  responsabilidad  y  pro- 
pósitos de  progreso  industrial.  Debe  pedirse  al 
Poder  Ejecutivo,  al  acompañarle  este  memorial, 
que  sin  más  trámite  resuelva  el  asunto  en  su 
faz  principal,  y  en  lo  relativo  á  la  oposición  al 
nom^bramiento  del  ingeniero  Prud'homne  como 
perito,  declarando  concedido  el  socavón  «Anita» 
á  «The  Famatina  Corporation  Limited»,  con  to- 
dos los  privilegios  que  el  Código  de  tunería 
contiene  como  inherentes  á  ellos,  así  como  con 
las  limitaciones  que  los  derechos  de  terceros 
imponen  al  concesionario,  y  que  se  hallan  enu- 
merados correlativamente  en  el  mismo  Código. 
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CUESTIONES  Y  PROBLEMAS  DE  DERECHO 
INTERNACIONAL 


XX 


Sobre  propiedad  literaria  y  artística 

Ni  las  condiciones  materiales  de  la  interesan- 
te «Revista  Sud  Amei^ica  de  la  propiedad  in- 
telectual é  industriah,  ni  el  tiempo  de  que 
puedo  disponer,  me  permiten  extenderme  mu- 
cho en  el  estudio  de  una  cuestión  para  la  cual 
sería  escaso  el  espacio  de  un  libro,  y  que  ha 
alcanzado  en  estos  últimos  tiempos  un  desen- 
volvimiento extraordinario,  el  de  una  verdade- 
ra rama  autonómica,  si  esto  puede  decirse,  de 
la  ciencia  jurídica.  Tanto  es  así,  que  la  sola 
exposición  de  los  problemas  á  eUa  relativos,  y 
de  su  extensa  literatura,  bastaría  por  sí  sola 
para  llenar  un  volumen  considerable.  Segura- 
mente, no  se  refiere  á  nuestro  país  esta  abun- 
dancia bibliográfica,  si  bien  las  pocas  produc- 
ciones hasta  ahora  publicadas  con  sello  de  na- 
cionalidad y  de  jurisprudencia  propias,  tienen 
un  mérito  tan  alto  que  me  parecen  suficientes 
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para  emprender  la  tarea  de  la  legislación  que 
con  urgencia  reclaman  el  crecimiento  actual  y 
el  porvenir  de  la  República.  El  excelente  libro 
del  Dr.  Carlos  Baires,  La  propiedad  litera- 
ria y  artística  en  la  República  Argentina, 
de  1897,  el  discurso  y  proyecto  del  Dr.  Eleo- 
doro  Lobos  en  la  Cámara  de  Diputados  de  la 
Nación,  del  14  de  Julio  de  ese  mismo  año,  y 
el  artículo  del  mismo  autor  publicado  en  esta 
Revista  (n^  de  Febrero),  los  escritos  forenses 
producidos  en  los  pocos  juicios  suscitados  en 
nuestros  tribunales,  por  reputadas  autoridades 
jurídicas,  así  como  las  respectivas  sentencias 
de  los  magistrados,  constituj^en  un  material 
bastante  para  permitirnos  interpretar  la  cláu- 
sula de  nuestra  Constitución  en  lo  relativo  á 
este  especial  género  de  propiedad  que,  no  ha- 
biéndose reglamentado  en  el  Código  Civil,  es- 
pera sin  duda  una  ley  propia  é  independiente. 
Esta  ley  es  exigida,  además,  por  la  natura- 
leza sui  generis  del  derecho,  por  las  modali- 
dades excepcionales  de  los  contratos  que  de  él 
se  derivan  y  por  la  clase  particular  de  relacio- 
nes que  crea,  conflictos  que  origina  é  intere- 
ses que  afecta,  no  sólo  en  el  orden  interno  de 
las  naciones,  sino, — y  es  este  su  aspecto  más 
serio, — en  el  orden  internacional.  En  nada,  en 
mi  sentir,  ha  ocurrido  mayor  confusión  de  ideas 
que  en  este  orden  de  cuestiones.  Habituados  á 
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la  ciencia  y  á  la  legislación  extranjeras,  no  nos 
cuesta  trabajo  admitir  sin  beneficio  de  inven- 
tario y  sin  selección  alguna,  las  conclusiones 
encontradas  para  países  ajenos  al  nuestro,  hi- 
jos de  viejas  civilizaciones,  y  de  cuyo  seno 
desbordan  los  libros  y  obras  de  arte  que  aquí 
aun  no  tienen  sino  gérmenes  más  ó  menos  des- 
arrollados. Aquéllos  han  completado  su  evo- 
lución social,  intelectual  y  económica,  han 
concluido  su  formación  nacional,  y  la  pléto- 
ra de  las  manifestaciones  de  su  actividad 
tiene  que  difundirse,  por  cierta  ley  fatal,  se- 
mejante á  la  del  equilibrio  de  los  líquidos,  so- 
bre los  países  vecinos.  Abrir  el  cauce  para  que 
corran  hacia  otras  tierras  sus  aguas  desbor- 
dadas, es,  pues,  hacerles  un  beneficio  gratuito 
é  inmenso,  y  tanto,  que  es  muy  difícil  seleccio- 
nar las  olas  de  la  inundación. 

Pero  haciendo  á  un  lado  metáforas,  diremos 
que  la  sahda  hacia  otros  países  de  escasa  ó 
ninguna  producción  intelectual,  de  las  obras 
que  en  la  tierra  de  su  origen  no  hallan  bas- 
tante mercado,  es  más  una  ganancia  de  ésta, 
que  de  las  que  las  adquieren  ó  reciben  sólo 
en  virtud  de  la  ley  natural  de  la  oferta  y  la 
demanda.  Y  luego,  ninguna  sociedad  consume 
más  producto  intelectual  del  que  puede,  como 
en  el  orden  económico,  de  manera  que  es  ilu- 
soria la  injusticia  que  se   hace   valer  en  favor 
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de  la  admisión  «a  outrance^^  por  todos  los 
Estados,  de  las  leyes,  convenios  ó  congresos  que 
aseguran  la  propiedad  de  las  obras  literarias 
ó  artísticas,  para  aquellos  que  las  producen  y 
que  ninguna  retribución  pueden  ofrecer  á  los 
otros.  Estos  grandes  Estados,  al  imponer  á  los 
demás  que  nada  producen,  la  ley  de  su  con- 
veniencia nacional,  cometen  con  éstos  una  ver- 
dadera injusticia,  porque,  además  de  no  ofre- 
cerles cosa  alguna  en  cambio,  los  convierten 
en  garantes  gratuitos  y  oficiosos  de  sus  de- 
rechos, por  medio  de  sus  tribunales  puestos 
al  servicio  exclusivo  del  interés,  de  la  ley  y 
de  la  soberanía  extranjera. 

Así  parece  deber  resultar  de  la  falta  de  ley 
reglamentaria  entre  nosotros,  lo  cual  nos  colo- 
ca en  el  caso,  ó  de  no  poder  cumplir  las  pro- 
mesas establecidas  por  los  congresos  interna- 
cionales subscritos  por  nuestros  representantes, 
ó  de  aceptar  y  aplicar  aquí  la  ley,  la  conve- 
niencia ó  el  interés  del  extranjero,  sin  ventaja, 
retribución  ni  interés  alguno  para  el  país.  Es- 
tas no  son,  como  quisiera  creerse,  mezquinda- 
des de  un  espíritu  nacional  estrecho,  sino  re- 
sultados de  una  larga  y  universal  experiencia 
de  las  mismas  naciones  que  hoy  imponen  y 
predican  la  universalidad  del  derecho  intelec- 
tual; pues  es  bien  sabido  que  Inglaterra  y 
Estados  Unidos  no  se  han  adherido  á  las  con- 
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venciones  sino  en  la  medida  de  sus  conve- 
niencias supremas,  y  que  en  sus  leyes  internas 
no  han  dado  amplitud  á  la  garantía  de  las 
obras  extranjeras  sino  muy  lenta  y  gradual- 
mente, según  ha  ido  desarrollándose  su  propia 
producción  y  pudiendo  equihbrarse  en  venta- 
jas recíprocas  con  los  demás  centros  de  pro- 
ducción similar. 

El  derecho  internacional  no  puede  exigir  en 
equidad  ni  en  justicia  estricta,  á  los  pueblos 
nuevos,  lo  que  ellos  no  hicieron  en  el  mismo 
caso,  sino  sólo  que  aseguren  al  extranjero  en 
su  territorio  el  goce  de  los  derechos  civiles  que 
son  patrimonio  de  la  humanidad  civilizada; 
y  es  evidente  que  no  hay  en  Estado  alguno 
de  la  tierra  constitución  más  Uberal  y  genero- 
sa que  la  argentina,  respecto  de  la  condición 
del  extranjero  que  viene  al  país  con  ánimo  de 
vivir  y  ejercer  en  él  sus  derechos  de  hombre 
culto  y  hbre.  Los  enumeran  los  artículos  14, 
20  y  25,  siendo  este  último  comprensivo  de 
una  de  las  formas  más  características  del  de- 
recho intelectual,  el  de  enseñar  las  ciencias  y 
las  artes.  Y  en  cuanto  al  sentido  del  artículo 
17,  especial  sobre  la  propiedad  intelectual,  cree- 
mos una  estricta  y  verdadera  interpretación 
la  que  le  dio  el  juez  Dr.  Ángel  Garay  en  el 
juicio  de  Ferrari  V.  Ciacchi  sobre  la  partitura 
del  Otello  de  Verdi,  cuando  dice  que  «no  po- 
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dría  ni  suponerse  siquiera  que  los  represen- 
tantes del  pueblo  de  la  Nación  Argentina  tu- 
vieran en  mira,  al  establecer  esa  garantía,  pro- 
teger los  derechos  literarios  ó  artísticos  de  ex- 
tranjeros que  no  habitasen  su  suelo,  porque 
la  Constitución  es  una  carta  territorial  que  só- 
lo protege  y  puede  proteger  los  derechos  de 
las  personas  que  habiten  el  territorio  nacio- 
nal». 

No  es  otro  el  sentido  exacto  de  la  misma 
garantía  en  la  Constitución  de  los  Estados 
Unidos,  que  el  mismo  magistrado  invoca  con 
acierto  al  decir  que  «no  habiendo  el  Congreso 
Nacional  dictado  la  ley  reglamentaria  de  ese 
precepto  constitucional  (art.  17,  el.  5^),  debe 
buscarse  su  espíritu,  no  en  las  leyes  de  las  na- 
ciones europeas  que  han  consagrado  el  derecho 
de  los  autores  en  protección  de  las  obras  H- 
ter arias  y  artísticas,  sino  en  las  del  país  cuyas 
instituciones  nos  han  servido  de  modelo»  (art.  I, 
sec.  VIII,  el.  8  C.  de  los  E.  jU.).  Tal  ha  sido 
también  el  espíritu  de  la  ley  y  jurisprudencia 
inglesas,  puestas  en  ampUa  discusión  ante  el 
supremo  tribunal  de  apelación  del  Reino,  en 
el  caso  de  la  Sonámbula,  de  BeUini,  pubhca- 
da  en  Inglaterra  por  su  representante  Borsey, 
quien,  pretendiendo  hacer  valer  los  derechos 
de  autor  bajo  el  estatuto  inglés,  fué  condena- 
do por  la  Cámara  de  los  Lores,  que  confirmó 
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esta  conclusión  de  la  Corte  de  primera  sen- 
tencia: «Si  la  publicación  tiene  lugar  aquí,  el 
autor  es,  entonces,  un  autor  británico,  donde 
quiera  que  haya  sido  compuesta  la  obra;  pero 
si  al  tiempo  en  que  el  derecho  comienza  por 
la  publicación,  el  autor  extranjero  no  está  en 
este  país,  no  es,  en  nuestra  opinión,  una  per- 
sona cuyos  intereses  entienda  el  estatuto  pro- 
teger». (Drone,  a  treatise  on  thelaw  ofpro- 
perty  in  intelectual prodiictions  in  G.  B.  and 
the  U.  S.,  p.  225).  Y  por  lo  que  respecta  á 
los  Estados  Unidos,  bastará  leer  las  dos  últi- 
mas leyes  de  reforma  de  los  Estatutos  Revisa- 
dos de  1878,  esto  es,  las  de  3  de  Marzo  de 
1891  y  3  de  Marzo  de  1897,  para  ver  cómo 
allí  entienden  los  derechos  de  soberanía  terri- 
torial, aun  con  el  ánimo  de  la  más  amplia  li- 
berahdad  en  la  interpretación  constitucional. 

Pero  esto  era  incidental  para  demostrar  có- 
mo nuestra  Constitución,  de  pura  tradición 
anglo-sajona  en  cuanto  á  sus  elementos  jurí- 
dicos, no  ha  podido  tener  otro  espíritu  que  el 
del  dereqho  territorial,  que  es  la  regla  en  toda 
cuestión  de  carácter  internacional,  como  en  la 
naturalización.  De  aquí  podrían  deducirse  con- 
secuencias graves  para  los  principios  admitidos 
en  los  tratados  de  Montevideo,  si  estas  cues- 
tiones fuesen  estudiadas  en  toda  su  amplitud 
doctrinal,  pues  se  vería  cómo  ningún    tratado 
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con  potencia  extranjera  puede  comprometer  los 
principios  de  derecho  público  establecidos  en 
la  Constitución,  esto  es,  los  derechos  de  sobe- 
ranía que  forman  su  fundamento  y  su  razón 
de  ser  (art.  27).  Y  ya  que  por  medio  de  los 
tratados  se  da  sanción  nacional  á  la  ley  ex- 
tranjera, por  lo  menos  debieran  los  que  subs- 
cribe la  Nación  inspirarse  en  el  espíritu  de  la 
Constitución,  que  es  amplio.  Ubérrimo  en  favor 
de  los  derechos  del  extranjero  que  reside  en 
el  país,  pero  que  es  restrictiva,  y  con  perfecta 
razón,  en  todo  cuanto  importe  una  desmem- 
bración, aunque  sea  virtual,  de  su  soberanía. 
Cierto  es  que  el  Congreso  de  Montevideo  ha 
abierto  las  puertas  de  nuestro  país  y  ha  pues- 
to sus  tribunales  de  justicia  al  servicio  de  to- 
dos los  ciudadanos  de  los  Estados  signatarios 
ó  que  posteriormente  se  adhieran  á  él,  si  no 
hubiesen  concurrido  á  sus  sesiones,  y  que  tu- 
viesen que  asegurar  aquí  sus  derechos  de  autor; 
pero  también  es  verdad  que  si  respecto  de  los 
Estados  sudamericanos  las  recíprocas  conce- 
siones se  fundan  en  la  equidad  internacional 
mejor  entendida,  la  concesión  á  los  demás  de 
Europa  y  América  que  quisieran  adherirse  al 
tratado,  encierra  una  renuncia  de  derechos, 
intereses  y  anhelos  tan  legítimos  como  son  los 
de  expansión  é  influencia  moral  de  los  gran- 
des Estados  productores  de  libros  ú  obras  ar- 
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tísticas,  por  medio  de  las  convenciones  ó  unio- 
nes internacionales  para  la  garantía,  respeto  y 
aplicación  gratuita  de  sus  leyes  propias  por 
los  jueces  y  autoridades  de  naciones  extrañas. 
Y  por  otra  parte,  no  existiendo  una  ley  nacio- 
nal que  defina,  regle  y  asegure  esta  propiedad 
para  los  ciudadanos  y  residentes  de  la  Repú- 
blica, la  consecuencia  final  de  los  tratados  es 
el  imperio  de  la  ley  extranjera  en  este  terri- 
torio, pues  no  podrá  en  primer  lugar  medirse 
el  alcance  de  las  concesiones  que  la  Nación 
otorga  á  los  ciudadanos  de  las  demás,  y  en 
segundo  lugar,  carece  de  norma  ó  procedimien- 
to para  la  aceptación,  admisión  ó  confirmación 
de  cada  nueva  potencia  que  decida  incorporar- 
se al  Congreso. 

Sobre  esta  última  faz  de  la  cuestión,  el  Dr. 
Eleodoro  Lobos  ha  sugerido  la  observación 
fundamental,  la  relativa  á  la  forma  de  admi- 
sión de  cada  nueva  adhesión  al  Congreso,  en 
virtud  de  los  artículos  13  y  16  del  mismo.  Por- 
que no  sólo  no  se  ha  designado  en  el  primero 
el  poder  que  ha  de  entender  en  la  comunica- 
ción, mientras  que  se  dice  en  general  «los  go- 
biernos», sino  que  al  ingresar  al  convenio  una 
potencia  no  signataria  se  concluye  con  ésta  un 
tratado  distinto,  y  no  es  concebible  que  la  Na- 
ción prescinda  en  tal  caso  de  tener  en  cuenta 
la  persona  con  quien    celebra    su    convenio;  y 
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si  bien  puede  replicarse  que  el  Poder  Ejecuti- 
vo como  representante  de  la  Nación  aprecia 
esas  condiciones,  es  evidente  que  por  sí  solo 
no  puede  comprometerla  en  un  tratado,  pues 
la  Constitución  exige  para  ello  la  aprobación 
del  Congreso  (art.  67  inc.  IQ^).  A  no  ser  así, 
tanto  habría  valido  como  establecer  las  bases 
de  una  obligación  de  la  República  para  con 
todas  las  naciones  del  mundo,  sin  considera- 
ción alguna  por  las  personalidades  individua- 
les que  vienen  á  acogerse  á  su  voluntaria  é 
ideal  magnanimidad. 

Antes  de  concluir,  no  dejaré  de  recordar  que 
no  ha  sido  mi  propósito  estudiar  todos  los  as- 
pectos de  esta  extensa  doctrina  de  la  propie- 
dad intelectual,  ni  las  legislaciones  y  tratados 
vigentes,  ni  los  autores  más  notables  que  ha- 
cen opinión  en  el  mundo  sobre  esta  materia, 
ni  la  manera  cómo  debe  fomentarse  mejor  la 
difusión  en  el  país,  de  la  ciencia,  letras  y  artes 
universales,  ni  tampoco  la  cuestión  de  saber  en 
qué  consiste  el  verdadero  derecho  del  autor 
extranjero  no  residente  ante  las  leyes  del  país; 
sólo  he  sido  galantemente  soHcitado  sobre  un 
solo  punto  de  vista  de  la  ardua  controversia, 
el  que  se  refiere  al  derecho  de  la  Nación  para 
adherir  ó  no  á  las  convenciones  de  esta  índo- 
le, y  la  formalidad  constitucional  para  consu- 
m^ar  el  contrato  con   cada  uno  de  los  Estados 
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no  signatarios  que  resuelvan  con  posterioridad 
adherirse  á  él.  Por  lo  demás,  me  inclino  á  creer 
que  aún  no  hemos  llegado  á  la  edad  en  que 
nos  sea  permitido  prescindir  de  todas  aquellas 
consideraciones  de  carácter  nacional,  que  los 
demás  pueblos  tuvieron  muy  en  cuenta  cuan- 
do se  hallaban  en  nuestro  caso,  y  muy  prin- 
cipalmente los  que  hoy  más  hacen  notar  su 
creciente  influencia  en  la  cultura  universal  y 
en  las  evoluciones  novísimas  del  derecho  de 
gentes.  1896. 


XX 


Propiedad  literaria  y  artística 

{Capítulo  XII  de  la  Mevioria  de  la  Delegación  Argentina  á  la  Ter- 
cera Conferencia  Internacional  Americana,  de  Río  de  Janeiro. 
Julio  y  Agosto  de  1906). 

.  Can  relación  á  esta  materia,  la  situación  de 
la  República  Argentina  es  hasta  cierto  punto 
original,  si  bien  nada  de  anormal  puede  seña- 
larse en  ella.  Algunos  escritores  nacionales  han 
criticado  que,  sin  poseer  una  ley  interna  que 
regle  la  condición  de  la  propiedad  literaria  y  ar- 
tística, existen  tratados  internacionales  que 
obhgan  á  la  República,  é  importan  dar  prefe- 
rencia á  la  aplicación  de  una  ley  extranjera  á 
la  de  una  ley  exclusiva  del  país.  Pero  este 
modo  de  ver  es  enteramente  artificioso;  prime- 
ro, porque  una  ley  superior  á  todas  las  leyes 
internas,  la  Constitución  de  la  Nación,  contie- 
ne la  garantía  suprema  de  la  propiedad  inte- 
lectual (artículo  17),  que  el  Código  Ci\ál  con- 
firma y  asegura  como  un  derecho  común  (C. 
C.  art.  2335,  2513,  1072,  1077);  ;  segundo,  por- 
que un  tratado  internacional  sobre  materias  que 
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caen  bajo  el  poder  de  legislación  del  Congre- 
so, y  debidamente  aprobado  por  el  mismo,  es 
ley  suprema  de  la  Nación,  no  por  virtud  de 
una  soberanía  extraña,  sino  del  país  que  lo 
ha  subscrito  y  sancionado  por  sus  órganos  le- 
gislativos {Constitución  Nacional,  artículos 
27,  31,  67,  inciso  19),  cayendo  en  tal  carácter 
bajo  la  autoridad  y  jurisdicción  de  sus  tribuna- 
les de  justicia  (arts.  31  y  100);  por  último, 
en  razón  del  poder  que  tienen  estos  mismos 
tribunales,  de  aplicar  la  Constitución  y  las  le- 
yes directamente  á  los  casos  ocurrentes,  sin 
que  obsten  á  ella,  ni  la  ausencia  de  tales  leyes, 
ni  su  silencio  ú  obscuridad  sobre  determina- 
dos puntos,  se  ha  podido  formar  una  jurispru- 
dencia alrededor  de  la  interpretación  experi- 
mental de  aquellos  textos  en  los  dos  órdenes 
de  jurisdicciones  en  que  se  divide  el  poder 
judicial  argentino,  el  federal  y  el  ordinario  ó 
com-ún.  En  tal  sentido,  en  cuanto  al  origen  de 
la  ley,  ella  está  elaborándose  en  la  República 
del  mejor  modo  posible,  esto  es,  en  la  juris- 
prudencia misma,  la  cual  se  halla  expuesta  á 
las  corrientes  de  la  opinión  científica,  y  va  in- 
corporando en  cada  una  de  sus  decisiones  el 
espíritu  de  la  doctrina  más  adelantada,  de  las 
legislaciones  más  recientes  de  otros  países,  de 
las  convenciones  internacionales  más  autoriza- 
das, y  todo  ello  dentro  del  marco  general  que 
la  Constitución  le  ha  trazado. 
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Estas  saludables    influencias  se  manifiestan 
con  toda  claridad  en  las    sentencias  sucesivas 
que  desde  el  primer  caso,   faHado  en  1884  por 
el  juez  Tedín,    de    Buenos    Aires,    confirmado 
por  la  Corte  Suprema  en  1885  (Fallos,    tomo 
XXIX,  p.    148),    hasta    el    más    reciente,    del 
juez  Dr.  Ernesto  Quesada,  de  3  de  Febrero  de 
1903  (La  propiedad  mtelectual  e7i  el  derecho 
argentino,  1904),  el  sentido  de  la  jurispruden- 
cia   ha    evolucionado    visiblemente    desde    un 
concepto    restrictivo    y    hteral,  hasta    el   más 
ampho,  extraterritorial  y  extensivo,   fruto,    sin 
duda,  este  último,  del  mayor  intercambio   des- 
arrollado entre  laRepúbhca  y  los  grandes  focos 
intelectuales  europeos,  y   al  mismo  tiempo,    de 
la  lectura  de  las    últimas    conferencias   y  tra- 
tados en  que  las  naciones  americanas  han  to- 
mado parte. 

Este  mismo  ilustrado  juez  y  escritor  nacio- 
nal, en  su  luminosa  sentencia  antes  citada 
(Podestá  Scotti  v.  Anselmi),  al  ocuparse  del 
aspecto  internacional  de  la  cuestión,  resume  la 
legislación  y  jurisprudencia  argentinas  en  es- 
tas cuatro  proposiciones. 

a)  «Que  la  exclusión  respecto  del  derecho 
de  los  extranjeros  no  resulta  expresamente  de 
la  Constitución,  ni  existe  tampoco  ley  alguna 
que  así  lo  establezca; 

b)  Que,  por  el  contrario,  la  ley  de    patentes 
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de  invención  demuestra  y  convence  que  el  de- 
recho conferido  por  la  Constitución  comprende 
también  á  los  autores  ó  inventores  extranje- 
ros, pues  el  artículo  2.«  del  tratado  de  Mon- 
tevideo, dispone  que  el  derecho  exclusivo  de 
explotación,  conferido  á  los  autores  de  nuevos 
descubrimientos  ó  invenciones,  es  extensivo 
á  los  verificados  ó  patentados  en  el  extran- 
jero; 

c)  Que  como  el  Congreso  ha  mterpretado  esa 
cláusula  constitucional  en  un   sentido    amplio, 
reconociendo  en  los  inventores    extranjeros  la 
propiedad  de  su  obra  ó  invento  por   el  térmi- 
no que  dicha  ley  establece,  y  una  vez  llenadas 
las  condiciones  que  en  la  misma  se  indican,  y 
comprendiendo  el  artículo  17  de   la    Constitu- 
ción tanto  á  los  autores  como  á  los  inventores, 
no  existe  razón  ó  motivo  alguno    para    hacer 
una  excepción  respecto  del  derecho  de  los  pri- 
meros, y  acordarlo  única  y    exclusivamente  á 
los  habitantes  de  la  Nación  Argentina; 

d)  Que,  además,  celebrado  el  Congreso  Sud- 
americano de  Derecho  Internacional  Privado, 
las  resoluciones  adoptadas  fueron  aprobadas 
por  el  Congreso,  reconociéndose  así  por  acto 
explícito  del  poder  legislativo,  que  la  cláusula 
constitucional  mencionada  ampara  y  protege, 
no  solamente  á  los  autores  residentes  en  el 
país  y  obras  escritas  en  el    mismo,  sino  tam- 
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bien  á  los  autores  y  obras  escritas  en  el  ex- 
tranjero. Tan  amplia  doctrina  hace  casi  inne- 
cesaria la  adhesión  de  las  demás  naciones  al 
tratado  de  Montevideo  basados,  por  lo  menos 
en  el  principio  consagrado  por  la  jurispruden- 
cia universal:  quod  quisque  in  alterum  sta- 
tuerit,  ipse  eode7}i  jure  atatury>. 

En  efecto,  sean  cuales  fueren  las  diferencias 
de  criterio  que  dividan  á  los  escritores  doc- 
trinales sobre  la  protección  del  derecho  de  au- 
tor, del  punto  de  vista  de  los  intereses  nacio- 
nales, esta  cuestión  ha  sido  de  fado  resuelta 
por  el  Gobierno  de  la  Repúbhca,  primero  al 
prescribir  y  aprobar  el  tratado  de  Montevideo 
de  1889,  y  luego,  al  incorporar,  en  virtud  de 
la  cláusula  16  del  mismo,  á  cuatro  naciones 
de  Europa  que  no  habían  concurrido  al  Con- 
greso, como  lo  hizo  con  ItaUa,  Bélgica,  Fran- 
cia y  España.  El  proyecto  de  tratado  fírmado 
en  la  Segunda  Conferencia  Panamericana  de 
México,  extensivo  del  de  Montevideo,  amplía 
así  más  el  radio  de  protección  de  la  propiedad 
intelectual,  incorporando  á  una  potencia  pro- 
ductora de  primera  categoría  en  esta  materia, 
como  los  Estados  Unidos;  de  manera  que  el 
principio  proteccionista  ó  «nativo»,  como  al- 
gunos escritores  lo  llaman, —  y  que  consistiría 
en  mantener  libre  dentro  del  país  la  reproduc- 
ción de  obras  publicadas  en  el  extranjero,  con 
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el  propósito  de  acelerar  el  desarrollo  de  la  cul- 
tura interna  y  la  formación  de  una  literatura 
propia,  para  ir  gradualmente  ensanchando  la 
acción  de  la  ley  nacional  hacia  afuera, — habría 
recibido  un  nuevo  golpe  con  la  adhesión  de 
la  representación  argentina  al  tratado  de  Mé- 
xico, aunque  él  no  hubiese  llegado  aún  á  ser 
ley  de  la  Nación. 

Teniendo  en  cuenta  que  el  carácter  nacio- 
nal 6  local  de  la  garantía  del  derecho  de  la 
propiedad  intelectual,  sólo  nace  de  la  forzosa 
división  de  las  jurisdicciones  del  punto  de  vis- 
ta del  territorio,  ella  es,  por  consiguiente,  una 
ley  de  excepción,  y  así  se  adhiere  más  al  sen- 
timiento nativo  de  todos  los  pueblos  que  lle- 
gan á  incorporarla  entre  las  cosas  que  más 
íntimamente  se  relacionan  con  el  supremo  in- 
terés del  país. 

Las  ideas  universales  en  esta  materia  no  se 
imponen,  sino  que  nacen,  son  un  resultado  de 
la  natural  expansión  de  la  cultura  de  una  so- 
ciedad. La  difusión  de  las  obras  del  entendi- 
miento es  medio  y  fin  á  la  vez  de  ese  estado 
superior  en  que  el  reconocimiento  del  derecho 
universal  viene  por  sí  solo.  Entre  tanto,  pocos 
serán  los  países  nuevos  ó  en  formación  que 
consientan  espontáneamente  en  desprenderse 
de  una  ventaja  positiva  que  el  estado  conven- 
cional de  las  legislaciones  actuales   les   ofrece. 
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de  poder  poner  á  contribución,  para  acelerar 
su  cultura  pública,  todo  el  fruto  intelectual  de 
las  naciones  más  avanzadas.  Bien  entendido 
que  este  concurso  sólo  es  transitorio,  y,  dire- 
mos, remuneratorio,  pues,  apenas  las  naciones 
beneficiadas  han  alcanzado  á  su  vez  la  era  de 
la  producción  propia,  aquellos  capitales  mora- 
les son  devueltos  con  creces  á  sus  primitivos 
prestadores. 

Por  lo  que  se  refiere  á  los  principios  que 
inspiran  los  tratados  internacionales  vigentes,  ó 
que  con  liarta  frecuencia  se  concluyen  día  á 
día  entre  las  naciones  de  Europa  y  América, 
ellas  pueden  agruparse  en  tres  núcleos  distin- 
tos: 1°,  aquellas  que  tienen  fuerzas  iguales  de 
producción  y  consumo  —  por  decirlo  así  —  de 
obras  b'terarias,  científicas  ó  artísticas,  y  entre 
las  cuales  existe  una  reciprocidad  de  beneñ- 
cios  efectiva  y  material;  2^  las  que  se  hallan 
en  situación  enteramente  desigual,  y  entre  los 
cuales  la  forma  de  un  tratado  es  cuestión  de 
complacencia  del  más  débil  hacia  el  más  fuerte, 
sin  mira  alguna  de  reciprocidad  efectiva,  ó  de 
simple  cortesía,  ó  de  retribución  por  algún  otro 
servicio  de  distinta  especie;  3"^  las  que  ningún 
género  de  intercambio  literario  mantienen  entre 
sí,  y  los  tratados  sólo  tienen  la  importancia 
moral  de  las  declaraciones  de  principios  ó  las 
adhesiones  a  doctrinas  de  interés  universal. 
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Se  explica  que  entre  las  naciones  de  Euro- 
pa, donde  hay  una  vasta  producción  literaria, 
científica  ó  artística,  de  fácil  é  inmediata  ex- 
pansión hacia  los  vecinos,  ó  más  allá,  los  tra- 
tados sean  un  medio  eficaz  de  asegurar  un 
derecho  y  un  lucro  en  favor  de  los  autores,  y 
que  las  uniones  se  propongan  constituir  un 
instrumento  positivo  de  garantía  para  todos 
esos  derechos  reconocidos;  pero  no  es  fácil  hacer 
entrar  por  el  camino  de  los  tratados  y  de  los 
tribunales  internacionales,  á  países  que  no  sien- 
ten la  necesidad  de  protegerlos,  ya  porque  su 
producción  sea  nula  6  insignificante,  ya  porque 
ella  no  guarde  proporción  de  reciprocidad  con 
las  demás.  Para  éstas,  toda  la  cuestión  se  re- 
duciría á  asegurar  dentro  de  su  territorio,  en 
su  mayor  amplitud,  los  derechos  de  propiedad 
inherentes  á  todo  hombre  civilizado,  sobre  los 
puntos  ó  creaciones  de  su  intehgencia,  como 
las  demás  de  índole  material;  y  cuando  así 
mismo  se  deciden  á  subscribir  tratados  y  con- 
vertirse en  sostenedores  de  derechos  extraños 
á  su  propia  comunidad,  es  de  notar  hasta  qué 
punto  se  hacen  acreedores  al  reconocimiento 
de  la  conciencia  jurídica  del  mundo,  y  de  ese 
espíritu  de  desinteresado  acatamiento  del  de- 
recho que  cada  día  se  abre  más  ancho  paso 
entre  los  pueblos  cultos. 

De  todo  cuanto  dejamos  expuesto,  puede  de- 
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ducirse  que  el  legislador  argentino,  si  bien  no 
ha  dictado  una  ley  expresa  que  reglamente  el 
precepto  constitucional  antes  referido,  y  dote 
á  la  propiedad  literaria  de  un  estatuto  propio, 
la  situación  de  ésta,  no  sólo  en  lo  relativo  á 
los  habitantes  del  territorio,  sino  también  á 
los  extranjeros,  no  es  más  desventajosa  que 
en  ningún  otro  país  no  ligado  por  convencio- 
nes generales  de  carácter  internacional,  pues 
la  legislación  obligatoria  que  garantiza  los  de- 
rechos de  autor,  y  forma  como  su  propio  es- 
tatuto, puede  resumirse  en  las  siguientes  bases : 

I^  Texto  expreso  de  la  Constitución,  artícu- 
lo 17,  que  dice:  «La  propiedad  es  inviolable, 
y  ningún  habitante  de  la  Nación  puede  ser  pri- 
vado de  ella  sino  en  virtud  de  sentencia  fun- 
dada en  ley...  Todo  autor  6  inventor  es  pro- 
pietario de  su  obra,  invento  ó  descubrimien- 
to por  el  término  que  le  acuerde  la  ley»; 
texto  que  significa  afirmar  dos  principios  fun- 
damentales: el  reconocimiento  de  la  propiedad 
privada  sobre  la  obra  ó  producto  del  entendi- 
miento, y  la  duración  limitada  del  mismo,  con 
el  fin  de  incorporarlo  en  seguida  al  patrimonio 
común  de  la  humanidad.  Las  únicas  limitacio- 
nes á  que  los  tratados  que  subscriba  la  Repú- 
blica Argentina  deberán  someterse,  serán,  pues 
las  dos  expuestas; 

2^  Artículos  del  Código  Civil  de    la  Nación, 
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números  2335,  2513,  1072  y  1077  y  otros  co- 
rrelativos, en  los  cuales,  al  equiparar  en  abso- 
luto esta  propiedad  con  la  común,  á  pesar  del 
carácter  sui  géneris  que  algunos  autores  le 
atribuyen,  la  sujeta  á  todo  el  sistema  de  ga- 
rantías judiciales  que  favorece  la  propiedad  en 
general,  y  mientras  una  ley  especial  no  venga 
á  determinar  un  cambio  en  la  jurisdicción,  que 
en  todo  caso  solo  sería  para  asegurarla  mejor; 
3"  Los  tratados  j^a  subscritos  por  la  Repú- 
blica con  algunas  naciones  de  América,  como 
resultado  del  Congreso  de  Montevideo,  de  1889, 
y  á  los  cuales  se  han  adherido  cuatro  euro- 
peas, según  ya  se  dijo  más  arriba.  Y  esta  úl- 
tima circunstancia  es  de  mayor  valor,  á  los 
fines  que  persigue  la  política  internacional  so- 
bre esta  cuestión,  que  la  ley  local  reclamada 
por  los  escritores  nacionales,  y  prometida  por 
los  representantes  de  la  República  en  los  Con- 
gresos de  Montevideo,  Washington  y  México. 
Porque  no  se  podrá  en  la  aplicación  judicial, 
en  presencia  de  textos  obligatorios  como  los 
de  un  tratado  internacional,  interpretar  la  ley 
interna  con  criterio  más  restrictivo  que  el  que 
se  apHca  á  los  extranjeros;  ni  los  jueces  en  su 
obligación  de  fallar,  aún  ante  el  silencio  ó  au- 
sencia de  la  ley  propia,  por  comparación  ó  ana- 
logía con  las  leyes  extranjeras,  podrán  dejar  de 
hacer  extensivas  á    los    demás  extranjeros  los 
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beneficios  acordados  in  potentia  á  todos,  por 
los  términos  de  aquel  tratado. 

Desde  que  estas  cuestiones  han  comenzado  á 
agitarse  en  la  República  Argentina,  en  parti- 
cular debido  al  extraordinario  y  rápido  des- 
arrollo de  un  teatro  llamado  «criollo»,  á  la  im- 
portación excesiva  de  obras  ligeras  de  este 
mismo  género,  de  origen  español,  los  litigios 
sobre  propiedad  literaria  han  aumentado  nota- 
blemente, dando  lugar  á  fijar  por  la  jurispruden- 
cia una  sucesión  de  principios  que,  por  sí  solos, 
ofrecen  ya  elementos  de  la  legislación  especial 
que  se  procura  poseer;  y  á  los  cuales  se  agregan 
'tres  fuentes  más  de  doctrinas  ó  preceptos  ju- 
rídicos sobre  la  materia: 

1^  Los  escritos  y  trabajos  de  polémica  ju- 
dicial á  que  cada  caso  da  lugar; 

2^  Las  tesis  universitarias,  que  no  escasean, 
algunas  de  ellas  de  verdadero  valor  científico; 

3^  Los  proyectos  de  ley  de  iniciativa  parla- 
lamentaria,  los  cuales,  aunque  no  sanciona- 
dos, van  ofreciendo  el  modelo  ó  fijando  el  tipo 
al  cual  deberá  adaptarse  la  futura  ley  nacio- 
nal de  propiedad  literaria  y  artística.  Entre 
estos  últimos,  que  se  hallan  dentro  de  los  pro- 
pósitos manifestados  en  los  congresos  interna- 
cionales, de  incitar  á  los  países  de  Sud  Amé- 
rica á  completar  su  legislación  sobre  este  pun- 
to, creemos    conveniente    mencionar    los    más 
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importantes,  y  entre  los  cuales  el  legislador 
deberá  elegir  el  que  haya  de  convertirse  en  ley: 

1»  Proyecto  de  ley  de  propiedad  literaria 
y  artística,  para  la  Provincia  de  Buenos  Ai- 
res, en  ausencia  de  una  ley  nacional,  1874, 
por  el  doctor  Amancio  Alcorta.  Comprende  las 
definiciones,  las  obras  escritas,  el  derecho  y  su 
duración,  las  representaciones  púbhcas  de  obras 
dramáticas  y  musicales,  la  falsificación,  los  da- 
ños é  intereses  y  las  penas,  procedimiento,  la 
prescripción,  registro  y  depósito  y  expropia- 
ción; 

2»  Proyecto  sobre  propiedad  de  los  tele- 
gramas presentado  á  la  legislatura  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  1878,  por  el  señor 
Santiago  Alcorta; 

30  Proyecto  de  ley  de  «Propiedad  literaria 
y  artística  para  la  República  Argentina»,  pre- 
cedido de  un  valioso  estudio  que  le  sirve  de 
exposición  demostrativa  y  constituye  un  trata- 
do sobre  la  materia,  por  el  doctor  Carlos  Pai- 
res, 1897.  Contiene  capítulos  sobre  la  propie- 
dad literaria  y  artística  en  general,  sobre  la 
condición  jurídica  de  las  obras  extranjeras  en 
el  país,  respecto  de  las  cuales  dispone  que 
ellas  «gozarán  de  los  derechos  que  les  acuerden 
los  tratados  celebrados,  y  en  su  defecto,  los 
que  se  les  reconocen  en  la  ley  nacional,  la  que 
sólo  se  refiere  á  los  de  los  países  en  que    es- 
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tuviera  garantizada  la  propiedad  de  las  publi- 
cadas en  la  República  por  una  cláusula  de  re- 
ciprocidad»; el  autor  extranjero  que  se  estable- 
ciera en  la  República  Argentina  adquirirá  so- 
bre sus  obras  publicadas  en  el  exterior,  los 
mismos  derechos  que  los  nacionales,  siempre 
que  pruebe  una  residencia  continua  de  cinco 
años;  y  esta  franquicia  dura  mientras  resida 
en  el  país;  los  extranjeros  pueden  defender  sus 
derechos  ante  los  tribunales  del  país  en  las 
mismas  condiciones  que  los  nacionales;  legisla 
la  transmisión  de  los  derechos  del  autor;  la 
apropiación  ilícita  y  los  daños  y  perjuicios, 
prescripción,  expropiación  y  sanciones  penales; 

4*^  Proyecto  sobre  <;  Propiedad  literaria  y  ar- 
tística», presentado  al  Congreso  Nacional  el 
14  de  Julio  de  1897,  por  el  diputado  doctor 
Eleodoro  Lobos,  el  cual,  en  relación  con  el  ex- 
tranjero, dispone  que  «las  obras  que  se  publi- 
quen en  el  exterior,  por  un  argentino  ó  un  ex- 
tranjero domiciliado  en  el  país,  gozarán  de  los 
derechos  que  se  reconoce  á  los  habitantes  de  la 
República,  y  las  obras  que  se  publiquen  fuera 
de  ella  por  un  extranjero,  gozarán  de  los  de- 
rechos que  les  aseguren  los  tratados  interna- 
cionales, los  que  no  podrán  reconocer  al  de- 
recho de  autor  un  término  mayor  que  el  del 
país  de  origen». 

Es  de  notar  que  al  criterio  de    reciprocidad 
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estricta  del  proyecto,  la  comisión  de  legislación 
de  la  Cámara  de  Diputados,  que  aconsejó  su 
sanción,  substituyó  el  más  amplio  reconoci- 
miento del  derecho  universal,  diciendo  que 
«gozarán  de  la  protección  de  la  presente 
ley  las  obras  literarias  y  artísticas  que  se 
publiquen  en  el  país  y  en  el  extranjero». 

El  proyecto,  por  lo  demás,  abraza  todos  los 
puntos  generales  de  esta  clase  de  leyes,  dere- 
cho de  autor,  su  extensión  y  término,  y  el  con- 
trato de  edición,  no  comprendido  especialmen- 
te en  ningún  código  argentino. 

50  Proyecto  de  ley  que  establece  el  depósito 
legal  en  la  Bibhoteca  Nacional  de  la  Capital  y 
en  la  Bibnoteca  de  la  Universidad  de  Córdoba, 
«para  todas  las  pubhcaciones  que  se  efectúen 
en  el  territorio  de  la  República...  Se  asimilan 
á  las  obras  publicadas  en  la  RepúbUca  las  que 
tengan  editor  en  el  país,  aunque  se  impriman 
en  el  extranjero». 

El  estado  evolutivo  de  las  ideas  en  la  Re- 
pública Argentina  en  orden  á  estas  materias, 
se  pone  de  manifiesto,  además,  en  las  tres  oca- 
siones en  que  ella  ha  sido  invitada  a  asistir  á 
conferencias  ó  congresos  internacionales.  Cono- 
cidas son  las  doctrinas  netamente  sostenidas 
por  sus  representantes  en  Montevideo,  que 
dieron  por  resultado  el  tratado  de  11  de  Enero 
de  1889,  vigente  hoy  por  la  ley  nacional  de  11 
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de  Diciembre  de  1894;  el  de  Washington  de  1890, 
no  encuentra  modificación  que  aconsejar  en  su 
texto,  y  declara  que  aprueba  los  tratados  «que 
garantizan  y  protegen  plenamente  los  derechos 
de  propiedad  que  son  materia  de  las  estipula- 
ciones en  ellos  contenidas,  y  en  consecuencia, 
el  Congreso  recomienda  la  adhesión  á  los  mis- 
mos, tanto  á  ios  gobiernos  que,  habiendo  acep- 
tado la  idea  de  su  celebración,  no  pudieran 
concurrir  á  él,  cuanto  á  los  que  no  se  halla- 
ban representados  en  el  mismo». 

Invitado  el  Gobierno  Argentino  á  la  Confe- 
rencia de  París  de  1896,  su  representante,  el 
Ministro  Plenipotenciario  en  Francia,  doctor 
Miguel  Cañé,  hterato  y  jurista  sobresahente,  en 
la  sesión  de  1.*^  de  Mayo,  expuso  ideas  concor- 
dantes con  la  opinión  y  las  aspiraciones  de  la 
Repúbhca,  en  cuanto  al  reconocimiento  del  de- 
recho del  extranjero  por  la  ley  nacional,  fun- 
dado en  «que  la  libertad  del  hurto  intelectual; 
concedida  á  los  hbreros  y  editores  estableci- 
dos en  la  Repúbhca  Argentina,  tenía  forzosa- 
mente que  traer  dos  consecuencias  que  la 
práctica  nos  ha  hecho  ya  sentir:  en  primer 
término,  la  propagación  por  medio  de  detesta- 
bles traducciones,  en  general  de  una  hteratura 
malsana,  inferior,  inadecuada  en  absoluto,  no 
ya  para  levantar,  sino  para  sostener  el  nivel 
intelectual  de  nuestro  país,  si  no  muy  elevado, 
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por  lo  menos  sincero  y  pronto  al  progreso, 
como  todo  país  nuevo;  la  segunda  consecuen- 
cia es  que  la  producción  nacional  en  letras  y 
arte  no  encuentra,  ni  puede  encontrar,  medios 
de  vida  y  desarrollo  ante  la  competencia  irre- 
sistible del  extranjero  en  la  forma  y  en  el  ca- 
rácter indicados  anteriormente». 

Sostiene  la  conveniencia  de  la  adhesión  del 
Gobierno  argentino  á  la  Convención  de  Berna, 
de  cuyo  acto  el  país  obtendría  beneficios  po- 
sitivos para  su  cultura  y  para  la  formación 
de  una  literatura  superior,  pues  los  editores, 
debiendo  pagar  derechos  de  autor,  sólo  pensa- 
rían en  reproducir  obras  de  primer  orden,  cu- 
ya importancia  y  sahda  segura  les  indemniza- 
rían sacrificios  que  hicieran  para  la  adquisi- 
ción del  derecho.  Pero  en  seguida  observa  «que 
la  adhesión  por  parte  de  la  Repúbüca  á  la 
Convención  de  Berna  se  hace  difícil  en  cuanto 
á  su  resultado  práctico,  por  la  ausencia  de  una 
ley  especial  que  rija  la  materia  entre  nosotros»: 
observación  infundada  del  distinguido  y  malo- 
grado publicista,  pues,  aunque  la  Convención 
aluda  á  cada  instante  á  la  legislación  interna 
de  cada  país,  á  la  que  deja  gran  amplitud,  en 
ningún  caso  se  refiere  á  un  texto  único  y  uni- 
forme, sino  á  la  «legislación  vigente»,  y  ésta 
existe  en  la  República,  como  lo  hemos  expues- 
to más  arriba,  á  punto  de  no  quedar  en  blan- 
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co  ninguna  de  las  garantías  que  el  tratado 
puede  exigir  (Véase:  Memoria  del  Ministerio 
de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Ar- 
gentina, 1896-1897,  pág.  179). 

Por  lo  que  respecta  á  la  Segunda  Conferen- 
<íia  Panamericana  de  México,  ésta  introdujo 
en  el  texto  de  Montevideo  enmiendas  y  amplia- 
ciones convenientes,  que  completan  la  materia, 
y  serán,  sin  duda,  confirmadas  por  la  Asam- 
blea de  Río  de  Janeiro,  ya  que,  si  á  juicio  de 
la  de  Washington,  aquélla  reunía  todas  las 
condiciones  de  garantía  y  seguridad  apetecibles, 
no  podía  menos  de  colocarse  sobre  un  nivel 
superior,  desde  que  había  incluido  principios 
nuevos,  salvando  omisiones  y  equiparando  su 
contenido  al  de  las  más  avanzadas  leyes  inter- 
nacionales en  vigencia.  Su  proyecto  debió,  sin 
duda,  ser  ratificado  por  los  congresos  de  las 
Repúblicas  cuyas  delegaciones  lo  subscribieron, 
y  es  casi  seguro  que  ahora,  desaparecidas  las 
dificultades  notorias  que  apartaron  el  pensa- 
miento de  los  respectivos  gobiernos  de  esta 
clase  de  asuntos,  se  apresurarán,  no  sólo  á 
prestar  su  aprobación  á  los  tratados  que  se 
subscribirán  en  Río  de  Janeiro,  sino  á  dictar 
leyes  internas,  concordantes  con  aquéllos,  y  que 
completen  el  organismo  de  una  legislación  re- 
clamada en  todos  ellos  por  sus  progresos  pro- 
pios, y  los  de  las  ideas  universales  al  respecto. 

12 
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Admitida  como  está  en  principio,  por  casi  to- 
dos los  Estados  de  América,  la  unión  interna- 
cional para  la  protección  de  la  propiedad  lite- 
raria y  artística,  la  cuestión   relativa  á  la  for- 
ma práctica  y    permanente   de   darle   eficacia, 
no  puede  ofrecer  dificultades  graves,   primero, 
porque  todos  tendrán  el  mismo  interés  en  que 
sus  declaraciones  no  queden  en   simples  pala- 
bras, y  segundo,    porque    existen   modelos  re- 
cientes y  activos  de  ejecución,  como  la  Oñcina 
Internacional^  creada  por  el  artículo  IG  de  la 
Convención  de  Berna,  y  reglamentada  suficien- 
temente para  que  se   conozcan  y    aprecien  las 
grandes  ventajas  de  su  €stablecimiento.     Que- 
daría así  para  todas  las  naciones  de  América, 
expedita  una  doble  vía  para  llegar    al   mismo 
fín  de  la  protección  efectiva  de  los  derechos  de 
autor:    la    unión    internacional    sudamericana 
que  se  subscribiera  en  Río    de   Janeiro,  como 
ampliación  y  confirmación  de  las  de    Montevi- 
deo y  México,  y  la  adhesión  parcial  á  la  Con- 
vención de  Berna,  en  la  cual,  por  la  concurren- 
cia simultánea  de  las  mismas  naciones  de  este 
continente,  se  reahzaría    con    mayor    amphtud 
la  misma  idea. 


XXI 

Patentes   de  invención  y  marcas  de  fábrica 
y  comercio 

(Capítulo  XI  de  la  Meinoria  de  la  Delegación  Argentina  á  la  Terce- 
ra Conferencia  Internacional  Americana,  de  Río  de  Janeiro.  Ju- 
lio y  Agosto  de  1906). 

La  Constitución  Argentina  comprende,  en  rea- 
lidad, bajo  una  denominación  genérica,  las  tres 
ramas  especiales  que  las  legislaciones  prácticas 
designan  con  los  nombres  de  patentes  de  in- 
vención, marcas  de  fábrica,  propiedad  literaria 
y  artística  ó  derechos  de  autor,  y  esta  reunión 
indica  el  origen  común  del  derecho  en  unos  y 
otros  casos,  así  como  el  propósito  de  la  carta 
fundamental,  de  colocarlos  bajo  una  sola  ga- 
rantía. Con  todo,  sus  diferencias  de  aphcación 
son  visibles,  y  distintamente  se  han  desarro- 
llado en  la  vida  de  la  industria,  del  comercio 
y  de  la  cultura  universal. 

No  es  raro  en  la  Repúbhca  el  caso  de  leyes 
orgánicas  y  sustantivas  que  han  perdurado,  á  pe- 
sar de  la  tendencia  de  todos  los  pueblos  de  ra- 
za latina  á  la  movilidad  de  la  legislación,  aun 
en  materias  fundamentales;  y  así  puede  exph- 
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car  se  cómo  la  ley  de  «Patentes  de  invención» 
dictada  el  11  de  Octubre  de  1864,  no  haya  sido 
reformada  hasta  ahora,  no  obstante  la  grande 
afluencia  de  doctrinas  introducidas  en  el  dere- 
cho positivo  por  el  progreso  general  de  la  cien- 
cia jurídica,  y  por  los  tratados  y  conferencias 
internacionales  sobre  esta  materia. 

Acaso  explica  esta  permanencia  de  la  ley,  en 
parte,  el  hecho  de  que  la  invención  industrial 
es  siempre  fruto  de  una  educación  científica 
más  avanzada  de  la  que  han  podido  alcanzar 
nuestras  sociedades  en  su  corta  vida  indepen- 
diente, en  comparación  con  la  de  otras  más 
antiguas.  Si  bien  se  considera,  la  enseñanza 
técnica,  de  donde  surge  el  progreso  de  la  in- 
dustria, es  relativamente  nueva,  y  solo  en  las 
últimas  décadas  del  siglo  XIX  la  tendencia 
práctica  se  ha  manifestado  con  caracteres  im- 
periosos, y  ha  influido  en  la  formación  de  los 
programas  de  los  institutos  de  altos  estudios 
en  los  pueblos  que  imprimen  dirección  á  la 
ciencia.  La  enseñanza  abstracta  ó  teórica  per- 
siste todavía  en  muchas  de  las  naciones  más 
adelantadas;  y  si  bien  es  verdad  que  en  la 
teoría  ó  en  la  pura  especulación  filosófica  se 
halla  la  fuente  de  todas  las  fórmulas  prácticas, 
también  es  indudable  que  ellas  solas  no  bastan 
á  producir  el  tipo  deseado  del  inventor  ó  des- 
cubridor de    procedimientos    prácticos,  de  ins- 
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trunientos  ó  de  aparatos  de  los  que  reclaman 
con  frecuencia  las  industrias  del  día,  las  nece- 
sidades de  la  vida,  y  la  lucha  cada  vez  más 
activa  de  los  pueblos  por  conquistar  mayor 
zona  de  influencia  económica  en  el  mundo. 

Los  autores  de  la  Constitución  no  se  forja- 
ron ilusiones  respecto  de  un  desarrollo  rápido 
de  estas  aptitudes  que,  lo  sabían  muy  bien,  no 
se  improvisan,  sino  que  resultan  de  una  larga 
sucesión  de  esfuerzos  para  desenvolver  la  en- 
señanza científica.  Así,  en  ésta  como  en  otras 
materias,  ellos  se  colocaron  en  el  terreno  más 
favorable  á  la  incorporación  de  la  inteligencia, 
de  la  civilización  y  el  brazo  extranjero,  á  las 
fuerzas  vivas  que  habían  de  elaborar  nuestro 
propio  destino  nacional.  Su  espíritu  amplio  y 
de  marcada  tendencia  universal,  influyó  en  las 
leyes  generales  que  reglamentaron  las  cláusu- 
las relativas  al  extranjero,  y  no  sólo  declaró 
la  carta  orgánica  de  la  Nación  una  completa 
igualdad  civil  entre  el  ciudadano  y  el  extran- 
jero, sino  que  proveyó  reglas  particulares  para 
su  protección  dentro  del  territorio. 

En  el  mismo  lugar  en  que  asegura  la  pro- 
piedad material,  consagra  también  la  que  ge- 
néricamente debiera  llamarse  «propiedad  inte- 
lectual», ya  que  de  una  misma  operación  men- 
tal resultan  las  distintas  formas  que,  aplicadas 
á  diversos  fines,  tomaron  nombres    diferentes. 
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«Todo  autor  ó  inventor, — dice  el  art.  17 — es  pro- 
pietario exclusivo  de  su  obra,  invento  6  des- 
cubrimiento, por  el  término  que  le  acuerde  la 
ley»,  y  aunque  los  efectos  de  esta  garantía  no 
pueden,  en  estricto  sentido,  extenderse  fuera 
del  alcance  de  la  jurisdicción  nacional,  parece 
indudable,  al  leer  otros  pasajes  de  la  misma 
Constitución,  como  el  art.  25,  por  ejemplo,  que 
su  pensamiento  va  más  allá,  al  declarar  que 
el  Gobierno  Federal,  al  dictar  todas  las  medi- 
das de  protección  al  extranjero  civilizado,  «no 
podrá  restringir,  limitar,  ni  gravar  con  impues- 
to alguno,  la  entrada  en  el  territorio  argenti- 
no, de  los  extranjeros  que  traigan  por  objeto 
labrar  la  tierra,  mejorar  las  industrias  ó  intro- 
ducir y  enseñar  las  ciencias  y  las  artes»;  y  al 
prescribir  las  materias  de  legislación  para  el 
Congreso,  le  recomienda  en  forma  expresa  el 
fom-ento  de  la  inmigración,  la  introducción  y 
establecimiento  de  nuevas  industrias,  por  leyes 
protectoras,  por  concesiones  de  privilegios  y 
recompensas  de  estímulo. 

El  reconocimiento  y  garantía  del  derecho  de 
propiedad  industrial  é  intelectual,  se  halla,  pues, 
contenido  en  la  carta  constitutiva  de  la  Repú- 
blica, y  ellas  benefician  por  igual  al  ciudadano 
y  al  extranjero.  Las  leyes  reglamentarias  de 
estos  derechos,  no  podrán  restringir,  y  no  han 
hecho  más  que  confirmar,  tales    declaraciones, 
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como  en  los  artículos  2""  y  5°  de  la  ley  de  Pa- 
tentes de  invención,  de  11  de  Octubre  de  1864, 
y  41  de  la  ley  de  Marcas  de  fábrica,  comercio 
y  agricultura,  de  14  de  Noviembre  de  1900. 
Pero  tanto  la  una  como  la  otra,  no  proponién- 
dose sino  la  garantía  del  derecho  dentro  del 
territorio  de  la  Nación,  no  podían  preocuparse 
de  franquicias  particulares  para  esos  privile- 
gios, concedidos  en  el  extranjero,  pues  tales 
ordenamientos  corresponden  en  todo  caso  á  los 
tratados  internacionales. 

Si  se  recorren  las  numerosas  convenciones 
vigentes  entre  los  países  de  Europa  y  Améri- 
ca, sobre  estas  recíprocas  ventajas  de  orden 
comercial  ó  social,  no  se  Uega  á  la  convicción 
de  un  gran  progreso  en  esta  materia,  con  ex- 
cepción de  la  Conferencia  de  París  de  1880  y 
1883,  y  su  reforma  en  la  de  Madrid  de  1890, 
que  no  puede  aún  considerarse  como  derecho 
universal  en  la  materia,  por  más  respetables 
que  sean  los  Estados  signatarios.  El  fuerte  in- 
flujo de  los  sentimientos  nativos,  por  una  par- 
te, y  por  la  otra,  los  intereses  locales,  difíciles 
de  desoír  como  factores  esenciales  en  toda  so- 
lución de  esta  especie,  han  impedido  hasta  aho- 
ra que  la  amplia,  generosa  y  benéfica  idea  de 
la  centrahzación  del  registro  de  patentes  y 
marcas,  sea  adoptada  por  la  totahdad  de  las 
naciones,  y  menos  por  las    de  la  América,  que 
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sólo  ahora,  gracias  á  la  serie  iniciada  de  sus 
congresos  jurídicos  y  económicos,  comienzan  á 
preocuparse  de  establecer  vínculos  efectivos 
de  solidaridad  y  convivencia,  bajo  puntos  de 
vista  que  les  son  necesariamente  comunes. 

Cuando  por  la  obra  cada  vez  más  extensa 
de  las  conferencias  sudamericanas,  se  llegase 
á  la  simplificación  del  registro  por  su  recono- 
cimiento internacional,  se  realizaría  por  el  mis- 
mo hecho  la  protección  internacional  tan  de- 
seada y  tan  conveniente.  Entre  tanto,  las  leyes 
confirman  el  derecho  nacional  y  mantienen  el 
registro  y  la  protección  limitada  al  radio  de 
acción  de  su  propia  soberanía,  y  la  jurispru- 
dencia de  los  tribunales, — la  de  los  argentinos 
por  lo  menos, — se  esfuerza  por  consolidar  en  la 
vida  real,  las  declaraciones  de  principios  déla 
Constitución  y  la  ley.  En  estricta  justicia,  pu- 
diera decirse  que  la  República  no  necesita  en- 
trar en  ningún  convenio  colectivo  que  tuviese 
por  objeto  ofrecer  garantías  dentro  de  su  te- 
rritorio á  las  patentes  y  marcas  concedidas  en 
el  extranjero,  pues  que  tanto  sus  leyes  como 
sus  tribunales  de  justicia  no  se  apartaron  un 
solo  momento  del  camino  trazado  por  la  Cons- 
titución, convirtiéndose  estos  últimos  en  ver- 
daderos tribunales  internacionales  al  objeto  de 
proteger  el  derecho  reconocido,  aun  en  país 
extranjero,  sobre  las  limitaciones  que  á  falta  de 
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una  ley  expresa  ó  de  un  tratado,  impone  ne- 
cesariamente la  jurisdicción  de  cada  país.  Así 
se  traduce  ésta  en  la  forma  del  registro  obli- 
gatorio, establecido  por  las  dos  leyes  citadas, 
y  de  la  publicidad  del  invento  registrado  en 
país  extranjero,  dentro  del  territorio  déla  Re- 
pública (Ley  de  patentes  de  invención,  de  11 
de  Octubre  de  1864,  art.  S.'^;  Sentencias  del 
Juez  de  Sección,  doctor  Francisco  B.  Asti- 
gueta,  1905,  págs.  269  á  274;  Sarra  Dimitri- 
je\viks  V.  Antonio  Molinari). 

Con  excepción  del  tratado  de  Montevideo  de 
1889,  y  del  proyecto  subscrito  en  México  en 
1902,  la  República  Argentina  no  se  ha  vincu- 
lado con  otras  naciones  en  materia  de  protec- 
ción internacional  de  la  propiedad  industrial. 
Preocupada  vivamente  desde  1890  de  las  ar- 
duas consecuencias  de  su  grave  crisis  econó- 
mica, felizmente  concluida,  y  luego,  desde  mu- 
cho antes  de  esa  fecha,  hasta  1902,  de  la  so- 
lución de  sus  litigios  de  fronteras,  no  ha 
podido  consagrarse  al  estudio  de  las  impor- 
tantes reformas  que  la  Conferencia  de  México 
introdujo  en  la  de  Montevideo,  y  que,  sin  du- 
da, han  mejorado  mucho  su  contenido.  Pero 
como  antes  se  dijo,  la  liberalidad  de  las  le- 
yes internas  en  vigencia  es  tal,  que  su  con- 
currencia en  un  tratado  colectivo  sólo  respon- 
dería á  estos  dos  fines,    sin   duda   alguna,  de 
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la  mayor  importancia  para  ella:  la  demostra- 
ción efectiva  de  su  espíritu  de  concordia  y  re- 
ciprocidad con  todas  sus  hermanas  del  conti- 
nente, y  el  propósito  de  incluir  éntrelas  pres- 
cripciones del  convenio  subscrito  en  México, 
aparte  de  otras  enmiendas  convenientes,  la 
creación  de  la  Oficina  Internacional  de  Regis- 
tro de  Patentes  y  Marcas,  que  figura  entre  las 
proposiciones  de  que  debe  ocuparse  la  Tercera 
Conferencia  de  Río  de  Janeiro. 

El  régimen  actual  de  la  propiedad  industrial 
en  la  República  puede  considerarse,  pues,  co- 
mo de  los  más  liberales  que  existen,  á  pesar 
de  sus  defectos,  y  él  se  pone  ide  manifiesto  en 
las  cifras  que  arroja  el  Registro  de  Patentes  de 
invención  desde  el  1891  hasta  Mayo  de  1906. 
Según  ellas,  durante  ese  período  se  han  ins- 
crito 3.838  patentes  de  invención,  de  los  cua- 
les 639  son  extranjeras.  Y  por  lo  que  respecta 
á  las  marcas  de  fábrica  y  de  comercio,  alcan- 
zan, en  el  mismo  espacio  de  tiempo,  á  15.000. 
Débese,  sin  duda,  en  buena  parte,  á  la  refor- 
ma de  las  leyes  anticuadas  de  10  de  Agosto 
1876  y  13  de  Septiembre  de  1877,  y  á  su  subs- 
titución por  la  de  14  de  Noviembre  de  1900, 
el  mayor  desarrollo  de  la  progresión  de  cre- 
cimiento que  se  advierte  en  las  inscripciones  de 
marcas  en  la  Oficina  Nacional  del  ramo,  des- 
de esta  fecha. 


XXII 

Protección  internacional  de  la  propiedad  in- 
telectual é  industrial. 

(Informe  del  Presidecte  de  la  Comisióa  VI  de  la  Tercera  Confe- 
reucia  Internacional  Americana  de  Eío  de  Janeiro  (Julio-Agosto 
de  1906),  sobre  las  proposiciones  IX  y  XII  del  Programa,  al  pre- 
sentar el  proyecto  de  tratado). 

Señor  Presidente:  La  Sexta  Comisión  tiene  á 
su  estudio  las  dos  proposiciones,  la  IX  y  XII 
del  Programa  de  la  Tercera  Conferencia,  y  por 
razones  á  su  juicio  evidentes,  ha  resuelto  reu- 
nirías en  un  solo  despacho,  como  lo  hace  en 
el  proyecto  adjunto.  La  primera  de  ellas  indica 
el  estudio  de  los  tratados  de  Montevideo  y  de 
México  que  se  refieren  á  la  propiedad  indus- 
triar (patentes  de  invención,  dibujos,  modelos 
y  marcas  de  fábrica  y  de  comercio),  y  además, 
recomendaciones  que  tiendan  á  la  uniformidad 
en  las  leyes  de  la  materia  y  de  los  procedi- 
mientos á  que  den  lugar,  y  creación  de  una 
Oficina  Internacional  para  el  Registro  de  las 
marcas  de  comercio;  la  segunda  se  refiere  ex- 
clusivamente á  la  propiedad  üteraria  y  artística, 


y  como  la  anterior,  sobre  la  base ,  de  los  trata- 
dos de  Montevideo  y  de  México. 

No  ha  podido  menos  la  Comisión,  al  afrontar 
el  estudio  de  estos  dos  temas,  que  procurar 
darse  cuenta  del  problema  en  sí  mismo  en  to- 
da su  amplitud,  en  sus  antecedentes  y  actua- 
lidad, para  ver  si  podía  decidirse  á  aconsejar 
á  la  Honorable  Conferencia  la  adopción  de  los 
temperamentos  sugeridos  por  el  texto  del  Pro- 
grama. A  este  respecto  no  ha  dejado  de  notar 
la  tendencia  manifestada  por  la  gran  mayoría 
de  los  Estados  americanos  hacia  la  extensión 
de  la  protección  de  sus  leyes  internas  en  favor 
de  la  propiedad  extranjera,  tendencia  que  cons- 
ta en  la  diversidad  de  los  tratados  y  conven- 
ciones que  casi  todas  ellas  han  subscrito  con 
otros  del  continente  ó  de  Europa,  ó  á  las  cua- 
les han  adherido  posteriormente. 

Desde  luego,  si  se  examina  la  vieja  cuestión 
sobre  conveniencia  ó  inconveniencia  de  dar  ple- 
no reconocimiento  y  garantía  dentro  del  terri- 
torio á  la  patente,  marca  ú  obra  extranjera^ 
ella  no  puede  ofrecer  dificultad  cuando  se  re- 
fiere á  una  acción  del  principio  Umitado  á  la& 
naciones  de  América,  á  las  de  origen  latino, 
por  la  situación  de  desarrollo  más  ó  menos 
igual  en  que  se  hallan  las  que  pueden  compe- 
tir ó  considerarse  perjudicadas,  y  en  cuanto  á 
las  demás,  por  la  razón  innegable  de  la  comu- 
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nidad  de  orígenes  y  destinos,  y  el  deber  de 
recíproca  ayuda  y  concurrencia  de  las  más 
adelantadas,  sobre  las  que  lo  están  menos  en 
punto  á  desenvolvimiento  comercial,  industrial 
ó  intelectual.  Y  por  lo  que  se  refiere  á  los  Es- 
tados Unidos,  cuya  política  á  este  respecto  pre- 
senta los  mismos  caracteres  de  extender  su 
protección,  por  su  adhesión  á  la  Convención 
Internacional  de  París  en  materia  de  propiedad 
industrial,  y  en  cuanto  á  la  literaria  y  artística, 
la  evolución  realizada  en  sus  últimas  leyes  va 
visiblemente  dirigida  á  instituir,  al  amparo  de 
la  Ley  Chase,  de  3  de  Marzo  de  1891,  una 
unión  especial  fundada  sobre  la  base  de  la  re- 
ciprocidad de  otras  leyes  ó  convenciones,  y  á  la 
cual  han  sido  ya  incorporadas  Inglaterra  (el 
Reino  Unido),  Francia,  Bélgica,  Suiza,  Dina- 
marca, Itaha,  Alemania,  Portugal,  España,  Mé- 
xico y  Chile,  y  no  parece  improbable  que, 
dadas  las  declaraciones  de  la  Convención  de 
Berna,  á  su  vez,  los  Estados  Unidos  se  adhie- 
ran á  ella  (Th.  E.  Scrutton,  The  law  of 
Copyrighty  ch.  IX)  por  inclusión  de  las  nacio- 
nes que  la  subscriben,  en  la  Unión  de  la  ley 
americana. 

Por  último,  cuando  se  trata  de  la  convenien- 
cia de  una  Unión  en  que  los  Estados  más  prós- 
peros entren  sobre  la  misma  base  que  los 
menos  desarrollados,   debe    recordarse    que  el 
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progreso  económico  de  las  naciones  más  gran- 
des se  debe  á  la  liberalidad  con  que  han  reco- 
nocido y  protegido  la  obra,  invento  ó  idea 
extranjera;  y  á  este  respecto,  un  autor  moder- 
no hace  notar  que  la  Europa  acaso  no  habría 
avanzado  mucho  sobre  su  situación  del  siglo 
XVII,  si  Jacobo  I,  no  hubiese  declarado,  en  1623, 
que  los  inventores,  de  cualquier  país  que  lle- 
gasen, serían  propietarios  de  sus  invenciones 
durante  catorce  años,  en  Inglaterra.  Y  agrega: 
«se  concibe  cómo  á  este  llamamiento  dirigido 
á  todos  los  inventores  del  continente,  se  apresu- 
raran á  pasar  el  Estrecho  con  sus  descubrimien- 
tos, y  cómo  la  Inglaterra  se  adelantó  sobre  el 
resto  del  mundo  en  materia  de  fabricación  y 
de  comercio».  (H.  Raclau,  Brevets  d'  inven- 
tion,  1905). 

Traemos  este  ejemplo,  en  este  punto,  sólo 
para  responder  de  antemano  al  probable  argu- 
mento de  la  desigualdad  de  posición  en  que  se 
hallan  todas  las  naciones  de  América,  de  origen 
latino,  con  relación  á  los  Estados  Unidos,  y 
para  acentuar  nuestro  aserto  de  que,  de  tal 
unión,  aquéllas  solo  tienen  que  esperar  bene- 
ficios, pues  que  por  todos  los  medios  deben 
impulsar  el  desarrollo  de  sus  industrias  pro- 
pias; y  este  resultado  no  se  obtendrá  si  cie- 
rran las  puertas  al  genio  universal,  como  ocu- 
rrirá por  fuerza  si  los  frutos  de  su  invención 


-  191  - 

no    son    protegidos  ni  reconocidos    legalmente 
en  su  suelo. 

Por  otra  parte,  lo  que  podríamos  llamar  el 
derecho  general  americano  sobre  propiedad  in- 
dustrial é  intelectual,  está  ya  formulado  en  los 
textos  parciales  de  los  tratados  y  convenciones 
vigentes  entre  algunas  naciones  de  la  América 
latina,  y  con  otras  de  Europa,  como  ocurre 
con  las  que  han  adherido  á  las  Convenciones 
de  París  y  de  Berna,  con  las  que  han  subscrito 
y  puesto  en  vigencia  las  del  Congreso  de  Mon- 
tevideo, de  1889,  y  con  las  que  se  han  incor- 
porado á  la  unión  de  la  Ley  Chase,  de  los  Es- 
tados Unidos,  ya  citada;  siendo  aquí  de  advertir 
que  cuatro  naciones  europeas,  Italia,  Francia, 
Bélgica  y  España  han  adherido  y  han  sido  ad- 
mitidas á  las  ventajas  que  ofrece  el  penúltimo 
de  los  congresos  mencionados.  Existe,  pues,  la 
base  de  un  derecho  general,  reconocido  separa- 
damente por  diversas  naciones  de  América,  y 
así,  la  idea  de  una  unión  expresa  de  todas 
ellas  no  puede  parecer  aventurada,  tanto  más 
cuanto  que  sus  representantes  en  la  Oficina 
Internacional  de  Washington  han  creído  ya  opor- 
tuno indicarla,  aunque  restringida,  al  estudio 
de  la  Tercera  Conferencia. 

Los  antecedentes  de  los  tratados  sobre  los 
tres  tópicos,  de  las  marcas  de  fábrica  y  co- 
mercio, patentes  de  invención    y    propiedad  h- 
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teraría  y  artística  con  relación  á  los  Congre- 
sos en  que  fueran  discutidos,  el  de  Montevideo, 
Washington  y  México,  son  muy  conocidos,  y 
no  requieren  sino  breves  palabras  en  conso- 
nancia con  el  espíritu  de  este  informe.  La  di- 
ferencia más  visible,  respecto  de  los  dos  pri- 
meros, es  que,  mientras  en  Montevideo  se  hi- 
cieron dos  convenciones  distintas  sobre  patentes 
y  marcas,  en  México  se  reunieron*  en  una 
sola,  después  de  una  discusión  en  que  se  to- 
caron varios  puntos  de  importancia,  como  la 
eficacia  y  utilidad  de  un  tratado  sobre  esas 
materias  y  la  conveniencia  de  la  creación  de 
una  Oficina  Internacional.  El  resultado  de  ese 
debate  fué  el  reconocimiento  de  la  necesidad 
de  un  tratado  internacional  sobre  esos  asuntos, 
y  la  refundición  en  un  solo  texto  de  los  siguien- 
tes: a)  tratados  de  Montevido,  reunidos  los  dos 
tópicos  en  un  solo  cuerpo;  b)  algunos  de  los 
principios  de  la  Convención  de  París  de  1883; 
c)  algunas  de  las  bases  del  Convenio  de  Ma- 
drid de  1891,  si  bien  nada  se  formuló  respecto 
á  la  creación  de  la  Oficina  Internacional. 

Sobre  propiedad  literaria  y  artística,  el  Congre- 
so de  México  tuvo  que  estudiar  tres  textos  dis- 
tintos, el  del  tratado  de  Montevideo,  el  del  pro- 
yecto de  la  Delegación  de  Haití  y  el  de  la  De- 
legación de  Chile.  Concebidos  los  dos  últimos 
sobre  el  mismo  modelo  del  primero,  adicionado 
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con  algunas  cláusulas  inspiradas  en  la  Conven- 
ción   de    Berna  de  1886,    su    contenido  final, 
subscrito  por  casi  todos  los  representantes  allí 
reunidos,  sólo  introduce,  respecto  del  de  Mon- 
tevideo, las  enmiendas  contenidas  en    los  arts. 
4°,  5«,  6,°  8«,  y    11,  que    sin    duda    alguna  lo 
completan  y  mejoran,   sin    que  hasta  este  mo- 
mento se  hubiese  iniciado,  en  otros  documentos 
legislativos  de  esta  índole,  principios  que  pue- 
dan ser  incorporados  por  la  presente  Conferen- 
cia, y  de  tal  importancia  que  puedan  motivar 
una  modificación  al  texto  subscrito  en  México  el 
27  de  Enero  de  1902,  si  no  es  la  amphación  que 
resulta  del    proyecto   de  la  actual  Comisión,  y 
en  la  forma  que  ella  la  presenta. 

Esta  ha  sido  también  la  causa  por  la  cual  la 
Comisión  no  ha  substituido  su  dictamen,  en  lo 
relativo  á  las   patentes  y  marcas,    por  el  pro- 
yecto de  la  ilustrada  Delegación  de  los  Estados 
Unidos  de  México,  según  el  cual,  la  Conferencia 
recomendaría  á  las  naciones  de  América  la  adhe- 
sión á  la  Convención  de  París    de  1883,  pues 
su  adopción  en  tal  forma  habría  significado  la 
anulación   de  lo  convenido  en  el  Congreso  de 
1902,  y  acaso  la  salida    de  los  términos  de  la 
proposición  IX  del  Programa,  que  da  su  norma 
de  procedimiento  á  la  presente  Conferencia. 

Por  lo    que    respecta    al  fondo     del  asunto, 
liemos  entendido  que   ésta   no    había  sido  liá- 


is 
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mada  á  ocuparse   de   estudiar  el  problema  de 
las  relaciones  de  esta  especie  entre  los  Estados 
americanos  y  europeos,  sino  de  los  de  América 
entre  sí,  sin  que  esto  importe  en  modo  alguno 
desconocer,  ni  los  grandes  y  sabios  modelos  le- 
gislativos que  la   Europa  nos  ofrece,  m  la  mas 
absoluta  libertad  que    cada   nación   americana 
tiene  para  orientar  su  política  en  estas  materias, 
respecto  de  las  del   antiguo  continente,    en   el 
sentido    que    sus    intereses  ó  sus  ideas  domi- 
nantes le  aconsejen. 

A  pesar  de  esto,  la  Comisión  encuentra  alta- 
mente laudable  el  móvil  que  ha  guiado  ala  De- 
legación Mexicana  al  presentar  su  proyecto,  y 
cree  que  la  tendencia   cada  día  más  acentua- 
da  de  la  política  de  los    Estados   americanos 
es  hacia  el  reconocimiento  universal   del  dere- 
cho de    propiedad  industrial  é  intelectual,  en- 
tendiendo por  tal  reconocimiento,  la  protección 
efectiva,  dentro  del  territorio  nacional,  de  todo 
derecho  concedido  en  el  de  otro  país. 

Por  los  fundamentos  expuestos  y  otros  que 
á  continuación  se  expresan,  la  Comsión  ha  op- 
tado por  este  triple  temperamento: 

lo  Conservar  el  texto  íntegro  de  los  tratados 
de  México,  sobre  patentes  y  marcas,  y  propie- 
dad hteraria  y  artística; 

2«  Proyectar  la  constitución  de  la  Unión  ame- 
ricana para  la  protección  de  la  propiedad  inte- 
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lectual  é  industrial,  reuniendo  ambos  aspectos 
del  derecho  en  un  solo  cuerpo  legal; 

3^  Creación  de  la  Oficina  Internacional  en- 
cargada de  realizar  en  la  práctica  la  referida 
Unión,  incorporando  en  cuanto  sean  aplicables 
á  las  condiciones  peculiares  de  las  naciones  de 
América,  las  disposiciones  de  las  últimas  con- 
venciones, y  en  particular  la  de  Madrid  de  1891. 


II 


Es  muy  común  entre  los  pueblos  nuevos,  el 
sentimiento  proteccionista  en  orden  á  estas 
materias,  y  entendemos  por  tal,  el  que  desea 
poner  á  contribución  de  su  propio  engrandeci- 
miento el  fruto  de  la  labor  extraña,  sin  suje- 
ción á  las  responsabilidades  del  reconocimiento 
respectivo  del  derecho  que  la  invención  técnica 
ó  la  producción  intelectual  traen  consigo;  y 
también  es  frecuente,  y  casi  una  ley  inevitable, 
que  la  falta  de  sanción  del  derecho  del  extran- 
jero da  lugar  á  una  invasión  incalificada  de 
obras  ó  productos  sin  valor  real  ni  selección 
conveniente,  pues  que,  tratándose  de  trabajos 
de  la  intehgencia,  sólo  se  introducen  en  grandes 
cantidades  aquellos  que  más  halagan  las  pa- 
siones, las  debihdades,  los  vicios  ó  las  ten- 
dencias inmorales  de  las  multitudes,  que  las 
cualidades  superiores  ó  las  inclinaciones  más  no- 
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bles,  las  que  se  manifiestan  sólo  con  un  culti- 
vo más  intenso  de  la  mente  colectiva. 

Por  lo  que  respecta  á  las  invenciones  de  la 
ciencia,  la  industria  ó  las  artes  útiles,  ellas 
acuden  allí  donde  encuentran  ambiente  y  recom- 
pensa, y  donde  su  aplicación  puede  ser  fe- 
cunda en  beneficios;  pero  no  necesitan  ir  donde 
no  hallan  aquellas  condiciones;  y  por  eso  los 
pueblos  que  cierran  sus  puertas  á  la  produc- 
ción extraña,  se  deparan  á  sí  mismos  el  aisla- 
miento y  la  dependencia  de  otros,  pues,  que  no 
siendo  la  era  de  los  inventos  espontánea,  sino  fru- 
to de  una  prolongada  tarea  educativa,  el  desarro- 
llo y  expansión  de  las  industrias  y  las  artes 
propias  tardarán  mucho  más  en  aparecer  allí, 
que  si  se  anticipasen  á  abrir  el  territorio  á  las 
influencias  naturales  del  genio  y  de  la  la- 
bor extraños.  La  precisión  y  eficacia  de  las 
leyes  y  de  las  fórmulas  que  aseguran  el  dere- 
cho del  inventor  es  un  cuidado  que  correspon- 
de á  todo  gobierno  solícito,  por  los  intereses 
más  primordiales  de  su  industria  ó  de  su  vi- 
da económica,  pues  como  dice  un  autorizado 
especiaUsta  alemán,  «el  inventor  que  desea  ha- 
cor  valer  su  obra  ó  su  marca  de  fábrica  en  las 
mejores  condiciones  posibles,  no  ha  de  perder 
de  vista  que  le  importa  mucho  poseer  un  tí- 
tulo que  le  asegure  formal  é  íntegramente  sus 
derechos.  El  que  se    proponga    comprarlos  se 
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informará  siempre,  con  el  mayor  cuidado,  de 
la  extensión  de  la  protección  legal  con  que 
puede  contar,  así  como  de  la  corrección  del  tí- 
tulo y  la  claridad  ó  precisión  de  los  textos 
que  forman  la  base  de  los  derechos  que  pre- 
tende adquirir».  De  la  eficacia  práctica  de  la 
ley,  ó  de  la  garantía  que  el  Estado  ofrece,  de- 
pende, pues,  la  corriente  del  espíritu  de  indus- 
tria y  de  trabajo  que  estimula  la  investigación 
de  problemas,  traducidos  después  en  inventos, 
descubrimientos  ó  creaciones  que  aceleran  el 
progreso  y  bienestar  de  las  sociedades. 

La  emigración  de  un  invento,  ó  de  una  mar- 
ca, ó  de  un  producto  útil  hacia  otro  país  dis- 
tinto del  de  su  origen,  es,  además,  un  hecho 
dependiente,  en  primer  término,  de  la  ley  eco- 
nómica, y  en  segundo,  de  los  alicientes  que 
una  buena  legislación  le  ofrece;  y  fenómeno 
semejante  ocurre  en  el  orden  intelectual. 

La  circulación  de  unos  y  otros  en  mayor  ó 
menor  espacio  del  mundo,  será  una  consecuen- 
cia de  la  liberalidad  con  que  la  conciencia 
social  y  las  formas  legislativas  de  todos  los 
países  acogen  los  productos  nuevos  de  la  in- 
dustria, del  comercio  ó  de  la  inteligencia.  Y  es 
natural  que  esas  emigraciones  ó  corrientes  se 
establezcan  con  más  regularidad  allí  donde 
existe  un  medio  económico  ó  moral  semejante, 
y  no  restringido  por  obstáculos,    derivados  de 
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Ja  protección  excesiva  al  producto  propio  ó  de 
la  falta  de  garantías  suficientes  para  la  sub- 
sistencia ó  circulación  del  produto  extraño.  Nin- 
guna barrera  de  esta  especie  es  concebible  entre 
las  naciones  de  América,  y  todo  el  problema  se 
reduce,  entonces,  á  encontrar  los  medios  prácticos 
de  hacer  efectiva  la  protección  internacional,  y 
estos  medios  no  son  ya  un  secreto  desde  que 
existen  en  Europa  las  uniones,  cuyos  esfuerzos, 
aunque  graduales,  van  abriéndose  camino  pa- 
ra la  unificación  del  derecho  en  más  vasta  por- 
ción de  la  tierra. 

Estas  uniones  han  procurado  desde  su  es- 
tablecimiento obtener  la  incorporación  de  los 
Estados  de  América,  los  cuales  han  optado  por 
una  prudente  reserva,  ó  cuando  menos  por  una 
conducta  especiante  sobre  los  resultados  que 
aquella  adhesión  pudiera  producir.  Entre  tanto, 
una  unión  franca  y  abierta  entre  los  Estados 
del  continente  americano  será  el  mejor  ensayo 
que  pudieran  reahzar  de  este  régimen,  para  deci- 
dirse más  tarde  por  extenderla  ó  conexionarla 
con  los  que  en  Europa  se  hallan  ya  cimenta- 
das en  la  letra  de  las  convenciones  y  en  las 
costumbres  de  la  industria,  del  comercio  ó  de 
la  vida  intelectual.  Al  mismo  tiempo,  cuando  en 
una  vasta  porción  del  mundo  civihzado  los  de- 
rechos de  la  inteUgencia,  ya  se  apHquen  á  la 
industria,  ya  á  la  ciencia,  la  literatura  ó  el  arte, 
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se  hallan  protegidos  en  la  forma  eficaz  y  am- 
plia de  las  uniones  internacionales,  no  es  po- 
sible que  en  el  continente  que  ocupa  la  raza 
latina  se  mantenga  aún, — excepción  hecha  del 
Congreso  de  Montevideo — el  sistema  del  aisla- 
miento en  unos,  ó  de  los  pactos  bilaterales  en 
otros,  sin  procurar  formarles  un  ambiente  más 
vasto  y  propicio  á  la  mayor  productividad. 
Esas  uniones  reales,  en  formación,  disueltas  ó 
no  continuadas,  y  cuya  enumeración  en  este 
informe  completa  nuestro  raciocinio,  son  las  si- 
guientes: 

l^  Convención  de  Berna  de  9  de  Septiem- 
bre de  1886,  con  sus  dos  anexos,  el  protocolo 
dé  clausura  de  la  misma  fecha  y  el  acta  adi- 
cional de  París  de  1896:  es  la  más  vasta, 
autorizada,  fecunda  y  práctica  de  las  uniones 
sancionadas  hasta  ahora,  y  sirve  de  modelo  ó 
de  iniciación  á  todo  acto  de  esta  naturaleza. 

2^  El  Congreso  de  Dresde  de  1895,  el  cual  lle- 
vó más  adelante  las  conclusiones  del  acta  adicio- 
nal á  la  Convención  de  Berna,  que  creó  la 
Oficina  Internacional  para  la  protección  de  la 
propiedad  hteraria  y  artística,  pues,  en  sus  de- 
claraciones 1%  3^  y  4^  da  á  la  Oficina  Cen- 
tral todo  el  carácter  de  un  organismo  jurídico, 
dotado  de  jurisdicción  suficiente  para  intervenir 
entre  los  Estados,  los  tribunales  y  los  particula- 
res para  la  constitución  del  derecho  ó  del  re- 
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gistro  originiario,  y  para  la  solución  directa 
de  los  conflictos  que  la  propiedad  intelectual  ori- 
ginase, y  en  calidad  de  tribunal  técnico  pericial 
y  de  interpretación  de  los  tratados  y  conven- 
ciones. 

3^  La  declaración  cambiada  entre  Dinamar- 
ca y  los  reinos  entonces  unidos  de  Suecia  y 
Noruega,  que  constituye  una  unión  interescan- 
dinava. 

4^.  La  ley  imperial  Británica  de  25  de  Junio 
de  1886,  llamada  «Ley  internacional  de  la  pro- 
piedad literaria  y  artística»,  que  dispone  que 
toda  ley  de  esta  materia  dictada  en  el  Reino 
Unido,  se  aplicará  á  las  obras  literarias  y  ar- 
tísticas producidas  en  cualquiera  de  las  po- 
sesiones coloniales,  del  mismo  modo  que  si  se 
tratase  de  una  obra  producida  en  Inglaterra  (49 
y  50  Vict.  c.  33,  t.  8);  y  de  ella  dice  un  autor 
reciente  que  tiene  el  valor  de  una  constitu- 
ción colonial  del  vasto  Imperio  Británico,  en 
materia  de  propiedad  intelectual. 

5^  La  Convención  constituida  por  la  ya  ci- 
tada Ley  Chase,  de  los  Estados  Unidos  de 
América,  de  3  de  Marzo  de  1891,  sobre  la  base 
de  la  protección  acordada  á  las  obras  extranje- 
ras con  cargo  de  reciprocidad,  y  á  la  cual  se 
han  incorporado  11  Estados  del  antiguo  con- 
tinente y  cuatro  del  nuevo,  esto  es,  Cuba,  Cliile^ 
Costa  Rica  y   México. 
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6'\  La  Convención  subscrita  en  el  Congreso 
de  Montevideo  de  1889  varias  veces  citada;  en- 
tre la 'República  Argentina,  Bolivia,  Paraguay, 
Perú  y  Oriental  del  Uruguay,  y  á  la  cual  se  han 
adherido  Bélgica,  España,  Francia  é  Italia; 

7^  El  tratado  relativo  á  la  propiedad  litera- 
ria, artística  é .  industrial,  subscrito  en  Guate- 
mala el  17  de  Junio  de  1897,  entre  las  cinco  Re- 
públicas de  la  América  Central,  y  no  ratificada 
aún  por  todas  ellas,  y  que  constituye  una  ver- 
dadera Unión  Centro  Americana. 

8^  Por  último,  la  Convención  firmada  en  la 
segunda  Conferencia  Internacional  Americana 
de  México,  el  27  de  Enero  de  1902,  ratificada 
solamente  por  seis  de  las  naciones  signatarias, 
la  misma  que  esta  Comisión  aconseja  confir- 
mar y  ratificar. 

Cuando  se  tiene  presente  esta  ya  larga'  se- 
rie de  actos  legislativos  de  carácter  internacio- 
nal, y  que  en  su  conjunto  abarcan  casi  todo  el 
mundo  civilizado,  no  se  puede  vacilar  en  la 
adopción  para  las  naciones  americanas  de  una 
unión  más  extensa,  por  medio  de  la  cual  ellas 
concurran  á  ensanchar  los  límites  de  la  pro- 
tección acordada  al  derecho  intelectual,  y  ni 
desconocer  la  posibilidad  de  que  las  diversas 
zonas  de  protección  que  cada  uno  de  esos  acuer- 
,dos,  tratados  ó  convenciones  constituye,  lleguen 
á  confundirse  en  día  no  lejano  y  dar  axistencia 
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al  derecho  universal  de  la  propiedad  intelec- 
tual, pudiendo  decirse  igual  cosa  de  la  relativa 
á  la  industria.  Es  que  «el  concepto  del  dere- 
cho de  gentes  se  ha  extendido  al  mismo  tiem- 
po que  la  actividad  de  las  relaciones  entre  pue- 
blo y  pueblo;  éstas  se  han  vuelto  más  incesan- 
tes y  múltiples;  el  derecho  interno  ha  evolu- 
cionado en  todas  partes  en  un  sentido  á  la  vez 
más  lato  y  más  humano,  y  por  un  fenómeno 
natural  é  inevitable,  el  derecho  internacional 
ha  seguido  la  misma  pendiente». 

Las  nociones  relativas  á  la  universalidad  de 
los  derechos  civiles  van  extendiéndose,  en  ge- 
neral, cada  día,  y  el  derecho  de  la  propiedad 
es,  quizás,  el  que  menos  diversidades  presen- 
ta en  las  legislaciones,  en  cuanto  á  su  recono- 
cimiento y  garantía,  hasta  el  punto  de  servir 
de  piedra  angular  para  la  constitución  de  to- 
da sociedad  política  libre;  y  aunque  las  pe- 
culiaridades que  en  relación  á  su  naturaleza  y. 
destino  en  el  bienestar  de  aquella  tienen  los 
derechos  de  propiedad  intelectual  é  industrial 
en  la  ciencia  política,  en  cuanto  subsisten  en 
poder  de  los  inventores  ó  autores,  ellas  son  sin 
duda  verdaderos  derechos  privados,  y  en  este 
sentido,  tienen  igual  concepto  y  alcance  que  el 
común. 

Tal  es,  además,  la  razón  por  la  cual  la  Co- 
misión los  ha  reunido  en  un   mismo  cuerpo  de 
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doctrina  legal,  y  los  ha  colocado  bajo  el  mis- 
mo sistema  de  protección  extraterritorial,  siendo 
semejantes  sus  orígenes,  su  modo  de  exte- 
riorización  y  desarrollo,  y  las  formas  que  exi- 
gen y  han  impuesto  á  la  ley  para  su  consti- 
tución, ejercicio  y  defensa.  Esta  reunión  se  tra- 
ducirá inevitablemente  en  mayor  sencillez  y 
eficacia  en  cuanto  á  los  medios  de  tutelarlos 
en  la  esfera  internacional,  y  no  es  aventurado 
afirmar  que  ellos  marcarán  un  paso  adelante 
con  relación  á  las  uniones  antes  firmadas,  res- 
tringidas á  un  sólo  aspecto  de  la  cuestión.  He- 
mos abordado,  pues,  la  reforma  en  este  senti- 
do, de  la  Convención  de  Berna,  convencidos  de 
que  su  sistema  no  obedece  sino  al  deseo  de 
no  confundir  en  un  sólo  acto,  derechos  que  se 
han  juzgado  tradicionalmente  como  de  diferente 
origen  intelectual.  Entre^  tanto,  el  fenómeno 
intelectual  que  les  da  origen,  nacimiento  y  vida 
externa,  es  el  mismo,  y  una  sola  nobleza  los 
iguala,  y  es  la  nobleza  sin  igual  del  trabajo, 
en  cualquiera  de  sus  formas  creadoras. 


III 


Partiendo  de  este  concepto  inicial,  la  Comi- 
sión no  ha  encontrado  el  menor  inconveniente 
para  reunir  bajo  una  sola  dirección  lo  que  las 
Convenciones  de  París    de    1886  y  de  Madrid 
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de  1891  han  colocado  bajo  dos  diferentes,  y 
es  de  notar  que  si  se  compara  los  textos  del 
protocolo  final  de  París,  que  establece  la  Ofi- 
cina para  la  protección  de  las  obras  literarias 
y  artísticas,  y  del  arreglo  relativo  á  la  centra- 
lización del  Registro  de  Patentes  y  Marcas,  se 
ve  que  hay  entre  ellas  tal  semejanza,  que  no 
justificaría  en  América  la  creación  de  un  doble 
juego  de  empleados,  cuando  de  una  buena  elec- 
ción dependería  una  gran  diminución  del  gas- 
to, aparte  de  la  lógica  y  natural  coordinación 
de  los  servicios.  Luego,  la  tarea  de  esta  reu- 
nión en  un  solo  instrumento  legal,  era  no  sólo 
facilísima  en  la  forma,  sino  que  resultaba  de 
inmensos  beneficios  en  cuanto  á  la  protección 
del  derecho  mismo,  ya  que  la  unificación  del 
Registro  en  materia  de  propiedad  industrial,  y 
la  uniformidad  de  reconocimiento  del  dere- 
cho de  autor,  constituye  una  de  las  más 
vivas  propagandas  de  los  publicistas  contem- 
poráneos. Para  hacer  efectivo  este  último,  las 
legislaciones  nacionales  requieren  como  condi- 
ción el  depósito  de  la  obra  literaria  y  artís- 
tica en  una  oficina  pública  que  registra  el  he- 
cho con  todas  las  circunstancias  que  dan  exis- 
tencia á  la  propiedad:  una  y  otra,  entonces,  se 
forman  por  el  mismo  procedimiento  y  produ- 
cen los  mismos  efectos  jurídicos. 

El   proyecto   que   la    Comisión    presenta  se 
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funda  en  estos  principios,  y  se  propone  rea- 
lizar la  unidad  de  la  protección  internacional 
tan  deseada,  y  desde  luego  realizable  en  una 
unión  de  Estados,  que  en  grado  más  ó  menos 
amplio  de  desarrollo,  poseen  las  condiciones  ne- 
cesarias para  poner  en  obra  aquella  aspiración. 
Refiriéndose  en  particular  á  las  marcas  de  co- 
mercio, dice  uno  de  los  principales  miembros 
de  la  Oficina  de  Berna:  «tal  como  una  perso- 
na, la  marca  tiene  una  situación  de  derecho  y 
de  hecho.  En  derecho^  está  dotada  de  un  es- 
tatuto personal  fundado  sobre  la  ley  nacional; 
además  ella  goza  de  un  derecho  ala  protección  re- 
sultante de  las  estipulaciones  del  arreglo  de  1891. 
En  el  hecho^  el  registro  internacional  cons- 
tituye el  punto  de  partida  del  derecho  á  la 
protección.  Pero  como  lo  hicimos  ya  constar, 
este  registro  debe  apoyarse  sobre  un  depósito 
nacional  anterior,  en  cuya  virtud  la  mar- 
ca está  ya  protegida  en  su  país  de  origen. 

«Así  el  Registro  Internacional  es  una  conse- 
cuencia del  registro  nacional,  como  la  protec- 
ción internacional  es  una  extensión  de  la 
nacional...  Por  otra  parte,  es  necesario  tener 
en  cuenta  que  para  todo  lo  relativo  al  ejerci- 
cio del  derecho  á  la  protección,  la  marca  que- 
da sometida  en  cada  país  á  la  lex  loci,  lo  que 
es  natural  é  inevitable.  Ocurre  esto  principal- 
mente en  cuanto  á  la  competencia  administrativa 
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ó  judicial,  en  caso  de  oposición,  colisión  ó  fal- 
sificación. «Este  principio,  además,  se  halla  es- 
pecificado en  el  tratado  de  México,  al  declarar 
que  la  ley  aplicable  en  materia  penal  es  la  del 
lugar  en  que  el  delito  se  ha  cometido.  (Art.  13 
del  tratado  sobre  Patentes  y  marcas,  y  13  del 
de  Prop.  Lit.  y     Art.) 

Una  ligera  reseña  del  proyecto  bastará  para 
dar  una  idea  de  su  fácil  y  sencillo  mecanismo. 
La  distribución  geográfica  de  los  países  de  Amé- 
rica hacía  necesario  considerar  el  problema  de 
las  comunicaciones  recíprocas  en  que  se  funda 
la  Unión,  y  desde  luego,  el  establecimiento  de 
una  sola  Oficina  en  tan  vasto  continente  ofre- 
cía dificultades  insuperables.  Luego,  una  divi- 
sión de  los  países  en  dos  grupos  se  imponía,  so- 
bre la  base  de  su  mayor  proximidad,  y  al  efecto 
de  centralizar  sus  registros  en  dos  oficinas 
idénticas  y  simultáneas,  que  respondiesen  á 
aquella  circunstancia  de  manera  que  todo  regis- 
tro comunicado  á  la  una,  sería  transmitido  por 
ésta  á  la  otra,  realizándose  así  la  uniformidad 
con  menos  pérdida  de  tiempo  y  de  gasto.  Así» 
han  quedado  distribuidas  las  naciones  de  Amé- 
rica en  los  dos  núcleos  que  siguen: 

1*^  Estados  Unidos  de  América,  Estados  Uni- 
dos de  México,  Colombia,  Venezuela,  Salvador, 
Costa  Rica,  Nicaragua,  Guatemala,  Honduras, 
Panamá,  Cuba,  Haití  y  Santo  Domingo;  sede  de 
la  Oficina:  la  Habana. 
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2'-^  Estados  Unidos  del  Brasil,  República  Orien- 
tal del  Uruguay,  República  Argentina,  Para- 
guay, Bolivia,  Chile,  Perú  y  Ecuador;  asiento 
de  la  Oficina:  Río  de  Janeiro. 

Para  la  organización,  reglamento,  control, 
gastos  y  demás  actos  de  vigilancia  sobre  el  fun- 
cionamiento de  las  dos  oficinas,  el  proyecto 
adopta  el  mismo  sistema  que  rige  para  las  ofi- 
cinas de  Berna  y  la  de  Washington,  modelos  que 
han  permitido  resolver  sin  la  menor  dificultad 
toda  cuestión  que  pudiera  presentare  al  respec- 
to. Así,  los  /gobiernos  de  Cuba  y  del  Brasil 
quedarían  encargados  por  la  Conferencia,  de 
las  funciones  que  la  de  Berna  encomendó 
al  de  Suiza,  y  que  los  convenios  de  1890  y 
1902  sobre  la  Oficina  Internacional  de  las  Re- 
públicas Americanas  pusieron  bajo  el  control 
del  gobierno  de  los  Estados  Unidos  de  América. 
En  caso  de  constituirse,  por  la  adhesión  su- 
ficiente al  tratado  adjunto,  las  «Oficinas  para 
la  Protección  Internacional  de  la  Propiedad 
Intelectual  é  Industrial»,  sus  recursos  serían 
los  que  resultasen  de  la  concurrencia  estable- 
cida por  el  acuerdo  de  1890,  en  Washington, 
con  más  un  emolumento  fijo  de  cinco  pesos 
oro  americano,  que  cada  interesado  abonará 
en  el  acto  de  constituir  su  derecho,  y  destina- 
do á  aumentar  el  fondo  de  mantenimiento  del 
servicio  internacional. 
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Se  ha  colocado  la  Comisión  en  el  caso  de 
que  no  llegasen  á  reunirse  las  condiciones  ne- 
cesarias para  el  establecimiento  de  aquellas 
oficinas,  y  entonces  se  ha  preocupado  de  re- 
solver la  duda  que  quedaría  respecto  de  la  efec- 
tividad de  los  tratados  de  México,  que  por  el 
proyecto  se  confirman.  El  artículo  10  resuelve 
el  caso  en  la  siguiente  proposición  alternativa: 

I*'  Si  concurren  á  la  creación  de  la  oficina 
las  dos  terceras  partes  de  los  Estados  que  se 
requieren  para  ella,  las  disposiciones  de  los 
tratados  relativos  al  registro  en  cada  uno  de  los 
signatarios,  quedarían  de  hecho  substituidas  por 
las  del  proyecto  en  cuanto  establece  un  regis- 
tro central; 

2°  Si  no  concurre  el  número  suficiente  de  Es- 
tados para  ese  objeto,  los  tratados  de  México 
quedan  en  vigencia  en  su  totalidad  y  en  su 
actual  sentido,  esto  es,  que  para  aquellos  Esta- 
dos no  regiría  la  Unión,  ni  lo  prescrito  para 
la  centrahzación  del  Registro  se  aplicaría  a 
•ellos  y  seguirían  rigiéndose  á  ese  respecto  por 
el  sistema  del  registro  múltiple. 

Así  los  gobiernos  americanos,  en  realidad, 
pueden  todavía  optar,  en  virtud  de  los  artículos 
10  y  11,  por  uno  ú  otro  sistema,  si  bien  no 
creemos  que,  una  vez  admitido  el  reconocimien- 
to del  derecho  constituido  en  país  extranjero, 
pudiera  existir  una  razón  atendible   para  pre- 
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ferir  el  oneroso  registro  múltiple,  al  sencillo, 
protector  y  expeditivo  registro  único,  que  allana 
todas  las  dificultades  con  que  hasta  ahora  ha 
tropezado  la  efecti\'idad  de  aquel  derecho,  y 
cuyos  fundamentos  amphos  y  sin  réplica  doc- 
trinal posible,  se  hallan  en  los  ya  citados  con- 
venios de  París  y  de  Madrid. 

La  razón  de  soberanía  queda  ehminada  por 
las  disposiciones  del  proyecto  que  se  fundan  en 
el  principio  inicial  de  la  ley  del  país  de  origen, 
y  en  el  predominio  de  la  ley  nacional,  para 
todo  cuanto  afecta  á  la  Constitución,  término, 
mutación,  caducidad  y  pérdida  del  derecho;  y 
en  cuanto  á  la  razón  económica,  la  hemos  ana- 
lizado al  comienzo  de  este  informe,  y  si  ella 
hubiera  de  tomarse  en  cuenta  para  no  estable- 
cer la  Unión,  existiría  también  para  no  subscri- 
bir los  tratados,  pues  éstos  se  fundan  en  el 
mismo  reconocimiento  de  la  propiedad  interna- 
cional. En  cuanto  á  la  renta  de  que  pudieran 
privarse  los  Estados  por  renunciar  el  nuevo 
registro  de  toda  marca,  patente  ú  obra  que  ya 
lo  fueran  en  el  país  de  origen,  su  valor  no 
compensa  la  pérdida  mayor,  que  resulta  del 
retraimiento  impuesto  por  el  recargo  de  gravá- 
menes en  cada  uno  de  los  demás  donde  haya 
que  hacerlos  valer.  Esta  situación  ha  sido  des- 
crita por  el  autor  de  un  reciente  estudio  sobre 
el  registro  internacional,  diciendo: 

11 
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«Para  hacer  proteger  una  marca  en  diferen- 
tes países  es  necesario  proceder  á  otros  tantos 
registros,  teniendo    en   cuenta  las    condiciones 
particulares  de  cada  administración,  su  lengua, 
sus  exigencias  fiscales.  De  ello  resulta  que  un 
fabricante   ó  comerciante  sólo  rara  vez  puede 
hacer  por  sí^^mismo  el  depósito  en  varios  paí- 
ses: se  ven  obligados  á  emplear  intermediarios, 
—  y  la  ley  á  veces  hace  de   esto  una    obliga- 
ción,— y  cuyos  honorarios  deben    agregarse  á 
las  tasas  administrativas.  Resulta  de  esto,  para 
todo  depósito,  una  serie  de  molestias   y  gastos 
múltiples,  que  se  procuran  evitar  en  lo  posible, 
y  entonces,  ó  no  se  hacen  depósitos  de  marcas 
en  el  extranjero,  ó  sólo  se  depositan  en  el  país 
donde  hay  un  interés  muy  especial  en  hacerlo» ► 
Estas  y  otras    consideraciones    relativas   á  las 
diferencias  de  legislación,  procedimientos,  pla- 
zos, etc.,  bastan  para  explicar,  según  el  mismo 
autor,    la   escasa    proporción    de  los   depósitos 
internacionales,  con  relación  al  número   consi- 
derable de  marcas  depositadas  cada  año  en  los 
países   industriales    (Poinsard,    Venregistre- 
ment  int.,  Abril,  1905). 

Un  punto  importante  resuelto  por  el  proyec- 
to, es  también  el  de  la  duración  de  la  protec- 
ción internacional,  que  el  Convenio  de  Madrid 
fija  en  veinte  años  para  las  marcas  de  fábrica 
y  de  comercio,  pero  que  cada  legislación  nació- 
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nal  determina  de  modo  distinto  para  cada  ma- 
teria. Un  plazo  único  no  era  posible,  dado,  1^ 
la  diversidad  de  leyes  entre  los  países  de  la 
Unión,  en  cuanto  á  duración  de  los  derechos 
de  propiedad  intelectual  é  industrial;  2°  la  di- 
versidad de  plazos,  ya  se  trate  de  patentes  de 
invención,  ya  de  marcas,  ya  de  obras  literarias 
ó  artísticas;  luego,  lo  más  natural  era  buscar 
un  término  común  razonable,  conciliatorio  en- 
tre la  naturaleza  del  derecho  en  sí  mismo,  y 
el  interés  de  los  Estados  y  de  la  industria  y 
el  comercio. 

En  cuanto  al  derecho  de  autor,  si  bien  la 
variedad  de  legislaciones  ha  oscilado  y  oscila 
constantemente,  dado  su  carácter  especial,  el 
inmediato  interés  que  la  sociedad  tiene  en  apro- 
piarse cuanto  antes  de  las  obras  de  la  inteh- 
gencia,  la  transacción  que  desde  luego  significa, 
entre  el  interés  privado  y  el  púbUco,  la  fijación 
de  un  tiempo  de  goce  exclusivo  del  autor  y  de 
sus  sucesores,  la  Comisión  ha  creído  deber  optar 
por  un  sistema  favorable  al  más  rápido  desarro- 
llo de  la  cultura  pública,  Hmitando  la  duración 
del  derecho  á  25  años  después  de  la  muerte  del 
autor;  todo  esto,  se  entiende,  el  proyecto  de 
convenio  lo  establece  sólo  en  ausencia  de  ley 
nacional  que  fije  el  tiempo  de  duración  del  de- 
recho que  ella  concede,  pues,  en  todo  caso,  co- 
mo ya  se  dijo,  se  parte  de  la  base  de  la  ley 
del  país  en  que  fué  constituido. 
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Excusamos  mayores  fundamentos  y  referen- 
cias sobre  el  contenido  del  proyecto,  porque 
entendemos  que  su  texto  es  bastante  claro  res- 
pecto de  las  funciones  generales  que  se  atri- 
buyen á  las  Oficinas  Internacionales.  Estas  no 
son,  por  lo  demás,  una  novedad  sino  en  cuanto 
al  territorio  de  su  aplicación,  pues  se  hallan 
legisladas  de  manera  semejante  en  otros  países 
correspondientes  á  diversas  uniones  de  esta  y 
otra  naturaleza. 

Pero  antes  de  concluir  este  informe,  es  me- 
nester expresar  nuestra  creencia  de  que  es- 
te convenio  significa  un  adelanto  considera- 
ble en  una  rama  de  la  legislación  tan  llena  de 
vicisitudes  y  cambios,  y  en  que  tantos  prejui- 
cios han  contribuido  á  cerrar  el  paso  al  pro- 
greso de  las  ideas.  Si  el  Congreso  de  Monte- 
video fué  una  iniciación  feliz  y  avanzada,  con- 
firmada en  su  doctrina  por  los  de  Washington 
y  México,  la  resolución  de  la  Tercera  Confe- 
rencia, que  adoptase  decididamente  el  régimen 
de  la  Unión  sobre  la  base  del  registro  ó  depó- 
sito único  para  la  protección  internacional,  ha- 
brá despejado  en  primer  lugar,  un  camino  has- 
ta ahora  lleno  de  obstáculos  y  de  vacilaciones, 
fijando  ya  el  principio  de  justicia  internacional 
ya  por  nadie  desconocido,  y  en  segundo,  ha- 
brá hecho  posible  la  recíproca  influencia  déla 
labor  intelectual  de  los  pueblos  de  América,  ya 
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sea  en  el  campo  de  las  invenciones  de  la  in- 
dustria y  seguridad  del  comercio,  ya  en  el  más 
amplio  de  las  producciones  de  la  ciencia,  la 
literatura  y  el  arte,  que  llevan  en  sí  la  fuerza 
más  efectiva  que  acerca  á  las  naciones,  las 
obliga  á  comprenderse  mejor,  y  á  estrechar 
sus  vínculos  de  raza  ó  de  intereses  generales, 
á  eliminar  las  causas  de  desavenencias,  recelos 
y  aun  conflictos,  que  sólo  tienen  por  origen  e^ 
aislamiento,  y  la  ausencia  de  intercambio  de 
sus  producciones  ó  de  sus  ideas. 

Saludamos  al  Sr.  Presidente  con  la  más  dis- 
tinguida consideración. 

Eío  de  Janeiro,  Agosto  14  de  1906. 

Al  Sr.  Presidente  de  la  Tercera  Conferencia 
Internacional  Americana,  Dr.  Joaquín  Nabuco. 


XXIII 

Unión  Internacional  Americana  para  la  pro- 
tección de  la  Propiedad  Intelectual  é 
Industrial. 

Convenio  sancionado  por  la  Tercera   Conferencia  reunida    en  Río 
de  Janeiro  en  Julio  y  Agosto  de  1906. 

Art.  1°.  Las  naciones  signatarias  adoptan  en 
materia  de  patentes  de  invención,  dibujos  y 
modelos  industriales,  marcas  de  fábrica  y  co- 
mercio, y  propiedad  literaria  y  artística,  los 
tratados  subscritos  en  la  Segunda  Conferen- 
cia Internacional  Americana  de  México,  el  27 
de  Enero  de  1902,  con  las  modificaciones  que 
en  la  presente  Convención  se  expresan. 

Art.  2^.  Se  constituye  una  Unión  de  las  Na- 
ciones de  América,  que  se  hará  efectiva  por 
medio  de  dos  Oficinas  que,  bajo  la  denomina- 
ción de  Oficina  de  la  Unión  Internacional 
Americana  para  la  Pi'otección  de  la  Pro- 
piedad Intelectual  é  Industrial,  funcionarán, 
una  en  la  ciudad  de  la  Habana,  y  otra  en   la 
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de  Río  de  Janeiro,  en  completa  correlación  en- 
tre sí,  y  tendrán  por  objeto  centralizar  el  re- 
gistro de  obras  literarias  y  artísticas,  patentes, 
marcas,  dibujos  y  modelos,  etc.,  que  se  regis- 
traren en  cada  una  de  las  Naciones  signata- 
rias, de  acuerdo  con  los  tratados  respectivos, 
y  á  los  efectos  de  su  validez  y  reconocimiento 
en  las  demás. 

Este  registro  internacional  es  puramente  fa- 
cultativo para  el  interesado,  quien  queda  en 
libertad  de  solicitar  por  sí  mismo,  ó  por  me- 
dio de  apoderado,  el  registro  en  cada  uno  de 
los  Estados  en  que  pida  protección. 

Art.  3*".  La  Oficina  establecida  en  la  ciu- 
dad de  la  Habana,  atenderá  los  registros  pro- 
cedentes de  los  Estados  Unidos  de  América, 
de  México,  de  Venezuela,  Cuba,  Haití,  Santo 
Domingo,  San  Salvador,  Honduras,  Nicara- 
gua, Costa  Rica,  Guatemala,  Panamá  y  Colom- 
bia. 

La  Oficina  establecida  en  la  ciudad  de  Río 
de  Janeiro  atenderá  los  registros  que  proce- 
dan de  las  Repúblicas  de  los  Estados  Unidos 
del  Brasil,  de  la  República  Oriental  del  Uru- 
guay, República  Argentina,  Paraguay,  Bolivia, 
Chile,  Perú  y  Ecuador. 

Art.  4°.  A  los  efectos  de  la  unificación  legal 
del  Registro,  las  dos  Oficinas  Internacionales, 
que  sólo  se  dividen  en    atención  á    la   mayor 
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facilidad  de  las  comunicaciones,  se  consideran 
como  una  sola,  y  á  este  fín  se  dispone:  a)  que 
ambas  lleven  los  mismos  libros  y  la  misma  con- 
tabilidad, bajo  un  idéntico  sistema;  b)  que  men- 
sualmente  se  transmitan  entre  sí  copias  auten- 
ticadas por  los  gobiernos  en  cuyos  territorios 
tienen  su  asiento,  de  todo  registro,  comunica- 
ción ú  otros  documentos  que  afecten  al  reco- 
nocimiento del  derecho  de  los  propietarios  ó 
autores. 

Art.  5^  Cada  uno  délos  Gobiernos  adheren- 
tes  á  la  Unión  remitirá  al  fin  de  cada  mes,  á 
la  Oficina  que  le  corresponda  según  el  art.  3^, 
copias  autenticadas  de  todo  registro  de  mar- 
cas, patentes,  dibujos,  modelos,  etc.,  y  ejempla- 
res de  las  obras  literarias  y  artísticas  que  se 
hubieren  registrado  en  ellas,  así  como  de  toda 
caducidad,  renuncia,  transmisión  y  otras  muta- 
ciones que  se  produjeren  en  los  derechos,  de 
acuerdo  con  los  tratados  y  leyes  respectivas, 
á  fín  de  que  sean  comunicados  ó  distribuidos, 
y  notificados  según  los  casos,  por  la  Oficina 
Internacional  que  corresponda,  á  las  Naciones 
que  se  hallan  en  relación  directa  con  ella. 

Art.  6°.  El  registro  ó  depósito  hechos  en  el 
país  de  origen,  en  conformidad  á  la  ley  nacio- 
nal de  éste  y  transmitido  por  la  respectiva  ad- 
ministración á  la  Oficina  Internacional,  será 
notificado  por  ésta  á  las  demás  de    la    Unión, 
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las  que  le  darán  entera  fe  y  crédito,  salvo 
cuando  se  hallase  en  el  caso  previsto  por  el 
artículo  9°  del  Tratado  sobre  patentes,  marcas, 
etc.,  de  México,  y  en  el  de  falta  de  los  requisi- 
tos esenciales  al  reconocimiento  de  la  propie- 
dad internacional,  si  se  trata  de  obras  litera- 
rias ó  artísticas,  de  acuerdo  con  el  tratado  de 
esta  materia  subscrito  en  México. 

A  fin  de  que  los  Estados  que  forman  la  Unión 
puedan  aceptar  ó  rehusar  el  reconocimiento  de 
los  derechos  concedidos  en  el  país  de  origen, 
y  para  los  demás  efectos  legales  de  dicho  re- 
conocimiento, aquellos  Estados  tendrán  un  año 
de  plazo  desde  la  fecha  de  la  notificación  por 
la  Oficina  correspondiente. 

En  caso  de  negativa  del  reconocimiento  de 
una  patente,  marca,  dibujo,  modelo,  etc.,  ó  del 
derecho  sobre  una  obra  Hteraria  ó  artística, 
por  alguna  de  las  administraciones  de  los  Es- 
tados que  forman  la  Unión,  la  harán  saber  á 
la  Oficina  Internacional  con  la  relación  y  mo- 
tivos del  caso,  para  que  ésta  la  transmita,  á  su 
vez,  á  aquella  de  donde  procede  y  á  la  parte 
interesada,  á  los  efectos  que  corresponda  se- 
gún las  leyes  internas. 

Art.  7^.  Todo  registro  ó  reconocimiento  del 
derecho  intelectual  é  industrial,  hecho  en  uno 
de  los  países  de  la  Unión,  y  comunicado  á  los 
demás  en  la  forma    prescrita  en   los   artículos 
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anteriores,  surtirá  los  mismos  efectos  que  si 
hubiese  sido  registrado  ó  reconocido  en  todos 
ellos,  y  toda  nulidad  ó  caducidad  del  derecho, 
producida  en  el  país  de  origen,  comunicada  en 
la  misma  forma  á  los  demás,  tienen  en  éstos 
los  mismos  efectos  que  en  aquél. 

La  duración  de  la  protección  internacional 
derivada  del  Registro  será  la  de  las  leyes  del 
país  que  hubiese  otorgado  ó  reconocido  el  de- 
recho; y  si  ellas  no  contuviesen  esta  disposi- 
ción, ó  no  señalasen  tiempo,  será:  para  las 
patentes,  de  15  años;  para  las  marcas  de  fá- 
brica ó  de  comercio,  modelos  y  dibujos  indus- 
triales, de  10;  y  para  las  obras  literarias  y 
artísticas,  de  25  años  después  de  la  muerte 
del  autor:  los  dos  primeros  plazos  pueden  re- 
novarse ilimitadamente  por  los  mismos  trámi- 
tes del  primer  registro. 

Art.  8^  Las  Oficinas  Internacionales  para  la 
Protección  de  la  Propiedad  Intelectual  é  Indus- 
trial serán  regidas  por  un  mismo  Reglamen- 
to, proyectado  de  acuerdo  por  los  Gobiernos 
de  las  Repúblicas  de  Cuba  y  de  los  Estados 
Unidos  del  Brasil,  y  aprobado  por  todas  las 
demás  de  la  Unión.  Su  presupuesto  de  gastos 
sancionado  por  estos  mismos  Gobiernos,  será 
costeado  por  todos  los  signatarios  en  la  misma 
proporción  establecida  para  la  Oficina  Inter- 
nacional de  las  Repúblicas  Americanas,  de  Was- 
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hington,  y  se  hallará  á  este  respecto  bajo  el 
control  de  los  Gobiernos  en  cuyo  territorio  ten- 
gan su  asiento. 

A  la  tasa  de  los  derechos  que  el  país  de 
origen  exija  por  los  registros  ó  depósitos  y  de- 
más actos  que  se  derivan  del  reconocimiento  ó 
garantía  de  la  propiedad  intelectual  é  indus- 
trial, se  agregará  un  emolumento  de  cinco  pe- 
sos oro  americano,  ó  su  equivalente  en  la  mo- 
neda del  país  donde  se  verifica  el  pago,  cuyo 
producto  se  distribuirá  por  partes  iguales  en- 
tre los  Gobiernos  en  cuyo  territorio  funcionen 
las  Oficinas  Internacionales,  y  al  sólo  objeto 
de  contribuir  al  sostenimiento  de  éstas . 

Art.  9^.  Además  de  las  funciones  prescritas 
en  los  artículos  precedentes,  las  Oficinas  Inter- 
nacionales, tendrán  las  que  siguen: 

l^  Reunir  las  informaciones  de  toda  naturaleza 
que  se  refieran  á  la  protección  de  la  propiedad 
intelectual  é  industrial,  publicarlas  y  circularlas 
entre  los  países  de  América,  con  la  periodicidad 
conveniente; 

2*.  Fomentar  el  estudio  de  las  cuestiones  rela- 
tivas á  dichas  materias,  á  cuyo  efecto  podrán 
pubHcar  una  ó  más  revistas  oficiales,  con  in- 
serción de  todos  los  documentos  que  les  remitan 
las  administraciones  de  los  países  signatarios; 

3^.  Hacer  presente  á  los  Gobiernos  de  la  Unión 
las  difícultades  que  se  opongan  á  la  más  fácil 
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y  eficaz  aplicación  del  presente  convenio,  indi- 
cando los    medios  de  subsanarlos  ó  allanarlos; 

4^*.  Concurrir  con  los  Gobiernos  de  la  Unión 
á  preparar  conferencias  internacionales  para  el 
estudio  y  progreso  de  las  legislaciones  sobre 
propiedad  intelectual  é  industrial  para  las  re- 
formas que  conviniera  introducir  en  el  régimen 
de  la  Unión  ó  en  los  tratados  vigentes  sobre 
la  misma  materia,  y  en  caso  de  que  tales  con- 
ferencias se  realicen,  los  directores  de  las  Ofici- 
nas, que  no  hubieran  sido  nombrados  para  re- 
presentar á  algún  país,  tendrán  derecho  de 
asistir  á  sus  sesiones,  emitir  sus  opiniones  en 
ellas,  pero  no  de  votar; 

5*.  Presentar  al  Gobierno  del  país  donde 
funcionen  una  memoria  anual  de  sus  trabajos, 
la  que  será  comunicada  á  todos  los  Estados 
de  la  Unión; 

6^.  Entablar  relaciones  de  canje  de  publicacio- 
nes, informes  y  datos  concurrentes  al  progreso 
de  la  institución,  con  las  oficinas  é  institutos  si- 
milares, y  con  corporaciones  científicas,  ütera- 
rias,  artísticas  é  industriales  de  Europa  y  Amé- 
rica; 

7*.  Cooperar  como  agente  de  cada  uno  de 
los  Gobiernos  de  la  Unión,  para  el  desempeño 
de  cualquier  gestión,  iniciativa  ú  oficios  concu  - 
rrentes  á  ios  fines  de  la  presente  Convención, 
ante  las  administraciones  de  las  demás. 
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Art.  10.  Las  disposiciones  contenidas  eii  los 
Tratados  de  México,  de  27  de  Enero  de  1902,  so- 
bre patentes  de  invención,  dibujos  y  modelos  in- 
dustriales y  marcas  de  fábrica  y  comercio,  y  so- 
bre propiedad  literaria  y  artística,  en  cuanto  á 
las  formalidades  del  registro  ó  reconocimiento 
del  derecho  en  los  demás  países  que  no  sean  el 
de  origen,  se  consideran  substituidas  por  las 
prescripciones  de  la  presente  Convención,  desde 
que  quede  establecida  una  de  las  oficinas  Inter- 
nacionales, y  sólo  con  relación  á  los  Estados  que 
concurran  á  su  constitución;  en  todo  lo  demás, 
dichos  tratados  quedarán  en  vigencia,  y  la  pre- 
sente Convención  será  considerada  como  adicio- 
nal de  los  mismos. 

Art.  11.  Los  Gobiernos  de  las  Repúbhcas  de 
Cuba  y  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil  proce- 
derán á  la  organización  de  las  Oficinas  Interna- 
cionales, cuando  hayan  ratificado  la  presente 
Convención  por  lo  menos  las  dos  terceras  partes 
de  las  Naciones  que  corresponden  á  cada  grupo 
de  las  enunciadas  en  el  art.  3^.  No  será  necesario 
el  establecimiento  simultáneo  de  las  dos  Oficinas, 
pues,  habiendo  el  número  antes  establecido  de 
Gobiernos  adherentes,  podrá  instalarse  una  sola, 
^quedando  á  cargo  del  Gobierno  en  cuya  sede 
corresponda  la  Oficina,  tomar  las  medidas  que 
conduzcan  á  dicho  resultado,  haciendo  uso  de 
las  facultades  que  contiene    el  artículo  octavo. 
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En  el  caso  de  que  se  haya  establecido  una 
de  las  dos  Oficinas  á  las  que  la  presente  Con- 
vención se  refiere,  podrán  acudir  á  ella,  para 
todos  los  efectos  en  la  misma  convención  pre- 
vistos, los  países  que  pertenezcan  a  grupo  dis- 
tinto de  aquel  al  que  la  Oñcina  establecida 
corresponde,  hasta  tanto  quede  constituida  la 
segunda.  Cuando  ésta  se  constituya,  la  prime- 
ra le  remitirá  todos  los  informes  á  que  el  segun- 
do párrafo  del  art.  12  se  refiere. 

Art.  12.  Por  lo  que  respecta  á  la  adhesión 
de  las  naciones  de  América  á  la  presente  Con- 
vención, ella  será  comunicada  al  Gobierno  de 
los  Estados  Unidos  del  Brasil,  el  que  la  dará 
á  conocer  á  los  demás,  haciendo  esta  comuni- 
cación las  veces  de  canje. 

El  Gobierno  de  Brasil  notificará,  además, 
esta  adhesión  á  las  Oficinas  Internacionales,  y 
éstas  remitirán  al  nuevo  Gobierno  adherente 
un  estado  completo  de  todas  las  marcas,  patentes, 
modelos,  dibujos  y  obras  Uterarias  y  artísticas 
registradas,  y  que  á  esa  fecha  se  hallasen  bajo 
la  protección  internacional. 

En  fe  de  lo  cual,  etc. 

Río  de  Janeiro,  Agosto  9  de  1906. 


XXIV 

Codificación  del  Derecho   Internacional 

§  I— Proyecto  de  La  Delegación  Argen- 
tina Á  LA  TERCERA  CONFERENCIA  INTER- 
NACIONAL Americana.— Creación  de  una 
JUNTA  DE  Jurisconsultos. 

Los  que  subscriben,  delegados  de  las  Repú- 
blicas representadas  en  la  Tercera  Conferencia 
Internacional  Americana,  debidamente  autori- 
zados por  sus  Gobiernos,  con  el  propósito  de 
llevar  á  la  práctica  el  pensamiento  enunciado 
en  la  cláusula  V  del  Programa,  esto  es,  de 
proceder  á  la  creacióm  de  «una  Comisión  de 
Jurisconsultos  que  prepare,  para  someterlo  á 
la  Conferencia  siguiente,  un  proyecto  de  Código 
de  Derecho  Internacional  Público  y  Privado, 
y  asimismo  determine  la  manera  de  pagar  los 
gastos  que  exija  la  obra,  recom^endando  es- 
pecialmente á  la  consideración  de  dicha  Comi- 
sión de  Jurisconsultos  los  tratados  celebrados 
en  el    Congreso    de    Montevideo,    en  1889,   de 

15 


226 


leyes  civiles,  comerciales,  criminales  y  proce- 
sales», han  acordado  celebrar  la  siguiente  con- 
vención: 

Art.  1".  Una  Junta  de  Jurisconsultos,  que  se 
compondrá  de  un  representante  por  cada  una 
de  las  naciones  de  América,  nombrado  por  su 
respectivo  Gobierno,  se  constituirá  para  tomar 
¿í  su  cargo  la  preparación  de  un  Código  de  De- 
recho Internacional  Público  y  Privado,  y  á  la 
cual  se  le  recomienda  tomar  por  base  los  tra- 
tados subscritos  en  el  Congreso  de  Montevideo, 
de  1889.  Dos  ó  más  naciones  pueden  nombrar 
de  acuerdo  un  solo  jurisconsulto  que  las  re- 
presente en  la  Junta. 

Art.  2^  La  Junta  celebrará  un  número  de 
sesiones  que  sea  estrictamente  necesario,  la 
primera  en  la  ciudad  de  Washington,  dentro 
de  los  tres  meses  de  hallarse  nombrada  una 
mayoría  de  dos  terceras  partes  de  sus  miem- 
bros, á  objeto  de  constituirse  y  organizar  el 
trabajo. 

La  misma  Junta  designará  las  fechas  de  sus 
reuniones  posteriores,  siempre  que  el  plazo  de 
la  última  sesión,  que  deberá  celebrarse  en  la 
ciudad  que  se  designe  para  sede  de  la  próxima 
Conferencia  Internacional  Americana,  permita 
comunicar  á  los  Gobiernos  los  proyectos  con- 
cluidos, ó  partes  importantes  de  ellos,  seis  me- 
ses antes  de  la  apertura  de  la  referida  asamblea. 
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Las  comunicaciones  de  los  nombramientos 
de  los  miembros  de  la  Junta  de  Juriscon- 
sultos serán  hechos  por  los  Gobiernos  de 
las  naciones  que  adhieran  á  la  presente  con- 
vención, al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos 
de  América,  el  que  dispondrá  lo  conveniente 
para  hacer  efectiva  la  primera  sesión. 

Art.  3°.  Los  gastos  que  demande  la  reali- 
zación de  la  obra  antes  mencionada  serán  abo- 
nados por  todas  ios  naciones  adherentes  á  esta 
convención,  en  la  misma  proporción  establecida 
para  el  sostenimiento  de  la  Oficina  Internacio- 
nal de  Washington,  por  la  Primera  Conferencia 
Pan-Americana,  el  14  de  abril  de  1890,  con 
excepción  de  honorarios,  que  serán  resueltos  y 
pagados  por  cada  Estado  á  su  respectivo  re- 
presentante. Dichos  gastos  serán  comunicados 
la  primera  vez  al  Gobierno  délos  Estados  Uni- 
dos, y  en  lo  sucesivo  al  Gobierno  en  cuyo  terri- 
torio se  reúna  la  comisión,  para  que  gestionen 
de  las  demás    su  cuota  correspondiente. 

Art.  4^.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  tercero  del  artículo  II,  el  Gobierno  de 
la  nación  en  cuyo  territorio  haya  de  reunirse 
la  Cuarta  Conferencia  podrá  tomar  todas  las 
medidas  y  dar  los  pasos  necesarios  para  acele- 
rar el  nombramiento,  las  reuniones  y  la  más 
fácil  expedición  de  la  Junta  de  Jurisconsultos, 
la  cual  podrá  dirigirse  á  aquel  Gobierno  á  los 


—    228    — 

objetos  que  conduzcan  al  mejor  desempeño  de 
su  misión. 

Art.  S*".  Podrán  adherirse  posteriormente  á 
esta  convención  las  demás  naciones  de  América 
que  no  la  hubiesen  subscrito,  haciéndolo  así 
saber  á  cualquiera  de  las  signatarias,  la  cual 
lo  comunicará  á  las  demás. 

Art.  6*^.  Para  la  vigencia  del  tratado  que 
sancione  los  códigos  antes  referidos,  no  será 
requerido  el  canje  simultáneo  de  ratificaciones: 
bastará  para  ese  efecto  que  el  Gobierno  que 
los  apruebe  lo  comunique  á  los  demás  por  la 
vía  diplomática. 

Hecho  y  firmado  en  la  ciudad  de  Río  de  Ja- 
neiro, á  los días  del    mes  de  Agosto  de   mil 

novecientos  seis,  en  tres  ejemplares  escritos 
respectivamente  en  español,  portugués  é  inglés, 
los  cuales  se  depositarán  en  la  Secretaría  de 
Estado  y  de  Relaciones  Exteriores  de  los  Es- 
tados Unidos  del  Brasil,  á  fin  de  que  de  ellos 
se  saquen  copias  certificadas  para  enviarlas  por 
la  vía  diplomática  á  cada  una  de  las  naciones 
signatarias. 

Delegación  de  la  República  Argetitina. — 

Bio  Janeiro,  Agosto  3  de  1906.  ■■ 
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§  II.— Exposición  de  motivos  del  proyecto 

ANTERIOR. 

a)  Co7istituci6n  de  la  Junta  ó  Comisión. 

Muchos  medios  se  lian  examinado  antes  de 
adoptar  el  que  en  el  proyecto  se  aconseja,  y 
entre  ellos  el  de  atribuir  á  un  sólo  Gobierno  el 
nombramiento  de  la  Comisión,  el  de  encargar 
esta  misión  á  la  Oficina  Internacional  de  Was- 
hington, el  de  designar  tres  miembros  según 
el  proyecto  del  Sr.  Duarte  Pereira,  y  por  fin, 
nos  decidimos  por  la  forma  propuesta. 

El  primer  sistema  tenía  dos  graves  inconve- 
nientes: la  dificultad  de  determinar  á  qué  Go- 
bierno había  de  encomendarse  la  constitución  de 
la  Junta,  y  en  caso  de  que  este  punto  se  resol- 
viese, la  de  poder  elegir  con  acierto,  dentro  de 
los  países  de  América,  las  personas  más  indica- 
das para  formar  parte  de  la  Comisión;  el  segun- 
do sistema  adolecía  de  los  mismos  inconvenien- 
tes del  anterior,  pues,  aunque  se  hallen  en  la 
Oficina  Internacional  representadas  las  nacio- 
nes de  América,  dados  sus  incompletos  medios 
actuales  de  información,  no  creíamos  que  pu- 
diese elegir  con  acierto  las  personas,  ni  conocer 
á  fondo  la  naturaleza  de  las  cuestiones  que  en 
el    código  deben  fígurar  y  ser  punto    de  vista 
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esencial  para    determinar  el   criterio  de   selec- 
ción de  los  miembros  de  la  Junta. 

En  cuanto  al  proyecto  del  Sr.  Duarte  Pereira, 
nos  parecía  que  tres  personas  no  son  bastantes 
para  dar  cima  á  un  trabajo  como  el  encomen- 
dado por  el  Programa;  no  por  imposibilidad 
intelectual,  desde  que  un  sólo  juriconsulto  ha 
hecho  muchas  veces  obra  de  más  ahento  en 
igual  tiempo,  sino  por  consideraciones  de  orden 
político  y  material  á  la  vez.  Los  técnicos  que  se 
nombren  deben  conocer  y  penetrar  bien  los  pro- 
blemas relativos  á  cada  una  de  las  naciones 
que  se  comprometan  á  este  convenio,  si  es  que 
el  código  ha  de  tener  eficacia  práctica  y  no  ser 
un  simple  estudio  académico  en  forma  de  ar- 
tículos; y  para  conseguir  esto,  no  vemos  otro 
recurso  que  cada  gobierno  designe  un  repre- 
sentante propio,  al  que  puede  transmitir  ins- 
trucciones amplias  de  plena  confianza  y  en 
completa  armonía  con  los  intereses  políticos 
de  su  país. 

Ahora  bien,  con  el  sistema  propuesto  tendría- 
mos resueltas  todas  aquellas  dificultades,  aun- 
que subsistiesen  otras,  más  aparentes  que  reales, 
como  el  número  de  miembros,  las  traslaciones, 
los  gastos,  etc.,  todos  los  cuales  son  insignifi- 
cantes ante  las  ventajas  de  todo  orden  que 
existen  en  el  hecho  de  hallarse  representadas 
todas  las  naciones  por   hombres    versados    en 
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las  cuestiones  relativas  á  su  respectivo  país,  y 
en  las  relaciones  de  éstas  con  los  principios 
generales  del  derecho  internacional. 

En  cuanto  al  número,  nos  parece  que  él  no 
es  un  obstáculo,  sino  más  bien  una  gran  con- 
veniencia para  el  éxito  de  la  obra,  porque  dada 
la  claridad  y  precisión  sistemática  en  que  están 
distribuidas  las  materias  constitutivas  de  un 
Código  de  Derecho  Internacional  Privado,  y  la 
naturaleza  especial  y  separada  de  las  que  han 
de  entrar  en  la  denominación  de  Derecho  In- 
ternacional Púbuco,  su  distribución  en  subco- 
misiones es  enteramente  cómoda,  y  hará  prác- 
tica la  redacción  de  cada  parte  con  todo  el 
acopio  que  se  quiera  reunir  de  antecedentes 
propios  de  cada  país,  y  generales  de  la  ciencia 
jurídica  universal. 

b)  Naturaleza  y  alcances  de  la  obra   enco- 
mendada. 

Hemos  entendido  desde  el  principio  que  bajo 
el  título  de  «  Código  de  Derecho  Internacional 
Púbhco»  no  había  de  comprenderse  la  codifi- 
cación general  de  esta  ciencia  como  lo  han  pro- 
yectado Bluntschli,  Fiore,  Dudley-Field  y  otros, 
esto  es,  un  trabajo  de  mero  interés  doctrinal, 
sino  un  número  de  tratados  de  índole  práctica 
y  efectiva,  que  responda: 

1".  A  las  modificaciones  que  imprimen  al  de- 
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recho  universal  reconocido  por  todas  las  po- 
tencias civilizadas,  las  peculiaridades  geográficas, 
étnicas,  históricas  y  jurídicas  de  las  naciones 
de  América,  en  cuanto  á  que  estas  circuns- 
tancias importan  determinar  en  ellas  reglas  ó 
normas  de  conducta  particulares  y  propias,  y 
que  ellas  han  incorporado  en  su  derecho  cons- 
titucional con  carácter  inalienable.  Lo  propio 
ha  acontecido  en  el  derecho  púbhco  europeo, 
pues  sábese  muy  bien  que  éste  se  formó  de 
una  serie  sucesiva  de  convenciones  más  ó  me- 
nos amplias,  resultantes  de  revoluciones,  gue- 
rras y  conflictos  diversos;  y  como  la  historia  se 
desarrolla  en  cada  continente  de  un  modo  se- 
mejante, las  mismas  formas  ha  adoptado  el  de- 
recho público  de  América,  si  bien  hasta  ahora 
no  se  ha  traducido  en  convenciones  escritas  de 
carácter  general,  y  es  en  lo  que  consiste  el  gran 
mérito  y  vasta  trascendencia  del  tema  enuncia- 
do por  la  proposición  V  del  Programa; 

2^  Al  natural  y  justo  deseo  de  los  gobiernos 
de  América,  de  incorporar  á  su  derecho  públi- 
co escrito  los  progresos  realizados  en  todas 
ellas,  ó  las  aspiraciones  de  su  opinión  pública 
más  ilustrada,  y  que  no  constan  en  tratados, 
sino  en  las  prácticas,  ó  en  las  contumbres,  ó 
en  las  tradiciones  de  sus  gobiernos  ó  de  su 
diplomacia,  y  que  por  no  hallarse  fíjadas  en 
leyes  internacionales,  originan  dudas  y   malas 
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inteligencias,  y  entorpecen  la  realización  tan 
deseada  de  una  armonía  americana,  buscada 
desde  principios  del  siglo  por  algunos  políticos 
ilustres.  Hallándose  cada  nación  representada 
en  la  Junta  de  juriconsultos  por  un  profesor 
ó  jurista,  que  puede  y  deberá  necesariamente 
ser  al  mismo  tiempo  un  hombre  político  ó  un 
diplomático,  todos  estos  puntos  de  carácter  pe- 
culiar á  cada  país  serán  tomados  en  cuenta,  y 
se  podrá  determinar  con  facilidad,  no  sólo  el 
concurso  que  unos  y  otros  aportarán  al  per- 
feccionamiento del  derecho  público  general 
americano,  sino  aquellos  principios  que,  por 
hallarse  incorporados  de  manera  inalienable  á 
su  derecho  púbHco  interno,  ó  por  ser  esencia- 
les á  su  propia  conservación  ó  progreso,  no 
pueden  ser  renunciados  en  favor  de  la  ley  ge- 
neral. 

Vése,  pues,  cómo  en  ningún  caso  el  Código 
de  Derecho  Internacional  Público,  puede  ni  de- 
be ser  una  labor  científica  pura,  ó  de  interés 
doctrinal,  sino  de  interés  real  y  efectivo  de  las 
naciones  que  hayan  de  formarlo  y  adoptarlo, 
y  una  fuente  de  interpretación  permanente  pa- 
ra resolver  sus  cuestiones  en  forma  jurídica, 
para  alejar  cada  vez  más  entre  ellas  las  causas 
de  desavenencias  ó  de  disputas  insalvables  y, 
por  consiguiente,  los  casos  de  guerra. 

En  cuanto  al  Código  de  Derecho  Internacio- 
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nal  Privado,  todas  las  dificultades  apuntadas, 
relativas  á  su  contenido,  desaparecen  cuando  se 
atiende  á  la  recomendación  contenida  en  la 
misma  cláusula  V  del  programa  de  la  Tercera 
Conferencia,  de  tomar  como  base  los  tratados 
de  Montevideo  de  1889.  Y  aun  sin  este  valio- 
so antecedente,  el  camino  estaría  siempre  des- 
pejado, si  bien  la  tarea  no  es  científicamente 
fácil: 

1^  Porque  el  derecho  común  es  uniforme  en 
todo  el  mundo  civilizado,  con  excepciones  y 
diferencias  limitadas,  y  debidas  á  algunos  prin- 
cipios adoptados  por  ciertos  países  de  América, 
pero  que  en  ningún  caso  modifican  la  tenden- 
cia á  la  completa  uniformidad  genérica  de  las 
leyes  relativas  á  la  condición  civil  del  hombre 
libre; 

2°.  Porque  las  bases  orgánicas  de  un  Código 
de  Derecho  Internacional  Privado,  están  ya 
trazadas,  en  cuanto  á  la  América  se  refiere, 
por  la  obra  del  Congreso  de  Juristas  de  Lima, 
de  1877,  por  la  del  de  Montevideo,  de  1889, 
por  tratados  parciales  subscritos  entre  varias 
naciones  de  América,  y  entre  éstas  y  las  eu- 
ropeas, sobre  diversos  asuntos  de  carácter  pri- 
vado, y  por  la  conformidad  en  que  se  mani- 
fiestan los  juriconsultos  modernos  en  cuanto 
al  contenido  de  un  código    de  esa    naturaleza. 

En  cuanto  al  valor  científico  y   político    del 
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Congreso  de  Montevideo,  ya  que  éi  ha  de  ser- 
vir de  punto  de  partida  al  nuevo  trabajo  pro- 
yectado, es  oportuno  recordar  el  juicio  que  de 
él  han  formulado  los  autores  europeos.  Con- 
tuzzi,  profesor  en  la  Universidad  de  Ñapóles, 
dice  que  «es  sin  duda  una  obra  grandiosa  la 
que  se  ha  realizado:  una  obra  que  queda  re- 
gistrada como  un  monumento  de  sabiduría 
jurídica  y  de  habilidad  práctica,  y  para  expli- 
car las  razones  de  su  buen  éxito,  hace  notar 
que  «en  la  América  no  existen  aquellas  riva- 
lidades políticas  que  hay  en  Europa  y  que 
constituyen  un  obstáculo  insuperable  á  los  pro- 
gresos del  derecho  internacional.»  (Contuzzi, 
Diritto  internazionale  privato,  n»  137). 

Y  si  es  cierto  que  no  todas  las  materias  com- 
ponentes de  esta  rama  del  derecho  no  se  ha- 
llan codificadas  en  aquellos  tratados,  no  puede 
dudarse  que  tal  circunstancia  revela  el  crite- 
rio práctico  que  presidió  á  las  dehberaciones 
del  Congreso,  el  cual  no  se  propuso  una  labor 
teórica,  sino  responder  á  verdaderas  necesida- 
des de  la  vida  internacional  de  los  países  que 
lo  subscribieron.  Por  lo  demás,  un  código  com- 
pleto no  podrá  ser  sancionado  de  una  vez, 
como  un  libro  científico,  si  es  que  él  ha  de  con- 
tener soluciones  de  los  conflictos  existentes  en- 
tre las  distintas  leyes  de  cada  país,  porque  es- 
te conjunto  de    normas    reguladoras    de    tales 
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conflictos, — dice  Olivi, — aparecen  constantemen- 
te en  via  de  formación  é  integración  en  la  es- 
fera del  derecho  positivo,  y  se  manifiestan  en 
primer  término  en  las  leyes  particulares  de  ca- 
da Estado,  limitadas  á  sus  necesidades  y  exi- 
gencias actuales,  y  van  afirmándose  con  formas 
más  frecuentes  y  precisas,  mediante  los  acuer- 
dos internacionales,  tratados  ó  convenciones,  los 
cuales  no  son  sino  instrumentos  de  reconoci- 
miento y  realización  de  un  derecho  uniforme, 
propio  de  los  Estados  reunidos  en  una  asocia- 
ción más  amplia,  de  la  cual  resulta  una  protec- 
ción más  efectiva  del  derecho.  (Olivi,  Diritto 
internazio7iale  pubblico  e  privato,  §  103). 

c)  Reunión  y  funcionamiento  de  la  Junta 

Según  el  proyecto  adjunto,  la  Comisión  de 
Jurisconsultos  se  compondría, — en  el  caso  de 
que  se  adhiriesen  al  Convenio  todas  las  nacio- 
nes de  América,  y  de  que  cada  una  de  ellas 
nombrase  un  representante, — de  veintiún  miem- 
bros, lo  que,  á  nuestro  juicio,  facilita  gran- 
demente, por  la  división  metódica  del  trabajo, 
la  ejecución  de  una  labor  detenida  y  provista 
de  amplios  antecedentes  sobre  cada  materia  de 
las  comprendidas  en  el  código.  Ya  sea  que  la 
Junta  resuelva  presentar  dos  cuerpos  de  legis- 
lación, separando  el  derecho  público  y  el  pri- 
vado, ya  que  se  decida  por  uno  solo — la  cues- 
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tión  esta  carece  de  verdadera  importancia — 
siempre  será  indispensable  la  distribución  de 
cada  tópico  del  código  ó  códigos  en  subcomi- 
siones ó  en  cada  miembro,  señalando  á  cada 
uno,  de  acuerdo  con  un  plan  preestablecido  en 
la  primera  reunión,  la  parte  individual  que  de- 
be realizar. 

Entendemos  por  sesiones,  períodos  breves 
de  reuniones  de  la  Junta,  que  pueden  ser  cin- 
co ó  más,  hasta  formar  el  plan  y  repartir  la 
labor,  en  la  primera  3^  en  la  segunda,  ó  su- 
cesivas, si  así  fuere  necesario,  para  la  coor- 
dinación y  armonía  de  conjunto  en  los  traba- 
jos particulares.  A  este  respecto,  es  indudable 
que  nada  podría  determinar  con  acierto  la  pre- 
sente Conferencia,  porque  se  trata  de  una  obra 
de  carácter  científico  y  profesional,  en  su  ma- 
yor parte,  y  no  es  lícito  limitar  sus  prescrip- 
ciones imperativas  al  propio  concepto  que  de 
ella  puedan  formarse  los  que  han  de  ser  sus 
autores.  El  plan  de  la  obra,  como  su  método 
de  reahzación,  es  por  su  naturaleza  de  la  ex- 
clusiva competencia  de  aquéllos,  y  así  el  pro- 
yecto nada  dispone  al  respecto  sino  en  lo  re- 
lativo á  los  medios  de  facihtar  las  reuniones. 
La  primera  se  reahzaría,  previas  las  gestiones 
del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  en  la  ciu- 
dad de  Washington,  en  atención  á  que  puede 
no    hallarse  todavía  designada  la   ciudad  que 
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ha  de  ser  sede  de  la  Cuarta  Conferencia  Pan- 
Americana,  y  al  hecho  de  haber  partido  de 
allí  la  iniciativa  de  este  nuevo  movimiento  en 
favor  de  la  codifícaión  del  derecho  internacio- 
nal. En  cuanto  á  la  designación  para  asiento 
de  las  siguientes  reuniones,  de  la  ciudad  en 
cuyo  seno  haya  de  reunirse  el  próximo  Con- 
greso, ella  se  funda  en  el  legítimo  y  vivo  in- 
terés que  tiene  el  respectivo  Gobierno  en  el 
éxito  de  éste,  y  en  que  ninguno  como  él  pro- 
cederá con  mayor  diligencia  en  todo  lo  relati- 
vo al  funcionamiento  y  feliz  resultado  de  la 
comisión  encargada  de  presentar  á  la  Confe- 
rencia un  trabajo  concluido. 

No  sería  difícil  que  dejasen  de  manifestar 
su  adhesión  al  convenio,  ó  una  vez  manifes- 
tada, que  demorasen  excesivamente  la  desig- 
nación del  jurisconsulto  que  les  correspondie- 
ra en  la  Comisión,  algunos  de  los  Estados  com- 
prometidos, y  entonces  esta  demora  ó  absten- 
ción viniera  á  hacer  imposible  la  obra  por  el 
transcurso  de  un  tiempo  demasiado  prolonga- 
do. Para  evitar  este  grave  inconveniente,  el 
proyecto  dispone  que  bastan  las  dos  terceras 
partes  de  los  miembros  que  debe  tener  la  Co- 
misión, según  las  adhesiones  antes  manifesta- 
das, para  proceder  á  su  convocación,  dado  que, 
en  todo  caso,  con  esta  medida,  habría  siempre 
número  bastante  para  emprender  la    labor  en 
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toda  su  extensión.  Es  natural  que  las  comu- 
nicaciones de  los  Gobiernos,  tanto  con  respecto 
á  la  adhesión  al  convenio,  como  á  la  designa- 
ción del  jurisconsulto,  sean  dirigidas  al  Go- 
bierno de  los  Estados  Unidos,  el  cual  en  pri- 
mer lugar,  procurará  la  concurrencia  de  todos; 
en  segundo,  si  así  no  fuera,  una  vez  en  po- 
sesión de  las  dos  terceras  partes  de  las  comu- 
nicaciones, procedería  á  convocar  la  reunión 
de  la  Junta. 

Coincidimos  con  el  proyecto  del  Sr.  Duarte 
Pereira  en  cuanto  se  refiere  á  la  comunicación 
del  ó  de  los  proyectos  formulados,  á  los  res- 
pectivos Gobiernos,  antes  de  ser  enviados  á  la 
Conferencia;  y  nosotros  agregamos  que  no  ha- 
bría necesidad  de  que  se  hallase  terminada  toda 
la  obra,  pues,  si  la  Comisión  resolviese,  como  es 
de  suponer,  dividir  el  trabajo  en  dos  cuerpos 
independientes,  el  Derecho  Público  y  el  Priva- 
do, no  habría  en  verdad  necesidad  de  que  se 
presentasen  ambos,  pues  no  puede  haber  duda 
de  que,  ante  todo,  es  más  urgente  el  Código  de 
Derecho  Privado  que  el  Público,  y  en  seguida^ 
que  los  asuntos  de  la  comprensión  del  derecho 
púbhco  son  fragmentarios  y  separados,  y  pue- 
den ser  tratados  con  entera  independencia 
unos  de  otros.  En  este  último  sentido,  pueden 
ser  sancionados  por  la  Cuarta  Conferencia — y 
sería  siempre  obra  meritoria — algunos    de   los 
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tratados  de  carácter  público,  por  ejemplo,  neu- 
tralidad, fronteras,  navegación,  etc.,  porque  uno 
solo  de  estos  asuntos  que  llegase  á  constituir 
materia  de  un  acuerdo  general  de  todos  los 
Estados  Americanos,  bastaría  para  señalar  un 
progreso  en  la  legislación  internacional. 

En  suma,  gran  parte,  la  mayor  acaso,  de  la 
eficacia  de  la  obra  encomendada  á  la  Comi- 
sión de  Jurisconsultos,  queda  entregada  á  su 
propia  deliberación,  dado  que  se  trataría  de 
personas  de  alta  representación  política  é  inte- 
lectual, y  á  quienes  es  forzoso  suponer  habitua- 
das á  los  asuntos  de  esta  índole,  y  que  no 
necesitan  de  guía  para  todos  sus  pasos,  sino 
más  bien  de  autoridades  expeditas  que  den 
cumplimiento  á  sus  deliberaciones,  ya  que  una 
gran  confianza  debe  ser  depositada  en  ellas  de 
parte  de  todos  los  Gobiernos  interesados. 

Las  demás  disposiciones  del  proyecto,  á  nues- 
tro juicio,  no  necesitan  mayor  fundamento,  y 
en  honor  á  la  brevedad,  ehminamos  toda  ex- 
pHcación. 

Delegación  de  la  República  Argentina, — 

Agosto  3  de  1906. 
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§  III.  —  Informe  de  la  Comisión  IV  de 
LA  Tercera  Conferencia  Internacional 
Americana,  sobre  el  convenio  proyec- 
tado. 

1 

Señor  Presidente:  tenemos  el  honor  de  pre- 
sentar á  la  consideración  de  la  Honorable  Con- 
ferencia, el  adjunto  proyecto  de  Convenio,  por 
el  cual,  de  acuerdo  con  el  texto  de  la  proposición 
V  del  Programa,  se  establece  «la  creación  de 
una  Junta  Internacional  de  Jurisconsultos  que 
prepare,  para  someterlo  á  la  siguiente  Confe- 
rencia, un  Proyecto  de  Código  de  Derecho  In- 
ternacional Público  y  Privado,  y  que  asimismo 
determine  la  manera  de  pagar  los  gastos  que 
exija  la  obra». 

Desde  luego,  como  lia  ocurrido  con  algunos 
otros  asuntos  de  los  que  forman  el  objeto  de 
la  Tercera  Conferencia,  ha  debido  tomarse  en 
cuenta  el  que  definen  las  anteriores  palabras 
de  las  bases,  y  ver  si  podía  ir  más  allá  del 
límite  que  ellas  fijaban  á  su  acción.  Alrededor 
de  esta  idea  se  ha  desenvuelto  el  trabajo  de  la 
Comisión  IV,  cuyos  miembros  han  sido  de  uná- 
nime parecer,  en  difinitiva,  de  no  apartarse  del 
espíritu  del  Programa,  de  manera  á  desvirtuarlo 
^n  ninguno  de  los  temas  sometidos  al  estudio 

16 
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de  la  Conferencia.  Luego,  pues,  el  plan  adoptado 
por  ella  se  redujo  á  arbitrar  el  mejor  método 
que  á  su  juicio  condujese  á  dar  cima  á  la  pre- 
paración de  los  códigos  que  se  desea  formular. 

Hemos  tenido  como  material  de  estudio  los 
proyectos  é  indicaciones  de  distinto  orden  pre- 
sentados, ya  á  la  Conferencia,  ya  en  el  seno 
de  la  Comisión,  y  son  los  siguientes: 

1.°  El  de  la  Delegación  de  los  Estados  Unidos 
de  México,  fundado  sobre  la  idea  del  nombra- 
miento de  una  Comisión  reducida  de  juriscon- 
sultos, hecho  por  los  representantes  diplomáticos 
americanos  en  Washington  y  por  el  Secretario 
de  Estado  de  la  Unión,  sin  indicación  enume- 
rativa de  temas  para  la  comisión  codificadora, 
pero  sí  con  una  recomendación  general  para 
que  ella  dedique  «su  atención  preferente  á  de- 
terminar los  principios  generales  que  rijan  en 
aquellas  materias  que  hayan  sido  objeto  de 
acuerdos  uniformes  en  los  tratados  y  en  las 
convenciones  celebradas  por  los  Estados  de 
América,  y  en  aquellos  puntos  relativos  al  De- 
recho Internacional  Público  y  al  Derecho  In- 
ternacional Privado,  en  que  exista  conformidad 
entre  las  leyes  nacionales  de  dichos  Estados». 

2.°  El  del  Delegado  de  los  Estados  Unidos  de 
América,  Dr.  Leo  S.  Rowe,  según  el  cual  la  Co- 
misión se  formaría  de  un  miembro  por  cada  una 
de  las  naciones  que  forman  la  Unión  Interna- 
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cional  de  las  Repúblicas  Americanas,  designado 
por  su  respectivo  Presidente,  y  con  indicación 
de  algunas  de  las  materias,  especialmente  en 
Derecho  Público,  que  el  código  debía  compren- 
der, relativos:  1°  al  derecho  de  la  guerra,  sobre 
inviolabihdad  de  la  propiedad  privada,  y  el 
bombardeo  de  puertos,  ciudades  y  aldeas,  por 
una  fuerza  naval;  2°  al  régimen  de  la  neutra- 
lidad, para  definir  con  más  claridad  el  deber 
de  los  gobiernos,  de  impedir  el  equipo  de  buques 
destinados  á  hacer  la  guerra  á  una  potencia 
con  la  cual  se  halla  en  paz,  de  impedir  ó  per- 
mitir á  cualquiera  de  los  behgerantes  que  tome 
sus  puertos  ó  aguas  como  base  de  operaciones 
navales,  aumentar  ó  renovar  en  ellos  sus  pro- 
visiones ó  reclutar  hombres,  é  impedir  con  la 
debida  diUgencia  á  los  habitantes  de  su  terri- 
torio el  comercio  de  contrabando,  ó  cualesquiera 
otros  actos  que  favorezcan  los  fines  de  la  guerra. 
3.°  El  de  la  Delegación  de  la  Repúbhca  Ar- 
gentina, cuyas  bases  principales  son:  organizar 
una  Junta  de  Jurisconsultos  de  uno  por  cada 
nación  de  América,  nombrado  por  su  gobierno 
para  constituir  una  corporación  jurídica  pro- 
vista de  poderes  suficientes  para  conducir 
sus  propios  trabajos,  y  resolver  sobre  su  con- 
cepto y  método  de  ejecución,  sin  otras  indica- 
ciones que  las  contenidas  en  el  Programa,  y 
las  que  surgiesen  de  las  instrucciones  que  cada 
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gobierno  daría  á  su  representante  y  de  las  pro- 
pias iniciativas  de  la  Junta. 

4.^  Proposición  del  Sr.  Delegado  de  la  Repú- 
blica del  Perú,  Dr.  Mariano  H.  Cornejo,  según 
la  cual  se  recomendaría  á  la  Comisión  de  Juris- 
consultos el  estudio  de  las  siguientes  cuestiones: 
sobre  el  arbitraje  internacional;  sobre  el  empleo 
de  la  fuerza  en  el  cobro  de  las  deudas;  reglas 
especiales  para  la  delimitación  de  fronteras  entre 
las  naciones  americanas;  y  que  cada  gobierno 
pueda  indicar  materias  ó  dar  su  opinión  sobre 
los  puntos  de  Derecho  Internacional  Público  y 
Privado  que  le  interesasen. 

5.°  Nota  de  la  Delegación  de  Guatemala,  re- 
presentada por  el  Excmo.  Sr.  Ministro  de  esa 
República  ante  el  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos del  Brasil,  D.  Antonio  Batres  Jáuregui,  en 
la  cual,  al  propio  tiempo  que  expresa  la  adhe- 
sión de  su  Gobierno  al  propósito  de  constituir 
la  Comisión  de  Jurisconsultos,  indica  á  la  con- 
sideración de  ésta  los  siguientes  puntos  de  Dere- 
cho Público  y  Privado,  para  ser  incluidos  en  los 
respectivos  proyectos:  definir  claramente  la 
condición,  derechos  y  obligaciones  de  los  ex- 
tranjeros, y  fijar  los  requisitos  que  deben  lle- 
nar las  reclamaciones  de  éstos,  para  ser  ad- 
misibles, ya  procedan  de  contratos,  ya  de  daños 
y  perjuicios  causados  por  disturbios  interiores; 
establecer  los  casos,  modo  y  forma  en  que  debe 
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tener  lugar  la  intervención  diplomática  y  el 
ofrecimiento  de  buenos  oficios;  puntualizar  en 
qué  circunstancias  y  hasta  dónde  los  agentes 
ó  empleados  de  los  gobiernos  pueden  compro- 
meter la  responsabilidad  de  éstos,  en  esos  actos; 
determinar  el  valor  y  eficacia  de  la  cláusula 
que  comúnmente  se  incorpora  en  los  contratos 
con  extranjeros,  en  virtud  de  la  cual,  éstos  se 
comprometen  á  renunciar  á  la  acción  diplomá- 
tica; á  establecer  que  los  países  limítrofes  no 
permitan  sus  fronteras  á  las  facciones  enemigas 
de  los  respectivos  gobiernos. 

6.^  Una  exposición  del  Señor  Delegado  de  los 
Estados  Unidos  del  Brasil,  Dr.  Amaro  Caval- 
canti,  en  la  cual  manifiesta  á  la  Comisión  su 
parecer  particular  respecto  al  método  de  codi- 
fícación  parcial  y  progresiva  del  Derecho  In- 
ternacional, en  vez  de  la  elaboración  desde  luego, 
total  y  definitiva,  de  un  código. 

7.^  La  indicación  del  Delegado  de  la  Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay,  Dr.  Gonzalo  Ramí- 
rez, uno  de  los  jurisconsultos  que  fueron  el 
alma  del  Congreso  de  Montevideo  de  1889,  pa- 
ra constituir  una  Junta  Internacional  de  Juris- 
consultos que  se  consagrase  preferentemente  á 
estudiar  y  proyectar  un  código  de  Derecho 
Internacional  Privado,  sobre  la  base  de  los  tra- 
tados subscritos  en  el  referido  Congreso,  y  pa- 
ra   que   se  designase  la  ciudad  de  Río  de  Ja- 


— '  246  — 

neiro  como  sitio  de  la  primera  reunión  de  la 
Junta,  y  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos 
del  Brasil  para  promoverla. 

8.^  Por  último,  la  Comisión  tuvo  muy  en 
cuenta  el  proyecto  que  presentó  en  la  Segun- 
da Conferencia  Internacional  Americana  de  Mé- 
xico, con  fecha  4  de  Noviembre  de  1901,  el 
malogrado  representante  de  los  Estados  Uni- 
dos del  Brasil,  D.  José  Hyginio  Duarte  Pereira, 
según  el  cual  la  Comisión  Ejecutiva  de  la  Ofi- 
cina Internacional  de  las  Repúblicas  America- 
nas, de  Washington,  nombraría  una  comisión 
de  tres  jurisconsultos,  encargada  de  organizar, 
en  el  intervalo  de  la  actual  á  la  futura  Confe- 
rencia, un  Código  de  Derecho  Internacional 
Público  y  un  Código  de  Derecho  Internacional 
Privado,  que  regirán  las  relaciones  entre  las 
naciones  de  América;  ninguna  indicación  par- 
ticular se  haría  á  esta  Comisión,  salvo  el  re- 
curso final  de  la  revisión  por  parte  de  los  Go- 
biernos, antes  de  la  presentación  de  los  pro- 
yectos á  la  Conferencia. 

En  presencia  de  esta  variedad  de  fórmulas 
ó  métodos,  se  comprende  que  la  Comisión  de- 
biese meditar  lo  bastante  para  no  apartarse 
del  plan  trazado  por  el  Programa,  y  para  no 
privar  al  proyecto  de  convenio  que  redactase,  del 
vahoso  concurso  de  indicaciones  que  los  diver- 
sos proyectos  contienen,  y  que,  en  suma,  tra- 
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zan  ya  á  grandes  rasgos  el  contenido  de  los 
futuros  códigos.  Y  si  bien  es  cierto  que  las 
consideraciones  de  un  informe,  tratándose  de 
leyes,  no  tienen  fuerza  decisiva  sino  interpreta- 
tiva, en  materia  de  convenios  internacionales 
esa  fuerza  es  mayor,  desde  que  dicho  docu- 
mento expresa,  además,  propósitos  sustentados 
por  representaciones  nominativamente  autori- 
zadas para  ello,  y  que  pueden  tener  realización 
parcial  dentro  del  territorio  de  uno  ó  más  Es- 
tados. Y  además  de  esto,  la  Comisión  piensa 
que,  á  manera  de  complemento  del  convenio, 
la  Conferencia  debe  mantener  la  enumeración 
que  cada  proyecto  hace,  de  las  materias  sus- 
ceptibles de  ser  incluidas  ó  tratadas  por  la  Jun- 
ta de  Jurisconsultos  en  sus  proyectos,  si  bien 
en  caso  alg\ino  tales  proposiciones  pueden  con- 
siderarse con  carácter  imperativo. 

Esto  concuerda  con  otro  de  los  puntos  de 
vista  en  que  la  Comisión  ha  estudiado  los  va- 
rios proyectos,  el  del  alcance  que  debía  con- 
cederse en  ellos  á  la  pura  doctrina.  Sin  va- 
cilación se  ha  optado  por  un  criterio  diverso, 
esto  es,  por  imprimir  á  los  códigos  un  valor 
práctico  ó  positivo,  que  responda  á  necesida- 
des reales  de  las  naciones  de  América  en  sus 
relaciones  recíprocas  de  orden  político  y  civil. 
Para  lo  primero  habría  bastado  un  encargo  á 
profesores    de  Derecho  Internacional,  ó  á  ins- 
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titutos  académicos,  de  la  redacción  en  forma 
codificada,  de  los  principios  de  la  ciencia  más 
ó  menos  conexionados  con  las  peculiaridades 
sociales,  históricas  y  geográficas  de  la  Améri- 
ca; para  lo  segundo,  se  necesita  más  que  eso, 
y  es  una  reunión  de  hombres  versados  en  la 
ciencia  pero  penetrados  de  los  antecedentes,  ten- 
dencias y  estado  actual  de  las  cuestiones  de 
interés  para  los  Estados,  cuyos  gobiernos  de- 
positaran en  ellas  su  confianza  y  sus  instruc- 
ciones, para  llevar  á  la  obra  de  la  codificación, 
que  deberá  adoptar  la  forma  de  los  tratados 
obligatorios,  todo  cuanto  aquéllos  están  dis- 
puestos á  ceder  en  obsequio  de  la  armonía  ó 
concierto  de  reglas  jurídico-prácticas,  á  que  ha- 
yan de  ajustar  todos  ellos  su  conducta  respec- 
to de  las  cuestiones  resueltas. 

Igual  atención  hemos  prestado  á  la  cuestión 
de  si  había  de  preferirse  un  solo  código,  com- 
prensivo de  las  dos  grandes  particiones  de  la 
materia,  en  Derecho  Púbüco  y  Privado,  ó  si 
se  imponía  una  división  de  la  obra  en  dos  par- 
tes distintas  y  separadas,  capaces  de  tener  ca- 
da una  vida  y  sanción  independientes.  A  este 
respecto,  en  el  seno  de  la  Comisión  hubo  tam- 
bién casi  unanimidad  por  el  segundo  sistema , 
porque  considera  que  los  asuntos  de  una  y  otra 
denominación  tienen  en  la  práctica  existencia 
y  desarrollo  diferentes,  aunque  haya  entre  ellas 
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como  en  todos  los  actos  de  índole  jurídica, 
una  visible  correlación,  y  porque  la  tarea  con- 
sagrada al  Derecho  Público  podrá  entorpecer 
la  del  Privado,  y  viceversa,  siendo  así  que, 
del  otro  modo  podrá  adelantarse,  y  aun  ter- 
minarse y  ponerse  en  ejecución  una  sola  de 
las  partes  concluidas,  mientras  se  llegase  al 
término  de  la  otra  ú  otras  de  especie  y  apli- 
cación distintas. 

Se  ha  considerado  también  que,  dentro  de 
una  sola  materia,  podía  estudiarse  y  aun  subs- 
cribirse convenios  relativos  á  una  ó  más  cues- 
tiones ó  asuntos  especiales,  de  fines  restringi- 
dos ó  limitados,  sin  perjuicio  de  continuar  la 
labor  respecto  de  los  demás  que  constituyen 
el  plan  general  de  la  obra,  ya  que  el  derecho 
privado  ó  público  tiene  una  vida  y  un  creci- 
miento propios  en  las  sociedades  jurídicamen- 
te organizadas,  y  las  convenciones  y  las  leyes 
sólo  recogen  las  conclusiones  de  la  experiencia, 
para  modelarlas  en  formas  doctrinales  ó  pos- 
tulados cientíñcos. 

Las  naciones  constituyen  entre  sí  una  forma 
de  sociedad,  en  la  cual  no  existe  un  poder  le- 
gislativo común  y  soberano,  y  así,  el  principio 
regulador  de  la  legislación  interna  no  es  apli- 
cable á  leyes-tratados,  cuya  validez  y  eficacia 
dependen  de  la  concurrencia  individual  de  la 
voluntad  soberana  de  cada  una.  Luego,  las 
convenciones    entre    ellas,  como  su  nombre  lo 
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indica,  no  pueden  ser  ideadas  ni  combinadas 
á  priorij  si  no  existe  un  hecho  real,  social  ó 
político,  una  relación  efectiva  de  actos  jurídi- 
cos que  reglar,  ó  conflictos  existentes  ó  po- 
sibles que  resolver  ó  impedir.  Por  eso,  la  Co- 
misión se  ha  decidido,  como  lo  formula  su  pro- 
yecto, por  estas  dos  bases  principales: 

1.^  Preparación  de  dos  códigos  distintos  me- 
diante una  labor  separada,  si  bien  deberá  y 
podrá  correlacionarse  en  su  oportunidad; 

2.^  Abstenerse  de  indicar  en  el  texto  del  con- 
venio proposiciones,  asuntos,  materias  ó  cues- 
tiones específicamente  determinados,  y  de  in- 
clusión obligatoria  por  los  jurisconsultos  lla- 
mados á  preparar  los  códigos,  y  limitarse  á 
recomendar  algunos,  ó  á  indicar  otros  con  sim- 
ple valor  enunciativo  en  el  presente  informe. 

II 

En  el  terreno  de  la  doctrina,  no  puede  du- 
darse de  la  posibilidad  de  la  codificación  del 
Derecho  Internacional  Privado.  Refiriéndose 
ella  á  reglar  la  condición  civil  del  hombre  li- 
bre y  al  régimen  de  sus  actos  privados  como 
fuentes  de  derechos  ú  obhgaciones,  en  el  ejer- 
cicio de  su  actividad  social,  comercial  ó  indus- 
trial, la  legislación  interna  de  todos  los  países 
civiUzados  avanza  con  rapidez  hacia  una  com- 
pleta armonía  de  principios.  Las  relaciones  ca- 
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da  día  más  frecuentes  y  rápidas,  aún  entre  los 
pueblos  más  lejanos,  por  intermedio  de  sus 
ciudadanos  emigrantes  ó  residentes  en  países 
distintos  de  los  propios,  ha  impuesto  á  las  le- 
yes más  estrictas  y  conservadoras  del  derecho 
tradicional,  la  idea  igualitaria  y  liberal,  que  se 
esfuerza  por  convertir  la  tierra  entera,  ocupa- 
da por  sociedades  cultas,  en  un  sólo  medio  ju- 
rídico para  el  desarrollo  y  aplicación  de  la  vi- 
da civil  en  condiciones  iguales  ó  semejantes. 

Bien  se  dan  cuenta  los  internacionalistas  más 
partidarios  de  la  unidad  legislativa,  de  las  re- 
sistencias que  aún  trabajan  contra  la  realiza- 
ción de  aquel  ideal,  pero  no  desconocen  que 
cada  día  se  abre  más  rápido  paso  en  la  con- 
ciencia jurídica  de  las  naciones,  la  necesidad 
de  la  uniformidad  de  las  reglas  de  derecho 
común.  Se  limitan  en  sus  obras  ó  en  las  con- 
venciones y  conferencias,  á  expresar  votos  ó 
aspiraciones,  los  cuales  «podrán  ser  realizados 
más  tarde,  cuando  por  la  experiencia  se  hayan 
verificado  los  efectos  bienhechores  de  la  codi- 
ficación del  derecho  internacional  privado  so- 
bre las  diferentes  instituciones;  cuando  el  tiem- 
po haya  desvanecido  algunas  dudas  que  aún 
subsisten,  sobre  los  resultados  prácticos  de  es- 
tos acuerdos;  cuando,  en  fin,  los  Estados  con- 
tratantes hayan  encontrado  el  límite  entre  la 
competencia  legislativa  nacional  y  la  competen- 
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cia  colectiva  internacional,  respecto  de  las  di- 
versas instituciones  reglamentadas  en  aquellos 
acuerdos». 

Son  diversos,  pues,  los  elementos  de  oposi- 
ción contra  una  unificación  general  del  dere- 
cho común,  á  pesar  de  que  ella  se  manifiesta 
parcialmente  en  las  convenciones,  uniones  y 
tratados  bilaterales  en  vigencia,  ó  que  han  si- 
do subscritos,  en  particular,  durante  el  siglo 
XIX,  á  punto  de  que  se  pueda  decir  que  el 
siglo  anterior  fué  el  de  la  preparación  de  los 
elementos  fragmentarios  del  código  que  el  si- 
glo XX  se  encargaría  de  coordinar  y  sancio- 
nar en  una  vasta  extensión  de  la  tierra:  aque- 
llos elementos  de  resistencia  son: 

1^.  La  diversa  concepción  inicial  de  los  ac- 
tos jurídicos  para  la  solución  de  los  conflictos 
extraterritoriales,  como,  por  ejemplo,  la  antigua 
y  debatida  divergencia  entre  las  legislaciones 
que  tienen  por  base  la  aphcación  del  principio 
de  la  nacionalidad,  y  las  que  se  fundan  sobre 
el  principio  de  la  ley  del  domicilio,  cuestión 
que  tuvo  amplio  debate  durante  las  sesiones 
del  Congreso  de  Montevideo. 

2^  La  dificultad  de  separar  en  líneas  netas 
la  esfera  de  la  legislación  interna  de  la  exter- 
na, ó  en  sentido  contrario,  la  de  armonizar  una 
y  otra,  cuando  de  su  divergencia  nace  el  con- 
flicto de  las  leyes. 
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3°.  La  tradición  de  las  sociedades  apegadas 
á  determinados  sistemas  ó  moldes  legislativos, 
en  los  cuales  han  encauzado  su  vida  y  sus  re- 
laciones con  otras,  hasta  constituir  con  ellas 
ahmento  para  sus  prejuicios  y  sus  sentimien- 
tos nacionales. 

4°.  Y  por  último,  la  adherencia  sucesiva  de 
los  intereses  materiales  alrededor  de  uno  de 
esos  sistemas,  lo  que  hace  que  el  legislador 
local  no  conciba  como  obra  política  la  reforma 
de  dicha  base. 

¿Pero  existen,  acaso,  en  América  tales  con- 
fhctos,  y  en  toda  su  extensión  aquellas  causas 
contrarias  á  la  obra  codificadora?  A  primera 
vista  parece  que  surge  la  respuesta  negativa, 
por  lo  menos  en  lo  relativo  á  las  nacionahda- 
des  de  origen  latino,  las  cuales,  desde  su  fun- 
dación, tuvieron  un  régimen-  jurídico  común 
en  una  vasta  extensión,  y  muy  semejante  en 
el  resto,  como  sucede  en  las  de  origen  español, 
portugués  ó  francés,  excepción  hecha  de  muy 
pocas  naciones  cuyos  sistemas  jurídicos  sobre 
los  actos  internacionales  difieren  esencialmen- 
te de  los  demás.  Luego,  las  únicas  dificultades 
que  pueden  oponerse  á  la  obra  de  codificación 
del  derecho  común  en  América,  provendrían  de 
otro  género  de  causas,  y  se  referirían  á  las 
distancias  geográficas,  á  veces  enormes  entre 
algunas    regiones    del    continente,  lo  que  trae 
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consigo  la  falta  de  intercambio  de  hombres  ó 
de  transacciones,  y  ausencia,  por  tanto,  de  los 
conflictos  que  la  ley  internacional  tiene  en  vis- 
ta para  ser  eficaz  y  práctica,  y  respecto  de  al- 
gunos de  los  Estados  de  tradición  legislativa 
diversa,  como  los  de  origen  anglo-sajón,  las 
convenciones  por  ellos  suscritas  tendrían  el 
valor  de  un  propósito  de  concurrir  á  la  uni- 
formidad, acercando  el  tipo  de  su  ley  interior 
al  de  los  demás,  lo  que  es  cuestión  de  régimen 
y  de  política  nacional;  y  en  todo  caso,  un  tra- 
tado colectivo  subscrito  en  tales  condiciones, 
tendría,  además,  gran  peso  en  favor  del  reco- 
nocimiento universal  del  derecho  común  inter- 
nacional, hacia  el  que  se  manifiesta  con  tanta 
elocuencia  la  vocación  jurídica  de  la  Europa 
como  de  América.  Si  es  verdad  que  algunas 
de  las  naciones  de  nuestro  continente,  situadas 
en  sus  extremos,  no  tendrían  sino  en  mucho 
tiempo  más  ocasión  de  aplicar  una  convención 
general,  no  puede  dudarse  que  ésta  se  aplica- 
ría, apoyada  por  la  adhesión  de  todas,  sucesi- 
vamente entre  aquellas  que,  por  ser  Umítrofes 
entre  sí,  mantienen  más  frecuentes  é  íntimas 
relaciones. 

Para  el  caso  de  incompatibihdades  insalva- 
bles sin  la  reforma  previa  de  las  cartas  políti- 
cas, existe  el  sistema  de  codifícación  por  medio 
de  tratados  parciales  sobre  las  diversas  mate- 
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rias  de  las  que  constituyen  el  dominio  del  de- 
recho internacional  privado,  y  así  pueden  to- 
das ellas  firmar  la  mayor  parte  de  las  conven- 
ciones en  que  sus  leyes  internas  coincidan  6 
puedan  armonizarse;  y  en  caso  contrario,  aque- 
llas que  se  hallen  en  tal  situación,  pueden 
individualmente  abstenerse  de  subscribir  el 
tratado,  sin  que  éste  se  considere  anulado  ó 
insubsistente  por  la  abstensión  voluntaria  de 
uno  ó  más  de  los  Estados  del  continente. 

No  carece,  por  otra  parte,  de  antecedentes 
de  orden  legislativo  esta  obra  de  la  codificación 
del  derecho  internacional  privado  en  América, 
aún  respecto  de  aquellas  naciones  más  deseme- 
jantes en  su  sistema  jurídico  común.  Multitud 
de  tratados  parciales  han  reglado  en  todo  tiem- 
po entre  ellas  sus  relaciones  de  orden  comer- 
cial, respecto  de  los  derechos  y  condición  per- 
sonal de  sus  ciudadanos  en  territorios  diferentes, 
referentes  al  ejercicio  de  los  derecho  civiles,  de 
industria  ó  de  conciencia,  que  todas  las  cons- 
tituciones americanas  reconocen  como  base  de 
su  derecho  púbhco  interno,  y  por  fin,  las  con- 
venciones sobre  extradición  de  delincuentes  han 
sido  subscritas  por  la  mayoría  de  los  Estados 
de  América,  sobre  la  base  de  los  principios 
más  adelantados  del  derecho  universal. 

El  contenido  del  Código  de  Derecho  Interna- 
cional Privado  de    América,    ó  si  se  quiere,  la 
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contribución  que  esta  obra  aportaría  al  derecho 
universal,  se  halla  trazado  por  la  labor  suce- 
siva de  algunos  congresos  y  convenciones  re- 
gionales ó  parciales  de  distintas  épocas,  y  en  un 
sentido  más  amplio  por  la  misma  serie  de  con- 
ferencias á  que  pertenece  la  actual: 

1»  De  un  carácter  sistemático  en  el  orden 
del  Derecho  Privado,  debe  mencionarse  el  Con- 
greso de  Jurisconsultos  de  Lima,  inaugurado 
el  9  de  Diciembre  de  1877,  y  al  cual  concurrie- 
ran y  subscribieran  sólo  las  Repúblicas  del  Perú, 
Chile,  Argentina,  Bohvia,  Venezuela,  Ecuador, 
Uruguay,  Costa  Rica  y  Guatemala,  y  cuya 
definición  se  halla  en  el  propio  título  del  acto, 
que  dice:  «Tratado  para  establecer  reglas  uni- 
formes en  materia  de  derecho  internacional  pri- 
vado». Los  ocho  títulos  de  ese  instrumento 
internacional  contienen  en  síntesis  casi  toda  la 
materia  científica  de  un  código  de  esa  rama: 
la  ley  de  la  capacidad  personal  y  el  régimen 
de  los  bienes  del  matrimonio,  sucesiones,  com- 
petencia judicial,  jurisdicción  en  materia  pe- 
nal, cumplimiento  de  sentencias  extranjeras  y 
legahzaciones;  y  en  muchos  de  los  tratados  in- 
cluidos por  los  Estados  signatarios  entre  sí  ó 
con  otros  de  Europa,  los  principios  allí  acor- 
dados han  tenido  aceptación  y  sanción. 

2.°  El  ya  citado  Congreso  de  Montevideo  de 
1888-1889    adoptó  el  mismo   título  y  siguió  la 
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tradición  del  de  Lima,  si  bien  se  limitó  á  aque- 
llas cuestiones  que  revestían  interés  efectivo 
para  las  naciones  contrayentes,  y  se  preocupó 
de  definir  con  más  método  las  materias  legis- 
ladas: así  puede  decirse  que  comprende  dos  di- 
visiones bien  señaladas:  1%  la  que  regla  el 
derecho  común  propiamente  dicho  bajo  los  tí- 
tulos de  civil,  comercial,  penal  y  procesal;  2% 
la  que  regla  el  ejercicio  del  derecho  de  esa 
propiedad  especial  definida  genéricamente  con 
los  nombres  de  propiedad  intelectual  é  indus- 
trial, y  que  hasta  entonces  carecía  de  un  de- 
partamento propio  en  los  códigos  de  derecho  co- 
mún, y  son  la  propiedad  literaria  y  artística,  las 
patentes  de  invención,  las  marcas  de  fábrica  y  de 
comercio,  y  el  ejercicio  de  las  profesiones  libe- 
rales. 

S".  La  segunda  de  las  Conferencias  Interna- 
cionales Americanas,  celebrada  en  México  en 
1902,  se  Hmitó  en  materia  de  codificación  del 
derecho  internacional  privado  y  público,  á  san- 
cionar la  convención  de  27  de  Enero,  por  la 
cual  se  resuelve  instituir  una  comisión  de  cinco 
jurisconsultos  americanos  y  europeos  para  que 
organizasen  los  referidos  códigos,  por  los  cua- 
les se  regirían  las  relaciones  entre  las  naciones 
de  América.  Nada  se  hizo  en  el  sentido  de  dar 
ejecución  á  este  convenio,  que  tampoco  fué 
ratificado.    Además  de  los  asuntos  de  carácter 
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político  ó  económico,  la  conferencia  de  Méxica 
revisó  con  visible  progreso  la  obra  del  Congreso 
de  Montevideo,  en  lo  relativo  á  las  propiedades 
intelectual  é  industrial  y  profesiones  liberales,  y 
unos  y  otros  de  estos  instrumentos  legislativos 
deberían  servir  de  antecedente  á  la  Junta  de 
Jurisconsultos  que  se  constituyese  según  nues- 
tro proyecto,  para  metodizar  mejor  su  trabajo, 
determinar  sus  alcances  y  aumentar  sus  infor- 
maciones. Documento  de  indudable  importancia 
en  este  sentido,  es  el  tratado  sobre  extradición 
subscrito  por  diez  y  siete  de  las  naciones 
americanas  el  28  de  Enero  de  1902. 

4°.  Por  fin,  aunque  no  pretendemos  enume- 
rarlos en  detalle, —  por  ser  tarea  innecesaria 
como  difícil  de  cumplir  con  exactitud, — existen 
innumerables  tratados  parciales  concluidos  en- 
tre casi  todas  las  naciones  del  continente,  y 
entre  éstas  y  las  de  Europa,  en  las  cuales  las 
materias  aisladas  de  la  comprensión  del  Derecho 
Internacional  Privado,  han  sido  estipuladas  y 
puestas  en  vigencia  en  diversas  épocas;  de  ma- 
nera que  el  nuevo  codificador  podría  seguir  la 
filiación  de  los  principios,  determinar  aquellos 
en  que  el  acuerdo  ha  existido  ó  existe  aún,  ya 
en  el  sólo  campo  de  los  tratados,  ya  en  la  le- 
gislación interna,  con  la  cual  rara  vez  podrán 
hallarse  en  pugna. 

Así  como  los  Congresos  Jurídicos  de  Lima  y 
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Montevideo,  y  en  su  caso,  el  de  México,  nin- 
guno que  se  celebre  en  América  podrá  prescin- 
dir de  la  fuente  de  ciencia,  experiencia  y  doc- 
trina que  ofrecen  las  convenciones,  uniones  y 
tratados  celebrados  por  las  naciones  de  Europa 
entre  sí,  y  á  las  cuales  concurren  los  maestros 
más  eminentes  del  derecho  universal  y  los  di- 
plomáticos más  expertos.  Allí  la  historia  de  la 
codifícación  del  Derecho  Internacional  Privado 
ocupa  ya  una  vasta  sección  de  la  general  del 
derecho  europeo,  y  el  número  de  institutos, 
publicaciones  permanentes,  congresos,  negocia- 
ciones diplomáticas  y  uniones  consagradas  á  esta 
labor,  es  ya  considerable,  y  tan  conocido,  que 
no  nos  detendremos  á  enumerarlos,  sino  en  las 
líneas  y  caracteres  más  generales  y  demostrati- 
vos, no  sólo  del  vastísimo  material  que  aportaría 
á  la  obra  de  la  codificación  en  América,  sino 
para  establecer  las  diferencias  de  fondo  ó  de 
forma  que  la  peculiaridad  de  la  historia,  la  so- 
ciabihdad  ó  la  geografía  de  nuestro  continente, 
impondrían  en  el  derecho  europeo  ó  universal. 
El  hecho  jurídico  más  marcado  á  este  res- 
pecto es  el  de  la  forma  en  que  se  manifiesta  la 
vocación  de  la  época,  según  la  exposición  de 
un  jurisconsulto,  y  es  la  que  se  caracteriza  por 
la  tendencia  de  todos  los  países  civihzados  á 
constituirse  y  mantenerse  en  estado  de  uniones 
internacionales,  de  manera  que  los  contratan- 
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tes  «se  someten  á  un  régimen  uniforme,  del 
punto  de  vista  de  la  organización  y  funciona- 
miento de  ciertos  servicios  públicos».  Si  es  ver- 
dad que  se  ha  conseguido  constituir  grandes 
uniones  en  favor  de  la  protección  de  ciertos 
derechos  especiales,  como  la  propiedad  indus- 
trial, ó  de  autor,  ó  de  servicios  como  los  de  fe- 
rrocarriles, correos  y  telégrafos,  lo  es  también 
que  en  materia  de  derecho  internacional  pri- 
vado tales  uniones  generales  han  sido  en  Eu- 
ropa y  siguen  siendo  de  una  lenta  y  penosa 
gestación.  La  historia  de  los  esfuerzos  de  Ita- 
lia para  convocar  un  Congreso  general  con  ese 
objeto  desde  1861  á  1885,  basta  para  medir 
hasta  qué  grado  son  una  fuerza  de  resistencia 
las  tradiciones  y  los  intereses  acumulados  por 
los  siglos  en  las  sociedades  antiguas,  contra  las 
corrientes  del  nuevo  espíritu  ó  las  nuevas  for- 
mas del  derecho  común,  en  su  tendencia  ac- 
tual á  la  uniformidad  en  el  mayor  espacio 
posible. 

Aparte  de  los  trabajos  permanentes  de  los 
institutos,  corporaciones  y  pubücistas,  en  el 
sentido  de  armonizar  las  ideas  sobre  una  co- 
dificación general,  como  la  noble  tarea  que 
desde  1873  realiza  el  «Instituto  de  Derecho 
Internacional»,  de  Gante,  por  sus  iniciativas 
de  conferencias  y  tratados  y  por  sus  vahosos 
estudios  científicos  é  históricos,  y  la  no  menos 
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importante  de  la  «Asociación  para  la  reforma 
del  derecho  de  gentes»,  de  Inglaterra,  la  fuente 
de  estudio  más  metódica  y  definida  en  tales 
materias,  es  la  que  ofrecen  las  Conferencias 
de  la  Haya,  desde  1893  á  1904,  y  cuyos  objetos 
se  condensan  como  sigue: 

1^  De  12  á  27  de  Septiembre  de  1893.  Des- 
pués de  diversas  ideas  respecto  á  los  alcances 
del  programa,  se  resuelve  tratar  puntos  espe- 
ciales, y  comprendió:  1^  el  matrimonio;  2*^  la 
forma  de  los  actos;  3°  las  sucesiones  ab  in- 
testato  y  por  testamento;  4*^  la  competencia 
judicial  y  otras  cuestiones  de  procedimiento. 

2^  De  25  de  Junio  á  13  de  Julio  de  1894. 
El  programa  comunicado  por  el  Gobierno  de 
los  Países  Bajos  á  los  demás  Estados  compren- 
día: 1*^  ios  efectos  del  matrimonio  con  relación 
á  las  personas  y  á  los  bienes  de  los  esposos, 
disolución  y  nulidad  y  separación  personal; 
2^  tutela  é  interdicción;  3"^  asimilación  de  los 
extranjeros  á  los  nacionales,  caución  judica- 
tum  solví  y  asistencia  gratuita;  4°  tutela;  5^ 
sucesión  y  testamentos.  Distribuido  el  trabajo 
en  cinco  comisiones,  una  por  cada  número  del 
programa,  se  redactaron  los  proyectos  corres- 
pondientes. Quince  Estados  concurrieron  á  es- 
ta Conferencia. 

3^  De  12  de  Mayo  á  18  de  Junio  de  1900. 
Continuación  de  la  de  1893,  la  Tercera  Confe- 
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rencia  se  propuso  revisarla  y  confirmarla  en 
cuanto  fuese  posible,  y  así  quedaron  estipula- 
das convenciones  sobre  los  siguientes  puntos: 
1°  para  regir  los  conflictos  de  las  leyes  sobre 
matrimonio;  2^  sobre  separación  y  divorcio; 
3°  sobre  tutela  de  menores;  las  cuales  fueron 
subscritas  por  los  Gobiernos  de  los  trece  Esta- 
dos concurrentes,  el  12  de  Junio   de  1902. 

4^  De  16  de  Mayo  á  7  de  Junio  de  1904. 
Los  representantes  de  los  Gobiernos  de  Alema- 
nia, Austria-Hungría,  Bélgica,  Dinamarca,  Es- 
paña, Francia,  Italia,  Japón,  Luxemburgo,  No- 
ruega, Países  Bajos,  Portugal,  Rumania,  Rusia, 
Grecia  y  Suecia,  convinieron  en  llevar  á  la 
aprobación  de  sus  Gobiernos  proyectos  de  con- 
venciones sobre  los  siguientes  puntos:  1°  pro- 
cedimiento civil;  2^"  conflictos  de  leyes  en  ma- 
teria de  sucesiones  y  testamentos;  3°  conflic- 
tos de  leyes  sobre  los  efectos  del  matrinonio, 
sobre  los  derechos  y  deberes  de  los  esposos 
con  relación  á  las  personas  y  bienes;  4°  inter- 
dicción y  medidas  protectoras;  5*^  quiebra. 

Hemos  expuesto  con  cierta  prolijidad  estos 
antecedentes,  con  el  sólo  objeto  de  presentar 
en  síntesis  el  desarrollo  que  ha  adquirido  has- 
ta ahora  la  obra  de  la  codificación,  no  sólo  en 
el  sentido  de  las  sanciones  y  la  autoridad  cre- 
ciente que  adquieren  las  Conferencias  europeas 
sobre   tales    materias,  sino  también    para   que 
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pueda  compararse  la  obra  de  aquéllas  con  las 
de  América,  respecto  al  concepto  jurídico,  al 
contenido  y  alcances  que  los  juriconsultos  y 
los  Gobiernos  atribuyen  al  anhelado  Código 
de  Derecho  Internacional  Privado.  La  comisión 
que  hubiera  de  constituirse,  según  nuestro  pro- 
yecto, tendría  así  material  y  fuente  doctrinal 
copiosa  para  la  tarea  propia,  y  para  definir 
con  mayor  exactitud  el  contenido  y  las  divi- 
siones metódicas  de  su  trabajo. 

III 

La  mayor  parte  de  los  proyectos  presenta- 
dos sobre  esta  proposición  del  Programa,  en 
cuanto  se  refieren  al  Código  de  Derecho  In- 
ternacional PúbHco,  reconocen  la  conveniencia 
de  eliminar  una  tarea  de  carácter  puramente 
teórico,  y  por  tanto,  la  de  contraerse  al  estudio 
de  cuestiones  de  interés  real  de  las  naciones 
que  hayan  de  subscribir  los  respectivos  conve- 
nios. Si  la  Comisión  que  trazó  el  programa  de 
la  Conferencia  hubiese  tenido  en  vista  la  pri- 
mera idea,  habría  sin  duda  recomendado  al- 
guno de  los  proyectos  de  código  existentes,  los 
cuales  sistematizan  la  ciencia  en  forma  dispo- 
sitiva é  imperativa,  adelantándose  idealmente 
al  que  será  acaso  en  un  porvenir  remoto,  el 
código  de  las  relaciones  entre  los  Estados  so- 
beranos. 
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Parece  racional  pensar  que  el  «derecho  pú- 
blico europeo»,  del  que  participa  la  América 
toda,  como  parte  integrante  de  la  civilización 
occidental,  y  de  cuyas  doctrinas  y  normas  ju- 
rídicas ha  alimentado  su  propio  derecho  po- 
sitivo, han  de  experimentar  transformaciones 
de  índole  geográfica,  territorial,  étnica,  históri- 
ca, que,  sin  desvirtuar  la  naturaleza  y  espíritu 
del  derecho  de  la  Europa,  vienen  á  imponer 
en  éste  cierta  variante,  limitada  sólo  á  satis- 
facer aquellas  condiciones  que  ningún  legisla- 
dor puede  alterar  ni  menos  suprimir:  no  pue- 
de acortar  ó  empobrecer,  ni  ensanchar  ó  estre- 
char el  cauce  de  los  grandes  ríos  navegables, 
ni  distribuir  ó  configurar  los  territorios  de 
manera  diversa  á  lo  que  lo  fueron  por  la  na- 
turaleza, ni  suprimir  las  altas  y  ramificadas 
montañas  que  surcan  el  continente,  ni  trans- 
formar en  un  día  el  sedimento  histórico  secu- 
lar dejado  por  la  civilización,  las  costumbres 
y  las  tradiciones  legislativas,  entre  las  cuales 
se  educaron  todas  las  generaciones  anteriores 
de  los  pueblos  de  América.  Y  así,  el  derecho 
de  gentes  positivo,  que  según  lo  expresan 
Holtzendorff  y  Bonfils,  «se  halla  en  estado  de 
permanente  evolución,  de  transformación  cons- 
tante, y  no  llega  jamás  á  una  conclusión  dog- 
mática completa,  capaz  de  seguir  en  vigencia 
en  el  presente  y  el  porvenir»,  es  una  serie  de 
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luchas  constitutivas  de  la  vida  común  de  las 
naciones,  en  sus  conflictos  y  armonías  incesan- 
tes, y  ellos  van,  como  en  el  proceso  de  la  ley 
común  interna,  constituyendo  leyes  históricas 
ó  sociales,  que  el  Estado  ó  la  conciencia  jurí- 
dica del  medio  que  lo  rodea,  con\ierten  en 
mandatos. 

No  obstante,  la  continua  labor  de  organiza- 
ción de  esta  ciencia,  formada  de  influencias 
recíprocas  de  los  tratados  y  de  las  doctrinas, 
va  por  grados  acercando  la  conclusión  del  cuer- 
po completo  de  prescripciones  que  llevan  una 
fuerza  obhgatoria,  la  de  las  convenciones  que 
las  originaron,  los  usos  y  costumbres,  y  la 
sanción  de  la  conciencia  civilizada,  y  de  las 
grandes  potencias,  ó  núcleos  transitorios  de 
ellas.  «Supuesto,  como  dice  un  jurisconsulto 
brasileño,  que  en  su  estado  presente  el  dere- 
cho internacional  forma  un  todo  vivo  y  orgá- 
nico, dominado  por  un  espíritu  común,  y  bajo 
la  acción  de  afinidades  íntimas,  todavía  es  cier- 
to que  él  se  compone  de  asuntos  que  ofrecen 
una  grande  variedad  de  caracteres,  los  cuales 
difícilmente  se  prestan  á  ser  distribuidos  en  cla- 
ses diversas,  constituida  cada  una  por  atri- 
butos ó  notas  específicas,  hgadas  por  princi- 
pios superiores»;  pero  los  códigos  ya  formu- 
lados no  son  en  su  totalidad  puras  teorías, 
porque  tienen  el  mismo    carácter    positivo    de 
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las  obras  doctrinales,  desde  que  también  éstas 
reflejan  los  resultados  de  la  experiencia  y  de 
la  historia;  y  ya  que  no  se  puede  esperar  sino 
como  desiderata  futuros  una  sanción  total, 
pueden  grupos  numerosos  de  Estados,  por  el 
sistema  de  las  uniones  más  ó  menos  extensas, 
acercarse  al  final  de  aquel  propósito,  ó  cons- 
tituir núcleos  de  materias  de  interés  palpitan- 
te para  aquellas  que,  sancionadas  á  la  vez 
ó  sucesivamente,  llegasen  á  formar  un  verda- 
dero código,  ó  la  base  angular  de  un  futuro 
código  más  amplio. 

Entre  tanto,  como  modelos  sistemáticos  de 
obras  de  esta  clase,  no  siendo  abundantes,  y 
por  tanto  fáciles  de  enumerar,  son  conocidos 
los  siguientes  proyectos,  algunos  de  los  cuales 
gozan  de  merecida  y  universal  autoridad:  a) 
Saggio  di  codificazione  del  diritto  Interna- 
tionale, de  A.  Paroldo,  Genova,  1851;  b)  Pré- 
cis  d'  un  eode  de  droit  international,  de  Do- 
min  Petrushevecz,  Leipzig,  1861;  c)  Quilines 
of  an  International  Code,  de  David  Dudley- 
Field,  New  York,  1876;  d)  Le  Droit  Interna 
tional  Codifié,  de  Bluntschli,  1863;  e)  //  di- 
ritto internationale  codificato  é  la  sua  san- 
zione  giuridicaj  de  Pascual  Fiore,  1898;  f)  y 
pueden  agregarse  las  célebres  Instrucciones 
de  Lieber,  de  1863,  para  los  ejércitos  en  cam- 
paña de  los  Estados  Unidos,  y  la  serie  de  los 
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tratados  históricos  que  desde  Viena  hasta  la 
Haya,  vienen  elaborando  el  Derecho  Púbhco 
de  las  naciones  modernas. 

La  obra  de  la  codificación  del  Derecho  In- 
ternacional Púbhco  no  es,  pues,  una  utopía,  por 
más  distante  que  pudiera  hallarse  el  término 
de  su  reahzación  definitiva  é  integral,  y  basta- 
ría para  demostrarlo,  el  hecho  de  existir  la 
coincidencia  de  intereses  políticos  de  un  grupo 
de  Estados  sobre  un  determinado  grupo  de 
cuestiones,  y  que  esta  armonía  se  traduzca  en 
una  convención  práctica.  El  deseo  común 
de  las  naciones  de  América  se  ha  manifestado 
ya  en  dos  Conferencias  generales,  en  la  de  Mé- 
xico por  el  citado  acuerdo  de  27  de  Enero  de 
1902  sobre  nombramiento  de  la  Comisión  de 
Jurisconsultos,  y  la  actual,  en  cuyo  programa 
figura  el  mismo  tema  que  tratamos  de  resolver 
por  medio  del  adjunto  proyecto. 

Ni  puede  hmitarse  el  precedente  á  estas  so- 
las reuniones,  pues  es  familiar  la  historia  de 
los  Congresos  políticos  americanos,  proyectados 
ó  realizados  en  1822,  1826,  1847,  1880,  y  el 
que  dispuso  convocar  el  Gobierno  de  Colombia 
por  ley  de  19  de  Noviembre  de  1898,  es  decir, 
«de  un  Congreso  Internacional  formado  de  ple- 
nipotenciarios de  las  Repúbhcas  Latino-Ameri- 
canas, con  el  objeto  de  definir  la  condición  de 
los  extranjeros  en  América,  y  los  otros  prin- 


cipios  de  derecho  público  americano  que  el 
mismo  Congreso  halle  conveniente  fijar».  En- 
tre las  cuestiones  que  se  proponía  someter  al 
estudio  de  este  Congreso  se  mencionaban  el 
arbitraje,  la  colonización  extraña  á  la  América, 
la  integridad  territorial,  el  tránsito  interoceá- 
nico y  fluvial,  el  corso,  la  extranjería,  la  ex- 
tradición y  la  excepción  de  los  reos  políticos  y 
definición  del  bloqueo. 

Entre  los  últimos  problemas  discutidos  ó 
resueltos  por  los  congresos  é  institutos,  ó  por 
los  hechos  mismos  durante  las  últimas  guerras, 
la  Conferencia  de  La  Haya,  en  su  noble  labor 
de  suprimir  gradualmente  las  causas  de  los 
conflictos  armados,  por  la  constitución  cada 
vez  más  perfecta  de  los  medios  jurídicos,  ha 
estipulado  en  20  de  Julio  de  1899  bases  para 
resolver,  aclarar  ó  definir  con  mayor  precisión 
y  espíritu  de  justicia,  los  actos  comprendidos 
en  estos  tópicos: 

1^  Leyes  y  costumbres  de  la  guerra  terrestre; 

2^.  Adaptación  á  la  guerra  marítima,  de  los 
principios  de  la  convención  de  Ginebra,  de  22 
de  Agosto  de  1864; 

3^.  Prohibición,  por  cinco  años,  de  lanzar 
proyectiles  explosivos  desde  los  globos  ú  otros 
medios  de  naturaleza  semejante; 

4^.  Prohibición  del  empleo  de  proyectiles  que 
diseminan  gases  nocivos,  y  el  uso  de  balas 
explosivas; 


mi 
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5°.  Proposición  para  discutir  en  la  próxima 
Conferencia  las  cuestiones  relativas  á  los  dere- 
chos y  deberes  de  los  neutrales,  la  inviolabili- 
dad de  la  propiedad  privada  en  la  guerra  ma- 
rítima, y  el  bombardeo  de  puertos,  ciudades  y 
aldeas  por  fuerzas  navales. 

No  son  estas  solas  las  cuestiones  que  las 
guerras  últimas,  en  territorios  del  nuevo  como 
del  viejo  continente,  han  puesto  en  tela  de  jui- 
cio ante  el  criterio  jurídico,  sino  las  que  se 
derivan  de  los  últimos  inventos  en  la  aphcación 
de  la  electricidad  á  las  comunicaciones,  en  par- 
ticular, al  empleo  de  la  telegrafía  sin  hilos  en 
la  guerra,  en  conflicto  con  ios  derechos  de  so- 
beranía de  los  Estados  intermedios,  lo  que 
indujo  al  Gobierno  de  S.  M.  Británica  á  adop- 
tar reglamentos  que  entran  en  el  dominio  del 
Derecho  Internacional,  y  la  clasificación  de  una 
cantidad  de  artículos,  del  punto  de  vista  del 
contrabando  de  guerra. 

Estas  materias,  aunque  surjan  de  la  expe- 
riencia ó  la  iniciativa  europea,  deben  interesar 
á  la  América,  empeñada  en  aportar  al  progre- 
so del  Derecho  de  Gentes,  el  contingente  de  su 
propia  observación  ó  de  sus  caracteres  físicos 
y  sociaíes  exclusivos. 

Era,  pues,  imposible  para  la  Comisión,  sin 
verse  obUgada  á  entrar  en  un  orden  de  estu- 
dios que  habría  sido  contrario  al  límite  fijado 
á  la  Tercera  Conferencia,  detenerse  á  formular 
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la  nómina  de  los  tópicos  que  habrán  de  ocupar 
la  atención  de  las  comisiones  codificadoras: 
esto  habría  vahdo  acaso  tanto  como  trazar  los 
proyectos  de  códigos  directamente,  y  entonces 
buscó  la  fórmula  consignada  en  su  artículo  5** 
que  se  hmita  á  recomendar: 

I''.  A  la  Comisión  que  deba  redactar  el  pro- 
yecto del  Código  de  Derecho  Internacional  Pri- 
vado, que  tenga  en  cuenta  las  convenciones  y 
tratados  existentes  entre  las  naciones  de  Amé- 
rica, y  especialmente  los  tratados  de  Montevi- 
deo de   1889  y  de  México  de  1902; 

2^.  A  la  que  se  encargase  del  proyecto  de 
Código  de  Derecho  Internacional  Público,  ade- 
más de  las  cuestiones  que  los  respectivos  Go- 
biernos indicasen  por  comunicaciones  especiales, 
ó  por  intermedio  de  sus  representantes  en  la 
Junta  de  Jurisconsultos,  aquellas  materias  ó 
puntos  sobre  los  cuales  existiese  acuerdo  entre 
los  tratados  y  leyes  de  los  respectivos  Estados 
de  América,  los  que  signifiquen  un  progreso 
jurídico  efectivo,  ó  que  tiendan  á  eüminar  cau- 
sas de  desintehgencias  ó  conflictos  entre  ellos. 

Por  tal  método  se  conseguía  un  triple  obje- 
to de  indudable  conveniencia  y  necesidad:  no 
limitar  ni  obstruir  la  acción  de  los  gobiernos 
para  pedir  la  inclusión  de  asuntos  de  verda- 
dero interés  político,  social  ó  jurídico  de  sus 
Estados,  y  que  no  hubieran  sido   previstos  por 
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la  Conferencia;  no  coartar  la  libertad  de  iniciati- 
va ó  de  ciencia  de  los  jurisconsultos,  quienes 
al  mismo  tiempo  llevarán  las  instrucciones  de 
los  mandantes  para  incluir  temas  de  índole 
práctica,  nacidos  del  estudio  previo  que  ellos 
realizarán  por  sí  ó  con  el  auxilio  de  especia- 
listas, en  caso  necesario,  de  los  antecedentes 
de  cada  país,  de  los  documentos  legislativos 
preexistentes,  ó  de  los  adelantos  irrecusables 
del   derecho  de  gentes  universal. 

En  cuanto  al  argumento  que  pudiera  formu- 
larse contra  el  proyecto, — pues  es  corriente  en 
toda  empresa  de  este  género,  sobre  su  carácter 
utópico,  sobre  la  dificultad  de  realización,  sobre 
el  prejuicio  de  la  inacción  de  todos  los  gobier- 
nos llamados  á  darle  cumplimiento, — todo  el 
texto  del  convenio  se  halla  combinado  para  hacer 
posible  y  fácil  su  ejecución,  desde  que  ella  es- 
triba en  la  voluntad  de  los  propios  Estados, 
los  que  con  ello  manifestarán  á  la  vez  decisión 
de  ratificar  la  obra  de  las  delegaciones,  y  su 
propósito  de  dar  á  las  Conferencias  americanas 
un  carácter  de  seriedad  que  nadie  estaría  au- 
torizado para  poner  en  duda. 

De  tal  manera,  no  solamente  llegarán  á  des- 
vanecer todo  motivo  de  conflictos  de  leyes  pri- 
vadas sobre  personas  y  cosas,  relaciones  de 
familia  ó  de  negocios,  formas  procesales  y  otras, 
sino  que,  al  preocuparse  de  resolver  por  reglas 
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permanentes  las  posibles  causas  de  desinteli- 
gencias políticas,  habrán  contribuido  á  la  tarea 
en  que  las  más  sabias  instituciones  jurídicas 
del  mundo  se  hallan  empeñadas,  en  favor  de 
la  formación  de  un  código  de  derecho  privado, 
y  al  mismo  tiempo,  á  consolidar  más  honda- 
mente la  paz  internacional  en  América. 

Se  ha  preocupado  la  Comisión  de  establecer 
algunas  reglas  de  procedimiento  para  la  Junta 
de  Jurisconsultos,  en  atención  á  salvar  los  pri- 
meros pasos  de  su  organización  y  primer  im- 
pulso en  la  tarea,  siguiendo  en  esto  el  ejemplo 
de  las  últimas  convenciones  de  La  Haya,  en 
las  cuales  la  división  del  trabajo,  fundada  sobre 
la  división  metódica  de  la  materia,  ha  quedado 
ya  consagrada  como  un  medio,  acaso  único, 
de  afrontar  tareas  como  esta.  Ha  atribuido  á 
la  Junta  facultades  suficientes  para  que  pueda 
desenvolverse  con  amplitud  y  soltura,  sin  reatos 
reglamentarios,  siempre  incómodos,  y  sin  res- 
tricciones de  procedimiento  que  embarazan  las 
mejores  iniciativas. 

Cree  la  Comisión  que  estas  consideraciones 
bastan  para  dar  una  idea  del  espíritu  y  ven- 
tajas del  proyecto  que  tiene  el  honor  de  some- 
ter á  la  aprobación  de  la  Conferencia,  y  se 
permite  afirmar  que  si  se  logra  dar  cima  al 
propósito  de  constituir  la  Junta  de  Juriscon- 
sultos y  favorecer  sus  tareas  con  providencias 
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necesarias  y  oportunas,  que  ninguna  dificultad 
pueden  ocasionarles,  la  Tercera  Conferencia 
será  una  de  las  más  fecundas  y  meritorias, 
porque  habrá  realizado  una  obra  vivamente 
anhelada  por  los  representantes  más  altos  del 
pensamiento  jurídico  de  la  época. 

Saludamos  al  Sr.  Presidente  con  nuestra  más 
distinguida  consideración. 

Río  de  Janeiro,  22  de  Agosto  de  1906. 

Sr.  Presidente  de  la  Tercera  Conferencia 
Internacional  Americana,  Dr.  D.  Joaquín 
Nabuco, 

§  IV,— Convenio    sancionado  en  23 
DE  Agosto  de  1906. 

Art.  l.«  Una  Junta  Internacional  de  Juris- 
consultos, que  se  compondrá  de  un  represen- 
tante por  cada  uno  de  los  Estados  signatarios, 
nombrado  por  su  respectivo  Gobierno,  se  cons- 
tituirá para  tomar  á  su  cargo  la  preparación 
de  un  proyecto  de  Código  de  Derecho  Inter- 
nacional Privado  y  otro  de  Derecho  Interna- 
cional Púbhco,  que  reglen  las  relaciones  entre 
las  Naciones  de  América.  Dos  ó  más  Gobier- 
nos pueden  nombrar  de  acuerdo  un  solo  Re- 
presentante, el  cual  en  este  caso  tendrá  un 
voto. 
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Art.  2.°  Las  comunicaciones  de  los  nombra- 
mientos de  los  miembros  de  la  Junta  serán 
dirigidas  por  los  Gobiernos  que  se  adhieran  á 
la  presente  Convención,  al  de  los  Estados  Uni- 
dos del  Brasil,  el  que  podrá  disponer  lo  con- 
veniente para  hacer  efectiva  la  primera  sesión. 

Estos  nombramientos  serán  comunicados  al 
Gobierno  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil  an- 
tes del  1°  de  Abril  de  1907. 

Art.  3.^  La  primera  reunión  de  la  Junta  se 
realizará  en  la  ciudad  de  Río  de  Janeiro  en 
el  transcurso  del  año  1907,  y  se  considerará 
constituida  cuando  se  hallen  reunidos  los  Re- 
presentantes de  doce,  por  lo  menos,  de  los 
Estados  signatarios. 

La  misma  Junta  designará  las  fechas  y  lu- 
gares de  sus  reuniones  posteriores,  siempre 
que  el  plazo  de  la  última  permita  comunicar 
á  los  Gobiernos  alguno  de  los  proyectos  con- 
cluidos, ó  partes  importantes  de  los  mismos, 
un  año,  por  lo  menos,  antes  de  la  fecha  que 
se  designe  para  la  Cuarta  Conferencia  Inter- 
nacional Americana. 

Art.  4.°  Reunida  la  Junta  al  objeto  de  orga- 
nizarse y  distribuir  el  trabajo  entre  sus  miem- 
bros, podrá  dividirse  en  dos  comisiones  distin- 
tas que  se  ocupen,  la  una  de  preparar  el  proyecto 
de  Código  de  Derecho  Internacional  Privado, 
y  la  otra  el  de  Derecho  Internacional  PúbUco, 
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debiendo  en  este  caso  proceder  separadamente 
hasta  la  terminación  de  su  mandato,  ó  en  la 
forma    de    la    cláusula    fínal    del    artículo  3^. 

Una  y  otra  comisión  pueden  recabar  de  los 
Gobiernos  la  adscripción  de  peritos  especiales 
para  determinados  estudios,  en  vista  de  la  más 
pronta  y  eficaz  terminación  de  sus  proyectos, 
pudiendo  fijar  plazos  razonables  para  su  pre- 
sentación. 

Art.  5.°  Con  el  objeto  de  determinar  las  ma- 
terias que  deben  comprender  los  proyectos, 
la  Tercera  Conferencia  Internacional  America- 
na recomienda  á  la  comisión,  que  preste  aten- 
ción preferente  á  los  principios  y  puntos  que 
hayan  sido  objeto  de  acuerdos  uniformes  en 
los  tratados  y  convenciones,  y  en  que  exista 
conformidad  entre  las  leyes  nacionales  de  los 
Estados  de  América,  y  especialmente  tener  en 
cuenta  los  tratados  de  Montevideo  de  1889,  los 
proyectos  adoptados  en  la  Segunda  Conferen- 
cia Internacional  celebrada  en  México  en  1902 
y  los  debates  á  que  unos  y  otros  dieron  lugar, 
y  demás  cuestiones  que  importen  un  progreso 
jurídico  efectivo  ó  que  tiendan  á  la  eliminación 
de  causas  de  desinteligencias  ó  conflictos  entre 
aquellos  mismos  Estados. 

Art.  6.°  Los  gastos  que  demande  la  prepa- 
ración de  los  proyectos,  inclusos  los  de  los  es- 
tudios técnicos  que  se  requiriesen,  de  acuerdo 
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con  el  artículo  4^,  serán  abonados  por  todos 
los  Estados  signatarios  en  la  misma  propor- 
ción y  forma  establecidas  para  el  sostenimien- 
to de  la  Oficina  Internacional  de  las  Repúbli- 
cas Americanas,  de  Washington,  con  excepción 
de  honorarios  de  los  miembros  de  la  Junta, 
que  serán  pagados  por  cada  Gobierno  á  los 
que  hubiese  nombrado. 

Art.  I.""  La  Cuarta  Conferencia  Internacional 
Americana  hará  constar  en  uno  ó  más  tratados 
los  principios  sobre  los  cuales  se  obtuviere 
acuerdo,  procurando  su  adopción  y  ratificación 
por  las  Naciones  de  América. 

Art.  8.''  Los  Gobiernos  que  tengan  á  bien 
ratificar  la  presente  Convención  la  harán  sa- 
ber al  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil,  á  fin 
de  que  dicho  Gobierno  lo  comunique  á  los 
demás  por  la  vía  diplomática,  haciendo  este 
trámite  las  veces  de  canje. 

Río  de  Jeneiro,  21  de  Agosto  de  1906. 
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XXV 

Ejercicios  de  las  profesiones  liberales 

§  I.— Capítulo  XIII  de  la  Memoria  de  la 
Delegación  Argentina  á  la  Tercera  Con- 
ferencia Internacional  Americana,  de 
Río  de  Janeiro,  Julio  y  Agosto  de  1906. 

Entre  las  recomendaciones  de  la  Segunda 
Conferencia  Pan-Americana,  fígura  la  adopción 
de  un  tratado  internacional  para  hacer  posible 
la  validez  de  los  títulos  profesionales  otorgados 
por  cualquiera  de  los  Estados  signatarios,  en 
territorio  de  los  demás:  asunto  ya  comprendi- 
do por  el  Congreso  de  Montevideo  y  ampliado 
por  el  de  México,  á  nuestro  juicio  con  ventajas. 
Subscribieron  el  primer  convenio  solamente  las 
Repúblicas  de  Bolivia,  Paraguay,  Perú,  Oriental 
del  Uruguay  y  Argentina,  y  sus  prescripciones, 
limitadas  á  una  declaración  general  de  habilita- 
ción, y  á  las  condiciones  de  autenticidad  de 
título  é  identidad  de  la  persona,  si  bien  era 
un  primer  paso  para  hacer  posible  el  recono- 
cimiento en  los  demás  países,  no  tomaron  en 
cuenta  cuestiones  más  específicas,  cuya  falta  de 
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solución  motivó,   acaso,  la  prescindencia  de  al- 
gunas de  las  naciones  representadas. 

Trasladada  la  cuestión  á  la  Segunda  Confe- 
rencia Pan-Americana  de  México,  estas  opi- 
niones fueron  tomadas  en  cuenta,  motivadas 
por  un  proyecto  de  la  Delegación  de  Chile,  país 
que  no  subscribió  el  tratado  de  Montevideo. 
En  este  proyecto,  que  suscitó  una  minuciosa 
discusión,  se  incluían  dos  elementos  nuevos,  los 
certificados  de  estudios  preparatorios  y  la  limi- 
tación dentro  de  cada  país,  á  la  admisión  de 
los  diplomas  de  medicina,  los  cuales  podrían  ser 
sometidos  á  una  prueba  discrecional  por  par- 
te del  Gobierno  en  cuyo  territorio  se  quisiese 
darles  validez.  El  artículo  5^  dispone  que  «cada 
una  de  las  partes  contratantes  se  reserva  el 
derecho  de  exigir  á  los  ciudadanos  de  las  otras, 
que  presentaran  diplomas  ó  títulos  de  médico 
ó  de  cualquier  otra  profesión  relacionada  con 
la  cirugía  y  la  medicina,  incluyéndose  también 
la  de  farmacéutico,  que  se  sometan  á  un  previo 
examen  general,  sobre  los  ramos  de  la  profe- 
sión que  acredita  el  título  ó  diploma  respectivo 
en  la  forma  que  cada  Gobierno  determine». 
Disposición  previsora,  sin  duda,  si  se  tiene  en 
cuenta  que  la  sucesiva  abundancia  de  títulos 
de  escaso  valor  intrínseco,  en  materia  que  tan 
de  cerca  afecta  á  la  salud  general  y  á  la  exis- 
tencia de  las  personas,  puede  constituir  un  pe- 
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ügro  social  grave,  que  ningún  principio  de 
derecho  internacional  puede  interesarse  en  des- 
conocer. 

En  cuanto  á  la  cláusula  relativa  á  los  cer- 
tificados de  estudios  preparatorios,  si  ella  no 
fué  incluida  por  el  tratado  de  Montevideo,  se 
debió  acaso  al  criterio  restringido  que  éste  se 
trazó,  al  ocuparse  solo  del  ejercicio  de  las  pro- 
fesiones ya  dotadas  de  un  título  habilitante,  y 
cuya  validez  se  pedía  en  los  demás  países.  Pero, 
sin  duda  alguna,  era  tiempo  de  tomar  en  con- 
sideración la  posibihdad  de  los  cambios  de  re- 
sidencia de  las  famihas,  de  un  territorio  á  otro, 
llevando  sus  hijos  en  edad  de  estudios  prepa- 
ratorios, y  cuya  carrera  se  vería  interrumpida 
á  falta  de  un  convenio  que  estableciese  las  con- 
diciones de  la  reciprocidad  en  cuanto  á  la  validez 
de  los  estudios  reahzados  en  el  país  de  proce- 
dencia. Esta  previsión  era  tanto  más  oportuna, 
cuanto  que  cada  día  crece  el  movimiento  de 
familias  que  cambian  de  domiciho  de  una  nación 
á  otra,  en  particular  entre  aquellas  que  por 
su  proximidad  facilitan  esos  cambios,  como  ocu- 
rre entre  las  Repúblicas  Argentina,  Oriental  del 
Uruguay,  Chile,  Paraguay  y  Bohvia,  y  lo  será 
á  su  vez,  entre  otros  núcleos  de  naciones  agru- 
padas de  manera  semejante. 

Si  es  verdad  que  la  RepúbUca  Argentina, 
como  signataria  del  tratado  de  Montevideo,   y 
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mucho  antes  de  la  fecha  de  éste,  del  tratado 
de  1865  con  la  República  de  Bolivia,  no  podía 
hacer  cuestión  de  la  idea  general  en  sí  misma, 
también  lo  es  que,  dado  el  desarrollo  que  ha 
adquirido  en  ella  la  enseñanza  preparatoria  y 
superior,  y  su  ordenamiento  racional  y  cientí- 
fico, no  podía  menos  que  fijar  su  atención  en 
las  condiciones  que  llenaban  los  certificados  de 
estudios  procedentes  de  las  otras  naciones  her- 
manas, desde  que  deficiencias  fundamentales  en 
sus  planes  de  estudios,  ó  en  el  mínimum  de 
preparación  con  que  saliesen  sus  alumnos,  po- 
dían transtornar  ó  desquiciar  todo  el  sistema 
de  enseñanza  nacional.  Por  eso,  sin  duda,  los 
delegados  argentinos  en  México  subscribieron 
las  cláusulas  respectivas  aconsejadas  por  la 
Comisión,  y  procedentes  de  una  transacción  en- 
tre las  múltiples  opiniones  vertidas  en  la  Con- 
ferencia {Ilistory  of  the  second  Pan-Ameri- 
can Congress,  by  John  Vavasour  Noel,  pág. 
182);  pues,  si  es  verdad  que  el  criterio  argentino 
fué  siempre  de  la  mayor  amplitud  y  generosidad 
para  el  extranjero,  no  podría  menos  de  salvar 
principios  inalienables,  como  el  de  la  ciudada- 
nía, por  una  parte,  y  el  de  la  integridad  de  su 
sistema  de  enseñanza,  por  otra,  en  cuanto  al 
ininimum  de  preparación  requerida  para  no 
causar  un  daño  irreparable  á  los  alumnos  pro- 
pios y  á  los  extraños  que  viniesen  á  acogerse 
á  sus  leyes. 
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Con  respecto  al  derecho  profesional,  lo  lla- 
maremos así,  la  Constitución  Argentina  es,  como 
en  todas  las  demás  materias,  una  de  las  más 
liberales  que  se  conocen,  pues,  todos  los  dere- 
chos que  consagra  en  tal  sentido  son  iguales 
para  el  nacional  y  el  extranjero.  «Todos  sus 
habitantes  (los  de  la  Nación), — dice  el  art.  16, 
— son  iguales  ante  la  ley  y  admisibles  en  los 
empleos,  sin  otra  condición  que  la  idoneidad». 
«Los  extranjeros  (art.  20)  gozan  en  el  territorio 
de  la  Nación  de  todos  los  derechos  civiles  del 
ciudadano;  pueden  ejercer  su  industria,  comer  - 
cío  y  profesión...». 

«Todos  los  habitantes  de  la  Nación  (art.  14), 
gozan  de  los  siguientes  derechos,  conforme  á 
las  leyes  que  reglamenten  su  ejercicio,  á  saber: 
de  trabajar  y  ejercer  toda  industria  lícita...  de 
publicar  sus  ideas  por  la  prensa  sin  censura 
previa...  de  profesar  libremente  su  culto;  de 
enseñar  y  aprender;»  y  por  fin,  el  ya  citado 
art.  25,  que  cubre  todo  el  derecho  deferido  al 
extranjero,  prohibe  restringir,  hmitar  ni  gravar 
con  impuesto  alguno  la  entrada  en  el  territorio 
argentino,  de  los  extranjeros  que  traigan  por 
objeto  labrar  la  tierra,  mejorar  las  industrias 
y  enseñar  las  ciencias  y  las  artesa 

Sólo  contiene,  pues,  dos  cláusulas  limitativas, 
sobre  las  cuales  la  legislación  interna  se  apoya 
para  responder  á  los  fines  exclusivos  de  la  na- 
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cionaliciad,  ó  al  progreso  de  su  cultura  sobre 
las  clases  científicas  que  ella  resuelva  adoptar: 
la  idoneidad,  por  cuya  palabra  entiende  la 
preparación  mínima  necesaria  para  un  desem- 
peño correcto  del  empleo  ó  función  pública  á 
que  cada  uno  aspire,  y  la  ley  reglamentaria 
del  derecho  ó  del  privilegio  acordado;  bien  en- 
tendido, sin  embargo,  que  el  Congreso,  al  dictar 
la  ley,  no  puede  alterar  los  principios,  garan- 
tías y  derechos  reconocidos  por  la  Constitución 
(art.  28),  ni  el  Poder  Ejecutivo,  al  aplicar  la 
ley  del  Congreso,  puede  alterar  su  espíritu  con 
excepciones  reglamentarias  (art.  86,  inc.  2*^). 

La  facultad  de  establecer  las  condiciones  de 
idoneidad,  la  ejerce  el  Congreso  principalmente 
en  virtud  de  la  cláusula  16=^  del  art.  67,  que 
le  prescribe  el  deber  de  áicidiV  planes  de  ins- 
truGción  general  y  universitaria,  entendién- 
dose por  los  primeros,  los  relativos  á  la  ense- 
ñanza media,  y  á  la  preparatoria  para  las 
profesiones  liberales. 

Tratándose,  ahora,  de  definir  la  caUdad  y 
condiciones  generales  de  la  instrucción  en  la 
RepúbHca  Argentina,  como  si  se  determinase 
el  estado  en  que  ella  entrará  á  formar  parte 
de  una  unión  americana  para  la  reciprocidad 
en  materia  de  títulos  profesionales,  puede  de- 
cirse que  tiene  derecho  á  aspirar  á  un  puesto 
distinguido  entre  las    naciones    del  continente. 

Ella  posee  un  sistema  completo  de  enseñanza: 
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á)  Elemental  ó  común; 

b)  Secundaria  ó  media,  normal,  especial  ó  téc- 
nica y  profesional,  y 

c)  Universitaria  y  superior,  cuyo  vasto  sis- 
tema, para  no  tener  que  exponerlo  en  toda  su 
comprensión,  podría  representarse  en  el  siguien- 
te cuadro  sinóptico: 

PRIMER  CICLO 

(Educación  común) 

a— Enseñanza  directa  por  la  Nación  tn  la  Capital  y  Territorios 

Nacionales. 
J— Enseñanza  por  las  Provincias,  obligatoria,  según  el  art.  5«  de 

la  Constitución, 
e— Enseñanza  por  los  Municipios, 
d— Enseñanza  por  los  particulares    y    corporaciones   religiosas  y 

asociacioufs  extranjeras. 

SEGUNDO    CICLO 

(Enseñanza  media) 

a— Colegios  nacionales  de  enseñanza  secundaria,  veinticuatro. 

é— Colegios  libres,  de  particulares,  incorporados  á  la  ley  de  30 
de  Septiembre  tte  1878,  de  libertad  de  enseñanza,  catorce. 

c— Escuelas  normales  elementales  y  escuelas  normales  de  profe- 
sores, treinta. 

£Í— Escuelas  especiales  y  profesiouales:  1°  de  comercio  para  varo- 
nes, seis;  para  mujeres,  tres;  29  industriales  para  varones 
dos;  para  mujeres,  tres;  3°  agrícolas,  ganaderas,  vinícolas 
y  forestales,  diex. 

TERCER   CICLO 

(Enseñanza  superior) 

'  l.«  Facultad  de  Derecho  y  Cjen- 

X  — UNIVERSIDAD   DE   CÓRDOBA      J      cias  Sociales. 

(2.0  Facultad  de  Medicina. 
(Fundada  en   1614  —  Nacional) J3. o    Facultad  de  Ciencias    Mate- 

V     máticas,  Físicas  y  Naturales. 
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TERCER   CICLO 

(Enseñanza  superior) 


B— UNIVERSIDAD   DE     BUENOS 
AIRES 

(Fundada  en  1821— Nacional) 


C— UNIVERSIDAD  DE   LA   PLATA 


(Fundada  en  1905  —  Nacional) 


SI.»  Facultad  de  Derecho  y  Cien- 
cias Sociales. 
■2.0  Facultad  de  Medicina. 
J3.°  Facultad   de  Ciencias    Exac- 
j    tas,  Jurídicas  y  Matemáticas. 
^4.0  Filosofía  y  Letras. 

1.0    Fucultad  de  Ciencias   Natu- 
rales y  Químicas. 
2.»    Facultad    de    Ciencias  mate- 
máticas y  Físicas. 
3.0   Facultad  de/  a)  Sección   pe- 
Ciencias  Jurí-^      dngógica. 
dicas   y  Socia-)  b)  Sección    le- 
les. \      tras. 

/  aj  Facultad   de 
Agronomía. 


4.0  Facultad 
Agronómica  y 
V  e  t  e  r  i  n  aria, 
que  compren- 
de: 


b)  Veterinaria. 

c)  Escuela  ex- 
perimental. 

d)  Industrias 
agrícola  y  ga- 
nadera. 


Tomando  como  base  la  población  total  de  la 
República,  de  acuerdo  con  el  defectuoso  cen- 
so de  1895,  esto  es,  la  cifra  á  fines  de  1905, 
de  5.410,018  habitantes,  la  población  escolar 
alcanza  á  la  de  1.057.397,  de  la  que  se  regis- 
traron en  los  libros  de  matrícula  614.963  niños; 
lo  que  da,  sobre  estas  cantidades,  un  porcen- 
taje en  relación  con  la  población  total,  de  10  %, 
y  con  la  escolar  de  44°/o.  Esta  proporción  co- 
locaría á  la  República  Argentina,  en  una  escala 
de  diez  y  nueve  tipos  de  Estados  representativos 
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de  la  cultura  intelectual  en  el  mundo,  de  acuerdo 
con  la  estadística  del  Board  of  Ediication^  de 
los  Estados  Unidos,  en  el  número  9,  contando 
antes  de  ella,  en  su  orden,  los  Estados  Unidos, 
Suiza,  Inglaterra,  Alemania,  Holanda,  Francia, 
Austria  Hungría  y  Bélgica. 

Entre  las  cuatro  grandes  divisiones  que  com- 
prende la  enseñanza  media,  según  el  cuadro 
anterior,  la  cifra  de  la  inscripción  llega  á  15.032 
alumnos,  que  se  distribuyen  en  los  estableci- 
mientos de  comercio,  industria,  agricultura  y 
ganadería  del  país,  en  las  escuelas  elementales, 
normales  y  secundarias,  oficiales  y  libres,  y  en 
las  distintas  facultades  universitarias  de  la  Na- 
ción. Estas  últimas,  según  la  inscripción  de 
Marzo  de  1906,  comprenden  una  población  total 
de  4.472  alumnos,  distribuidos  así:  Universidad 
de  Córdoba  350,  de  Buenos  Aires  (Capital  de  la 
República)  3.100,  de  La  Plata  (Capital  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires)  1.012;  siendo  digno 
de  advertencia  que,  en  cuanto  á  la  afluencia  de 
alumnos,  predominan  en  Córdoba  los  estudios 
de  derecho  y  medicina,  en  Buenos  Aires  los  de 
medicina  y  derecho,  y  en  La  Plata  los  de  agro- 
nomía y  veterinaria  y  ciencias  naturales  y 
químicas. 

A  estos  institutos  universitarios  deben  agre- 
garse otros  independientes  y  de  índole  particular 
que  la  Nación  sostiene  con  fines  de  selección, 
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ó  de  determinadas  orientaciones  profesionales, 
como  el  Instituto  Nacional  de  Profesorado  Se- 
cundario, á  cargo  de  especialistas  alemanes, 
fundado  en  1904  y  reorganizado  en  1905,  y 
cuyos  excelentes  resultados  comienzan  á  dar 
plena  razón  á  su  establecimiento;  el  Instituto 
Superior  de  Agronomía  y  Veterinaria  de  la 
Chacarita  (Buenos  Aires),  que,  sin  formar  parte 
de  ningún  conjunto  universitario,  tiene  estos 
mismos  caracteres  y  realiza  los  mismos  fines 
de  preparación  profesional. 

Los  títulos  profesionales  que  la  Nación  expide 
en  todas  sus  escuelas,  institutos  y  universidades 
son  los  de  maestros  de  enseñanza  elemental, 
profesores  de  enseñanza  normal  y  preparatoria 
ó  secundaria,  profesores  de  instrucción  técnica, 
especial  y  superior,  en  general  ó  especializada, 
peritos  agrícolas,  veterinarios  y  químicos,  doc- 
tores en  ciencias  matemáticas,  naturales,  quí- 
micas y  físicas,  filosofía  y  letras  (profesorado), 
abogados,  médicos,  ingenieros,  farmacéuticos, 
odontólogos,  obstetricia,  procuradores,  escriba- 
nos, agrimensores,  etc.,  cada  uno  con  una  suma 
de  preparación  y  tiempo  de  concurrencia  esco- 
lar ó  universitaria,  proporcionalmente  determi- 
nadas, pero  que  en  general,  y  casi  todas,  han 
debido  realizar  el  plan  completo  de  estudios 
medios,  preestablecido  para  los  colegios  nacio- 
nales ó  de  enseñanza  preparatoria. 


—  2S7  — 

Ahora  bien,  y  dejando  de  lado  el  punto  de 
vista  estadístico  de  esta  Memoria,  y  ateniéndo- 
nos á  las  condiciones  de  admisibilidad  de  los 
certificados  de  estudios  secundarios  á  que  se 
refiere  el  tratado  proyectado  en  México,  es  de 
advertir  que  la  República  ha  dictado  un  orde- 
namiento para  éstos,  que  lleva  carácter  de  per- 
manencia alrededor  de  dos  puntos  principales: 
duración  de  cinco  años  ó  ciclos  de  estudios,  y 
base  invariable  de  materias  científicas  y  litera- 
rias, que  constituyen  un  verdadero  mínimum 
esencial  para  la  vahdez  de  toda  promoción  a 
grados  ó  carreras  superiores. 

Esta  es  la  cuestión  de  sus  planes  de  estu- 
dios, que  servirá  en  todo  caso  y  en  todo  tiem- 
po de  punto  de  partida  para  resolver  todo 
pedido  de  admisión,  reválida  ó  aceptación  de 
títulos  profesionales  expedidos  en  países  extran- 
jeros. Para  algunas  de  esas  enseñanzas  los 
reglamentos  nacionales  han  establecido  la  con- 
dición esencial  de  la  nacionahdad,  tenida  jus- 
tamente en  cuenta  por  el  art.  1°  del  proyecto 
de  tratado  de  México,  y  respecto  de  los  cua- 
les, aunque  específicamente  se  aceptasen  los 
títulos  extranjeros,  en  la  República  Argentina, 
al  menos,  no  podía  el  Gobierno  desprenderse 
de  su  facultad  de  reclamar  el  cumplimiento  de 
dichas  condiciones,  consideradas  fundamentales 
por  los  reglamentos  orgánicos. 
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Pero  además  de  la  nacionalidad,  existe  la 
otra  condición  relativa  á  la  preparación  míni- 
ma indispensable  para  la  carrera  ó  profesión 
de  que  se  trata,  y  la  cual  es  preestablecida 
por  la  misma  ley  ó  régimen  nacional,  desde 
que  no  podía  exigirse  en  justicia  que  se  ofre- 
ciese al  extranjero  una  situación  más  ventajo- 
sa que  al  ciudadano  para  el  ejercicio  de  su  ofi- 
cio ó  profesión  dentro  del  país.  Esta  conside- 
ración indujo  en  1900  á  la  autoridad  suprema 
escolar  de  la  Capital  de  la  República,  á  esta- 
blecer, de  acuerdo  con  los  planes,  reglamentos 
y  sistema  de  enseñanza  primaria  de  la  Repú- 
blica Oriental  del  Uruguay,  un  cuadro  de  equi- 
valencias de  estudios  que  permitiese  determi- 
nar en  cada  caso,  con  exactitud,  la  asimilación 
que  correspondía  á  los  maestros  de  un  país, 
dentro  del  sistema  del  otro;  y  si  esta  opera- 
ción es  posible  y  aún  fácil,  tratándose  de  en- 
señanza elemental,  donde  los  planes  de  estu- 
dios son  menos  variables  por  su  naturaleza, 
«Ha  reviste  serias  dificultades  cuando  se  pro- 
cura armonizar  los  planes  de  estudios  secun- 
darios, en  que  la  variación  impuesta  por  las 
necesidades  internas  de  cada  país,  ó  por  su 
diverso  modo  de  apreciar  la  ordenación  de  los 
conocimientos,  se  convierte  en  un  arduo  proble- 
ma científico,  si  no  se  opta  por  admitir  sola- 
mente como  válidos  los  estudios    de    materias, 
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iguales,  para  obligar  á  los  recurrentes  á  com- 
pletar en  uno  y  otro  de  los  países  interesados, 
el  respectivo  plan  mínimo  de  estudios. 

La  cuestión  debatida  en  el  Congreso  de  Mé- 
xico, y  reproducida  eh  la  comisión  organiza- 
dora del  programa  del  Congreso  de  Río  de 
Janeiro,  relativa  á  la  autoridad  competente 
para  autenticar  ó  certificar  la  yalidez  de  los 
títulos  que  expidan  los  institutos  de  enseñan- 
za de  cada  país,  tiene  aquí  su  lugar  y  es  dig- 
na de  motivar  un  breve  análisis,  ya  que  se 
trata  de  los  medios  de  llegar  á  una  armonía 
completa  en  todos  los  sistemas,  compatibles 
con  los  intereses  inalienables  de  cada  una  de 
las  naciones  de  América.  Allí  se  hizo  notar  la 
diferencia  de  organización  de  la  enseñanza  en 
los  Estados  Unidos  con  relación  á  los  demás 
países  de  la  América  española. 

En  aquélla,  el  Estado  federal  no  tiene  inge- 
rencia alguna  en  el  régimen  educativo,  que 
corre  á  su  vez  á  cargo  de  los  Estados  parti- 
culares ó  de  los  municipios,  mientras  que  en 
la  mayoría  de  los  otros,  aun  en  aquellos  que 
han  adoptado  las  instituciones  federativas  de 
la  Unión  del  Norte,  existe  una  centralización, 
ó  concurrencia  por  lo  menos,  en  el  gobierno 
de  la  instrucción  púbhca,  como  ocurre  en  la 
RepúbUca  Argentina  y  en  el  Brasil;  y  además, 
una  indudable  y  expresa   prescripción  por  la 

19 
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cual  la  representación  exterior  del  país,  y  todo 
cuanto  se  refiere  á  ejercicios  de  poderes  diplo- 
máticos, es  del  resorte  exclusivo  del  Gobierno 
Federal,  careciendo,  por  lo  tanto,  los  Estados  ó 
Provincias,  de  toda  atribución  al  respecto. 

No  es  de  extrañar  que  en  los  Estados  Unidos 
no  se  hubiesen  preocupado  aún  de  establecer 
un  régimen  ó  un  procedimiento  según  el  cual 
se  diese  validez  nacional  á  los  documentos  ex- 
pedidos por  los  institutos  científicos  de  los 
Estados,  porque  hasta  hora  ninguna  tentativa, 
al  menos  en  nuestro  conocimiento,  se  ha  rea- 
hzado  para  llegar  a  un  acuerdo  de  carácter 
internacional,  siendo  el  de  Montevideo  el  pri- 
mero de  índole  general  que  se  haya  hecho  en 
América.  Hasta  ahora,  la  afluencia  de  alumnos 
de  otros  países  á  las  universidades  norte-ame- 
ricanas ha  obedecido  á  un  interés  personal, 
sus  títulos,  ó  han  sido  admitidos  sin  más  con- 
trol en  las  naciones  de  donde  procedieron  los 
alumnos,  ó  al  volver  á  ella,  les  exigen  alguna 
prueba  de  suficiencia  para  determinar  su  asi- 
milación á  los  títulos  nacionales.  Tal  es  el  caso 
de  la  República  Argentina,  que  desde  1903  en- 
vía á  diversas  escuelas  especiales  de  Estados 
Unidos  algunos  jóvenes  destinados  á  introducir 
ó  perfeccionar  esas  profesiones  en  el  país,  y 
su  criterio  ha  sido  reconocer  sin  mayor  exa- 
men en  toda  su    vahdez,  el  diploma    que    sus; 
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estudiantes  traían  de  aquellas  Universidades. 
En  el  presupuesto  de  1906,  se  destinan  sumas 
de  consideración  para  costear  estudios  de  esa 
especie  en  Estados  Unidos  y  en  Europa,  en  las 
carreras  agrícola  y  ganadera,  docente  ó  de  téc- 
nica industrial,  y  entendemos  que  no  puede 
exigirles  nuevas  pruebas  de  competencia,  des- 
de que  ella  misma,  al  enviarlos  á  su  costa,  re- 
conocía impKcitamente  la  suficiencia  de  los  tí- 
tulos. 

Pero  la  situación  que  crearía  un  tratado  in- 
ternacional por  los  Estados  Unidos  y  las  demás 
naciones  de  la  América  del  Sud,  es  enteramente 
distinta,  pues  que  entra  en  él  el  carácter  re- 
presentativo de  cada  Estado,  en  su  entidad 
soberana  y  siendo  así,  en  primer  lugar,  no 
puede  colocarse  en  el  mismo  pie  de  relaciones 
con  los  Estados  particulares  de  la  Unión,  que  no 
tienen  representación  exterior;  y  en  segundo, 
que  no  pueden  autenticar  títulos  ó  documentos 
públicos  de  ninguna  especie,  con  el  fin  de  darles 
validez  legal  fuera  del  territorio  de  la  Repúbli- 
ca. La  posición  de  unos  y  otros  sería,  pues, 
desigual  en  el  concepto  del  derecho  interna- 
cional, desde  que  las  demás  naciones  se  verían 
obligadas  á  aceptar,  sin  autenticación  nacional 
ó  federal,  los  títulos  privados  de  la  autoridad 
local  de  los  institutos  de  los  Estados  Unidos, 
mientras  que  los  expedidos  por  los   primeros, 
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llevarían  siempre  el  sello  de  la  autoridad  na- 
cional suprema,  ya  se  trate  de  Gobiernos  uni- 
tarios, ya  de  régimen  federativo,  como  el  de  la 
Eepública  Argentina. 

Ya  al  discutir  en  el  Congreso  de  México  el 
respectivo  artículo  del  proyecto  de  tratado  antes 
referido,  se  procuró  resolver,  y  se  resolvió 
incompletamente,  sin  duda,  la  cuestión,  sugeri- 
da por  el  Delegado  Argentino  Dr.  Bermejo,  en 
los  siguientes  términos,  en  que  la  refiere  un  autor 
antes  citado:  «El  Sr.  Bermejo,  expresó  que  no 
tenía  dificultad  en  dar  su  voto  al  proyecto  en 
general,  desde  que  el  Sr.  Alvarez  Calderón, 
Delegado  por  el  Perú,  había  propuesto  á  la  De- 
legación de  los  Estados  Unidos  la  cuestión  de 
si,  al  aceptar  el  proyecto,  los  Estados  Unidos 
lo  firmarían,  y  una  vez  firmado,  lo  ratifica- 
ría el  Senado  de  la  Unión,  y  siendo  así,  esa 
ratificación  sería  obligatoria  para  todos  los  Es- 
tados de  la  Unión.  El  Sr.  Buchanan  (Delegado 
de  los  Estados  Unidos)  contestó  que  si  el  Se- 
nado de  su  país  aprobaba  el  tratado,  él  sería 
ley  obligatoria  para  los  Estados»  (Noel,  Obra 
citada,  p.  187).  Pero  aun  siendo  así,  no  bas- 
ta á  los  fines  del  derecho  internacional,  y  para 
la  plena  vahdez  de  un  tratado  entre  Estados 
de  igual  representación,  el  reconocimiento  del 
carácter  obligatorio  del  mismo,  en  sus  princi- 
pios, sino  que  se  necesita  la  forma  legal  co- 
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rrespondiente  de  exteriorización  de  los  actos 
que  son  su  consecuencia,  y  estos  son  los  títulos, 
diplomas,  certificados  ú  otros  documentos  que 
pudieran  derivarse  del  tratado  mismo,  como 
medios  de  ejecución.  Y  á  este  respecto,  aunque 
el  Board  of  Education  reconozca  las  500  Uni- 
versidades y  colegios  de  los  Estados  Unidos, 
ni  su  director,  ni  las  autoridades  académicas  6 
profesionales  de  cada  instituto  reconocido,  tie- 
nen la  capacidad  de  derecho  internacional  re- 
querida para  autenticar  y  afirmar  ante  las  de- 
más Naciones  signatarias  la  validez  de  aquellos 
documentos.  Luego,  sería  siempre  conveniente 
completar  la  disposición  del  artículo  4°  del  tra- 
tado de  México,  con  una  cláusula  por  la  cual 
el  Gobierno  de  la  Unión  se  obligase  á  designar, 
además  de  los  institutos  habilitados  para  ex- 
pedir diplomas  ó  títulos  de  vaUdez  nacional,  la 
autoridad  que  ha  de  examinarlos  á  los  efectos 
de  su  autenticación  por  la  Secretaría  de  Esta- 
do, á  la  cual  corresponde,  sin  duda,  esta  atri- 
bución ó  función  constitucional  y  diplomática 
á  la  vez. 

Desde  que  la  República  Argentina  subscribió 
el  tratado  de  Montevideo  sobre  ejercicio  de  las 
profesiones  liberales,  diversas  gestiones  se  han 
seguido  ante  su  Gobierno  para  incorporar  algu- 
nos países  extranjeros  entre  sus  beneficios, 
y  por  parte   de   interesados    particulares  para 
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aprovechar  de  sus  concesiones.  Como  si  no  se 
tuviese  sino  un  criterio  definido  sobre  su  inter- 
pretación, lo  que  nada  extraño  tiene  tratán- 
dose de  una  materia  poco  experimentada,  el 
Gobierno  ha  optado  más  bien  por  un  ré- 
gimen restrictivo  que  amplio,  y  así  lo  da  á  en- 
tender la  resolución  recaída  en  27  de  Julio 
de  1897,  en  una  consulta  del  Departamento  Na- 
cional de  Higiene,  en  la  cual,  pedida  la  opinión 
de  la  Universidad  de  Buenos  Aires,  su  Rector 
informa  reproduciendo  un  dictamen  anterior, 
en  el  cual  estudia  comparativamente  el  tratado 
de  BoKvia  de  1865,  y  el  de  Montevideo  de  1889, 
sobre  reconocimiento  de  títulos  profesionales, 
de  los  cuales  el  primero  quedó  en  salvo  por 
el  art.  6^  del  proyecto  de  México. 

«El  único  tratado  anterior  á  los  celebrados  en 
virtud  de  lo  acordado  en  el  Congreso  Sud- 
Americano  reunido  en  Montevideo — dice  la  opi- 
nión de  la  Universidad  de  Buenos  Aires, — que 
ha  contenido  disposiciones  referentes  al  ejer- 
cicio de  las  profesiones  liberales,  es  el  de  1865 
con  la  República  de  Bolivia,  que  en  su  art.  3^ 
dispone  que  «los  argentinos  en  Bohvia  y  los 
bolivianos  en  la  República  Argentina  podrán 
ejercer  sus  profesiones  científicas,  estando  acre- 
ditados en  forma  por  los  tribunales  ó  facul- 
tades competentes,  como  si  fueran  profesores 
del  país». 
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«Este  tratado  ha  sido  interpretado  siempre 
en  el  sentido  de  que  sólo  podían  ampararse  de 
sus  disposiciones  los  ciudadanos  bolivianos  que 
presentaran  títulos  ó  diplomas  expedidos  por 
las  autoridades  competentes  de  Bolivia,  acredi- 
tando haber  rendido  las  pruebas  de  los  estudios 
hechos  en  el  mismo  país,  para  el  ejercicio  de 
las  profesiones  científicas  expresadas  en  el  título 
ó  diploma». 

«La  misma  interpretación  pienso  que  debe 
darse  al  art.  1^  del  tratado  último  (el  de  Mon- 
tevideo), sin  otra  diferencia  que  la  de  hacer 
extensivo  á  los  extranjeros  el  derecho  de  ejercer 
la  profesión  liberal,  si  presentan  un  título  ó 
diploma  expedido  por  la  autoridad  competente 
de  algunas  de  las  naciones  que  han  aprobado 
definitivamente  los  tratados  celebrados  por  el 
Congreso  Sud-Americano». 

«Pero  el  que  obtiene  la  revalidación  no  re- 
cibe un  título  ó  diploma:  obtiene  únicamente  la 
declaración  de  que  es  válido  y  cierto  el  que 
presenta;  el  título  ó  diploma  lo  dan  las  facul- 
tades de  la  Nación  donde  se  hacen  los  estudios; 
las  facultades  ó  autoridades  que  lo  revalidan 
no  dan  uno  nuevo,  se  hmitan  á  ratificar  ó  con- 
firmar el  anterior,  á  fin  de  habihtar  al  que  ha 
solicitado  su  revalidación,  para  el  ejercicio  en 
el  país  de  la  profesión  liberal». 

«Esta  revalidación  és,  propiamente,  la  licencia 
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para  ejercer  en  el  país  aquella  profesión;  no 
es  el  título  ó  diploma  que  sirve  de  testimonio 
para  acreditarla,  y  es  á  éstos  precisamente  á 
los  cuales  se  refiere  el  art.  1°  del  tratado;  y  no 
solamente  pienso  que  esa  es  la  interpretación 
que  surge  de  la  letra  del  art.  1°,  sino  también 
de  su  espíritu,  que  no  ha  sido  otro  que  el  de 
acordar  á  los  estudios  que  se  hacen  en  las  na- 
ciones contratantes  igual  autoridad  y  confianza, 
sin  hacerlas  extensivas  á  los  de  otros  países». 
De  acuerdo  con  esta  interpretación,  confir- 
mada, además,  por  el  Procurador  General  de 
la  Nación,  el  Poder  Ejecutivo  declara  que  «el 
art.  I*'  del  convenio  de  fecha  4  de  Febrero  de 
1889,  por  el  Congreso  Sud-Americano  de  De- 
recho Internacional  Privado,  para  el  ejercicio 
de  las  profesiones  Hberales,  se  refiere  á  los 
títulos  ó  diplomas  expedidos  por  las  autorida- 
des competentes,  á  los  nacionales  ó  extranjeros 
que  hayan  cursado  sus  estudios  en  alguna  de 
las  facultades  de  los  Estados  signatarios»,  que- 
dando de  hecho  excluidos  los  títulos  de  simple 
revalidación,  procedentes  de  otros  países  ex- 
traños á  la  convención,  con  lo  cual  se  apartaba, 
sin  duda,  un  peligro — en  ese  estado  de  las 
cosas, — el  de  ver  introducirse  en  los  países 
contratantes,  sin  suficiente  garantía  de  buena 
preparación  científica,  un  exceso  de  profesio- 
nales de  aquella  procedencia  y  carácter. 
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En  un  documento  como  este  debemos  hacer 
mención  del  proyecto  de  tratado  que  se  halla 
en  vías  de  aprobación  en  los  Congresos  de 
Chile  y  la  República  Argentina,  subscrito  por 
los  respectivos  plenipotenciarios,  por  la  primera 
el  Señor  Carlos  Concha  Subercaseaux,  Minis- 
tro en  Buenos  Aires,  y  por  la  segunda  el  Dr. 
Joaquín  V.  González,  Ministro  del  Interior  á 
cargo  de  la  cartera  de  Relaciones  Exteriores. 
Abarca  este  convenio  los  títulos  ó  diplomas 
profesionales  y  los  certificados  de  estudios  se- 
cundarios, y  su  texto  es  como  sigue: 

«Art.  I.  Las  personas  que  en  una  de  las  Repú- 
bhcas  hayan  obtenido  título  ó  diploma  expe- 
dido originariamente  por  la  autoridad  nacional 
competente,  para  ejercer  profesiones  liberales, 
estarán  habilitadas  para  ejercerla  en    la  otra». 

«Art.  II.  Los  certificados  de  estudios,  comple- 
tos ó  parciales,  y  los  títulos  expedidos  por 
institutos  nacionales  de  enseñanza  secundaria 
en  una  de  las  dos  Repúblicas,  producirán  en 
la  otra  los  efectos  establecidos  por  la  ley  de 
aquella  de  que  emanen». 

«Art.  III.  El  diploma  ó  certificado,  debidamen- 
te legahzado,  será  presentado  para  su  habili- 
tación á  la  autoridad  competente». 

«Art.  IV.  Ante  esa  misma  autoridad  se  justi. 
ficará  la  identidad  personal  en  la  forma  exigida 
por  las  leyes  y  reglamentos  vigentes  en   cada. 
Repúbhca». 
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«Art.  V.  El  presente  tratado  regirá  por  tiempo 
indeterminado,  y  sólo  cesará  después  que  una 
de  las  altas  partes  contratantes  lo  hubiera  de- 
nunciado á  la  otra». 

«Art.  VI.  El  canje  de  las  ratificaciones  del 
presente  tratado  tendrá  lugar  en  la  ciudad  de 
Buenos  Aires  en  el  más  breve  plazo   posible». 

Hacía  notar  el  Poder  Ejecutivo  en  su  men- 
saje al  Congreso,  al  remitirle  el  proyecto,  la 
circunstancia  de  no  haber  adherido  la  Repú- 
blica de  Chile  al  tratado  de  Montevideo  sobre 
esta  misma  materia,  y  agregaba  que,  al  llegar 
entonces  á  un  acuerdo  con  ella,  era  con  el  pro- 
pósito de  facilitar  «á  los  que  en  uno  y  otro 
país  siguen  estudios  regulares,  para  las  carre- 
ras hterarias  y  científicas,  la  continuación  de 
ellos  en  el  otro,  ó  el  ejercicio  en  él  de  las  pro- 
fesiones adquiridas,  sin  las  dificultades,  tan 
molestas  como  innecesarias,  de  una  repetición 
de  largos  estudios,  ó  de  exámenes  de  todas 
las  materias  de  los  respectivos  planes  de  en- 
señanza». 

Las  cuestiones  que  un  tratado  general,  subs- 
crito por  varias  naciones  de  distinto  y  des- 
igual desarrollo  educativo,  suscita  en  su  aplica- 
ción, desaparecen  cuando  se  ha  de  poner  en 
práctica  entre  dos  países  donde  la  enseñanza 
se  halla  más  ó  menos  en  igual  estado  de  ex- 
pansión ó    intensidad,    como   ocurre    entre    la 
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República  Argentina  y  la  de  Chile.  Así,  pues, 
ya  se  adopte  el  sistema  de  los  congresos  ó 
tratados  múltiples,  ya  el  de  los  bilaterales  ó 
parciales,  la  tendencia  de  la  política  argentina 
á  este  respecto,  como  en  casi  todas  las  mate- 
rias de  índole  internacional,  es  siempre  gene- 
rosa, sin  miramiento  por  el  exclusivo  interés 
de  sus  ciudadanos,  y  dispuesta  á  hacer  partí- 
cipe de  sus  ventajas  á  todos  los  demás  miem- 
bros de  la  comunidad  de  naciones  del  continente, 
como  á  reconocer  los  derechos  legítimos  de 
aquellos  que  ocupan  un  nivel  muy  superior 
■al  suyo,  y  de  los  cuales  no  puede  obtener  la 
debida  reciprocidad  de  servicios. 

Porque,  si  bien  se  observa,  la  Nación  Ar- 
gentina es  una  de  las  que  en  América  dedican 
mayor  suma  de  sus  rentas  al  sostenimiento  de 
la  enseñanza  pública,  y  al  subscribir  tratados 
de  reconocimiento  de  títulos  de  otras,  importa 
renunciar  en  su  favor  á  una  parte  considera- 
ble de  los  beneficios  que  de  esos  esfuerzos  ob- 
tendría exclusivamente  para  sus  propios  ciu- 
dadanos. Así,  por  ejemplo,  el  presupuesto  de 
1906  destina  las  siguientes  sumas: 

Educación  coniün  é  instrucción  primaria. 

Escuelas  de  la  Capital  Federal.        $  6.880.322 
»        de  los  territorios  y  co- 
lonias          ^      960.000 

Escnelas  primarias  nacionales  en 
las  provincias $  1.440.000 

Fomento  general  de  la  instrucción 

primaria  en  la    República.     ..        $4.148.000        $     13.428.32 
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Enseñanxa  media  é  instrucción  general. 

Gastos  diversos  en  subsidios,  material  de  ense- 
ñanza y  auxilios  á  la  iniciativa  particular..,      $    1.408.912.44 
Enseñanza  secundaria $    2.395.440 

>  normal $    4.241.077.92 

>  especial  (comercial  ó  industrial  para 
ambos  sexos,  profesorado,  sordomudos,  minas, 

bellas  artes,  etc.) $    1.490. 193. 4(> 

Establecimientos  diversos $        360.684.61 

Enseñanza  agrícola  y  ganadera $       971.500 

Instrucción  superior 

■Universidad  de  Buenos  Aires...  $  1.397.960 

>  >    La  Plata $1.416.483.62 

>  »    Córdoba $1.005.519.04     $     3.819.962.86 

i"    29.111.093.03 


§  II. — Informe  de  la  comisión  VI  Á  la  Ter- 
cera Conferencia  Internacional  Ame- 
ricana,    SOBRE  LA  PROPOSICIÓN  XIII  DEL 

Programa. 

Sr.  Presidente:  Tenemos  el  honor  de  dirigir- 
nos al  señor  Presidente,  para  elevar  por  su 
intermedio  á  la  Honorable  Conferencia,  un  pro- 
yecto de  acuerdo,  formulado  en  vista  de  la 
proposición  XIII  del  Programa,  que  reco- 
mienda la  adopción  de  las  «  medidas  que  se 
estimen  necesarias  para  llevar  á  efecto  la  idea 
comprendida  en  el  tratado  celebrado  en  la  Se- 
gunda Conferencia  Pan-Americana,  con  rela- 
ción á  esta  materia»,  esto  es,  al  ejercicio  de 
las  profesiones  liberales. 
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La  primera  cuestión  de  que  hubimos  de  ocu- 
parnos fué  la  del  alcance  de  la  idea  compren- 
dida en  la  fórmula  transcrita,  la  cual  á  la  simple 
vista  parece  comprender  el  propósito  de  elaborar 
una  nueva  convención,  para  limitarse  á  arbi- 
trar los  medios  de  llevar  á  efecto  la  subscrita 
en  México  el  27  de  Enero  de  1902.  Pero  á  pe- 
sar de  esto,  la  Comisión  se  preocupó  de  estu- 
diar en  todos  sus  aspectos  el  referido  texto, 
pues  el  tiempo  transcurrido  y  las  nuevas  le- 
gislaciones dictadas  desde  la  fecha  de  aquélla, 
podían  haber  hecho  necesarias  algunas  en- 
miendas. 

Por  otra  parte,  la  Comisión  tuvo  también  á 
su  estudio  el  proyecto  presentado  por  la  ilus- 
trada Delegación  de  los  Estados  Unidos  de 
México  sobre  este  mismo  asunto,  y  aunque  lo 
considera  animado  del  muy  justo  propósito  de 
buscar  mayores  garantías  para  la  eficacia  y 
suficiencia  de  los  estudios  que  deben  servir  de 
base  á  los  diplomas  y  títulos  de  recíproca  ad- 
misión entre  los  Estados  signatarios,  bien  con- 
frontadas y  comparadas  sus  disposiciones  con 
el  tratado  de  1902,  no  ha  encontrado  que  hu- 
biese entre  ellas  diferencias  muy  fundamenta- 
les y  suficientes  para  motivar  la  alteración  ó 
modificación  de  aquel  convenio. 

Este,  además,  se  halla  subscrito  por  los  re- 
presentantes de  diez  y  siete  delegaciones  de  Amé- 
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rica,  casi  a  unanimidad  de  las  naciones  del  Con- 
tinente, y  no  existiendo  causas  realmente  gra- 
ves para  introducir  cambios  en  él,  ha  creído 
la  Comisión  que  debía  aconsejar  á  la  Hono- 
rable Conferencia  el  mantenimiento  del  texto 
íntegro  del  tratado   firmado  en  la  de    México. 

La  reforma  más  acentuada  que  introduce  el 
proyecto  de  la  Delegación  Mexicana  es  la  re- 
lativa, según  las  propias  palabras  de  su  expo- 
sición preliminar,  á  los  requisitos  que  deben 
reunir  los  títulos  profesionales  y  certificados 
de  estudios  á  que  el  artículo  se  refiere,  para 
surtir  en  todos  los  países  signatarios  los  mis- 
mos efectos  que  en  el  de  origen.  «A  nuestro  pa- 
recer,— agrega — convendría  para  lograr  ese  ob- 
jeto, establecer  la  condición  precisa  de  que  los 
estudios  parciales  sean  equivalentes,  y  los  tí- 
tulos profesionales  correspondan  á  materias 
que  respectivamente  exija  la  ley  del  país  en 
que  tales  títulos  ó  estudios  quieran  hacerse 
valer». 

Según  el  sentir  de  la  Comisión,  esta  cuestión 
se  halla  resuelta  implícitamente  en  el  tratado 
de  México,  en  cuanto  no  excluye  el  examen  que 
cada  Gobierno  deberá  hacer  de  cada  caso,  para 
determinar  si  el  título  ó  diploma  reúne  las 
condiciones  expresadas  en  aquél  sobre  nacio- 
nalidad, reciprocidad  é  igualdad  de  condiciones 
entre  los  procedentes   del  extranjero  y  los  del 
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país  donde  se  procura  darles  aplicación,  como 
ha  ocurrido  ya  en  las  naciones  signatarias  del 
tratado  de  Montevideo  de  1889,  y  entre  las 
Repúblicas  Argentina  y  de  Bolivia  con  moti- 
vo de  la  aplicación  de  su  Tratado  de  1865: 
en  ningún  caso  dichos  países  han  renunciada 
ni  entendido  que  debían  renunciar  al  anáhsis 
de  los  casos  que  caen  dentro  de  la  apHcación 
de  aquél. 

Así,  pues,  la  aclaración  del  concepto  conte- 
nido en  el  texto  de  México,  ha  parecido  á  la 
Comisión  que  no  era  de  estricta  necesidad,  des- 
de que  cada  país,  al  ejecutar  la  convención, 
procuraría  dar  forma,  ó  ajustar  á  sus  peculia- 
ridades en  materia  de  régimen  de  estudios,  al 
pensamiento  de  aquélla. 

En  cuanto  el  proyecto  se  refiere  á  los  estu- 
dios que  deben  reahzar  las  personas  que  en 
otro  país  que  no  el  propio,  dentro  de  la  con- 
vención, desean  obtener  un  título  ó  diploma 
profesional,  nos  parece  que  él  no  propone  una 
solución  imprevista  en  el  tratado  de  México, 
pues  aquellas  personas  se  incorporarán  al  ré- 
gimen de  estudios  del  Estado  en  que  quieran 
adquirir  su  carrera,  ya  desde  sus  comienzos,  co- 
mo todos  los  hijos  ó  nativos  del  mismo,  ya  des- 
de el  grado  en  que  le  permitan  los  certificados 
que  trajesen  del  país  de  su  procedencia,  según 
el  §  2"^  del  art.  1°  del  mismo  tratado. 
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Por  estos  breves  fundamentos,  la  Comisión 
VI  tiene  el  honor  de  solicitar  la  aprobación 
de  la  Honorable  Conferencia,  del  proyecto  de 
acuerdo  que  va  adjunto. 

Saludamos  al  señor  Presidente  con  nuestra 
consideración  más  distinguida. 

(Aquí  las  firmas) 

Sala  de  la  Comisión,  Río  de  Jaaeiro,  11  de  Agosto  de  1906. 

§  III.— Texto  del  convenio  adoptado 

«La  Tercera  Conferencia  Internacional  Ame- 
ricana, reunida  en  Río  de  Janeiro  en  Julio  y 
Agosto  de  1906,  acuerda  confirmar  íntegramen- 
te el  Tratado  sobre  ejercicio  de  las  profesio- 
nes liberales,  subscrito  el  27  de  Enero  de  1902, 
en  la  Segunda  Conferencia  celebrada  en  Mé- 
xico, y  recomienda  á  las  Repúblicas  que  la 
proponen,  su  adopción  y  ratificación». 

Dado  en  Río  de  Janeiro,  á  10  de  Agosto  de  1906. 
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